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VI. ANEXOS:

ANEXO 1:LISTADO DE INSTRUMENTOS INTERNACIONALES DE LUCHA CONTRA EL TERRORISMO Y DE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS EN LA APLICACIÓN DE LA NORMATIVA ANTITERRORISTA.
A. INSTRUMENTOS DE CARÁCTER UNIVERSAL (NNUU) 

1) Convenio sobre infracciones y otros actos cometidos en aeronaves (1963)

2) Convenio para la represión del apoderamiento ilícito de naves (1970)

3) Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil (1971)

4) Convenio sobre la prevención y el castigo de delitos contra personas internacionalmente protegidas, inclusive los agentes diplomáticos (1973)

5) Convención sobre la protección física de los materiales nucleares (1980)

6) Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima (1988)

7) Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil  (1988)

8) Convenio sobre la marcación de explosivos plásticos para los fines de detección (1991)

9) Convenio internacional para la represión de los actos terroristas cometidos con bombas (1997)

10) Convenio internacional para la represión de la financiación del terrorismo (1998)

11) Convenio para la represión de los actos de terrorismo nuclear (2005) 

B. INSTRUMENTOS DE ÁMBITO EUROPEO 

1) Cooperación judicial de la Unión Europea con los EEUU en la lucha contra el terrorismo (2001)

2) Plan de acción del Consejo de Europa contra el terrorismo (2001)

3) Decisión Marco sobre la lucha contra el terrorismo (2002)

4) Decisión del Consejo de Europa sobre la creación del EUROJUST (2002)

5) Orden de detención europea (2003)

6) Prevención, preparación y respuesta a los ataques terroristas (2004)

7) Protección de las infraestructuras críticas en la lucha contra el terrorismo (2004)

8) Preparación y gestión de las consecuencias de la lucha contra el terrorismo (2004) 

9) 
Plan de acción de la UE contra el terrorismo (2005)

INSTRUMENTOS INTERNACIONALES DE PROTECCIÓN DE DERECHOS HUMANOS EN RELACIÓN A LA APLICACIÓN DE NORMATIVA ANTITERRORISTA

A. INSTRUMENTOS DE CARÁCTER UNIVERSAL 

1) La Declaración Universal de Derechos Humanos de 10 de diciembre de  1948

2) El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 16 de diciembre de 1966

3) La Declaración sobre la Protección de todas las personas contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes de 1975 como fundamento de la convención contra la tortura y los tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes de 1984

4) La Convención Internacional de 10 de diciembre de 1984, contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes

5) Protocolo de actuación 

B. INSTRUMENTOS DE ÁMBITO EUROPEO 

1) El Convenio Europeo de 4 de noviembre de 1950 para la protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales

2) Protocolos 

ANEXO 2:LISTADO DE INFORMES INTERNACIONALES E INTERNOS

SOBRE LA LUCHA CONTRA EL TERRORISMO Y LA PROTECCIÓN CONTRA LOS DERECHOS HUMANOS.
· DETENCIÓN 

INFORMES DE INSTITUCIONES UNIVERSALES 

- Los Derechos Civiles y Políticos, en particular, las cuestiones relacionadas con la tortura y la detención (Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas). Visita a España del 5 al 10 de octubre de 2003.

- Los derechos civiles y políticos, en particular las cuestiones relacionadas con la tortura y la detención. 20 noviembre al 2 de diciembre de 2005.

- Informe de Álvaro Gil-Robles, Comisario para los Derechos Humanos, sobre su visita a España 10 – 19 de marzo de 2005. 

- Informe de Álvaro Gil-Robles, Comisario para los Derechos Humanos, sobre su viaje y, en particular al País Vasco, 5 al 8 de febrero de 2001.

INFORMES DE INSTITUCIONES/ENTES INTERNACIONALES 

- Informe sobre terrorismo y derechos humanos, 2002. Comisión interamericana de derechos humanos.

- ¿Sentando ejemplo? Medidas antiterroristas en España. HUMAN RIGHTS WATCH. 2005.
- Amnistía Internacional, Informe 2003. España: Acabar con las medidas que propician la tortura. Motivos de Preocupación de Amnistía internacional ante el Proyecto de Reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en materia de prisión provisional.

- Amnistía Internacional. El estado de los Derechos Humanos en el Mundo. 2006
- Report from the trial monitoring project in Azerbaijan (2003-2004).

- Torture, arbitrary detention and unfair trial in Tunisia: The Trial against Radhia Nassraoui and twenty co-defendants. Euro-mediterranean human rights Network. 

INFORMES DE ORGANISMOS INTERNOS 

- Observatorio del Sistema Penal y los Derechos humanos de la Universidad de Barcelona. Informe Privación de libertad y derechos fundamentales, 2008.
· LA CUESTIÓN DE LA INCOMUNICACIÓN
INFORMES DE INSTITUCIONES UNIVERSALES 

- Los Derechos Civiles y Políticos, en particular las cuestiones relacionadas con la tortura y la detención. Informe del Relator Especial sobre la cuestión de la tortura, Theo van Boven. Visita a España del 5 al 10 de octubre de 2003.

- Los derechos civiles y políticos, en particular las cuestiones relacionadas con la tortura y la detención. 20 noviembre al 2 de diciembre de 2005.

- Informe de Álvaro Gil-Robles, Comisario para los Derechos Humanos, sobre su visita a España 10 – 19 de marzo de 2005. 

- Informe de Álvaro Gil-Robles, Comisario para los Derechos Humanos, sobre su viaje y, en particular al País Vasco, 5 al 8 de febrero de 2001.

INFORMES DE INSTITUCIONES/ENTES INTERNACIONALES

- Amnistía Internacional, Informe 2003. España: Acabar con las medidas que propician la tortura. Motivos de Preocupación de Amnistía internacional ante el Proyecto de Reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en materia de prisión provisional.

- ¿Sentando ejemplo?. Medidas antiterroristas en España. HUMAN RIGHTS WATCH. 2005.
- Informe sobre terrorismo y derechos humanos, 2002. Comisión interamericana de derechos humanos.

- Report from the trial monitoring project in Azerbaijan (2003-2004).
INFORMES DE ORGANISMOS INTERNOS

- Observatorio del Sistema Penal y los Derechos humanos de la Universidad de Barcelona. Informe Privación de libertad y derechos fundamentales, 2008.

· ESPECIAL CONSIDERACIÓN DE LA TORTURA Y TRATOS INHUMANOS Y DEGRADANTES

INFORMES DE INSTITUCIONES UNIVERSALES 

- Informe del Comité contra la Tortura. 33º período de sesiones. (16 a 26 de noviembre de 2004). 34º período de sesiones (2 a 20 de mayo de 2005)

- Los Derechos Civiles y Políticos, en particular las cuestiones relacionadas con la tortura y la detención. Informe del Relator Especial sobre la cuestión de la tortura, Theo van Boven. Visita a España del 5 al 10 de octubre de 2003.

- Los Derechos Civiles y Políticos, en particular las cuestiones relacionadas con la tortura y la detención. Informe del Relator Especial sobre la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, Manfred Nowak. Misión a China del 20 de noviembre al 2 de diciembre de 2005. 

- Informe de Álvaro Gil-Robles, Comisario para los Derechos Humanos, sobre su visita a España 10 – 19 de marzo de 2005. 

- Informe de Álvaro Gil-Robles, Comisario para los Derechos Humanos, sobre su viaje y, en particular al País Vasco, 5 al 8 de febrero de 2001.

- Report to the Spanish Government on the visit to Spain carried out by the European Committee for the Prevention of Torture and Inhuman or Degrading Treatment or Punishment (CPT), from 22 to 26 July 2001.

- La Tortura en el Estado español, 2004. CPT

- La Tortura en el Estado español, 2005. CPT

- La Tortura en el Estado español, 2007. CPT

- Human Rigts violations in Georgia. Alternative report to the united nations committee against torture. May 2006. OMCT.

INFORMES DE INSTITUCIONES/ENTES INTERNACIONALES 

- ¿Sentando ejemplo? Medidas antiterroristas en España. HUMAN RIGHTS WATCH. 2005.
- Report from the Trial Monitoring Project in Azerbaijan 2003 - 2004.

- Violación de los Derechos Humanos en Guatemala. Informe alternativo presentado al Comité contra la Tortura de las Naciones Unidas. 21 de abril de 2006. 

- Torture, Arbitrary Detention and Unfair Trial in Tunisia: The Trial against Radhia Nassraoui and Twenty Co-Defendants. 1999. 

- Amnistía Internacional, 2002. España: Crisis de identidad. Torturas y malos tratos de índole racista a manos de agentes del Estado.

- Amnistía Internacional, Informe 2003. España: Acabar con las medidas que propician la tortura. Motivos de Preocupación de Amnistía internacional ante el Proyecto de Reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en materia de prisión provisional.

- Amnistía Internacional, Informe 2004. Acabar con la doble injusticia: Víctimas de tortura y malos tratos sin reparación.

- Amnistía Internacional, Informe 2006. El estado de los derechos humanos en el mundo. 

- Amnistía Internacional, Informe 2007. Sal en la herida. La impunidad efectiva de agentes de policía en casos de tortura y otros malos tratos.

- Combating torture –a manual for action. 2001.

- Informe de la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura. Chile. Año 2005.

- Back to a routine of torture. Torture and Ill-treatment of Palestinian Detainees during arrest Detention and Interrogation. September 2001 – April 2003.

- Informe sobre terrorismo y derechos humanos, 2002. Comisión interamericana de derechos humanos.

- Report from the trial monitoring project in Azerbaijan (2003-2004).

- Torture, arbitrary detention and unfair trial in Tunisia: The Trial against Radhia Nassraoui and twenty co-defendants. Euro-mediterranean human rights Network.

INFORMES DE ORGANISMOS INTERNOS 

- Respuesta del Gobierno Español al informe del Comité Europeo para la Prevención de la Tortura y de las Penas o Tratos Inhumanos o Degradantes (CPT) sobre la visita a España llevada a cabo del 22 al 26 de julio de 2001. Estrasburgo, 13 de marzo de 2003. 

- Declaración de la Institución del Ararteko ante la Tortura 21 de diciembre de 2004. 

- Tortura en Euskal Herria, Informe 2001. TAT.

- Observatorio del Sistema Penal y los Derechos humanos de la Universidad de Barcelona. Informe Privación de libertad y derechos fundamentales, 2008.

· TUTELA JUDICIAL EFECTIVA. 
INFORMES DE ORGANISMOS/ENTES INTERNACIONALES 

- Amnistía Internacional, Informe 2003. España: Acabar con las medidas que propician la tortura. Motivos de Preocupación de Amnistía internacional ante el Proyecto de Reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en materia de prisión provisional.

- ¿Sentando ejemplo?. Medidas antiterroristas en España. HUMAN RIGHTS WATCH. 2005.
- Informe sobre terrorismo y derechos humanos, 2002. Comisión interamericana de derechos humanos.

- Report from the OSCE/ODIHR Trial monitoring in Uzbekistan –September/October 2005-

INFORMES DE ORGANISMOS INTERNOS 

- Observatorio del Sistema Penal y los Derechos humanos de la Universidad de Barcelona. Informe Privación de libertad y derechos fundamentales, 2008.

Intimidad y privacidad

INFORMES DE INSTITUCIONES INTERNACIONALES 

- Informe sobre terrorismo y derechos humanos, 2002. Comisión interamericana de derechos humanos.

- Parades, Protest and Policing. A human rights framework. Northern Ireland Human Rights Commission (NIHRC).
Libertad de expresión

INFORMES DE ORGANISMOS INTERNACIONALES 

- Informe sobre terrorismo y derechos humanos, 2002. Comisión interamericana de derechos humanos.

- Informe relator especial para la libertad de expresión, 2003 (Cuba). Comisión Interamericana de derechos humanos. 

- Informe anual de la Comisión interamericana de Derechos humanos, 2007. Volumen III. Informe de la Relatoría especial para la libertad de expresión.

- Human Rights considerations in combating incitement to Terrorism and related offences. Vienna, 19-20 October 2006. Office for Democratic Institutions and Human Rights (ODIHR).

- Parades, Protest and Policing. A human rights framework. Northern Ireland Human Rights Commission (NIHRC).
· DERECHO DE ASOCIACIÓN  

INFORMES DE ORGANISMOS INTERNACIONALES 

- Informe sobre terrorismo y derechos humanos, 2002. Comisión interamericana de derechos humanos.

- Parades, Protest and Policing. A human rights framework. Northern Ireland Human Rights Commission (NIHRC).

ANEXO 3: LISTADO DE JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL EUROPEO DE DERECHOS HUMANOS SOBRE POSIBLES DERECHOS FUNDAMENTALES AFECTADOS POR LAS POLÍTICAS ANTITERRORISTAS.
TRIBUNAL EUROPEO DE DERECHOS HUMANOS

ESPECIAL CONSIDERACIÓN DE LA TORTURA Y TRATOS INHUMANOS O DEGRADANTES 
Sentencia Tribunal Europeo de Derechos Humanos  Estrasburgo (Sección 4ª), de 2 noviembre 2004

PROHIBICION DE LA TORTURA: Ambito: detención preventiva: acusación de torturas físicas y psicológicas padecidas por los demandantes durante su arresto y detención: del contenido de los certificados médicos-forenses durante la detención así como de los reconocimientos médicos efectuados tras su liberación no se desprenden indicios o marcas significativas de malos tratos: los elementos de prueba presentados por los demandantes no fundamentan suficientemente sus acusaciones: violación inexistente; Investigación de las agresiones: insuficiencia de las investigaciones llevadas a cabo por las autoridades internas para esclarecer los hechos: rechazo de todas las peticiones de práctica de pruebas solicitadas por los demandantes: violación existente.

Demanda de ciudadanos españoles contra el Reino de España presentada ante el Tribunal el 13-06-2000, por las torturas físicas y psicológicas padecidas durante su arresto y detención, poco antes de la celebración de los Juegos Olímpicos de Barcelona, por presuntos simpatizantes de un movimiento independentista catalán y por la falta de investigación de las autoridades para esclarecer los hechos. Violación del art. 3 del Convenio en cuanto a las acusaciones de malos tratos durante la detención: inexistencia; Violación del art. 3 debido a la ausencia de investigación oficial efectiva: existencia: estimación parcial de la demanda.


ANEXO 4: LISTADO DE JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL SOBRE POSIBLES DERECHOS FUNDAMENTALES AFECTADOS POR LAS POLÍTICAS ANTITERRORISTAS.
LISTADO DE JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL SOBRE POSIBLES DERECHOS FUNDAMENTALES AFECTADOS POR LAS POLÍTICAS ANTITERRORISTAS

ÍNDICE:

I. Derecho a la libertad y a la seguridad (detención, habeas corpus)

II. Derecho a la tutela judicial efectiva (derecho a un juez predeterminado por la ley, a un proceso con todas las garantías, a un abogado de confianza, a un médico de confianza)

III. Derecho a la integridad física y a la dignidad (prohibición de la tortura, tratos inhumanos y/o degradantes)

IV. Derecho a la intimidad, a la vida privada y al secreto de las comunicaciones (registros, incomunicación judicial, intervención de las comunicaciones)

V. Libertad ideológica, de expresión e información

VI. Derecho de asociación

VII. Otros: dispersión; responsabilidad penal de las personas jurídicas

I. DERECHO A LA LIBERTAD Y A LA SEGURIDAD

SENTENCIA nº 136/1999, de 20/07/1999

Recurso de amparo
Documento (Registro 5459/1997 (avocado al Pleno))
Fecha de Aprobación: 20/7/1999

Publicación BOE: 19990818 [«BOE» núm. 197] :: (Doc. PDF) 

Sala: Pleno: Excmos. Sres. Cruz Villalón, Viver Pi-Sunyer, de Mendizábal Allende, González Campos, Jiménez de Parga y Cabrera, Vives Antón, García Manzano, Cachón Villar, Garrido Falla, Conde Martín de Hijas, Jiménez Sánchez y Casas Baamonde. 

Ponente: don Carles Viver i Pi-Sunyer 

Número registro: 5459/1997 (avocado al Pleno) 

Recurso tipo: Recurso de amparo 

Extracto:

1.  Los derechos de participación en los asuntos públicos (art. 23.1 C.E.) y de acceso a los cargos públicos (art. 23.2 C.E.) poseen un contenido de derecho de libertad que se concreta, en lo que aquí interesa, en la posibilidad constitucionalmente protegida de ofrecer a los ciudadanos, sin interferencias o intromisiones de los poderes públicos, los análisis de la realidad social, económica o política y las propuestas para trasformarla que consideren oportunas las personas que participan como actores en la actividad pública, y los partidos y grupos en los que se integran [F. J. 14].

2.  Queda fuera del ámbito constitucionalmente protegido por los derechos del art. 23 C.E. la difusión de programas o mensajes que por su contenido, debidamente contextualizado, resulten amenazantes o intimidatorios, especialmente cuando esos efectos se producen durante los procesos electorales como consecuencia de la difusión de mensajes que pretenden decantar el sentido del voto hacia las opciones mantenidas por quienes los transmiten por temor a sufrir daños o perjuicios [F. J. 14].

3.  No cabe considerar ejercicio legítimo de las libertades de expresión einformación a los mensajes que incorporen amenazas o intimidaciones a los ciudadanos o a los electores, ya que como es evidente con ellos ni se respeta la libertad de los demás, ni se contribuye a la formación de una opinión pública que merezca el calificativo de libre [F. J. 15].

4.  Los mensajes electorales no pretenden informar, sino captar sufragios y, en consecuencia, no sólo pretenden que los ciudadanos formen su opinión en libertad, sino que acepten el mensaje que difunde y traduzcan ese beneplácito en la dación del voto. En estos casos puede afirmarse que el transmitente hace suyo el contenido del mensaje y, en consecuencia, no cabe hablar de  en su difusión [F. 

J. 17].

5.  De la conjunción del mensaje oral y el visual analizado se desprende una amenaza dirigida a los poderes públicos e indirectamente a los ciudadanos para que acepten los planteamientos políticos expuestos, si no quieren continuar sufriendo las consecuencias derivadas de los atentados terroristas. Se trata ciertamente de una amenaza difusa, pero de cuya virtualidad ningún ciudadano medio podía dudar y que afectaba a bienes tan importantes como la vida y la integridad física. Pero este carácter amenazante se ve reforzado al integrarse en el  electoral de H.B. ya que en este caso ese contenido genéricamente 

intimidatorio se vincula explícitamente con la petición de voto para H.B., de modo que la impactante presencia de las armas revela de forma manifiesta que de no otorgarse el voto a la asociación política la violencia continuará [F. J. 19].

6.  Puede concluirse, pues, que los mensajes analizados, aunque en diferente grado, contenían elementos o aspectos intimidatorios que, al no hallarse directamente protegidos por las libertades de participación política, de expresión y de información, podían en principio, en tanto que conductas intimidatorias, ser objeto de sanción penal de darse en ellos los elementos que conforman alguno de los delitos tipificados por la Ley y, más concretamente, en este caso, los del delito de colaboración con banda armada del art. 174 bis a) del Código Penal, Texto Refundido de 1973 [F. J. 19].

7.  El hecho de que se expresen ideas, se comunique información o se participe en una campaña electoral de forma ilícita y, por consiguiente, sin la protección de los respectivos derechos constitucionales, no significa que quienes realizan esas actividades no estén materialmente expresando ideas, comunicando información y participando en los asuntos públicos. Precisamente por ello, una reacción penal excesiva frente a este ejercicio ilícito de esas actividades puede producir efectos disuasorios o de desaliento sobre el ejercicio legítimo de los referidos derechos ya que sus titulares, sobre todo si los límites penales están imprecisamente establecidos, pueden no ejercerlos libremente ante el temor de que cualquier extralimitación sea severamente sancionada [F. J. 20].

8.  El principio de proporcionalidad no constituye en nuestro ordenamiento constitucional un canon de constitucionalidad autónomo. Mas la desproporción entre el fin perseguido y los medios empleados para conseguirlo puede dar lugar a un enjuiciamiento desde la perspectiva constitucional cuando esa falta deproporción implica un sacrificio excesivo e innecesario de los derechos que la Constitución garantiza (SSTC 62/1982, 66/1985, 19/1988, 85/1992, 50/1995, 66/1995, 55/1996 y 161/1997). El juicio que procede en esta sede de amparo debe ser muy cauteloso. Se limita a verificar que la norma penal no produzca "un patente derroche inútil de coacción que convierte la norma en arbitraria y que socava los principios elementales de justicia inherentes a la dignidad de la persona y al Estado de Derecho" o una  [FF. JJ. 22 y 23].

9.  El terrorismo constituye una manifestación delictiva de especial gravedad, que pretende instaurar el terror en la sociedad y alterar el orden constitucional democrático, por lo que ha de admitirse que cualquier acto de apoyo al mismo comporta una lesión, al menos potencial, para bienes jurídicos individuales y colectivos de enorme entidad, a cuya defensa se dirige el tipo delictivo analizado. No puede negarse en abstracto la posibilidad de que el Estado limite mediante el establecimiento de sanciones penales el ejercicio de los derechos fundamentales para garantizar bienes tan relevantes como la vida, la seguridad de las personas o la paz social que son puestos en peligro por la actividad terrorista [F. J. 27].

10.  No cabe concluir que la reacción penal resulta innecesaria y que las medidas no penales tendrían un grado de funcionalidad manifiestamente similar [F. J. 28].

11.  La norma que se ha aplicado a los recurrentes no guarda, por su severidad en sí y por el efecto que la misma comporta para el ejercicio de las libertades de expresión y de información, una razonable relación con el desvalor que entrañan las conductas sancionadas [F. J. 29].

12.  No es preciso suscitar cuestión interna de inconstitucionalidad acerca del art. 174 bis a) del Código Penal de 1973, ya que este precepto ha sido derogado por el Código Penal aprobado en 1995, por lo que la posible declaración de inconstitucionalidad no cumpliría su función de depuración  de normas inconstitucionales (STC 67/1998) [F. J. 30].

13.  Si el rechazo de plano de la pretensión recusatoria es constitucionalmente aceptable, por razones de orden formal y material, ninguna  cabe atribuir entonces tanto al hecho de que los recusantes se hayan visto privados de la fase de instrucción del incidente, como a la circunstancia de que esa inadmisión haya sido acordada por el órgano que, según los propios demandantes, era elcompetente para resolver sobre el fondo, esto es, con plenitud de jurisdicción y de garantías. Por esto mismo, carece también de trascendencia constitucional la alegación de que, por proceder la inadmisión del , los demandantes no han podido recurrir en súplica contra dicha resolución [F. J. 6].

14.  Es cierto que efectuar declaraciones en el curso de un proceso acerca del sentido que debiera tener el fallo y aventurar el sentido del voto de los Magistrados que forman parte de un órgano judicial no contribuye positivamente a la incolumidad del ejercicio de la función de juzgar constitucionalmente encomendada a los Jueces y Tribunales. Sin embargo, en el presente caso, dado el tenor de las declaraciones realizadas por las autoridades, en las que a lo sumo, las más incisivas, manifiestan una opinión o un deseo de cuál debiera ser el sentido del fallo, y teniendo en cuenta la inocuidad de las predicciones acerca del sentido de los votos de los Magistrados, este Tribunal no aprecia que se haya producido un  capaz de menoscabar la imparcialidad o la apariencia de imparcialidad de la Sala sentenciadora compuesta por Magistrados independientes por razón de su estatuto, ni tan siquiera capaz de propiciar un clamor popular a favor de la condena o de la absolución de los encausados poniendo en entredicho la necesaria serenidad del Tribunal o la confianza de la ciudadanía en el comportamiento neutral de los juzgadores [F. J. 9].

15.  Que la Sentencia condenatoria haya sido dictada en primera y única instancia por la Sala Segunda del Tribunal Supremo, lo que impidió la incoación de recurso alguno en el seno de la jurisdicción ordinaria contra la resolución condenatoria, no contraviene el art. 24.1 C.E. en relación con el art. 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (SSTC 51/1985, 30/1986, 33/1989, 55/1990, 166/1993, 22/1997 y 41/1998) [F. J. 11].


Otorga el amparo a los recurrentes y, en consecuencia:


1.
Reconoce que el art. 174 bis a) 1. y 2. del Código Penal de 1973 al ser aplicado al caso ha vulnerado su derecho a la legalidad penal (art. 25.1 C.E.).


2.
Les restablece en sus derechos y, a tal fin, declarar la nulidad de la Sentencia núm. 2/1997, de 29 de noviembre de 1997, dictada por la Sala Segunda del Tribunal Supremo, en la causa especial núm. 840/1996.

SENTENCIA nº 127/2000, de 16/05/2000

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3501/1996)
Fecha de Aprobación: 16/5/2000

Publicación BOE: 20000620 [«BOE» núm. 147] :: (Doc. PDF) 

Sala: Sala Primera 

Ponente: doña María Emilia Casas Baamonde 

Número registro: 3501/1996 

Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:


Promovido por don Patxi Mirena Goenaga Arrizabalaga frente a las Sentencias de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo y de la Audiencia Nacional que le condenaron como autor de un delito de colaboración con banda armada.


Supuesta vulneración de los derechos del detenido, a la tutela judicial, a un proceso con todas las garantías, a no declarar contra sí mismo, a no confesarse culpable y a la presunción de inocencia: Declaraciones del acusado ante el Juez de Instrucción, prestadas en situación de detención incomunicada que era válida, y previa información suficiente de sus derechos, que ofrecen prueba de cargo.

1.  -El régimen de detención incomunicada del recurrente cumplió estrictamente las previsiones legales en cuanto al tiempo y a la autoridad competente para acordarla, y no está carente de la motivación necesaria: La técnica de la motivación por remisión no resulta contraria a las exigencias constitucionales; tampoco resulta constitucionalmente exigible un mayor razonamiento, dada la naturaleza del delito investigado y los conocimientos sobre la forma de actuación de las organizaciones terroristas [FJ 3].

2.  -La situación de incomunicación de detenidos constituye una limitación del derecho a la asistencia letrada recogida como una de las garantías consagradas en el art. 17.3 CE. Por consiguiente, las resoluciones que la acuerdan deben ser motivadas y proporcionadas (SSTC 196/1987, 49/1999; ATC 155/1999) [FJ 3.a].

3.  -El hecho de que la declaración se prestara ante el Juez de Instrucción en presencia de Letrado y se grabara en cinta magnetofónica, así como la ausencia de coerción en la misma, convierten en inocuas las insuficiencias formales de los términos utilizados al informar al declarante de sus derechos [FJ 4].

4.  -Doctrina constitucional y europea sobre los derechos fundamentales a no declarar contra sí mismo y a no confesarse culpable [FJ 4].

5.  -Consecuencia de todo lo expuesto es la falta de fundamento de la alegada vulneración del derecho a la presunción de inocencia (SSTC 51/1990, 166/1999) [FJ 5].

El Tribunal Constitucional deniega el amparo.

SENTENCIA nº 63/2001, de 17/03/2001

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3721/1998)
Fecha de Aprobación: 17/3/2001

Publicación BOE: 20010406 [«BOE» núm. 83] :: (Doc. PDF) 

Sala: Pleno 

Ponente: don Pedro Cruz Villalón 

Número registro: 3721/1998 

Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:


Promovido por don Ricardo García Damborenea frente a la Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal Supremo que le condenó por un delito de detención ilegal en la causa seguida por el secuestro de don Segundo Marey Samper.


Supuesta vulneración de los derechos de defensa, a la presunción de inocencia, a la legalidad penal y a la tutela judicial efectiva: condena fundada en la declaración de un coimputado corroborada; apreciación sobre la no prescripción del delito fundada en Derecho, y debatida en el proceso; estado de necesidad.


El Tribunal Constitucional deniega el amparo.

SENTENCIA nº 64/2001, de 17/03/2001

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3805/1998)
Fecha de Aprobación: 17/3/2001

Publicación BOE: 20010406 [«BOE» núm. 83] :: (Doc. PDF) 

Sala: Pleno 

Ponente: don Julio González Campos 

Número registro: 3805/1998 

Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:


Promovido por don Julián Sancristóbal Iguaran frente a la Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal Supremo que le condenó por delitos de secuestro y de malversación de caudales públicos en la causa seguida por el secuestro de don Segundo Marey Samper.


Supuesta vulneración de los derechos al juez imparcial, a la legalidad penal y a la tutela judicial efectiva, y a un proceso con todas las garantías: filtración periodística del fallo; apreciación sobre la no prescripción del delito fundada en Derecho; atenuante por colaboración con la justicia; aforamiento de Diputados y derecho al recurso penal. Voto particular. El Tribunal Constitucional deniega el amparo.

SENTENCIA nº 65/2001, de 17/03/2001

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3835/1998)
Fecha de Aprobación: 17/3/2001

Publicación BOE: 20010406 [«BOE» núm. 83] :: (Doc. PDF) 

Sala: Pleno 

Ponente: doña María Emilia Casas Baamonde 

Número registro: 3835/1998 

Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:


Promovido por don Luis Hens Serena y don Juan Ramón Corujo Rodríguez frente a la Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal Supremo que les condenó por un delito de detención ilegal en la causa seguida por el secuestro de don Segundo Marey Samper.


Supuesta vulneración de los derechos al juez imparcial, a la legalidad penal y a la tutela judicial efectiva, y a un proceso con todas las garantías: filtración periodística del fallo; apreciación sobre la no prescripción del delito. El Tribunal Constitucional desestima la demanda de amparo.

SENTENCIA nº 66/2001, de 17/03/2001

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3836/1998)
Fecha de Aprobación: 17/3/2001

Publicación BOE: 20010406 [«BOE» núm. 83] :: (Doc. PDF) 

Sala: Pleno 

Ponente: don Carles Viver Pi-Sunyer 

Número registro: 3836/1998 

Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:


Promovido por don Julio Hierro Moset, don Miguel Planchuelo Herresanchez y don Francisco Saiz Oceja frente a la Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal Supremo que les condenó por un delito de detención ilegal y, al segundo de ellos, por delitos de secuestro y de malversación de caudales públicos, en la causa seguida por el secuestro de don Segundo Marey Samper.


Supuesta vulneración de los derechos al juez imparcial, a la legalidad penal y a la tutela judicial efectiva, y a un proceso con todas las garantías: filtración periodística del fallo; apreciación sobre la no prescripción del delito fundada en Derecho; aforamiento de Diputados y derecho al recurso penal. Voto particular. El Tribunal Constitucional desestima la demanda de amparo.
SENTENCIA nº 68/2001, de 17/03/2001

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3860/1998)
Fecha de Aprobación: 17/3/2001

Publicación BOE: 20010406 [«BOE» núm. 83] :: (Doc. PDF) 

Sala: Pleno 

Ponente: don Tomás S. Vives Antón 

Número registro: 3860/1998 

Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:


Promovido por don José Barrionuevo Peña frente a la Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal Supremo que le condenó como autor de delitos de malversación de caudales públicos y detención ilegal en la causa seguida por el secuestro de don Segundo Marey Samper.


Supuesta vulneración de los derechos al juez legal, a la defensa, a la presunción de inocencia, a la legalidad penal y a la tutela judicial efectiva: duración de la instrucción relativa a una persona aforada; momento en que se adquiere la condición de inculpado; declaraciones ante el Juzgado de Instrucción prestadas sin coerciones; conocimiento privado del juez instructor no acreditado y ajeno a la prueba; condena fundada en la declaración de un coimputado corroborada; apreciación sobre la no prescripción del delito fundada en Derecho.


El Tribunal Constitucional desestima la demanda de amparo.
SENTENCIA nº 69/2001, de 17/03/2001

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3862/1998)
Fecha de Aprobación: 17/3/2001

Publicación BOE: 20010406 [«BOE» núm. 83] :: (Doc. PDF) 

Sala: Pleno 

Ponente: don Guillermo Jiménez Sánchez 

Número registro: 3862/1998 

Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:


Promovido por don Rafael Vera Fernández-Huidobro frente a la Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal Supremo que le condenó por delitos de malversación de caudales públicos y de secuestro en la causa seguida por el secuestro de don Segundo Marey Samper.


Supuesta vulneración de los derechos al juez legal, a la prueba, al juez imparcial, a un proceso con todas las garantías, a la presunción de inocencia, a la legalidad penal y a la tutela judicial efectiva: duración de la instrucción relativa a una persona aforada; reincorporación de Magistrado al Juzgado de Instrucción después de haber desempeñado cargos políticos; inadmisión de pruebas en el incidente de recusación, en la instrucción y en el juicio oral; filtración periodística del fallo; enemistad del instructor; declaraciones ante el Juzgado de Instrucción prestadas sin coerciones; utilización como prueba de documentos oficiales sustraídos; condena fundada en la declaración de un coimputado corroborada; apreciación sobre la no prescripción del delito fundada en Derecho. 

Voto particular.


Las denuncias de violación de los derechos a la libertad (art. 17 CE), a no declarar contra sí mismo y a no declararse culpable (art. 24.2 CE) y a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), atañen a derechos fundamentales ajenos al recurrente, que carece de legitimación para formularlas (SSTC 141/1985, 123/1989, 228/1997) [FJ 25].


El Tribunal Constitucional desestima la demanda de amparo.

SENTENCIA nº 70/2001, de 17/03/2001

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3865/1998)
Fecha de Aprobación: 17/3/2001

Publicación BOE: 20010406 [«BOE» núm. 83] :: (Doc. PDF) 

Sala: Pleno 

Ponente: don Pablo García Manzano 

Número registro: 3865/1998 

Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:


Promovido por don Francisco —lvarez Sánchez frente a la Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal Supremo que le condenó por delitos de detención ilegal y de malversación de caudales públicos en la causa seguida por el secuestro de don Segundo Marey Samper.


Supuesta vulneración de los derechos a la presunción de inocencia y a la tutela judicial efectiva: condena fundada en la declaración de un coimputado corroborada; apreciación sobre la no prescripción del delito fundada en Derecho.


El Tribunal Constitucional desetima la demanda de amparo.

SENTENCIA nº 169/2001, de 16/07/2001

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3824/1999)
Fecha de Aprobación: 16/7/2001

Publicación BOE: 20010814 [«BOE» núm. 194] :: (Doc. PDF) 

Sala: Sala Segunda 

Ponente: don Julio Diego González Campos 

Número registro: 3824/1999 

Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:


Promovido por don Adolfo Francisco Scilingo Manzorro, acusado de presunto delito de terrorismo y genocidio, respecto de los Autos de la Sala de lo Penal de Audiencia Nacional y del Juzgado Central de Instrucción núm. 5 que mantuvieron la prohibición de abandonar el territorio español y la retirada de su pasaporte.


Vulneración del derecho a la libertad personal: Falta de cobertura legal de las medidas cautelares impuestas; resoluciones judiciales desproporcionadas, porque no motivan el riesgo de fuga ni ponderan la duración de la causa.


Estima parcialmente la presente demanda de amparo y, en su virtud:


1.
Inadmitir la pretensión relativa al derecho al Juez legalmente predeterminado (art. 24.2 CE).


2.
Declarar que se ha lesionado el derecho a la libertad personal del 

recurrente (art. 17.1 CE).


3.
Anular los Autos de 19 de abril y 31 de mayo de 1999 delJuzgado Central de Instrucción núm. 5 de la Audiencia Nacional, y el Auto de 30 de julio de 1999 de la Sección Tercera de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional.

SENTENCIA nº 100/2002, de 06/05/2002

Recursos de amparo.
Documento (Registro 520/97 y 2344)
Fecha de Aprobación: 6/5/2002

Publicación BOE: 20020605 [«BOE» núm. 134] :: (Doc. PDF) 

Sala: Sala Segunda 

Ponente: don Pablo Cachón Villar 

Número registro: 520/97 y 2344 

Recurso tipo: Recursos de amparo. 

Extracto:


Promovidos por don José Antonio Sáenz de Santamaría Tinture y don José Luis Corcuera Cuesta frente al Auto de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional que confirmó la prórroga del secreto sumarial decretada en un sumario seguido por delito de asesinato y otros (detención ilegal).


Alegada vulneración de los derechos a una tutela judicial sin indefensión y a un proceso con garantías: resoluciones interlocutorias en un proceso penal abierto en fase de instrucción. Inadmisión de los recursos.

SENTENCIA nº 155/2002, de 22/07/2002

Recursos de amparo avocados.
Documento (Registro 4858-2001, 4907-2001 y 4922-2001 (acumulados)/)
Fecha de Aprobación: 22/7/2002

Publicación BOE: 20020807 [«BOE»núm. 188] :: (Doc. PDF) 

Sala: Pleno 

Ponente: don Tomás S 

Número registro: 4858-2001, 4907-2001 y 4922-2001 (acumulados)/ 

Recurso tipo: Recursos de amparo avocados. 

Extracto:


Promovidos por don Ángel Vaquero Hernández, don Felipe Bayo Leal, y don Enrique Dorado Villalobos, por don Enrique Rodríguez Galindo y por don José Julián Elgorriaga Goyeneche, frente a las Sentencias de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional y del Tribunal Supremo que les condenaron por dos delitos de asesinato y de detención ilegal en el caso Lasa y Zabala.


Supuesta vulneración de los derechos al juez imparcial y a la presunción de inocencia: rechazo liminar de las recusaciones del Juez instructor y de Magistrados de la Sala, justificado; condena penal fundada en declaraciones de un coimputado en un sumario secreto, que se retractó luego y en el juicio oral, sometidas a posibilidad de contradicción y corroboradas; y fundada en prueba indiciaria válida. Incomunicación. Voto particular.

1.
Las declaraciones sumariales incriminatorias del coimputado, prestadas ante el Juez de Instrucción con asistencia de su Letrado y después ratificadas con  asistencia de las defensas del resto de recurrentes, fueron incorporadas al acto del juicio oral cumpliendo todas las exigencias constitucionales y legales. Su interrogatorio en el juicio oral, realizado en condiciones de plena contradicción, constituye una prueba válida capaz de desvirtuar la presunción de inocencia. Por ello es constitucionalmente legítimo que el órgano sentenciador diera mayor credibilidad a su contenido que a la retractación expresada en el acto de la vista [FJ 10].

2.
Doctrina constitucional en torno al derecho a la presunción de inocencia [FJ 10].

3.
El Tribunal Constitucional ha de limitarse a comprobar que la prueba existente se haya obtenido y practicado conforme a la Constitución, que sea de cargo y que, en consecuencia, los hechos declarados probados puedan inferirse de  ella de modo razonable y no arbitrario. No podemos, al socaire de la presunción de inocencia, enjuiciar, ni siquiera desde la perspectiva de la razonabilidad, la valoración de la prueba en sí misma considerada (SSTC 31/1981, 189/1998) [FJ 7].

4.
La doctrina de este Tribunal nunca ha exigido que la declaración sumarial con la que se confronta la distinta o contradictoria manifestación prestada en el juicio oral por un testigo o un imputado haya debido ser prestada con contradicción real y efectiva en el momento de llevarse a cabo, pues cumplir tal exigencia no siempre es legal o materialmente posible [FJ 10].

5.
Los hechos y datos que fueron apreciados por la Sala sentenciadora, tomados en conjunto, constituyen esa corroboración mínima que nuestra jurisprudencia ha venido exigiendo, en relación con la participación de los recurrentes en la ilegal privación de libertad [FJ 11].

6.
Las declaraciones de un coimputado, que no están prohibidas por la ley procesal, pueden valorarse como pruebas aptas para destruir la presunción deinocencia. Sin embargo, cuando son prueba única, no adquieren entidad suficiente para desvirtuar la presunción constitucional de inocencia, por lo que su veracidad ha de verse avalada por algún hecho, dato o circunstancia externa (SSTC 153/1997, 115/1998, 68/2001) [FJ 4].

7.
La inferencia del asesinato a partir de la detención no puede estimarse carente de motivación [FJ 13].

8.
Hay que descartar que en este caso la inferencia realizada haya sido irracional, absurda, arbitraria, incoherente o ilógica; también que resultara excesivamente abierta [FFJJ 15 y 16].

9.
Con las declaraciones de los testigos de referencia, que aquí se han valorado como pruebas de cargo, desaparece la eventual indeterminación de los indicios existentes contra los condenados por dirigir la operación [FJ 18].

10.
No podemos considerar ilógica ni excesivamente abierta la inferencia de la 

Sala respecto a que la orden de asesinar fuera también transmitida por la misma persona que había supervisado las detenciones [FJ 19].

11.
Doctrina general sobre prueba indiciaria (SSTC 174/1985, 17/2002) [FJ 12].

12.
Las inferencias han de motivarse excepto cuando resulten evidentes por sí 

mismas (SSTC 5/2000, 249/2000) [FJ 12].

13.
La ausencia o debilidad de la motivación de la inferencia en la Sentencia de instancia puede suplirse en la de apelación o casación (STC 107/1989) [FJ 12].

14.
En las SSTC 189/1998 y 220/1998 hemos establecido el canon a partir del cual ha de enjuiciarse si una determinada inferencia es constitucionalmente válida [FJ 14].

15.
La falta de explicación sobre el destino de las personas detenidas, unida a 

otros elementos de prueba, permiten presumir la muerte de una persona durante su detención (SSTEDH Timurtas, 2000, Akdeniz, 2001, y Orhan, 2002) [FJ 15].

16.
La ausencia de explicaciones por parte de los imputados, en circunstancias muy singulares, puede utilizarse por el juzgador para fundamentar la condena (SSTC 220/1998, 202/2000; STEDH Murray, 1996) [FJ 15].

17.
Doctrina constitucional sobre el testimonio de referencia (SSTC 217/1989, 

209/2001, 68/2002) [FJ 17].

18.
El rechazo de la recusación por extemporánea, al entender que las Secciones orgánicas están compuestas a lo largo de todo el procedimiento por sus titulares y que nada obstan a ese hecho las eventuales sustituciones que puedan producirse, no es en modo alguno irracional o arbitrario (SSTC 1/1989, 133/2000) [FJ 3].

19.
El rechazo a limine de la recusación por los propios recusados, por incumplimiento de los requisitos formales que afectan a la esencia del procedimiento, no comporta una vulneración del derecho a un juez imparcial (STC 

47/1982) [FJ 3].

20.
La inadmisión de la recusación del Presidente de la Sala, por un incidente surgido al ejercer la policía de vista y dirección de los debates, está justificada porque nos hallamos ante una ?enemistad imaginaria? [FJ 4].

21.
Las normas imperativas que regulan la policía de vistas, y las que limitan la suspensión de los juicios a los motivos estrictamente determinados por la ley, no deben quedar a disposición de las partes [FFJJ 4 y 5].

22.
Si hubo un momento en que pudo ponerse en tela de juicio si se había o no vulnerado el derecho a un juez imparcial en relación con el Juez instructor, la legitimidad de esa duda se desvaneció en el curso del proceso judicial [FJ 6].

23.
El art. 24.2 de nuestra Constitución reconoce el derecho a ser juzgado por un Tribunal imparcial [FJ 2].


El Tribunal Constitucional desestima las demandas de amparo acumuladas.

SENTENCIA nº 7/2004, de 09/02/2004

Recurso de amparo.
Documento (Registro 5316/1997)
Fecha de Aprobación: 9/2/2004

Publicación BOE: 20040310 :: (Doc. PDF) 

Ponente: don Pablo García Manzano 

Número registro: 5316/1997 

Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:
Promovido por don Josu Eguskiza Bilbao y otros frente a las Sentencias de la Salas de lo Penal del Tribunal Supremo y de la Audiencia Nacional, que les condenaron por delitos relacionados con banda armada. Supuesta vulneración de los derechos a la integridad física y moral, a la asistencia letrada, a un proceso con garantías y a la presunción de inocencia: malos tratos investigados y sancionados; incomunicación de detenidos por terrorismo, y prórroga, motivada; asesoramiento de oficio justificado; declaraciones ante el juez instructor viciadas por torturas previas, pero condena fundada en pruebas independientes. Denegado el amparo.

SENTENCIA nº 72/2006, de 13/03/2006

Recurso de amparo.
Documento (Registro 5959-2002/)
Fecha de Aprobación: 13/3/2006

Publicación BOE: 20060418 :: (Doc. PDF) 

Sala: Sala Primera. 

Ponente: don Pablo Pérez Tremps 

Número registro: 5959-2002/ 

Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:


Promovido por don Joan Alfred Mengual Cabanes frente al Auto de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional que denegó su personación y su sobreseimiento libre en causa por delito de colaboración con banda armada. 


Supuesta vulneración de los derechos a la tutela judicial efectiva (acceso al proceso) y a la presunción de inocencia: legitimación para actuar en el proceso penal de quien no ha sido procesado; resolución judicial que da fin a la situación de imputado y a cualquier medida cautelar, aunque no sea de sobreseimiento libre. Se deniega el amparo solicitado.

SENTENCIA nº 351/2006, de 11/12/2006

Recurso de amparo.
Documento (Registro 5486-2005/)
Fecha de Aprobación: 11/12/2006

Publicación BOE: 20070116 :: (Doc. PDF) 

Sala: Sala Primera. 

Ponente: don Roberto García-Calvo y Montiel 

Número registro: 5486-2005/ 

Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:


Promovido por don Cherif Ouafi frente a los Autos de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional que acordaron su extradición a Argelia para ser juzgado por delitos relacionados con banda terrorista.


Supuesta vulneración de los derechos a la tutela judicial efectiva y a la integridad física: extradición pasiva que no incurre en error sobre la nacionalidad irlandesa del reclamado; principio de reciprocidad aplicado motivadamente; alegaciones genéricas de riesgo de tortura.

El Tribunal Constitucional deniega el amparo.

II. DERECHO A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA (derecho a un juez predeterminado por la ley, a un proceso con todas las garantías, a un abogado de confianza, a un médico de confianza)

SENTENCIA nº 111/1995, de 04/07/1995

Recurso de amparo.
Documento (Registro 1907/1994)
Fecha de Aprobación: 4/7/1995

Publicación BOE: 19950803 [«BOE» núm. 184] 

Sala: Sala Primera: Excmos. Sres. Rodríguez, Gimeno, Cruz, Ruiz, Jiménez de Parga y Delgado. 

Ponente: don Enrique Ruiz Vadillo 

Número registro: 1907/1994 

Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

1. De acuerdo con reiterada doctrina constitucional, el «ius ut procedatur» que ostenta el ofendido por el delito no contiene un derecho absoluto a la apertura y plena sustanciación del proceso penal, sino tan sólo el derecho a una decisión judicial razonada sobre las pretensiones deducidas, que bien puede ser el sobreseimiento o archivo de las actuaciones o, incluso, la inadmisión de la querella presentada (SSTC 11/1985, 148/1987, 33/1989, 203/1989, 191/1992, 37/1993, 217/1994) [F.J. 3].

2. Como se deduce de los hechos descritos, en ningún momento el órgano judicial 

dio la oportunidad al recurrente de narrar y concretar las circunstancias que pudiera considerar relevantes a efectos de que su pretensión pudiera prosperar, no se le recibió declaración, ni se le hizo el ofrecimiento de acciones que ha de seguir a la apertura de diligencias (art. 109 L.E.Crim.), para que el ofendido pudiera, si así lo deseaba, constituirse en parte y alegar y proponer lo que estimara oportuno de cara a la defensa de sus pretensiones. No es el hecho de admitir la documentación remitida por la Administración Penitenciaria lo que resultaría constitucionalmente lesivo, sino la conducta del órgano instructor que imposibilitó la intervención del recurrente como parte en el proceso penal iniciado, lo que afectaría al derecho fundamental de acceso al proceso (art. 24.1 C.E.) [F.J. 5].

3. En relación con el derecho a Abogado y Procurador de oficio del que pretende ejercer la acción penal, este Tribunal ha declarado en alguna ocasión que tal derecho sólo despliega su plena eficacia en relación con el imputado en un proceso penal, siendo, en los demás casos, un derecho relativo sometido a diversos condicionantes procesales y materiales. Sin embargo, no es éste el caso que nos ocupa. En él el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción llevó a cabo una, aunque breve, actividad instructora, por lo que concurrió el requisito de apertura del proceso al que este Tribunal ha venido condicionando la adquisición de la cualidad procesal de parte por el ofendido, el previo y necesario ofrecimiento de acciones (art. 109 L.E.Crim.) y el consiguiente derecho, si estuviera habilitado para defenderse como pobre, a que se le nombre de oficio Procurador y Abogado para su representación y defensa (art. 119 L.E.Crim.). Ha de concluirse, pues, que se obstaculizó indebidamente el derecho del recurrente de acceso al proceso y de ejercicio de la acción penal, lo que supuso una lesión del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.) [F.J. 6].

SENTENCIA nº 127/1995, de 25/07/1995

Recurso de amparo.
Documento (Registro 1361/1994)
Fecha de Aprobación: 25/7/1995

Publicación BOE: 19950822 [«BOE» núm. 200] 

Sala: Sala Primera: Excmos. Sres. Rodríguez, Gimeno, Cruz, Ruiz, Jiménez de Parga y Delgado. 

Ponente: don Enrique Ruiz Vadillo 

Número registro: 1361/1994 

Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

1. Como ha destacado nuestra reciente STC 94/1995, en el contenido del art. 28.1 C.E. se integra también la vertiente funcional del derecho a la actividad sindical que garantiza un ámbito esencial de libertad para organizarse a través de instrumentos de actuación de la forma que se considere más adecuada a la efectividad de la acción, dentro, claro está, del respeto a la Constitución y a la Ley (STC 292/1993). Este derecho, como cualquier otro, no es ilimitado ni absoluto. En el art. 28.1 C.E. se integra, pues, el derecho a llevar a cabo una libre acción sindical comprensiva de todos los medios lícitos y sin debidas injerencias de terceros (SSTC 37/1983, 51/1984 y 134/1994), expresiones que en sí mismas conllevan ya límites a su ejercicio [F.J. 3].

2. En este orden de cosas la importancia que alcanza en nuestro Estado de Derecho, democrático y social, la libertad sindical como expresión de la defensa y promoción de los derechos que le son propios con arreglo al art. 7 C.E., obliga a que nuestro enjuiciamiento no se pueda circunscribir a verificar el carácter motivado, razonable y no arbitrario de la resolución impugnada, ya que el derecho afectado es un derecho fundamental sustantivo, sino que ha de extenderse a examinar detenidamente la corrección constitucional de la ponderación efectuada entre el ejercicio del derecho y sus límites para evitar que el contenido de la libertad sindical resulte indebidamente sacrificado. Por lo que respecta a los miembros del Cuerpo Nacional de Policía, la Ley Orgánica 2/1986, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, establece, de acuerdo con el diseño constitucional del derecho de sindicación de la policía (art.28.1 C.E.), ciertas limitaciones a su ejercicio que se explican por las especiales características de la función policial y su carácter de instituto armado. Concretamente los límites vienen dados por el respeto a los derechos fundamentales y libertades públicas reconocidas en la Constitución y, especialmente, el derecho al honor, a la intimidad y a la propia imagen, así como el crédito y prestigio de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, la seguridad ciudadana y de los propios funcionarios y la garantía del secreto profesional (art. 19). Tales limitaciones alcanzan, en particular, a la libre acción o actividad sindical, dentro de cuya expresión debe encuadrarse, en lo que aquí interesa, la libertad de información (STC 273/1994). Los principios de jerarquía y subordinación, que definen al Cuerpo (art. 18 de la Ley citada), pueden limitar la libertad de información en materia sindical; así lo hemos reconocido en la STC 81/1983 al manifestar que la crítica en el ejercicio de la condición de representante 

sindical deberá hacerse con la mesura necesaria para no incurrir en vulneración al respeto a los superiores y para no poner en peligro el buen fucionamiento del servicio y de la institución policial [F.J. 3].

SENTENCIA nº 6/1996, de 16/01/1996

Recurso de amparo.
Documento (Registro 2430/1994)
Fecha de Aprobación: 16/1/1996


Publicación BOE: 19960219 [«BOE» núm. 43] 


Sala: Sala Primera: Excmos. Sres. Rodríguez, Gimeno, Cruz, Ruiz, Jiménez de Parga y Delgado. 


Ponente: don Enrique Ruiz Vadillo 


Número registro: 2430/1994 


Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

1. Ni las cuestiones relativas a la atribución de competencias entre órganos judiciales afectan al derecho al Juez predeterminado por la ley (SSTC 49/1983 y 76/1992), ni puede este Tribunal revisar la interpretación de la legalidad procesal realizada por los órganos jurisdiccionales cuando, como ahora es el caso, ésta no puede ser considerada como ilógica o arbitraria (STC 37/1995) [F.J. 2].

2. De las actuaciones se desprende que el deber de diligencia en la comprobación razonable de la veracidad de la noticia no fue acreditado ante los órganos judiciales ordinarios. En este sentido, las tres resoluciones judiciales recaídas a lo largo del proceso coinciden básicamente en afirmar que las imputaciones vertidas en la información publicada por el semanario «Tribuna de Actualidad» implicaban una intromisión ilegítima en el derecho al honor del demandante porque carecían de todo apoyo real, siendo, por ello mismo, sustancialmente falsas, sin que los autores del reportaje hubiesen probado lo contrario [F.J. 5].

SENTENCIA nº 54/1996, de 26/03/1996

Recurso de amparo.
Documento (Registro 79/1995)
Fecha de Aprobación: 26/3/1996
Publicación BOE: 19960427 [«BOE» núm. 102] 
Sala: Sala Primera: Excmos. Sres. Rodríguez, Gimeno, Cruz, Jiménez de Parga y Delgado. 
Ponente: don Vicente Gimeno Sendra 
Número registro: 79/1995 


Extracto:

1. Las vulneraciones, que ahora «per saltum» se invocan, han privado al Tribunal Supremo de pronunciarse sobre su restablecimiento. El incumplimiento por los recurrentes del principio de subsidiariedad (art. 53.2 C.E.), ha de ocasionar de esta manera la estimación de la concurrencia de la causa de inadmisión, prevista en el art. 44.1 c) LOTC [F.J. 2].

2. Como hemos reiterado en múltiples ocasiones, no corresponde a este Tribunal revisar la interpretación que de la legalidad ordinaria hayan podido efectuar los Jueces y Tribunales en el ejercicio de la función que les corresponde, «ex» art. 117.3 C.E. [F.J. 3].

3. Hemos venido reiterando que la restricción del derecho fundamental debe adoptarse por medio de resolución judicial motivada (SSTC 3/1992 y 13/1994), y que ello se debe a la íntima relación existente entre la motivación judicial y las circunstancias fácticas que legitiman tal restricción, pues sólo a través de aquélla pueden conocerse y ponderarse éstas (STC 128/1995). La necesidad de motivación resulta necesaria porque sólo a través de ella se preserva el derecho de defensa y se puede hacer el necesario juicio de proporcionalidad entre el sacrificio del derecho fundamental y la causa a la que obedece. Pues corresponde al Juez llevar a cabo la ponderación preventiva de los intereses en juego y determinar si a la vista de las circunstancias concurrentes debe prevalecer el derecho constitucionalmente protegido (SSTC 160/1994 y 50/1995), ya que la motivación es la única vía de comprobación de que se ha llevado a cabo la ponderación judicial que constituye la esencial garantía de la excepción a la inviolabilidad de las comunicaciones. En esta misma línea, en la reciente STC 181/1995, reiterábamos la anterior doctrina acerca de la necesaria observancia del deber de motivación de aquellas resoluciones en que se acuerde la intervención telefónica, y declarábamos la nulidad de una observación telefónica practicada sin la garantía de una autorización judicial específica y razonada en la que se expusieran las razones que aconsejaban la medida y su necesidad [F.J. 7]

4. Aplicando la anterior doctrina expuesta al supuesto ahora examinado, debemos concluir acerca de la ausencia de motivación de la resolución judicial habilitante de la intervención telefónica. En efecto, en ésta no se recogen ni las personas afectadas con la intervención (fácilmente determinables en este caso), ni se determina el hecho punible investigado, ni tampoco se explicitan las razones que determinaron la adopción de tal medida, ni tampoco cuál era la finalidad perseguida con mandamiento judicial. La constatación de la falta de determinación del alcance subjetivo y objetivo de la intervención, esto es, de las personas afectadas y del delito investigado, así como la ausencia de una motivación específica y adecuada en el Auto analizado, junto al carácter esencial de la misma para la adopción de tal resolución judicial habilitante de la intromisión en las comunicaciones, determina la infracción del art. 18.3 C.E. y, por tanto, la prohibición constitucional de valoración de tal prueba y de cuantas se deriven directa o indirectamente de ella, en cuanto obtenidas con vulneración del derecho fundamental a la inviolabilidad de las comunicaciones. Así, pues, hemos de concluir en que los órganos judiciales no debieron haber concedido ninguna eficacia probatoria de la prueba así obtenida [F.J. 8].

5. Ningún reproche de inconstitucionalidad puede merecer la Sentencia de casación en todo lo referente a la vulneración de la presunción de inocencia, toda vez que, comprobada la existencia de prueba de cargo suficiente para justificar una Sentencia de condena, es claro que tanto el Tribunal de instancia como el Tribunal Supremo ninguna vulneración del art. 24.2 han cometido en sus resoluciones impugnadas. Lo anterior no empece, ello no obstante, a que hayamos podido constatar, como así declaramos, la violación por el Juzgado Central de Instrucción del derecho al secreto de las comunicaciones telefónicas previsto en el art. 18.3 C.E., si bien dicha infracción, tal y como se ha afirmado, ninguna repercusión ha producido en el derecho a la presunción de inocencia, por lo que, por sí sola, en modo alguno, puede justificar la anulación por este Tribunal de las resoluciones impugnadas [F.J. 10].

____________________________________________________________________

SENTENCIA nº 175/1996, de 11/11/1996

Recurso de amparo.
Documento (Registro 1235/1994)
Fecha de Aprobación: 11/11/1996
Publicación BOE: 19961217 [«BOE» núm. 303] 
Sala: Sala Segunda: Excmos. Sres. Gabaldón, García-Mon, de Mendizábal, González, Viver y Vives. 
Ponente: don Fernando García-Mon y González-Regueral 
Número registro: 1235/1994 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 
Extracto:

1. No es necesario argumentar que el reconocimiento que de su propia escritura hizo el recurrente respecto de un texto que de su puño y letra hizo ante la Guardia Civil a requerimiento de ésta, no puede considerarse en sí mismo prueba de cargo. Podría serlo, en su caso, si el dictamen pericial caligráfico emitido sobre la base de ese texto en relación con otras pruebas manuscritas de miembros de la banda terrorista E.T.A., hubiera sido positivo, pero, según consta en el sumario, las muestras caligráficas analizadas, entre ellas las del recurrente, no coinciden con las pruebas manuscritas obrantes en los archivos del Departamento. En estas circunstancias es claro que lo afirmado por la Sentencia impugnada en el fundamento jurídico tercero, que «puede reputarse prueba de cargo» el reconocimiento realizado por el recurrente, es un error patente que, aunque explicable dado el volumen y la complejidad de las actuaciones, ha de corregir este Tribunal por ser el único fundamento individualizado que, atinente al recurso de casación del recurrente en amparo, ha conducido a la Sala, sin examinar ni resolver los motivos por él articulados, a la desestimación.

2. Subsanado o aclarado por esta Sentencia el error que condujo a la desestimación del recurso de casación, ahí debe detenerse la actuación de este Tribunal en su función de tutelar y restablecer al recurrente en el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva que ha resultado vulnerado por la Sentencia impugnada. Sobre el derecho fundamental a la presunción de inocencia, nada debe decir este Tribunal hasta que, previamente, se pronuncie sobre el mismo el Tribunal Supremo al resolver los motivos de casación que, con base en el citado derecho, ha formulado el recurrente frente a la Sentencia de instancia. Motivos que no pueden entenderse comprendidos en la desestimación global «de los cuatro recursos por infracción de ley» que hace la Sentencia en el último apartado de su fundamentación, toda vez que según resulta de la misma, la presunción de inocencia alegada por el recurrente en amparo, no ha sido examinada por el Tribunal Supremo por estimar suficiente para desvirtuarla una prueba de cargo que, como hemos visto, no tiene tal carácter.

SENTENCIA nº 175/1997, de 27/10/1997

Recurso de amparo.
Documento (Registro 2073/1994)
Fecha de Aprobación: 27/10/1997
Publicación BOE: 19971128 [«BOE» núm. 285] 
Sala: Sala Segunda: Excmos. Sres. Gabaldón, García-Mon, de Mendizábal, González, Viver y Vives. 
Ponente: don Fernando García-Mon y González-Regueral 
Número registro: 2073/1994 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

1. El marco normativo constitucional del derecho a las comunicaciones de que puede gozar un condenado a pena de prisión recluido en un establecimiento penitenciario viene determinado no sólo por lo dispuesto en el art. 18.3 C.E. -que garantiza el derecho al secreto de las comunicaciones, salvo resolución judicial-, sino también y primordialmente por el art. 25.2 de la propia Constitución, pues es este precepto el que constituye la norma específica aplicable a los derechos fundamentales de los reclusos que, según hemos declarado en anteriores ocasiones, adquieren un «status» propio que se configura como una relación de sujeción especial. Esta relación origina un entramado de derechos y deberes recíprocos entre la Administración Penitenciaria y el recluso que, en todo caso, debe ser entendida en un sentido reductivo, compatible con el valor preferente de los derechos fundamentales (SSTC 74/1985, 2/1987, 120 y 137/1990, 11/1991, 57/1994 y 170/1996). El art. 25.2 C.E, expresivo de esa sujeción especial, dispone en su inciso segundo que «el condenado a pena de prisión que estuviere cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la Ley Penitenciaria». 

En principio el recluso goza, pues, del derecho al secreto de las comunicaciones, aunque pueda verse afectado por las limitaciones mencionadas. Hay que advertir que este derecho tiene una incidencia sustancial en el desarrollo de la personalidad de los internos y adquiere por ello suma relevancia en orden al cumplimiento de la finalidad, no exclusiva, de reinserción social de las penas privativas de libertad que establece el primer inciso del art. 25.2 C.E. 

Mediante la comunicación oral y escrita con otros sujetos, el preso no queda reducido exclusivamente al mundo carcelario y ello le permite relacionarse con el exterior y, en definitiva, mantenerse preparado para su  futura vida en el seno de la sociedad [F. J. 2].

2. El art. 51 de la Ley Orgánica General Penitenciaria (en adelante, L.O.G.P.) reconoce el derecho de los reclusos a las comunicaciones. En cuanto al ejercicio de tal derecho, el precepto diferencia varias modalidades de comunicación, que son de muy distinta naturaleza y vienen, por ello, sometidas a regímenes legales claramente diferenciados (STC 183/1994). Por un lado, el art. 51.1 se refiere a las comunicaciones genéricas, en cuanto autoriza a los internos a «comunicar periódicamente, de forma oral y escrita, en su propia lengua, con sus familiares, amigos y representantes acreditados de organismos internacionales e instituciones de cooperación penitenciaria, salvo en los casos de incomunicación judicial». Por otro lado, el art. 51.2 de la misma Ley hace mención de las comunicaciones específicas del interno con su Abogado defensor y con el Procurador que le represente. Y, por fin, el art. 51.3 L.O.G.P. regula otro tipo de comunicaciones específicas, las mantenidas con profesionales acreditados, con asistentes sociales y con Sacerdotes o Ministros de una religión. En lo que se refiere a las limitaciones que pueden experimentar las comunicaciones genéricas, el art. 51.1 L.O.G.P., además de mencionar los casos de incomunicación judicial, impone que tales comunicaciones se celebren de manera que se respete al máximo la intimidad, pero permite que sean restringidas «por razones de seguridad, de interés de tratamiento y del buen orden del establecimiento». Por su parte, el art. 51.5 de la misma norma permite que las comunicaciones genéricas sean suspendidas o intervenidas motivadamente por el Director del establecimiento, dando cuenta a la autoridad judicial competente. Ahora bien, las comunicaciones específicas entre el interno y su Abogado o Procurador no podrán ser suspendidas o intervenidas salvo por orden de la autoridad judicial y en los supuestos de terrorismo, según dispone el art. 51.2 L.O.G.P. [F. J. 3].

3. Los ciudadanos que gozan del «status libertatis» sólo pueden ver restringida su libertad de comunicar por obra de una resolución judicial, según dispone el art. 18.3 C.E. De manera similar, las comunicaciones entre un sujeto interno en un Establecimiento penitenciario y su Abogado o Procurador sólo puede ser intervenida por los órganos jurisdiccionales (art. 51.2 L.O.G.P.), con lo que el control judicial de la medida está garantizado «a priori» -y lógicamente también durante el desarrollo de la misma-. Sin embargo, el art. 51.1 y 5 L.O.G.P., además de mencionar la «incomunicación judicial», permite que la interferencia en las comunicaciones genéricas sea acordada motivadamente por un órgano administrativo -la Dirección del Centro-, pero dando cuenta de ella a la autoridad judicial competente. Rectamente entendida, esta dación de cuentas implica no sólo la mera comunicación del órgano administrativo al órgano judicial para conocimiento de éste, sino un verdadero control jurisdiccional de la medida efectuado «a posteriori», mediante una resolución motivada. Ello se deduce de una necesaria consideración sistemática de este precepto con los arts. 76.1 y 2 g) y 94.1 de la misma L.O.G.P., conforme a los cuales corresponde al Juez de Vigilancia Penitenciaria salvaguardar los derechos fundamentales de los internos que cumplen condena, competencia ésta que, en la materia que estamos analizando, implica un papel activo en protección de tales derechos, pues es el Juez de Vigilancia Penitenciaria «quien ha de velar por las situaciones que afecten a los derechos y libertades fundamentales de los presos y condenados» (STC 73/1983; en sentido similar, SSTC 74/1985, 2/1987 y 143 y 161/1993). A la misma conclusión conduce el art. 106.1 C.E., por el que la Administración, también la penitenciaria, está sujeta al control judicial de la legalidad de su actuación (STC 73/1983). A ello hay que añadir, para valorar en toda su dimensión la importancia de esta medida, que el  recluso puede ponerse en comunicación con ciudadanos libres, a los que también les afecta el Acuerdo administrativo de intervención. Por todo ello resulta claro que si el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria se limitase a una mera recepción de la comunicación del acto administrativo en el que se acuerda intervenir las comunicaciones y adoptase una actitud meramente pasiva ante la restricción por dicho acto del derecho fundamental del recluso, no estaría dispensando la protección del derecho en la forma exigida por las mencionadas normas [F. J. 3].

4. En nuestras SSTC 170/1996 y 128/1997 insistimos en la importancia y necesidad de la motivación del Acuerdo de intervención, no sólo porque ello permite acreditar las razones que justificaron la medida de restricción del derecho sino, además, porque constituye el único medio para constatar que la ya limitada esfera jurídica del ciudadano interno en un Centro Penitenciario no se restringe o menoscaba de forma innecesaria, inadecuada o excesiva. De este modo, la falta o insuficiencia de la motivación afecta a la propia justificación del supuesto habilitante para la suspensión o restricción del derecho, en este caso del derecho al secreto de las comunicaciones y, por lo tanto, al propio derecho fundamental. En cuanto al contenido de la motivación, la ya citada STC 170/1996, entre otros aspectos, otorga relevancia a la expresión de la duración de la medida. Con palabras de esta resolución, «el mantenimiento de una medida restrictiva de derechos, como la analizada, más allá del tiempo estrictamente necesario para la consecución de los fines que la justifican, podría lesionar efectivamente el derecho afectado, en este caso el derecho al secreto de las comunicaciones (SSTC 206/1991, 417/1996, etcétera). Los arts. 51 y 10.3, párrafo segundo, L.O.G.P., y los correlativos preceptos del Reglamento Penitenciario de 1981, en concreto los arts. 91.1 y 98.4 (y arts. 41 y siguientes del Reglamento Penitenciario de 1996), llevan implícita la exigencia de levantamiento de la intervención en el momento en que deje de ser necesaria por cesación o reducción de las circunstancias que la justificaron, en cuanto se legitima exclusivamente como medida imprescindible por razones de seguridad, buen orden del establecimiento e interés del tratamiento». Por su parte, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en dos Sentencias, ambas de fecha 15 de noviembre de 1996, asunto «Domenichine» y asunto «Calogero Diana», relativas a intervención de las comunicaciones de reclusos, toman en  consideración para su enjuiciamiento la expresión de la duración de la medida y las razones que la pueden justificar. Ciertamente el establecimiento de un ámbito temporal predeterminado para la interceptación viene estrechamente ligado al requisito de la proporcionalidad de la misma, pues la adopción de una medida de estas características «sine die» no es capaz por regla general de justificar su idoneidad para el fin perseguido [F. J. 4].

5. Estrechamente relacionada con el requisito de la motivación se encuentra la exigencia constitucional de proporcionalidad de la medida. La valoración de la proporcionalidad se descompone en tres juicios: el de idoneidad, sobre la adecuación de la medida para el fin propuesto; el de necesidad o subsidiariedad sobre la posibilidad de acudir a otro recurso menos gravoso para el derecho fundamental, y el de proporcionalidad en sentido estricto, sobre la ponderación entre los beneficios o ventajas para el interés general y los perjuicios sobre otros bienes o valores en conflicto [F. J. 4].

6. Finalmente, otro requisito, aunque extrínseco al propio acto administrativo, es la necesidad legal de su comunicación a la autoridad judicial competente de forma inmediata (SSTC 183/1994 y 170/1996), porque en caso contrario sería inexistente el control judicial durante el período que se extiende desde la adopción de la intervención hasta la fecha en que el Juzgado recibiera la comunicación. Es igualmente preciso que la medida de intervención sea notificada al interno, según dispone la regla 4. del art. 98 del Reglamento Penitenciario vigente en el momento en que ocurrieron los hechos, como recuerdan las SSTC 127/1996 y 128/1997. Según hemos expresado anteriormente, la intervención jurisdiccional sobre la medida administrativa se ha de llevar a cabo «a posteriori», aunque siempre de manera efectiva para el control ordinario de legalidad y constitucionalidad de la restricción del derecho fundamental, de modo que tal control no dependa del eventual ejercicio por el interno de los recursos procedentes (STC 170/1996) [F. J. 4].

7. En consecuencia, los Acuerdos administrativos que decidieron la intervención de las comunicaciones del recurrente lesionaron el derecho del recurrente al secreto de las comunicaciones garantizado en el art. 18.3 en relación con el art. 25.2 C.E., tal y como ha entendido el Ministerio Fiscal, por insuficiencia de motivación, por no determinación del alcance temporal de la medida y por no haber sido comunicada inmediatamente a la autoridad judicial [F. J. 5].

SENTENCIA nº 200/1997, de 24/11/1997

Recurso de amparo.
Documento (Registro 2628/1995)
Fecha de Aprobación: 24/11/1997
Publicación BOE: 19971230 [«BOE» núm. 312] 
Sala: Sala Segunda: Excmos. Sres. Gabaldón, García-Mon, de Mendizábal, González, Viver y Vives. 
Ponente: don Carles Viver Pi-Sunyer 
Número registro: 2628/1995 

Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

1. El enjuiciamiento en sede de amparo constitucional de las alegaciones relativas a la vulneración del derecho al secreto de las comunicaciones de los reclusos por parte de la Administración penitenciaria tiene como objeto primordial, en casos como el aquí analizado, la determinación de si los Acuerdos de las Juntas de Régimen y Administración de los establecimientos penitenciarios que limitan el ejercicio de ese derecho se han producido en los supuestos legalmente previstos de acuerdo con la Constitución -en definitiva, si responde a la persecución de un fin constitucionalmente legítimo previsto por la Ley-, si se han cumplido los requisitos constitucionalmente exigidos y si la medida era idónea, necesaria y proporcionada en relación con el fin perseguido [F. J. 2].

2. Los arts. 51 y 10.3, párrafo segundo, L.O.G.P., y los correlativos preceptos del Reglamento Penitenciario de 1981, en concreto los arts. 91.1 y 98.4 (y arts. 41 y siguientes del Reglamento Penitenciario de 1996), llevan implícita la exigencia de levantamiento de la intervención en el momento en que deje de ser necesaria por cesación o reducción de las circunstancias que la justificaron, en cuanto se legitima exclusivamente como medida imprescindible por razones de seguridad, buen orden del establecimiento e interés del tratamiento (STC 41/1996, fundamento jurídico 4.). Por su parte, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en dos Sentencias, de 15 de noviembre de 1996 (asuntos «Domenichine» y «Calogero Diana»), relativas a intervención de las comunicaciones de reclusos, toma en consideración para su enjuiciamiento la expresión de la duración de la medida y las razones que la pueden justificar. Por todo ello, el Tribunal ha venido exigiendo que al adoptarse la medida de intervención de las comunicaciones se determine el período temporal de su vigencia, aunque para ello no sea estrictamente necesario fijar una fecha concreta de finalización, sino que ésta puede hacerse depender de la desaparición de la condición o circunstancia concreta que justifica la intervención. El Acuerdo puede, pues, en determinadas circunstancias, sustituir la fijación de la fecha por la especificación de esa circunstancia, cuya desaparición pondría de manifiesto que la medida habría dejado de ser necesaria [F. J. 4].

3. La motivación no sólo se convierte «ex» art. 51.5 L.O.G.P. en presupuesto habilitante de toda restricción del derecho al secreto de las comunicaciones, sino que, aunque faltase esa previsión legal, su concurrencia vendría exigida por la propia Constitución, ya que su ausencia o insuficiencia, como hemos dicho en las SSTC 170/1996, 128/1997 y 175/1997, afecta al propio derecho fundamental en la medida en que sin ella el recluso que ve limitado el ejercicio de su derecho desconoce la razón de esa restricción y los órganos jurisdiccionales encargados de efectuar el control relativo a la necesidad, idoneidad y proporcionalidad de la medida carecen de los datos indispensables para llevar a cabo esta tarea que, como queda dicho, es el objeto primordial del control jurisdiccional [F. J. 4].

4. Respecto del contenido de la motivación de los Acuerdos que autorizan la intervención de las comunicaciones, en ésta debe explicitarse la justificación, es decir, el porqué se adopta la medida, y, para ello, los datos necesarios que en él deben figurar al objeto de que pueda, con posterioridad, llevarse a cabo el juicio de idoneidad, necesidad y proporcionalidad son, al menos, los dos siguientes: primero, la especificación de cuál de las tres finalidades legalmente previstas -seguridad, interés de tratamiento y buen orden del establecimiento- es la perseguida con la adopción de la medida y, en segundo lugar, la explicitación de las circunstancias concretas del caso y del recluso que explican la funcionalidad de dicha medida, es decir, las circunstancias que permiten concluir que la intervención resulta adecuada en orden a alcanzar la finalidad perseguida. Con todo, debe advertirse, y esto adquiere un especial relieve en el presente supuesto, que la individualización de las circunstancias del caso e incluso de la persona del recluso no significa que dichas circunstancias deban ser predicables única y exclusivamente del interno objeto de la medida, o que si se trata de características que concurren en un grupo de personas ya no puedan aducirse como causa justificativa de la intervención. Individualizar no significa necesariamente destacar rasgos que concurren exclusivamente en el recluso afectado. Puede tratarse de unos rasgos comunes a los pertenecientes a un colectivo o a una organización; en estos casos, lo que debe individualizarse es esa característica común que a juicio de la Administración penitenciaria justifica en el supuesto concreto la adopción de la medida. No basta, pues, como se ha dicho en las SSTC 170/1996 y 175/1997, con referirse a la pertenencia a un grupo, a una organización o a un tipo de reclusos clasificado en función del tratamiento penitenciario que requieren, puesto que estos colectivos pueden tener múltiples características genéricas  relacionadas con una hipotética justificación de una medida de intervención, sino que debe concretarse cuál de esas características comunes a todos los miembros del grupo es la que justifica la intervención respecto a uno de sus componentes [F. J. 4].

5. En cuanto a los aspectos formales de la motivación, las exigencias constitucionales también están en función de la finalidad primordial de la misma que, como hemos reiterado, no es otra que la de hacer posible el control de la necesidad, idoneidad y proporcionalidad de la medida. De ello se deduce, por una parte, que en el Acuerdo de adopción de la medida deben figurar los datos necesarios para que el afectado y posteriormente los órganos jurisdiccionales puedan llevar a cabo el referido juicio de idoneidad, necesidad y proporcionalidad, aunque no resulta exigible que en el mismo se explicite ese triple juicio por parte de la Administración. En segundo lugar, debe tenerse presente que los referidos datos pueden completarse con los que de forma clara y manifiesta estén en el contexto en el que se ha dictado el Acuerdo. No se trata de exigir que las motivaciones contengan fórmulas rituales, ni que expliciten datos cuya obviedad excusa la reiteración. Nuestra perspectiva de análisis debe tener como material la motivación expresa estimada suficiente y la que a ella se adhiera como conexa o implícita [F. J. 4].

6. Aunque sin duda hubiera sido deseable una mayor expresividad por parte de la Junta del Régimen y Administración, desde la perspectiva de los bienes que la medida trata de proteger, como son la seguridad del centro y de sus internos, trabajadores y funcionarios, el aseguramiento de los internos, y el adecuado y ordenado desenvolvimiento de la actividad en el establecimiento, no se revela como estrictamente necesaria, desde la perspectiva constitucional, una mayor especificación de la personalidad y de los antecedentes y circunstancias del penado. La única circunstancia que se explicita -el dato de la pertenencia a una concreta organización de la que consta que ha atentado reiteradamente contra la seguridad de las prisiones y contra la vida y la libertad de sus funcionarios-, unida a los datos incontrovertibles que forman parte del contexto en el que se adopta el Acuerdo, es, en este caso, de suficiente entidad para sostener la peligrosidad de una comunicación incontrolada y la necesidad de conjurarla con una medida de intervención [F. J. 5].

SENTENCIA nº 229/1998, de 01/12/1998

Recurso de amparo
Documento (Registro 191/1995)
Fecha de Aprobación: 1/12/1998
Publicación BOE: 19981230 [«BOE» núm. 312] :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Segunda: Excmos. Sres. Gabaldón, García-Mon, de Mendizábal, González, Viver y Vives. 
Ponente: don Julio Diego González Campos 
Número registro: 191/1995 
Recurso tipo: Recurso de amparo 

Extracto:

1.  Es doctrina consolidada de este Tribunal que «el acceso a los recursos previstos por la Ley integra el contenido propio del derecho a la tutela judicial efectiva reconocido por el art. 24.1 C.E.» (STC 170/1996, con cita de las SSTC 145/1986, 154/1987, 78/1988 y 274/1993) y comprende tanto el derecho a utilizarlos de acuerdo con la Ley como el derecho a obtener una resolución fundada en Derecho (SSTC 218/1989, 151/1990 y 72/1992, entre otras). De otro lado, que para evitar que se produzca la indefensión prohibida por el art. 24.1 C.E., que se caracteriza, precisamente, por una privación o limitación del derecho de defensa (SSTC 48/1984, 181/1994 y 39/1995, entre otras), el derecho constitucional a los recursos no sólo garantiza su posible interposición, sino que se trata de una garantía efectiva en orden a la tutela judicial, a cuyo fin adquieren una especial trascendencia los actos de comunicación del órgano judicial con las partes, tanto respecto de quienes aún no lo son y han de ser emplazados como respecto de aquellos a los que ha de darse traslado de las resoluciones judiciales a los efectos de un posible recurso contra las mismas (SSTC 9/1991, 126/1991 y 17/1992, entre otras muchas).

En el presente caso, la queja del demandante de amparo no se refiere a la interpretación por parte del órgano jurisdiccional de la disposición adicional quinta de la L.O.P.J. y, por tanto, si la inadmisión del recurso de apelación posee o no un fundamento legal. Aquí se concreta en la indefensión que resulta de una omisión del órgano jurisdiccional, dado que, una vez admitido el recurso de apelación interpuesto por el recurrente, el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria revocó esta resolución mediante providencia de 24 de junio de 1994, declarando la inadmisión del recurso, sin que de la misma se diera traslado al recurrente ni al Ministerio Fiscal. De suerte que el ahora recurrente de amparo no pudo formular el recurso de queja contra la inadmisión del recurso de apelación previsto en el apartado 4.o de la citada disposición adicional quinta de la L.O.P.J., puesto que sólo conoció la inadmisión del recurso de apelación acordada por el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria tras haberle sido notificado el Auto de la Audiencia Provincial, archivando el rollo de la apelación. Es evidente, pues, que la falta de comunicación de la resolución inadmitiendo el recurso de apelación privó al demandante de amparo del derecho a recurrir en queja contra la misma y, en su caso, del acceso al ulterior recurso de apelación. Produciéndose así la indefensión que el art. 24.1 prohíbe, lo que necesariamente ha de conducir al otorgamiento del amparo solicitado [F.J. 4].

SENTENCIA nº 49/1999, de 05/04/1999

Recursos de amparo avocados al Pleno
Documento (Registro 195/1995, 254 acumulados).)
Fecha de Aprobación: 5/4/1999
Publicación BOE: 19990427 [«BOE» núm. 100] :: (Doc. PDF) 
Sala: Pleno: Excmos. Sres. Cruz, Viver, de Mendizábal, González, Jiménez de Parga, Vives, García, Cachón, Garrido, Conde, Jiménez y Casas. 
Ponente: don Tomás S Vives Antón 
Número registro: 195/1995, 254 acumulados). 
Recurso tipo: Recursos de amparo avocados al Pleno 

Extracto:

1.  La reserva de ley a que, con carácter general, somete la Constitución Española la regulación de los derechos fundamentales y libertades públicas reconocidos en su título I, desempeña una doble función, a saber: De una parte, asegura que los derechos que la Constitución atribuye a los ciudadanos no se vean afectados por ninguna injerencia estatal no autorizada por sus representantes, y, de otra, en un Ordenamiento jurídico como el nuestro, en el que los Jueces y Magistrados se hallan sometidos  y no existe, en puridad, la vinculación al precedente (SSTC 8/1981, 34/1995, 47/1995 y 96/1996) constituye, en definitiva, el único modo efectivo de garantizar las exigencias de seguridad jurídica en el ámbito de los derechos fundamentales y las libertades públicas. Por eso, en lo que a nuestro Ordenamiento se refiere, hemos caracterizado la seguridad jurídica como una suma de legalidad y certeza del Derecho (STC 27/1981, fundamento jurídico 10). 2.  Desde las exigencias de seguridad jurídica y certeza del De-recho hemos proclamado el principio de legalidad en el marco de la injerencia en el derecho a la intimidad. Así, en la STC 37/1989, afirmamos que lo que la protección de la intimidad reclama es una decisión judicial motivada en una inexcusable previsión legislativa (fundamento jurídico 7.o). Con ello, afirmábamos, no sólo que la existencia de una previsión legal es inexcusable, sino que la resolución judicial que autorice la injerencia en la intimidad ha de hallarse fundamentada en la ley, de lo cual se infiere que la ley ha de expresar todos y cada uno de los presupuestos y condiciones de la intervención. Y en términos semejantes nos expresamos en el ámbito específico del derecho al secreto de las comunicaciones, afirmando que la injerencia estatal en dicho secreto ha de estar presidida por el principio de legalidad (ATC 344/1990 -que invoca la doctrina sentada en la STC 150/1989- y SSTC 85/1994, fundamento jurídico 3.o; 34/1996, fundamento jurídico 5.o; 49/1996, fundamento jurídico 3.o; 54/1996, fundamento jurídico 7.o, y 123/1997, fundamento jurídico 4.o), especificando que el respeto a dicho principio requiere, en este caso,  (STC 49/1996, fundamento jurídico 3.o). 3.  Por lo que respecta a las exigencias de  o , cuando se trata de la intervención de las comunicaciones por las autoridades públicas, el T.E.D.H. ha declarado que  (Sentencia del T.E.D.H. de 30 de julio de 1998, caso Valenzuela, núm. 46, III, con cita de las resoluciones dictadas en los casos Malone, Kruslin y Huvig (Sentencia del T.E.D.H. de 24 de abril de 1990), Halford (Sentencia del T.E.D.H. de 25 de marzo de 1998) y Kopp (Sentencia del T.E.D.H. de 25 de junio de 1997). Y, especificando ese criterio, por remisión a lo dicho en las resoluciones de los casos Kruslin y Huvig, el T.E.D.H. en el caso Valenzuela concreta las exigencias mínimas relativas al contenido o  de la ley en las siguientes: «la definición de las categorías de personas susceptibles de ser sometidas a escucha judicial; la naturaleza de las infracciones susceptibles de poder dar lugar a ella; la fijación de un límite a la duración de la ejecución de la medida; el procedimiento de transcripción de las conversaciones interceptadas; las precauciones a observar, para comunicar, intactas y completas, las grabaciones realizadas a los fines de control eventual por el Juez y por la defensa; las circunstancias en las cuales puede o debe procederse a borrar o destruir las cintas, especialmente en caso de sobre-seimiento o puesta en libertad» (núm. 46, IV). Se trata, en definitiva, de que la regulación legal ofrezca la  (caso Kruslin, núm. 35, y caso Klass, núm. 50). Por lo tanto, en el presente caso, al haber tenido lugar la injerencia en el secreto de las comunicaciones entre diciembre de 1986 y abril de 1987, cabe concluir, como lo hizo el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en el caso Valenzuela antes citado, que el Ordenamiento jurídico español ni definía las categorías de personas susceptibles de ser sometidas a escucha, ni fijaba límite a la duración de la medida, ni determinaba las condiciones que hubieran de reunir las transcripciones de las conversaciones interceptadas, ni las relativas a la utilización de las mismas. En consecuencia, la situación del Ordenamiento jurídico español, puesta de manifiesto en la concreta actuación que aquí se examina, y sufrida por los recurrentes, ha de estimarse contraria a lo dispuesto en el art. 18.3 C.E. Si, pese a la inexistencia de una ley que satisficiera las genéricas exigencias constitucionales de seguridad jurídica, los órganos judiciales, a los que el art. 18.3 de la Constitución se remite, hubieran actuado en el marco de la investigación de una infracción grave, para la que de modo patente hubiera sido necesaria, adecuada y proporcionada la intervención telefónica y la hubiesen acordado respecto de personas presuntamente implicadas en el mismo, respetando, además, las exigencias constitucionales dimanantes del principio de proporcionalidad, no cabría entender que el Juez hubiese vulnerado, por la sola ausencia de dicha ley, el derecho al secreto de las comunicaciones telefónicas.

 4.  La garantía jurisdiccional del secreto de las comunicaciones no se colma con su concurrencia formal -autorización procedente de un órgano jurisdiccional-, sino que ésta ha de ser dictada en un proceso, único cauce que permite hacer controlable, y con ello jurídicamente eficaz, la propia actuación judicial. La naturaleza de la intervención telefónica, su finalidad y la misma lógica de la investigación exigen que la autorización y desarrollo de la misma se lleve a cabo, inicialmente, sin cono-cimiento del interesado, que tampoco participa en su control. Sin embargo, al desarrollarse la actuación judicial en el curso de un proceso, esta ausencia ha de suplirse por el control que en él ejerce el Ministerio Fiscal, garante de la legalidad y de los derechos de los ciudadanos  art. 124.1 C.E., y, posteriormente, cuando la medida se alza, el propio interesado ha de tener la posibilidad, constitucionalmente necesaria dentro de ciertos límites que no procede precisar aquí (Sentencia del T.E.D.H., caso Klass, núm. 55), de conocer e impugnar la medida. Tal garantía existe también cuando, como en este caso, las de por sí discutibles  se unen, pese a todo, sin solución de continuidad, al proceso judicial incoado en averiguación del delito, satisfaciendo así las exigencias de control del cese de la medida, que, en otro supuesto, se mantendría en un permanente, y por ello constitucionalmente inaceptable, secreto.

 5.  Desde nuestras primeras resoluciones (STC 62/1982) hasta las más recientes (especialmente, SSTC 55/1996 y 161/1997), hemos consagrado el principio de proporcionalidad como un principio general que puede inferirse a través de diversos preceptos constitucionales (en especial, de la proclamación constitucional del Estado de Derecho en el art. 1.1 C.E. y de la referencia del art. 10.2 C.E. a los arts. 10.2 y 18 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Fundamentales y las Libertades Públicas) y que, en el ámbito de los derechos fundamentales constituye una regla de interpretación que, por su mismo contenido, se erige en límite de toda injerencia estatal en los mismos, incorporando, incluso frente a la ley, exigencias positivas y negativas. Como dijimos en la STC 55/1996, «el ámbito en el que normalmente y de forma muy particular resulta aplicable el principio de proporcionalidad es el de los derechos fundamentales. Así ha venido reconociéndolo este Tribunal en numerosas Sentencias en las que se ha declarado que la desproporción entre el fin perseguido y los medios empleados para conseguirlo puede dar lugar a un enjuiciamiento desde la perspectiva constitucional cuando esa falta de proporción implica un sacrificio excesivo e innecesario de los derechos que la Constitución garantiza (SSTC 62/1982; 66/1985, 19/1988, 85/1992 y 50/1995). Incluso en las Senten-cias en las que hemos hecho referencia al principio de proporcionalidad como principio derivado del valor "justicia" (SSTC 160/1987, 50/1995 y 173/1995), del principio del Estado de Derecho (STC 160/1987), del principio de interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos (SSTC 6/1988 y 50/1995) o de la dignidad de la persona (STC 160/1987), se ha aludido a este principio en el contexto de la incidencia de la actuación de los poderes públicos en el ámbito de concretos y determinados derechos constitucionales de los ciudadanos». Del principio de proporcionalidad, cuya vigencia hemos reafirmado en el ámbito de las intervenciones telefónicas (SSTC 85/1994, 181/1995, 49/1996, 54/1996 y 123/1997), se infiere inmediatamente que, tanto la regulación legal como la práctica de las mismas ha de limitarse a las que se hallen dirigidas a un fin constitucionalmente legítimo que pueda justificarlas y que se hallan justificadas sólo en la medida en que supongan un sacrificio del derecho fundamental estrictamente necesario para conseguirlo y resulten proporcionadas a ese sacrificio.

 6.  La expresión del presupuesto habilitante de la intervención telefónica constituye una exigencia del juicio de proporcionalidad. Pues, de una parte, mal puede estimarse realizado ese juicio, en el momento de adopción de la medida, si no se manifiesta, al menos, que concurre efectivamente el presupuesto que la legitima. Y, de otra, sólo a través de esa expresión, podrá comprobarse ulteriormente la idoneidad y necesidad (en definitiva, la razonabilidad) de la medida limitativa del derecho fundamental (SSTC 37/1989, 3/1992, 12/1994, 13/1994, 52/1995, 128/1995, 181/1995 y 34/1996). En su tarea de protección del derecho fundamental afectado, al Tribunal Constitucional tan sólo le corresponde supervisar la existencia de una fundamentación suficiente, entendiendo por tal aquella que, al adoptar y mantener cualquier medida que afecte a su contenido, permita reconocer la concurrencia de todos los extremos que justifican su adopción y ponderar si la decisión adoptada es acorde con las pautas del normal razonamiento lógico y, muy especialmente, con los fines que justifican la medida de que se trate.

 7.  En el caso analizado, el valor constitucional que se invoca frente al secreto de las comunicaciones es el interés público propio de la investigación de un delito que nuestra legislación considera grave, y, más concretamente, la determinación de hechos relevantes para la investigación penal del mismo. Para que pueda apreciarse esta necesidad, es preciso verificar, en primer lugar, que la decisión judicial dirigida a tal fin apreció razonadamente la conexión entre el sujeto o sujetos que iban a verse afectados por la medida y el delito investigado (existencia del presupuesto habilitante), para analizar después si el Juez tuvo en cuenta tanto la gravedad de la intromisión como su idoneidad e imprescindibilidad para asegurar la defensa del interés público (juicio de proporcionalidad). El proceso de análisis mediante el que llevar a cabo nuestro control externo ha de seguir el orden expuesto, pues no cabe olvidar que la relación entre la causa justificativa de la limitación pretendida -la averiguación de un delito- y el sujeto afectado por ésta -aquel de quien se presume que pueda resultar autor o partícipe del delito investigado o pueda hallarse relacionado con él- es un  lógico del juicio de proporcionalidad: Atendiendo al sujeto sobre el que recaen, sólo serán lícitas las medidas de investigación limitativas de derechos fundamentales que afecten a quienes fundadamente puedan provisionalmente ser tenidos como responsables del delito investigado o se hallen relacionados con ellos.

 8.  En los tres casos analizados, dos teléfonos de Ceuta y uno de Málaga, nos encontramos ante supuestos en los que el Juez de Instrucción asume las razones que los agentes de la Guardia Civil le ponen de manifiesto en su solicitud. Se constata que el Juez de Instrucción nada añade, en cuanto a los motivos de la intervención, que no esté ya en la solicitud policial. Al acceder a ella, entiende la medida útil y adecuada, hace suyos los motivos de cada petición, y los estima suficientes, aunque no expresa las razones de tal decisión, sino por remisión a las que le fueron aducidas. Pues bien, aun integrando en el análisis de la resolución judicial la petición a la que se responde -como sin duda debe hacerse cuando el órgano judicial no obra por propio impulso, sino accediendo a la petición de otras autoridades o agentes de la misma (STC 200/1997, fundamento jurídico 4.o, )- y, aun valorando las razones de discreción que pudieran aconsejar no proceder de modo absolutamente explícito, los motivos expuestos en la solicitud policial y valorados en las resoluciones judiciales impugnadas resultan insuficientes para justificar tan drástica injerencia en el secreto de las comunicaciones, porque se basan únicamente en suposiciones y conjeturas acerca del delito y la participación en él de los afectados, ya que no expresan, ni siquiera de modo genérico o por alusiones, qué datos objetivos e investigaciones han llevado a centrar las sospechas sobre las personas afectadas, lo que impide, desde luego, deducir a posteriori la necesidad de la medida limitativa del derecho fundamental y valorar la corrección del juicio de ponderación. En efecto, dando por supuesto que el tráfico de drogas tóxicas a gran escala es, por su gravedad, uno de los delitos en los que, en principio, la intervención telefónica resulta procedente, se observa que la presunta participación en el hecho investigado de los afectados por la medida limitativa se hace derivar de inexplicadas noticias que se dice han sido recibidas por los agentes de la autoridad, de investigaciones policiales no determinadas, que se dicen practicadas sobre tales noticias, sin que se conozca en qué consistieron ni cual fue su resultado, de la afirmación de que los recurrentes mantenían relaciones personales no especificadas con personas tachadas de traficantes de drogas (sin que se exprese quiénes son ni por qué se les atribuye dicha tacha) y de los antecedentes policiales de uno de los afectados, relativos a un hecho sucedido más de dos años antes. Por consiguiente, no se proporcionó al Juez ningún dato fáctico constatable por terceros del que fuese posible inferir que los afectados por la injerencia estuvieran cometiendo o fuesen a cometer el hecho que se estaba investigando. Pues, a tal fin, no puede considerarse bastante la existencia de una noticia, de procedencia inobjetivable, ni la relación con personas indeterminadas, a las que se tacha de traficantes de drogas, sin expresar datos que justifiquen tal calificativo, ni ninguna otra de las circunstancias que se contienen en la solicitud y a las que ya se ha hecho ención. Se trata, en suma, de una solicitud y una autorización formuladas en términos insuficientes, fundadas en apreciaciones que podrían ser materialmente correctas, pero cuya fundamentación, de existir, no se ha expresado, por lo que no cabe estimar satisfechas las exigencias de proporcionalidad a las que se ha hecho mención.

 9.  En cuanto a las resoluciones judiciales, salvo el último Auto, dictado el 10 de marzo de 1987, tras conocer la aprehensión en Málaga de una importante cantidad de droga, el resto de las resoluciones de prórroga, cuatro en Ceuta y una en Málaga, no sólo son idénticas, han sido extendidas en resoluciones estereotipadas y no contienen más justificación que la referencia a la genérica utilidad de la medida para investigar el delito, lo que por sí sólo sería suficiente para estimar la queja, sino que, en todos los casos, se adoptaron sin conocer los resultados de la intervención hasta entonces practicada, que se prolongó por más de sesenta días, pues ni se entregaron al Juez las cintas que recogían las escuchas, ni se entregaron transcripciones de las mismas, ni en sus solicitudes se hacía referencia concreta alguna al resultado de la intervención. Las resoluciones así adoptadas incurren, por tanto, en un doble defecto: No sólo carecen de la necesaria fundamentación, sino que ponen de relieve la ausencia de control judicial en la ejecución de la medida, circunstancia esta última que, conforme expusimos en la STC 121/1998, lesiona por sí misma el art. 18.3 C.E.

10.  La lesión del derecho fundamental al secreto de las comunicaciones telefónicas (art. 18.3 C.E.) tiene, en este caso, un efecto añadido: La prohibición, derivada de la Constitución, de admitir como prueba en el juicio oral y de dar eficacia probatoria al contenido de las conversaciones intervenidas, las cuales no debían acceder a él ni a través de sus transcripciones, ni mediante la audición de los soportes magnéticos donde se grabaron las escuchas, ni mediante la declaración testifical de los agentes que participaron en su práctica. Esta exigencia deriva, en primer término -como ya pusimos de relieve en las SSTC 114/1984, fundamentos jurídicos 4.o y 5.o, y 81/1998, fundamentos jurídicos 2.o y 3.o- de la posición preferente de los derechos fundamentales, de su condición de  y de la necesidad institucional de no confirmar, reconociéndoles efectividad, sus contravenciones. En definitiva, es la necesidad de tutelar los derechos fundamentales la que, en ocasiones, obliga a negar eficacia probatoria a determinados resultados cuando los medios empleados para obtenerlos resultan constitucionalmente ilegítimos. Pues bien, parece claro que esa necesidad de tutela es mayor cuando el medio probatorio utilizado vulnera directamente el derecho fundamental al secreto de las comunicaciones telefónicas, como sucede con las cintas en las que dichas conversaciones se grabaron y que ahora estamos considerando, que cuando se trata de pruebas lícitas en sí mismas, aunque derivadas del cono-cimiento adquirido de otra ilícita, a las que después nos referiremos. Y, además, que utilizar dichas pruebas en un proceso penal contra quienes fueron víctimas de la vulneración del derecho fundamental ha de estimarse, en principio, contrario a su derecho a un proceso justo. Y, si ello es así, cabe afirmar que la prohibición de valorar tales pruebas (en este caso, las grabaciones de las conversaciones telefónicas y sus transcripciones), al haberse enjuiciado a los recurrentes, fuesen o no víctimas de la inconstitucional injerencia, en un solo proceso, opera frente al proceso como un todo y, por lo tanto, frente a todos ellos. Pero, dicho esto, ha de precisarse que, aunque el efecto procesal al que acabamos de referirnos nace de la vulneración del art. 18.3 C.E., no se produce directamente por ella. En efecto: En los casos en que opera, la interdicción procesal de las pruebas ilícitamente adquiridas se integra en el contenido del derecho a un proceso con todas las garantías -art. 24.2 C.E.-, en la medida en que la recepción procesal de dichas pruebas implica , comportando también «una inaceptable confirmación institucional de la desigualdad entre las partes en el juicio (art. 14 C.E.), desigualdad que se ha procurado antijurídicamente en su provecho quien ha recabado instrumentos probatorios en desprecio de los derechos fundamentales de otro» (STC 114/1984, fundamento jurídico 5.o). Por ello, en el presente caso, ha de declararse también vulnerado el art. 24.2 C.E., pues el debate en que consiste el juicio oral quedó viciado desde que se admitió en él la utilización de elementos de prueba constitucionalmente ilícitos. El análisis de las actuaciones pone de relieve que parte del contenido de las escuchas interceptadas fue admitido como prueba en el juicio oral, fue objeto de debate en el mismo y fue uno de los elementos sobre los que se fundó la convicción de condena -fundamento jurídico 2.o de la Sentencia de la Audiencia Provincial de Málaga-, ya que ésta se basa, entre otras pruebas, en la declaración testifical de los agentes policiales que practicaron las escuchas y en la transcripción literal de las cintas aportadas, valoradas conjuntamente, sin que consten elementos que determinen la fuerza probatoria que cabe atribuir al resto de las pruebas consideradas por separado.

11.  A la vista de cómo se ha llevado a efecto la selección y transcripción de los pasajes de las conversaciones intervenidas que han accedido al juicio oral -tal y como acabamos de describir-, se aprecia que, en este caso, el modo de incorporar a las actuaciones sumariales el resultado de la intervención telefónica no ha respetado las garantías precisas de control judicial, contradicción y respeto al derecho de defensa que hubieran permitido convertir tal acto de investigación sumarial en prueba válida para desvirtuar la presunción de inocencia, mediante su reproducción en el acto del juicio oral. En definitiva, la insuficiente intervención del Juez de Instrucción y de las partes, permite afirmar que, en su incorporación al proceso, no se han observado las notas básicas del art. 24.2 C.E., que conforman la idea de proceso justo, tal y como viene definido en el art. 6, apartados 1.o y 3.o, del C.E.D.H. (véanse, por todas, además de la citada STC 121/1998, las SSTC 51/1990, fundamento jurídico 2.o, 303/1993, fundamento jurídico 3.o, 200/1996, fundamento jurídico 2.o y 81/1998, fundamento jurídico 3.o). Estas consideraciones sirven únicamente aquí para reforzar argumentalmente -desde la perspectiva del derecho a un proceso con todas las garantías y su posible reflejo en el principio de presunción de inocencia- la ineptitud de las grabaciones y transcripciones llevadas a efecto por la Policía Judicial para convertirse en medio de prueba sobre el que fundar la condena. En cualquier caso, esta inhabilidad ha sido ya declarada como efecto de la estimada lesión del art. 18.3 C.E., es decir, por tratarse de una prueba con origen constitucionalmente ilícito, al haberse obtenido con vulneración de un derecho fundamental sustantivo.

12.  La cuestión de fondo planteada fue abordada en la STC 81/1998, cuya doctrina ha de servir aquí para dar respuesta a los recurrentes. En dicha resolución dijimos que  (fundamento jurídico 3.o). Sin embargo, advertíamos a renglón seguido que sólo si la condena se ha fundado exclusivamente en tales pruebas, sucederá tal cosa; pues, si existen otras pruebas de cargo válidas e independientes de la vulneración, la presunción de inocencia podría no resultar finalmente infringida.

13.  En la STC 81/1998 establecimos un criterio básico para determinar cuándo las pruebas derivadas de otras constitucionalmente ilegítimas podían ser valoradas y cuándo no. Ese criterio se cifraba en determinar si entre unas y otras existía lo que denominamos conexión de antijuridicidad. , dijimos entonces, «hemos de analizar, en primer término, la índole y características de la vulneración del derecho al secreto de las comunicaciones, materializadas en la prueba originaria, así como su resultado, con el fin de determinar si, desde un punto de vista interno, su inconstitucionalidad se transmite o no a la prueba obtenida por derivación de aquélla; pero, también hemos de considerar, desde una perspectiva que pudiéramos denominar externa, las necesidades esenciales de tutela que la realidad y efectividad del derecho al secreto de las comunicaciones exige. Estas dos perspectivas son complementarias, pues sólo si la prueba refleja resulta jurídicamente ajena a la vulneración del derecho y la prohibición de valorarla no viene exigida por las necesidades esenciales de tutela del mismo cabrá entender que su efectiva apreciación es constitucionalmente legítima, al no incidir negativamente sobre ninguno de los aspectos que configuran el contenido del derecho fundamental sustantivo (STC 11/1981, fundamento jurídico 8.o)».

SENTENCIA nº 141/1999, de 22/07/1999

Recurso de amparo
Documento (Registro 3058/1995)
Fecha de Aprobación: 22/7/1999
Publicación BOE: 19990826 [«BOE» núm. 204] :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Primera: Excmos. Sres. Cruz Villalón, Jiménez de Parga y Cabrera, García Manzano, Cachón Villar, Garrido Falla y Casas Baamonde. 
Ponente: don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera 
Número registro: 3058/1995 
Recurso tipo: Recurso de amparo 

Extracto:

1.  Reafirma la doctrina de la STC 200/1997 [FF. JJ. 4, 5 y 6].2.  En el presente caso, la intervención y limitación de las comunicaciones acordada no se refiere expresamente a las comunicaciones específicas del recurrente con su Abogado defensor o con el Abogado expresamente llamado en relación con asuntos penales, a los que se refiere el art. 51.2 L.O.G.P. [F. J. 7].

3.  La medida de intervención de las comunicaciones, acordada por la Dirección del Centro Penitenciario con base en el art. 51.5 L.O.G.P., no constituye sanción disciplinaria alguna, sino que es una decisión cautelar prevista por la Ley y dirigida a garantizar la ordenada convivencia y la seguridad del Centro Penitenciario, razón por la cual, al no constituir pena o sanción administrativa, la medida impugnada no puede vulnerar el art. 25.1 C.E. El Acuerdo cuestionado tampoco puede vulnerar el derecho a la presunción de inocencia [F. J. 3].

4.  La motivación de las resoluciones judiciales que confirman la medida es suficiente, desde la perspectiva del art. 18.3 C.E., haciendo suya la motivación del Acuerdo impugnado y complementándola, por lo que no se puede imputar a los órganos judiciales una lesión del art. 24.1 C.E. [F. J. 8].

*SENTENCIA nº 136/1999, de 20/07/1999

Recurso de amparo
Documento (Registro 5459/1997 (avocado al Pleno))
Fecha de Aprobación: 20/7/1999
Publicación BOE: 19990818 [«BOE» núm. 197] :: (Doc. PDF) 
Sala: Pleno: Excmos. Sres. Cruz Villalón, Viver Pi-Sunyer, de Mendizábal Allende, González Campos, Jiménez de Parga y Cabrera, Vives Antón, García Manzano, Cachón Villar, Garrido Falla, Conde Martín de Hijas, Jiménez Sánchez y Casas Baamonde. 
Ponente: don Carles Viver i Pi-Sunyer 
Número registro: 5459/1997 (avocado al Pleno) 
Recurso tipo: Recurso de amparo 

REPETIDA SUPRA EN PÁGINA 1.

SENTENCIA nº 91/2000, de 30/03/2000

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3868/1998)
Fecha de Aprobación: 30/3/2000
Publicación BOE: 20000504 [«BOE» núm. 107] :: (Doc. PDF) 
Sala: Pleno 
Ponente: don Tomás S 
Número registro: 3868/1998 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Domenico Paviglianiti frente al Auto del Pleno de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional que declaró procedente su extradición a Italia para cumplir condena de reclusión perpetua, por delitos de asesinato y otros.

Supuesta vulneración de los derechos a no sufrir indefensión, a la prueba, a la igualdad en la aplicación de la ley, y a no sufrir penas inhumanas o degradantes; vulneración del derecho a la defensa: extradición para cumplir penas de prisión por delitos muy graves, impuestos en juicio celebrado en ausencia del acusado, sin posibilidad de impugnación ulterior que le permita estar presente. Votos particulares.

 1.  -Constituye una vulneración «indirecta» de las exigencias absolutas dimanantes del derecho proclamado en el art. 24.2 CE, al menoscabar el contenido esencial del proceso justo de un modo que afecta a la dignidad humana, acceder a laextradición a países que, en casos de delito muy grave, den validez a las condenas en ausencia, sin someter la entrega a la condición de que el condenado pueda impugnarlas para salvaguardar sus derechos de defensa [FJ 14].

 2.  -El derecho a participar en la vista oral y a defenderse por sí mismo forma parte del núcleo del derecho de defensa que ha de considerarse esencial desde la perspectiva del art. 24 CE (arts. 10 y 11 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y art. 6.3 c) CEDH)[FJ 13].

 3.  -En determinadas condiciones, atendiendo a intereses que son dignos de protección, puede admitirse la condena en ausencia. Pero la efectividad de la condena debe quedar supeditada a que exista una posibilidad de impugnación posterior, esto es, una vez sea habido el condenado, que resulte suficiente para subsanar el déficit de garantías que, en el caso concreto, haya podido causar la falta de presencia en la vista [FJ 13].

 4.  -El control del Poder Judicial español (y, en su caso, del Tribunal Constitucional) sobre la conformidad a los derechos fundamentales de la actuación de un poder público extranjero, se basa en que la sujeción a esos mismos derechos del propio Poder Judicial no desaparece cuando la actuación delJuez español produce un riesgo relevante de vulneración de los derechos fundamentales por parte de los órganos de un Estado extranjero o ejecuta resoluciones de tales órganos vulneradoras de dichos derechos [FJ 6].

 5.  -La Constitución Española proclama de modo absoluto y, en consecuencia, proyecta universalmente, aquellos derechos, y aquellos contenidos de los derechos, que pertenecen a la persona en cuanto tal y no como ciudadano [FJ 7]. 6.  -Especial relevancia revisten, en ese proceso de determinación, la Declaración Universal de Derechos Humanos y los demás tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España y, muy singularmente, el Convenio Europeo para la Proteccion de los Derechos Humanos y las Libertades Públicas [FJ 7]. 7.  -Al contenido absoluto de los derechos fundamentales no pertenecen todas y cada una de las características con las que la Constitución consagra cada uno de ellos, por más que, en el plano interno, todas ellas vinculen inexcusablemente incluso al legislador [FFJ 8 y 12, in fine]. 8.  -No son todas y cada una de las garantías que hemos anudado al art. 24 CE las que pueden proyectarse sobre la valoración de la actuación pasada o futura de los poderes públicos extranjeros, determinando, en su caso, la inconstitucionalidad «indirecta» de la actuación de la jurisdicción española; sino sólo sus principios básicos o, dicho de otro modo, la esencia misma del proceso justo [FJ 8].

 9.  -La renuncia al ejercicio de los derechos fundamentales, cuando es posible, ha de ser expresa y formulada en términos inequívocos y, en el caso de los derechos procesales, rodeada de un mínimo de garantías. No cumple tales requisitos la supuesta renuncia tácita que es consecuencia de la decisión de sustraerse a la acción de la justicia para tratar de evitar la posibilidad de una condena penal grave [FJ 15].

10.  -Distingue las SSTC 141/1998 y 147/1999 [FFJJ 10 y 12].

11.  -Jurisprudencia constitucional sobre los fines de las penas privativas de libertad [FJ 9].

12.  -La calificación como inhumana o degradante de una pena no viene determinada exclusivamente por su duración, sino que exige un contenido material (STC 65/1996 y SSTEDH casos Tyrer c. Reino Unido, de 25 de abril de 1978, y T. y V. c. Reino Unid&lt;   o, de 16 de diciembre de 1999 [FJ 9].

13.  -Las resoluciones impugnadas contienen un razonamiento explícito del porqué se accede a la entrega incondicionada, razonamiento que, al margen de su acierto, permite contemplar dichas resoluciones como la expresión de un criterio jurídico fundado, y no como un acto de arbitrariedad que introduce una diferencia de trato artificiosa o injustificada [FJ 4].

14.  -Doctrina constitucional sobre el derecho a la igualdad en la aplicación de la ley [FJ 4].

15.  -En la negativa del órgano judicial a prolongar el plazo para alegaciones de la defensa no hubo tan siquiera infracción de la norma procesal. Tampoco ha razonado el recurrente sobre el supuesto desequilibrio material que le habría producido el hecho de que el Ministerio Fiscal gozara de un plazo mayor para instruirse del expediente y formular sus alegaciones [FJ 2].

16.  -Si tuvo que celebrar la vista «con la prueba que se pudo reunir en apenas cuarenta y ocho horas», se debió únicamente a la falta de diligencia de la defensa del recurrente [FJ 2].17.  -Doctrina constitucional sobre la indefensión material [FJ 2].

18.  -El recurrente pudo proponer sin indebida limitación los medios de prueba pertinentes para su defensa, al aportar durante la vista una Sentencia dictada por un Tribunal italiano [FJ 3].

19.  -El orden que se seguirá en el análisis de las diversas quejas viene impuesto por su propia naturaleza y las consecuencias que podrían derivarse de su eventual estimación [FJ 1].

20.  -Sobre quien impetra el amparo constitucional pesa la carga de proporcionar la fundamentación fáctica y jurídica que razonablemente quepa esperar [FJ 9].

SENTENCIA nº 127/2000, de 16/05/2000

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3501/1996)
Fecha de Aprobación: 16/5/2000
Publicación BOE: 20000620 [«BOE» núm. 147] :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Primera 
Ponente: do±a María Emilia Casas Baamonde 
Número registro: 3501/1996 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Patxi Mirena Goenaga Arrizabalaga frente a las Sentencias de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo y de la Audiencia Nacional que le condenaron como autor de un delito de colaboración con banda armada.

Supuesta vulneración de los derechos del detenido, a la tutela judicial, a un proceso con todas las garantías, a no declarar contra sí mismo, a no confesarse culpable y a la presunción de inocencia: Declaraciones del acusado ante el Juez e Instrucción, prestadas en situación de detención incomunicada que era válida, y previa información suficiente de sus derechos, que ofrecen prueba de cargo.

1.  -El régimen de detención incomunicada del recurrente cumplió estrictamente las previsiones legales en cuanto al tiempo y a la autoridad competente para acordarla, y no está carente de la motivación necesaria: La técnica de la motivación por remisión no resulta contraria a las exigencias constitucionales; tampoco resulta constitucionalmente exigible un mayor razonamiento, dada la naturaleza del delito investigado y los conocimientos sobre la forma de actuación de las organizaciones terroristas [FJ 3].

2.  -La situación de incomunicación de detenidos constituye una limitación del derecho a la asistencia letrada recogida como una de las garantías consagradas en el art. 17.3 CE. Por consiguiente, las resoluciones que la acuerdan deben ser motivadas y proporcionadas (SSTC 196/1987, 49/1999; ATC 155/1999) [FJ 3.a].

3.  -El hecho de que la declaración se prestara ante el Juez de Instrucción en presencia de Letrado y se grabara en cinta magnetofónica, así como la ausencia de coerción en la misma, convierten en inocuas las insuficiencias formales de los términos utilizados al informar al declarante de sus derechos [FJ 4].

4.  -Doctrina constitucional y europea sobre los derechos fundamentales a no declarar contra sí mismo y a no confesarse culpable [FJ 4].

5.  -Consecuencia de todo lo expuesto es la falta de fundamento de la alegada vulneración del derecho a la presunción de inocencia (SSTC 51/1990, 166/1999) [FJ 5].

SENTENCIA nº 249/2000, de 30/10/2000

Recurso de amparo.
Documento (Registro 507/1996)
Fecha de Aprobación: 30/10/2000
Publicación BOE: 20001201 [«BOE» núm. 288] :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Segunda 
Ponente: don Tomás S 
Número registro: 507/1996 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por doña Oliva Rodríguez Valladares frente a la Sentencia de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo que, tras estimar parcialmente su recurso de casación, mantuvo su condena por un delito frustrado de colaboración con banda armada.

Vulneración del derecho a la presunción de inocencia: condena penal que no se funda motivadamente en pruebas de cargo, una vez anuladas en la Sentencia de casación las pruebas obtenidas mediante registros domiciliarios.

1.  La Sentencia de casación, una vez anulada la prueba que utilizó la Audiencia Nacional para fundar su decisión de condena, hubiera debido exteriorizar las razones por las que unas declaraciones realizadas en términos exculpatorios pudieron ser valoradas como confesión, llegando a ser la base única en la que fundamentar la declaración de culpabilidad de la recurrente. No lo hizo así, y tal ausencia de justificación nos impide valorar la razonabilidad de la inferencia, es decir, la virtualidad incriminatoria de la única prueba que fundamenta la condena. Todo lo cual lleva a la estimación del amparo pretendido por haberse lesionado el derecho a la presunción de inocencia [FJ 5].

2.  La Sentencia dictada al resolver el recurso de casación tiene como premisa la imposibilidad jurídica de valorar gran parte de la actividad probatoria, pues, en una interpretación y aplicación del Derecho que no nos compete revisar, dada la naturaleza y finalidad del recurso de amparo, el Tribunal Supremo consideró que los documentos obtenidos en los registros domiciliarios practicados en Portugal, así como los encontrados después en el domicilio de la recurrente, se habían obtenido directa o indirectamente con lesión de derechos fundamentales, por lo que excluyó su validez probatoria [FJ 4].

3.  Doctrina constitucional sobre el derecho a la presunción de inocencia, en particular en la motivación del relato fáctico de las Sentencias penales [FJ 3].4.  La alegada lesión del derecho a obtener la tutela judicial efectiva mediante una resolución fundada en Derecho carece de entidad autónoma (SSTC 120/1999, 139/2000) [FJ 2].

5.  El análisis de la demanda debe empezar por la supuesta lesión del art. 24 CE (STC 5/2000) [FJ 2].

6.  No le corresponde a este Tribunal, al conocer en recurso de amparo, examinar la observancia o inobservancia, per se, de textos internacionales que obliguen a España, sin perjuicio del art. 10.2 CE (STC 120/1990) [FJ 2].
SENTENCIA nº 290/2000, de 30/11/2000

Recursos de inconstitucionalidad acumulados.
Documento (Registro 201/93, 219)
Fecha de Aprobación: 30/11/2000
Publicación BOE: 20010104 [«BOE» núm. 4] :: (Doc. PDF) 
Sala: Pleno 
Ponente: don Julio Diego González Campos 
Número registro: 201/93, 219 
Recurso tipo: Recursos de inconstitucionalidad acumulados. 

Extracto:
Promovidos por el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña, el 

Defensor del Pueblo, el Parlamento de Cataluña y por don Federico 

Trillo-Figueroa Conde, Comisionado por 56 Diputados del Grupo Parlamentario 

Popular, contra diversos artículos de la Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre, 

de regulación del tratamiento automatizado de los datos de carácter personal.

Competencias sobre derechos fundamentales y la Agencia de protección de datos. 

Voto particular.

 1.  -La garantía de los derechos fundamentales exigida por la Constitución, así 

como la de la igualdad de todos los españoles en su disfrute, es la que en el 

presente caso justifica que la Agencia de Protección de Datos y el Registro 

Central de Protección de Datos puedan ejercer sus funciones y potestades 

respecto a los ficheros informatizados que contengan datos personales y sean de 

titularidad privada radicados en Cataluña [FJ 15].

 2.  -Cuando la Ley Orgánica de regulación del tratamiento automatizado de los 

datos de carácter personal establece límites _al uso de la informática, en 

cumplimiento del mandato del _art. 18.4 CE, tales límites han de ser los mismos 

en todo el territorio nacional ex art. 81 CE [FJ 14].

 3.  -Junto a la normación como aspecto esencial del art. 149.1.1 CE, las 

regulaciones estatales dictadas al amparo de este precepto también pueden 

contener, cuando sea imprescindible para garantizar la eficacia del derecho 

fundamental o la igualdad de todos los españoles en su disfrute, una dimensión 

institucional [FJ 14].

 4.  -En cuanto desarrollan el mandato del art. 18.4 CE, las previsiones de la 

Ley Orgánica de regulación del tratamiento automatizado de los datos de carácter 

personal, limitando el uso de la informática, están estrechamente vinculadas con 

la salvaguardia de ese derecho fundamental a la protección de datos personales 

frente a la informática o, si se quiere, a la ?libertad informática? según la 

expresión utilizada por la STC 254/1993 [FJ 7].

 5.  -Rasgos generales que caracterizan a la Agencia de Protección de Datos, en 

particular el carácter básicamente preventivo de sus funciones [FFJJ 8, 9].

 6.  -El objeto de la Ley cuyos preceptos se han impugnado no es el uso de la 

informática, sino la protección de los datos personales. De suerte que esta 

protección mal puede estar al servicio de otros fines que los constitucionales 

en relación con la salvaguardia de los derechos fundamentales, ni tampoco puede 

ser medio o instrumento de actividad alguna [FJ 11].

 7.  -A este Tribunal corresponde declarar si se ha producido o no la invasión 

competencial que los recurrentes denuncian (SSTC 167/1993, 329/1993, 196/1997), 

aunque se rechace el planteamiento de sus demandas [FJ 12].

 8.   -Los Diputados del Partido Popular han reiterado su desistimiento del 

recurso formulado por quienes entonces eran componentes de dicho grupo 

parlamentario, ya intentado en ocasión anterior en este proceso y que fue 

rechazado por nuestro ATC 56/1999, cuyos fundamentos y resolución deben ser 

reiterados [FJ 2].

 9.   -En aquellos casos en los que los preceptos objeto de un recurso de 

inconstitucionalidad fueron impugnados por motivos distintos de los referidos al 

orden de reparto competencial entre el Estado y las Comunidades Autónomas, la 

regla general es que su derogación al tiempo de resolver dicho recurso produce 

la extinción del mismo, por pérdida sobrevenida de su objeto. Con la reserva, 

claro es, de que un determinado precepto, pese a su derogación, pudiera 

continuar proyectando sus efectos sobre situaciones posteriores (SSTC 111/1983, 

61/1997, 233/1999) [FJ 3].

10.  -El criterio relevante para estimar, en los procesos por presuntas 

infracciones del orden constitucional de competencias entre el Estado y las 

Comunidades Autónomas, si se ha producido la pérdida sobrevenida de objeto no es 

tanto si la norma impugnada ha sido expulsada del Ordenamiento por el legislador 

como determinar si con esa expulsión ha cesado o no la controversia existente (

SSTC 329/1993, 196/1997, 233/1999) [FJ 4].

*SENTENCIA nº 63/2001, de 17/03/2001

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3721/1998)
Fecha de Aprobación: 17/3/2001
Publicación BOE: 20010406 [«BOE» núm. 83] :: (Doc. PDF) 
Sala: Pleno 
Ponente: don Pedro Cruz Villalón 
Número registro: 3721/1998 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

REPETIDA EN APARTADO I.

*SENTENCIA nº 64/2001, de 17/03/2001

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3805/1998)
Fecha de Aprobación: 17/3/2001
Publicación BOE: 20010406 [«BOE» núm. 83] :: (Doc. PDF) 
Sala: Pleno 
Ponente: don Julio González Campos 
Número registro: 3805/1998 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

REPETIDA EN APARTADO I.

*SENTENCIA nº 65/2001, de 17/03/2001

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3835/1998)
Fecha de Aprobación: 17/3/2001
Publicación BOE: 20010406 [«BOE» núm. 83] :: (Doc. PDF) 
Sala: Pleno 
Ponente: doña María Emilia Casas Baamonde 
Número registro: 3835/1998 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

REPETIDA EN APARTADO I.

*SENTENCIA nº 66/2001, de 17/03/2001

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3836/1998)
Fecha de Aprobación: 17/3/2001
Publicación BOE: 20010406 [«BOE» núm. 83] :: (Doc. PDF) 
Sala: Pleno 
Ponente: don Carles Viver Pi-Sunyer 
Número registro: 3836/1998 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

REPETIDA EN APARTADO I.

*SENTENCIA nº 68/2001, de 17/03/2001

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3860/1998)
Fecha de Aprobación: 17/3/2001
Publicación BOE: 20010406 [«BOE» núm. 83] :: (Doc. PDF) 
Sala: Pleno 
Ponente: don Tomás S. Vives Antón 
Número registro: 3860/1998 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

REPETIDA EN APARTADO I.

*SENTENCIA nº 69/2001, de 17/03/2001

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3862/1998)
Fecha de Aprobación: 17/3/2001
Publicación BOE: 20010406 [«BOE» núm. 83] :: (Doc. PDF) 
Sala: Pleno 
Ponente: don Guillermo Jiménez Sánchez 
Número registro: 3862/1998 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

REPETIDA EN APARTADO I.

*SENTENCIA nº 70/2001, de 17/03/2001

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3865/1998)
Fecha de Aprobación: 17/3/2001
Publicación BOE: 20010406 [«BOE» núm. 83] :: (Doc. PDF) 
Sala: Pleno 
Ponente: don Pablo García Manzano 
Número registro: 3865/1998 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

REPETIDA EN APARTADO I.

SENTENCIA nº 106/2001, de 23/04/2001

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3199/1998)
Fecha de Aprobación: 23/4/2001
Publicación BOE: 20010529 [«BOE» núm. 128] :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Segunda 
Ponente: don Vicente Conde Martín de Hijas 
Número registro: 3199/1998 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 
Extracto:

Promovido por don José Ángel Biguri Camino frente a los Autos de la 

Audiencia Provincial de Ciudad Real y de un Juzgado de Vigilancia Penitenciaria 

que confirmaron el Acuerdo del Centro Penitenciario de Herrera de la Mancha 

sobre la intervención de sus comunicaciones orales y escritas procedentes del 

exterior.

Supuesta vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (incongruencia) y 

vulneración parcial del derecho al secreto de las comunicaciones: resoluciones 

judiciales que no transmutan el objeto de la queja; alcance, motivación y 

duración de la intervención de las comunicaciones de un recluso que pertenece a 

una organización terrorista (STC 200/1997), pero falta de remisión de la medida 

al órgano judicial.

1.  En modo alguno puede tacharse de inidónea, innecesaria o excesiva, en 

atención a la finalidad que se trata de preservar con la medida de intervención 

?la seguridad del centro penitenciario? y las concretas circunstancias 

particulares del demandante de amparo que determinaron su adopción ?su 

pertenencia a la organización ETA?, la interpretación del ámbito material del 

Acuerdo de mantenimiento de intervención de las comunicaciones, en el sentido de 

entender que abarca tanto las comunicaciones escritas remitidas por el interno 

al exterior del centro penitenciario como las que desde el exterior del mismo le 

son enviadas a él (STC 200/1997) [FJ 7].

2.  El dato de la pertenencia a una concreta organización de la que consta que 

ha atentado reiteradamente contra la seguridad de las prisiones y contra la vida 

y la libertad de sus funcionarios supone, en este caso, una individualización 

suficiente de las circunstancias que justifican la medida (SSTC 200/1997 y 

141/1999) [FJ 8].

3.  No cabe concluir que la medida carece de límite temporal, cuando de su 

propio tenor cabe deducir que la misma ha de levantarse al cesar las 

circunstancias específicas que la motivaron, sin perjuicio de que el interno 

pueda en cualquier momento exigir su revisión (STC 200/1997)[FJ 9].

4.  Ha sido vulnerado el derecho al secreto de las comunicaciones del preso al 

no haber sido comunicados por el centro penitenciario a la autoridad judicial 

competente los actos de intervención de la correspondencia escrita objeto de 

este proceso (STC 175/1997). Garantía que no puede hacerse depender del eventual 

ejercicio por el interno de los recursos procedentes (STC 170/1996) [FJ 10].

5.  Doctrina constitucional sobre el derecho al secreto de las comunicaciones de 

los ciudadanos recluidos en un centro penitenciario y los requisitos que deben 

cumplir los acuerdos o medidas de intervención de las mismas (SSTC 183/1994, 

127/1996 y 175/2000) [FJ 6].

6.  Ha de ser desestimada la alegación del vicio de incongruencia omisiva que el 

Ministerio Fiscal imputa a las resoluciones del Juzgado de Vigilancia 

Penitenciaria y de la Audiencia Provincial [FJ 4].

7.  Determinar cuál fue el objeto de la queja o denuncia del recurrente en 

amparo en la vía judicial previa requiere detenerse en las actuaciones remitidas 

por los órganos judiciales [FJ 3].

8.  Hay que destacar la inexistencia en el expediente administrativo de 

intervención de las comunicaciones del recurrente en amparo, requerido por este 

Tribunal, de un soporte documental claro y completo acerca de la medida adoptada [FJ 10].

SENTENCIA nº 169/2001, de 16/07/2001

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3824/1999)
Fecha de Aprobación: 16/7/2001
Publicación BOE: 20010814 [«BOE» núm. 194] :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Segunda 
Ponente: don Julio Diego González Campos 
Número registro: 3824/1999 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Adolfo Francisco Scilingo Manzorro respecto de los 

Autos de la Sala de lo Penal de Audiencia Nacional y del Juzgado Central de 

Instrucción núm. 5 que mantuvieron la prohibición de abandonar el territorio 

español y la retirada de su pasaporte.

Vulneración del derecho a la libertad personal: Falta de cobertura legal de las 

medidas cautelares impuestas; resoluciones judiciales desproporcionadas, porque 

no motivan el riesgo de fuga ni ponderan la duración de la causa.

1.  La Ley de enjuiciamiento criminal no contiene una habilitación legal 

específica en cuanto a la prohibición de que los extranjeros abandonen el 

territorio nacional y la retirada del pasaporte [FJ 7].

2.  Además, no pueden constituir cobertura legal específica todas las normas 

citadas por las partes carentes del rango de Ley requerido por el art. 53.1 CE (

STC 52/1995). En segundo lugar, tampoco pueden considerarse cobertura legal 

específica aquellas disposiciones que establecen habilitaciones para la 

autoridad administrativa y no judicial, o aquellas que habilitan a los órganos 

judiciales a adoptar esta medida en otros ámbitos jurídicos y conforme a 

presupuestos diferentes [FFJJ 8 a) y b)].

3.  Las normas que habilitan específicamente para adoptar la medida cautelar más 

restrictiva del derecho a la libertad personal, la prisión provisional, no dan 

cobertura legal para que los órganos judiciales acuerden medidas cautelares 

menos restrictivas. Ese conjunto de disposiciones no aporta la suficiente 

previsión normativa, que la exigencia constitucional de certeza del Derecho y de 

protección de la libertad personal requiere (SSTC 36/1991, 151/1997) [FJ 8.c].

4.  Las resoluciones impugnadas exteriorizan la existencia de indicios de 

criminalidad. En segundo término, consta una finalidad constitucionalmente 

legítima, conjurar el riesgo de fuga. Sin embargo, ninguna de las resoluciones 

impugnadas da respuesta individual a la alegación del recurrente, ni evidencia 

qué circunstancias ha tomado en cuenta el órgano judicial para considerar que 

existía un riesgo de sustraerse a la acción de la Justicia [FJ 10].

5.  La falta de proporcionalidad de la medida deriva también del carácter 

indefinido de la prohibición de salida (mutatis mutandis STC 175/1997) [FJ 10].

6.  El hecho de que el art. 19 CE no mencione expresamente a los extranjeros no 

significa que carezcan siempre y en todo caso del derecho a la libre circulación (STC 94/1993) [FJ 4.a].

7.  En el caso analizado, la prohibición de salida del territorio español y la 

consecuente retirada del pasaporte no constituye una medida autónoma, sino una 

de las garantías que integran la medida cautelar sustitutiva de la prisión 

provisional, esto es, la libertad provisional. Por consiguiente, la legitimidad 

constitucional de las resoluciones impugnadas ha de examinarse desde la óptica 

impuesta por el derecho a la libertad personal del art. 17.1 CE [FJ 4.b].

8.  Doctrina constitucional y europea sobre el imperativo de que cualquier 

injerencia del poder público en los derechos fundamentales haya sido autorizada 

o habilitada por una disposición con rango de Ley, y que la norma legal 

habilitadora de la injerencia reúna las condiciones mínimas suficientes 

requeridas por las exigencias de seguridad jurídica y certeza del derecho [FJ 4].

9.  Este Tribunal debe ceñirse a analizar las normas que la autoridad judicial 

actuante considera que habilitan su intervención, sin perjuicio de lo que este 

Tribunal puede considerar pertinente manifestar en relación con las heterogéneas 

y múltiples disposiciones apuntadas por las partes, a los efectos de dar una 

respuesta a quienes tienen, y han manifestado ante este Tribunal, un interés 

legítimo en oponerse al presente recurso de amparo [FJ 5].

10.  Es el escrito de la demanda de amparo, y no el de alegaciones, el que fija 

el objeto del amparo cuyo otorgamiento se solicita (SSTC 30/1989, 55/2001) [FJ 1].

11.  El recurrente no puso de manifiesto ante el órgano judicial la lesión del 

derecho al Juez ordinario predeterminado por la Ley (SSTC 1/1981, 3/1981, 

201/2000) [FJ 2].

12.  El art. 84 LOTC permite a este Tribunal el examen de oficio de otros 

motivos distintos de los alegados en los procesos constitucionales (STC 2/1984) [

FJ 5].

13.  Es al órgano judicial a quien corresponde la adopción o no de las medidas 

cautelares permitidas por el ordenamiento, de conformidad con las previsiones 

constitucionales de protección del derecho a la libertad personal (SSTC 88/1988, 

56/1997, 14/2000) [FJ 4].

*SENTENCIA nº 57/2002, de 11/03/2002

Recurso de amparo.
Documento (Registro 2622/1998)
Fecha de Aprobación: 11/3/2002
Publicación BOE: 20020416 [«BOE» núm. 91] :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Segunda 
Ponente: don Tomás S. Vives Antón 
Número registro: 2622/1998 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Jesús Amantes Arnaiz frente a Sentencias de la Sala 

de lo Penal del Tribunal Supremo y de la Audiencia Nacional que le condenaron 

por varios delitos de homicidio, estragos y lesiones.

Supuesta vulneración de los derechos a la igualdad, un proceso con todas las 

garantías y la presunción de inocencia: condena fundada en la declaración de un 

coimputado, contrastada en el juicio oral y corroborada.

1. La declaración del coimputado, cuya veracidad debe ser externamente 

corroborada, no se produjo de forma aislada, sino en el curso de una completa 

confesión de su integración en una banda terrorista, a través de la cual 

facilitó datos que permitieron identificar y detener a otros cinco integrantes o 

informadores del comando, a los que la policía intervino diverso material, armas 

y diferente documentación acreditativa de la veracidad de dichas imputaciones [

FJ 4].

2. Las declaraciones de los coimputados, que no están prohibidas por la ley 

procesal, pueden valorarse como pruebas aptas para destruir la presunción de 

inocencia. Sin embargo, se trata de una prueba intrínsecamente sospechosa, por 

lo que su veracidad ha de verse avalada por algún hecho, dato o circunstancia 

externa (SSTC 68/2000, 2/2002) [FJ 4].

3. No es exigible una corroboración plena, sino que la declaración quede 

mínimamente corroborada o que se añada a las declaraciones del coimputado algún 

dato que corrobore mínimamente su contenido (SSTC 153/1997, 115/1998) [FJ 4].

4. La declaración sumarial cuyo contenido fue utilizado para fundar la condena 

del recurrente no se prestó en dependencias policiales, sino ante el Juez de 

Instrucción en presencia del Letrado del coimputado y del Ministerio Fiscal, y 

se incorporó al acto del juicio oral con la necesaria contradicción, inmediación 

y oralidad, tal y como el art. 714 LECrim exige, de modo que fue respetado el 

derecho a un proceso con todas las garantías [FJ 2].

5. Habiendo sido incorporada al acto del juicio oral en condiciones de plena 

contradicción, la declaración sumarial incriminatoria del coimputado prestada 

ante el Juez de Instrucción con asistencia de su Letrado es constitucionalmente 

apta para desvituar la presunción de inocencia [FJ 3].

6. El juicio sobre si una determinada prueba es suficiente para establecer, más 

allá de toda duda razonable, la culpabilidad del acusado, compete a los Jueces y 

Tribunales ordinarios en su función exclusiva ex art. 117.1 CE (STC 81/1998) [FJ 

2].

7. Que un órgano judicial otorgue mayor valor a un testimonio que a otro forma 

parte de la valoración judicial de la prueba, y no guarda  relación ni con el 

principio de igualdad ni con el derecho fundamental a la presunción de inocencia (STC 11/1995) [FJ 2].
SENTENCIA nº 100/2002, de 06/05/2002

Recursos de amparo.
Documento (Registro 520/97 y 2344)
Fecha de Aprobación: 6/5/2002
Publicación BOE: 20020605 [«BOE» núm. 134] :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Segunda 
Ponente: don Pablo Cachón Villar 
Número registro: 520/97 y 2344 
Recurso tipo: Recursos de amparo. 

Extracto:

Promovidos por don José Antonio Sáenz de Santamaría Tinture y don José 

Luis Corcuera Cuesta frente al Auto de la Sala de lo Penal de la Audiencia 

Nacional que confirmó la prórroga del secreto sumarial decretada en un sumario 

seguido por delito de asesinato y otros.

Alegada vulneración de los derechos a una tutela judicial sin indefensión y a un 

proceso con garantías: resoluciones interlocutorias en un proceso penal abierto 

en fase de instrucción.

1.
Los recursos contra la decisión de decretar secretas las actuaciones 

sumariales han de ser considerados como prematuros pues, en el momento de su 

interposición, la lesión de los derechos denunciados a la defensa y a un proceso 

público era meramente potencial o futura (SSTC 168/1996) [FJ 4].

2.
No puede estimarse cumplido el requisito del agotamiento de la vía judicial 

previa cuando la queja se deduce frente a las resoluciones judiciales dictadas 

en el seno de un proceso penal que aún no ha finalizado (STC 73/1999) [FJ 3].

3.
La restricción del principio de publicidad que supone la declaración de 

secreto de sumario no es más que un instrumento para asegurar el éxito de la 

investigación, que debe emplearse con la necesaria cautela (SSTC 18/1999, 

174/2001) [FJ 4].

4.
Los defectos insubsanables de que pudiera estar afectado el recurso de amparo 

no resultan sanados porque la demanda haya sido inicialmente admitida, de forma 

que la comprobación de los presupuestos procesales para la viabilidad de la 

acción siempre pueden abordarse en Sentencia, de oficio o a instancia de parte (

STC 129/2000) [FJ 2].

SENTENCIA nº 155/2002, de 22/07/2002

Recursos de amparo avocados.
Documento (Registro 4858-2001, 4907-2001 y 4922-2001 (acumulados)/)
 Fecha de Aprobación: 22/7/2002
Publicación BOE: 20020807 [«BOE»núm. 188] :: (Doc. PDF) 
Sala: Pleno 
Ponente: don Tomás S 
Número registro: 4858-2001, 4907-2001 y 4922-2001 (acumulados)/ 
Recurso tipo: Recursos de amparo avocados. 

Extracto:

Promovidos por don —ngel Vaquero Hernández, don Felipe Bayo Leal, y 

don Enrique Dorado Villalobos, por don Enrique Rodríguez Galindo y por don José 

Julián Elgorriaga Goyeneche, frente a las Sentencias de la Sala de lo Penal de 

la Audiencia Nacional y del Tribunal Supremo que les condenaron por dos delitos 

de asesinato y de detención ilegal en el caso Lasa y Zabala.

Supuesta vulneración de los derechos al juez imparcial y a la presunción de 

inocencia: rechazo liminar de las recusaciones del Juez instructor y de 

Magistrados de la Sala, justificado; condena penal fundada en declaraciones de 

un coimputado en un sumario secreto, que se retractó luego y en el juicio oral, 

sometidas a posibilidad de contradicción y corroboradas; y fundada en prueba 

indiciaria válida. Voto particular.

1.
Las declaraciones sumariales incriminatorias del coimputado, prestadas ante 

el Juez de Instrucción con asistencia de su Letrado y después ratificadas con 

asistencia de las defensas del resto de recurrentes, fueron incorporadas al acto 

del juicio oral cumpliendo todas las exigencias constitucionales y legales. Su 

interrogatorio en el juicio oral, realizado en condiciones de plena 

contradicción, constituye una prueba válida capaz de desvirtuar la presunción de 

inocencia. Por ello es constitucionalmente legítimo que el órgano sentenciador 

diera mayor credibilidad a su contenido que a la retractación expresada en el 

acto de la vista [FJ 10].

2.
Doctrina constitucional en torno al derecho a la presunción de inocencia [FJ 

10].

3.
El Tribunal Constitucional ha de limitarse a comprobar que la prueba 

existente se haya obtenido y practicado conforme a la Constitución, que sea de 

cargo y que, en consecuencia, los hechos declarados probados puedan inferirse de 

ella de modo razonable y no arbitrario. No podemos, al socaire de la presunción 

de inocencia, enjuiciar, ni siquiera desde la perspectiva de la razonabilidad, 

la valoración de la prueba en sí misma considerada (SSTC 31/1981, 189/1998) [FJ 

7].

4.
La doctrina de este Tribunal nunca ha exigido que la declaración sumarial con 

la que se confronta la distinta o contradictoria manifestación prestada en el 

juicio oral por un testigo o un imputado haya debido ser prestada con 

contradicción real y efectiva en el momento de llevarse a cabo, pues cumplir tal 

exigencia no siempre es legal o materialmente posible [FJ 10].

5.
Los hechos y datos que fueron apreciados por la Sala sentenciadora, tomados 

en conjunto, constituyen esa corroboración mínima que nuestra jurisprudencia ha 

venido exigiendo, en relación con la participación de los recurrentes en la 

ilegal privación de libertad [FJ 11].

6.
Las declaraciones de un coimputado, que no están prohibidas por la ley 

procesal, pueden valorarse como pruebas aptas para destruir la presunción de 

inocencia. Sin embargo, cuando son prueba única, no adquieren entidad suficiente 

para desvirtuar la presunción constitucional de inocencia, por lo que su 

veracidad ha de verse avalada por algún hecho, dato o circunstancia externa (

SSTC 153/1997, 115/1998, 68/2001) [FJ 4].

7.
La inferencia del asesinato a partir de la detención no puede estimarse 

carente de motivación [FJ 13].

8.
Hay que descartar que en este caso la inferencia realizada haya sido 

irracional, absurda, arbitraria, incoherente o ilógica; también que resultara 

excesivamente abierta [FFJJ 15 y 16].

9.
Con las declaraciones de los testigos de referencia, que aquí se han valorado 

como pruebas de cargo, desaparece la eventual indeterminación de los indicios 

existentes contra los condenados por dirigir la operación [FJ 18].

10.
No podemos considerar ilógica ni excesivamente abierta la inferencia de la 

Sala respecto a que la orden de asesinar fuera también transmitida por la misma 

persona que había supervisado las detenciones [FJ 19].

11.
Doctrina general sobre prueba indiciaria (SSTC 174/1985, 17/2002) [FJ 12].

12.
Las inferencias han de motivarse excepto cuando resulten evidentes por sí 

mismas (SSTC 5/2000, 249/2000) [FJ 12].

13.
La ausencia o debilidad de la motivación de la inferencia en la Sentencia de 

instancia puede suplirse en la de apelación o casación (STC 107/1989) [FJ 12].

14.
En las SSTC 189/1998 y 220/1998 hemos establecido el canon a partir del cual 

ha de enjuiciarse si una determinada inferencia es constitucionalmente válida [

FJ 14].

15.
La falta de explicación sobre el destino de las personas detenidas, unida a 

otros elementos de prueba, permiten presumir la muerte de una persona durante su 

detención (SSTEDH Timurtas, 2000, Akdeniz, 2001, y Orhan, 2002) [FJ 15].

16.
La ausencia de explicaciones por parte de los imputados, en circunstancias 

muy singulares, puede utilizarse por el juzgador para fundamentar la condena (

SSTC 220/1998, 202/2000; STEDH Murray, 1996) [FJ 15].

17.
Doctrina constitucional sobre el testimonio de referencia (SSTC 217/1989, 

209/2001, 68/2002) [FJ 17].

18.
El rechazo de la recusación por extemporánea, al entender que las Secciones 

orgánicas están compuestas a lo largo de todo el procedimiento por sus titulares 

y que nada obstan a ese hecho las eventuales sustituciones que puedan producirse, no es en modo alguno irracional o arbitrario (SSTC 1/1989, 133/2000) [FJ 3].

19.
El rechazo a limine de la recusación por los propios recusados, por 

incumplimiento de los requisitos formales que afectan a la esencia del 

procedimiento, no comporta una vulneración del derecho a un juez imparcial (STC 

47/1982) [FJ 3].

20.
La inadmisión de la recusación del Presidente de la Sala, por un incidente 

surgido al ejercer la policía de vista y dirección de los debates, está 

justificada porque nos hallamos ante una ?enemistad imaginaria? [FJ 4].

21.
Las normas imperativas que regulan la policía de vistas, y las que limitan 

la suspensión de los juicios a los motivos estrictamente determinados por la ley, no deben quedar a disposición de las partes [FFJJ 4 y 5].

22.
Si hubo un momento en que pudo ponerse en tela de juicio si se había o no 

vulnerado el derecho a un juez imparcial en relación con el Juez instructor, la 

legitimidad de esa duda se desvaneció en el curso del proceso judicial [FJ 6].

23.
El art. 24.2 de nuestra Constitución reconoce el derecho a ser juzgado por 

un Tribunal imparcial [FJ 2].

SENTENCIA nº 192/2002, de 28/10/2002

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3201/1998)
Fecha de Aprobación: 28/10/2002
Publicación BOE: 20021120 [«BOE» núm. 278] :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Segunda 
Ponente: don Eugeni Gay Montalvo 
Número registro: 3201/1998 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Pedro Juan Odriozola Agirre frente a los Autos de la 

Audiencia Provincial de Ciudad Real y de un Juzgado de Vigilancia Penitenciaria 

que confirmaron el Acuerdo del Centro Penitenciario de Herrera de la Mancha 

sobre la intervención de sus comunicaciones orales y escritas procedentes del 

exterior.

Supuesta vulneración de los derechos a la tutela judicial efectiva y al secreto 

de las comunicaciones: STC 106/2001. Voto particular concurrente.

1.
El dato de la pertenencia a una concreta organización, de la que consta que 

ha atentado reiteradamente contra la seguridad de las prisiones y contra la vida 

y la libertad de sus funcionarios supone, en este caso, una individualización 

suficiente de las circunstancias que justifican la medida de mantenimiento de 

las comunicaciones provenientes del exterior (STC 106/2001) [FJ 6.c].

2.
El mantenimiento de la intervención de las comunicaciones se fundamenta en la 

persistencia de la causa que la originó, que no es otra que la pertenencia y 

militancia activa del demandante de amparo a una organización terrorista [FJ 6.b].

3.
En las actuaciones del presente recurso sí consta que el Acuerdo de 

mantenimiento de la intervención de las comunicaciones se notificó al Juzgado de 

Vigilancia Penitenciaria [FJ 7].

4.
Doctrina acerca del derecho al secreto de las comunicaciones de los 

ciudadanos recluidos en un centro penitenciario (STC 106/2001) [FJ 5].

5.
Debe también rechazarse la presunta vulneración del derecho a la tutela 

judicial efectiva por incongruencia omisiva, por cuanto en el Auto del Juzgado 

de Vigilancia Penitenciaria se da una respuesta expresa, aunque escueta, a la 

denuncia o queja de los internos [FJ 3].

6.
La invocación en tiempo del derecho fundamental que se considera vulnerado 

constituye un requisito insubsanable, garantía de la subsidiariedad del recurso 

de amparo (SSTC 143/1996, 279/2000) [FJ 3].

7.
No debemos entrar a analizar la actuación del Juzgado de Vigilancia 

Penitenciaria posterior a la recepción de la comunicación del acto 

administrativo, puesto que esta cuestión no es planteada en la demanda de amparo [FJ 7].

SENTENCIA nº 193/2002, de 28/10/2002

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3203/1998)
Fecha de Aprobación: 28/10/2002
Publicación BOE: 20021120 [«BOE» núm. 278] :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Segunda 
Ponente: don Guillermo Jiménez Sánchez 
Número registro: 3203/1998 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Ignacio Orotegui Otxandorenea frente a los Autos de 

la Audiencia Provincial de Ciudad Real y de un Juzgado de Vigilancia 

Penitenciaria que confirmaron el Acuerdo del Centro Penitenciario de Herrera de 

la Mancha sobre la intervención de sus comunicaciones orales y escritas 

procedentes del exterior.

Supuesta vulneración de los derechos a la tutela judicial efectiva y al secreto 

de las comunicaciones: STC 106/2001. Voto particular concurrente.

1.
El alcance temporal del Acuerdo de prórroga de la intervención de las 

comunicaciones resulta claramente establecido en la comunicación dirigida por el 

centro penitenciario al Juzgado de Vigilancia Penitenciaria [FJ 4.b].

2.
La interpretación del ámbito material del Acuerdo en modo alguno puede 

tacharse de inidónea, innecesaria o excesiva [FJ 4.a].

3.
Consta que el Acuerdo de mantenimiento de la intervención de las 

comunicaciones se notificó al Juzgado de Vigilancia Penitenciaria [FJ 5].

4.
Doctrina constitucional acerca del derecho al secreto de las comunicaciones 

de los ciudadanos recluidos en un centro penitenciario (STC 106/2001) [FJ 3].

5.
En los trámites posteriores a la demanda no cabe modificar el petitum o la 

causa petendi, alegando extemporáneamente nuevos fundamentos o nuevas 

pretensiones (SSTC 132/1991, 55/2001) [FJ 2].

6.
No debemos entrar a analizar la actuación del Juzgado de Vigilancia 

Penitenciaria posterior a la recepción de la comunicación del acto 

administrativo, puesto que esta cuestión no es planteada en la demanda de amparo [FJ 5].

7.
Con independencia de la configuración doctrinal que se dé a la situación de 

los personados no solicitantes originarios de amparo, es lo cierto que no pueden 

transformarse en recurrentes (STC 66/1989) [FJ 1].

SENTENCIA nº 194/2002, de 28/10/2002

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3207/1998)
Fecha de Aprobación: 28/10/2002
Publicación BOE: 20021120 [«BOE» núm. 278] :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Segunda 
Ponente: don Pablo Cachón Villar 
Número registro: 3207/1998 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Mitxel Turrientes Ramírez frente a los Autos de la 

Audiencia Provincial de Ciudad Real y de un Juzgado de Vigilancia Penitenciaria 

que confirmaron el Acuerdo del Centro Penitenciario de Herrera de la Mancha 

sobre la intervención de sus comunicaciones orales y escritas procedentes del 

exterior.

Supuesta vulneración de los derechos a la tutela judicial efectiva y al secreto 

de las comunicaciones: STC 106/2001.

1.
La pertenencia a una concreta organización, de la que consta que ha atentado 

reiteradamente contra la seguridad de las prisiones y contra la vida y la 

libertad de sus funcionarios supone una individualización suficiente de las 

circunstancias que justifican la medida de intervención de las comunicaciones 

provenientes del exterior (STC 106/2001) [FJ 8].

2.
Se trata de conjurar con la medida de intervención la peligrosidad de una 

comunicación incontrolada, pues la organización terrorista a la que pertenece el 

demandante de amparo es especialmente peligrosa para la seguridad del centro 

penitenciario [FJ 7].

3.
La interpretación del ámbito material del citado Acuerdo llevada a cabo por 

la Administración penitenciaria, en modo alguno puede tacharse de inidónea, 

innecesaria o excesiva [FJ 7].

4.
Consta en las actuaciones que del expresado Acuerdo del centro penitenciario 

se dio a la autoridad judicial expresión de su causa, así como de la duración de 

la medida [FJ 10].

5.
Doctrina acerca del derecho al secreto de las comunicaciones de los 

ciudadanos recluidos en un centro penitenciario (STC 106/2001) [FJ 6].

6.
El art. 25.2 CE no contiene un derecho fundamental a la reinserción social, 

sino un mandato al legislador para orientar la política penal y penitenciaria (

STC 75/1998) [FJ 9].

7.
No concurre el defecto de incongruencia omisiva por cuanto el Auto del 

Juzgado de Vigilancia Penitenciaria da una respuesta expresa, aunque escueta, a 

la denuncia o queja de los internos (STC 106/2001) [FJ 5].

8.
La invocación en tiempo del derecho fundamental que se considera vulnerado 

constituye un requisito insubsanable, garantía de la subsidiariedad del recurso 

de amparo (STC 143/1996, 278/2000) [FJ 4].

9.
Hemos de reducir nuestro examen a los estrictos límites de lo que constituyó 

el objeto de la queja o denuncia del demandante de amparo en la vía judicial 

previa (STC 201/2000) [FJ 3].

SENTENCIA nº 205/2002, de 11/11/2002

Recurso de amparo.
Documento (Registro 1469/1999)
Fecha de Aprobación: 11/11/2002
Publicación BOE: 20021129 [«BOE» núm. 286] :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Segunda 
Ponente: don Eugeni Gay Montalvo 
Número registro: 1469/1999 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Tomás López Alonso, luego sustituido por 

fallecimiento, frente a las Sentencia s de la Audiencia Provincial y de un 

Juzgado de lo Penal de Logroño que lo condenaron por un delito de amenazas.

Vulneración de los derechos al secreto de las comunicaciones y a la presunción 

de inocencia: intervención telefónica autorizada mediante Auto no incorporado a 

las actuaciones judiciales; prueba de cargo ilícita.

1.
El Auto del Juzgado de Instrucción de Pamplona que autorizó la intervención 

telefónica, documentado en actuaciones procesales, nunca llegó a incorporarse al 

proceso judicial que concluyó con la condena del recurrente por Tribunales de 

Logroño [FJ 5].

2.
El derecho fundamental del art. 18.3 CE fue lesionado, pues los afectados por 

la intervención fueron privados de su derecho a conocer los exactos términos de 

la motivación de la resolución judicial (STC 49/1999) [FJ 5].

3.
Doctrina sobre la intervención de las comunicaciones telefónicas como 

limitación el derecho fundamental a su secreto (art. 18.3 CE; SSTC 49/1996, 

123/2002) [FJ 4].

4.
Las resoluciones judiciales no ponderaron otras pruebas constitucionalmente 

legítimas, distintas de las directamente derivadas de las escuchas, por lo que 

debemos concluir que no hubo prueba de cargo lícitamente obtenida en la que se 

justificase la conde-

na [FJ 5].

5.
Derecho fundamental a la presunción de inocencia (SSTC 49/1999, 82/2002)[FJ 6].

6.
La legitimación activa se sustenta no tanto en la titularidad del derecho 

cuya protección se demanda, cuanto en la posesión de un interés legítimo, 

categoría más amplia que la de derecho subjetivo y la de interés directo (STC 

239/2001) [FJ 3].

SENTENCIA nº 14/2003, de 28/01/2003

Recurso de amparo.
Documento (Registro 4184-2000/)
Fecha de Aprobación: 28/1/2003
Publicación BOE: 20030219 [«BOE» núm. 43] :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Segunda 
Ponente: don Vicente Conde Martín de Hijas 
Número registro: 4184-2000/ 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Mederico Serna Vergara frente a la Sentencia de la 

Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional que desestimó su 

demanda contra el Ministerio del Interior por responsabilidad patrimonial.

Vulneración de los derechos a la propia imagen y al honor: difusión por la 

policía de la fotografía de un detenido, por su implicación en una investigación 

por asesinato, tomada para su rese±a en los archivos policiales.

1.
La difusión o distribución por la policía a determinados medios de 

comunicación de la rese±a fotográfica tomada al demandante de amparo, el día de 

su detención en dependencias policiales con destino a su ficha policial, ha 

vulnerado su derecho a la propia imagen [FJ 11].

2.
Identificados los presuntos autores de los hechos delictivos, y encontrándose 

detenido el demandante, no puede estimarse que la intromisión que ha padecido en 

su derecho a la propia imagen se encuentre justificada por los distintos bienes 

constitucionales e intereses públicos aducidos [FJ 11].

3.
A pesar de haberse producido una intromisión en el derecho del demandante de 

amparo a la propia imagen, la misma puede no resultar ilegítima si se revela 

como idónea y necesaria para alcanzar un fin constitucionalmente legítimo, 

proporcionada para lograrlo y se lleva a cabo utilizando los medios necesarios 

para procurar una mínima afectación del ámbito garantizado por el derecho 

fundamental (STC 156/2001) [FJ 9].

4.
La constitucionalidad de cualquier medida restrictiva de derechos 

fundamentales viene determinada por la estricta observancia del principio de 

proporcionalidad (SSTC 66/1995, 186/2000) [FJ 9].

5.
La información vertida por las instituciones públicas o sus órganos en el 

ejercicio de sus atribuciones queda fuera del ámbito protegido por la libertad 

reconocida en el art. 20.1.d CE, porque los sujetos titulares de la libertad de 

información y del correlativo derecho a recibirla son la colectividad, cada uno 

de sus ciudadanos y los profesionales del periodismo, pero en ningún caso las 

instituciones pública o sus órganos (SSTC 185/1989 y 254/1993; ATC 19/1993) [FJ 

8].

6.
Ha de configurarse la fotografía cuestionada como un dato de carácter 

personal del demandante de amparo, obtenida y captada por las fuerzas y cuerpos 

de seguridad del Estado y respecto al cual sus miembros están obligados en 

principio al deber del secreto profesional [FJ 7].

7.
Si la finalidad y razón de ser de la rese±a fotográfica policial tomada al 

demandante de amparo era facilitar su recono cimiento, no puede lógicamente 

sostenerse que esa fotografía distribuida por la policía a determinados medios 

de comunicación no permitiese la identificación del recurrente en amparo [FJ 6].

8.
Que el carácter inusual del nombre propio del demandante de amparo que se 

reproduce en la nota de prensa permitiese su identificación por las personas que 

ya lo conocían, en modo alguno excluye la apreciada intromisión en el derecho a 

la propia imagen como consecuencia de la distribución o difusión por la policía 

de la referida fotografía [FJ 6].

9.
Doctrina sobre el derecho a la propia imagen [FJ 5].

10.
Ha de estimarse también vulnerado el derecho al honor como consecuencia de 

la difusión por la policía de la rese±a fotográfica de una persona en su 

condición de detenida, al no existir en este caso otros derechos o bienes 

constitucionales que pudieran justificar la intromisión [FJ 12].

11.
No ha resultado afectado el derecho a la intimidad personal, ya que la 

fotografía difundida por la policía no desvela aspectos de la vida privada o 

partes íntimas del cuerpo (SSTC 81/2001, 156/2001) [FJ 4].

12.
La apreciación de la vulneración del derecho a la imagen no impedirá, en su 

caso, la apreciación de la vulneración de las eventuales lesiones de derechos 

autónomos, a la intimidad o al honor, que a través de la imagen se hayan podido 

causar (SSTC 81/2001, 83/2002) [FJ 4].

13.
El derecho del recurrente en amparo a percibir la indemnización económica 

que proceda por responsabilidad patrimonial de la Administración del Estado es 

una cuestión reservada a la jurisdicción ordinaria y no susceptible de amparo 

constitucional (STC 13/2001) [FJ 1].

14.
Las únicas quejas que pueden ser atendidas en esta vía de amparo 

constitucional son las que la propia parte actora deduce en su demanda, al ser 

ésta la rectora del proceso (SSTC 74/1985, 57/1994) [FJ 1].

15.
El presente recurso de amparo ha de entenderse promovido por la vía del art. 

43 LOTC, al no achacarse en el escrito de demanda una lesión autónoma de los 

derechos a la Sentencia de la Audiencia Nacional, que en realidad se reprocha a 

la actuación policial [FJ 1].

16.
Procede retrotraer las actuaciones judiciales para que se dicte una nueva 

Sentencia en la que el órgano judicial, si procede, se pronuncie sobre la 

pretensión del demandante de amparo de responsabilidad patrimonial de la 

Administración del Estado [FJ 13].

SENTENCIA nº 48/2003, de 12/03/2003

Recurso de inconstitucionalidad.
Documento (Registro 5550-2002/)
Fecha de Aprobación: 12/3/2003
Publicación BOE: 20030314 [«BOE» núm. 63] :: (Doc. PDF) 
Sala: Pleno 
Ponente: don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera 
Número registro: 5550-2002/ 
Recurso tipo: Recurso de inconstitucionalidad. 

Extracto:

Promovido por el Gobierno vasco contra diversos preceptos de la Ley 

Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de partidos políticos.

Supuesta vulneración de los derechos de asociación, legalidad penal, libertades 

ideológica, de expresión e información, y participación en los asuntos públicos, 

y de los principios de legalidad e interdicción de la retroactividad: régimen 

constitucional de los partidos políticos.

1.
La diversificación de regímenes normativos entre una disciplina general para 

las asociaciones comunes (actualmente contenida en la Ley Orgánica 1/2002, 

reguladora del derecho de asociación) y otra específica para las asociaciones 

cualificadas por la relevancia constitucional de su función política (la 

referida hoy en la Ley impugnada y antes en la Ley 54/1978, de partidos 

políticos) es plenamente conforme con los arts. 6 y 22 CE [FFJJ 5 y 6].

2.
En nuestro ordenamiento constitucional no tiene cabida un modelo de 

«democracia militante» en el sentido de que se imponga, no ya el respeto, sino 

la adhesión positiva al ordenamiento y, en primer lugar, a la Constitución. Pero 

la Ley recurrida no acoge ese modelo de democracia [FJ 7].

3.
La Constitución espa±ola, a diferencia de la francesa o la alemana, no 

excluye de la posibilidad de reforma ninguno de sus preceptos ni somete el poder 

de revisión constitucional a más límites expresos que los estrictamente formales 

y de procedimiento. Nuestra Constitución proclama principios, debidamente 

acogidos en su articulado, que dan fundamento y razón de ser a sus normas 

concretas [FJ 7].

4.
Cualquier proyecto es compatible con la Constitución, siempre y cuando no se 

defienda a través de una actividad que vulnere los principios democráticos o los 

derechos fundamentales [FJ 7].

5.
Un partido político es una forma particular de asociación (STC 3/1981). En 

ello no se agota, sin embargo, su realidad, pues el art. 6 de la Constitución 

hace de ellos expresión del pluralismo político e instrumento fundamental para 

la participación política (SSTC 10/1983, 85/1986) [FJ 5].

6.
Que el constituyente haya descartado encomendar la garantía del respeto del 

art. 6 CE por parte de los partidos al Tribunal Constitucional no significa que 

se haya descartado dicha garantía en sí; únicamente que su verificación ha de 

corresponder al Poder Judicial ordinario en tanto no se establezca otra cosa [FJ 

6].

7.
La ilegalización y disolución de un partido político es, desde luego, una 

consecuencia jurídica gravosa para el partido mismo, para sus afiliados y, por 

extensión, también para sus simpatizantes y votantes. Ello no las convierte, sin 

más, en medidas punitivas (SSTC 164/1995, 276/2000) [FJ 9].

8.
Antes que a un fin propiamente retributivo, las causas de ilegalización y 

disolución previstas en la Ley responden a una finalidad de garantía de que su 

actuación respete las condiciones definidoras de los partidos políticos, en 

tanto que asociaciones cualificadas por la relevancia constitucional de sus fun 

ciones [FJ 9].

9.
El principio non bis in idem sólo es vulnerado cuando en concreto se produce 

un doble castigo de un mismo sujeto o se le somete a un doble procedimiento 

punitivo (STC 2/2003) [FJ 9].

10.
Sólo incurre en causa de disolución el partido que, no en su ideología, sino 

en su actividad persiga efectiva y actualmente «deteriorar o destruir el régimen 

de libertades» [FJ 10].

11.
Las conductas que llevan a declarar ilegal un partido (art. 9.2 LOPP), 

pueden tener encaje en preceptos como los arts. 515, 576 y 578 del Código Penal. 

Mas en ningún momento se hace referencia a programas o ideologías sino a 

actividades de colaboración o apoyo al terrorismo o la violencia. En 

consecuencia, no se abre ningún resquicio a la que se ha llamado «democracia 

militante» y no hay, por consiguiente, vulneración alguna de las libertades 

ideológica, de participación, de expresión o de información [FJ 10].

12.
Las conductas enumeradas en el art. 9.3 LOPP no son sino una especificación 

o concreción de los supuestos básicos de ilegalización que, en términos 

genéricos, enuncia el art. 9.2 de la propia Ley; de tal manera que la 

interpretación y aplicación individualizada de tales conductas no puede 

realizarse sino con vinculación a los referidos supuestos contenidos en el art. 

9.2. No nos corresponde ahora determinar si la mera ausencia de condena puede 

ser o no entendida como apoyo implícito al terrorismo [FJ 10].

13.
El respeto a los valores constitucionales que los partidos deben guardar en 

su actividad es compatible con la más plena libertad ideológica [FJ 10].

14.
No puede negarse la posibilidad de que existan mensajes que, aun sin 

hallarse incursos en alguno de los tipos penales de amenazas o coacciones, 

puedan considerarse intimidatorios (STC 136/1999) [FJ 10].

15.
La tutela frente al terrorismo comporta un coste en la determinación de la 

conducta; pero, ese coste no nos aboca a una situación en la que resulte 

imprevisible para los partidos calcular las consecuencias jurídicas de su 

conducta [FJ 11].

16.
La existencia de un partido que con su actividad colabore o apoye la 

violencia terrorista, pone en peligro la subsistencia del orden pluralista 

proclamado por la Constitución; y, frente a ese peligro, no parece que pueda 

aplicarse otra sanción reparadora del orden jurídico perturbado que la 

disolución [FJ 12].

17.
La Ley describe conductas de singular gravedad y concede relevancia, a 

efectos de erigirlas en causas de disolución, a las que evidencien una decidida 

incompatibilidad con los medios pacíficos y legales inherentes a los procesos de 

participación política para los que la Constitución demanda el concurso 

cualificado de los partidos políticos. Todo ello verificable y comprobable en un 

proceso judicial [FJ 12].

18.
Se respetan los criterios sentados por la jurisprudencia del Tribunal 

Europeo de Derechos Humanos en materia de disolución de partidos políticos [FJ 

12].

19.
La Ley impugnada no priva del derecho de sufragio pasivo a quien haya sido 

condenado por delito de terrorismo [FJ 13].

20.
La utilización de penados por terrorismo incluyéndolos de manera regular en 

puestos directivos y en listas electorales, puede suponer la expresión de 

solidaridad con los métodos del terror que no se cohonesta con las exigencias 

que la CE impone a un partido político [FJ 13].

21.
La expulsión de afiliados con doble militancia en organizaciones terroristas 

o violentas no supone injerencia en el ámbito de organización interna del 

partido [FJ 13].

22.
La Ley Orgánica 6/2002 no es el resultado de un ejercicio excepcional de la 

potestad legislativa del Estado, sino que su generalidad y abstracción hacen de 

ella expresión de un ejercicio correcto y normal de la función normativa [FFJJ 

14 y 15].

23.
No hay nada parecido a una asunción de funciones jurisdiccionales por parte 

del legislativo, pues la norma adoptada por este último exige una aplicación 

individualizada que la Ley misma confía al Poder Judicial ordinario [FJ 14].

24.
La percepción por el legislador orgánico de que una formación política 

determinada puede ser contraria, en su actividad y con sus comportamientos, al 

modelo de partido que tiene encaje y cobertura en la Constitución puede 

perfectamente erigirse en occasio para la adopción de una ley como la recurrida, 

pero lo que determinará su constitucionalidad o inconstitucionalidad no será el 

acierto de esa percepción circunstancial, sino el alcance objetivo de la ley 

finalmente adoptada [FJ 14].

25.
Hemos definido las denominadas «leyes singulares» o «leyes de caso único» 

como «aquellas dictadas en atención a un supuesto de hecho concreto y singular, 

que agotan su contenido y eficacia en la adopción y ejecución de la medida 

tomada por el legislador ante ese supuesto de hecho, aislado en la ley singular 

y no comunicable con ningún otro» (STC 166/1986; ATC 291/1997) [FJ 14].

26.
El instituto del fraude de ley desplegaría todos sus efectos sin necesidad 

de una referencia expresa [FJ 15].

27.
En ningún supuesto se prevé el enjuiciamiento de actividades y conductas 

anteriores a la Ley Orgánica 6/2002, de suerte que la Ley considera relevantes 

únicamente las posteriores a su entrada en vigor, aunque pueda tomarse en 

consideración lo que la Ley llama «trayectoria» (art. 9.4 LOPP), por lo que 

respecta el principio de irretroactividad (art. 9.3 CE) [FJ 16].

28.
La disposición transitoria única no establece una presunción de fraude 

ligada a la constitución de un partido político de cobertura en fechas 

inmediatamente anteriores o posteriores a la entrada en vigor de la Ley [FJ 16].

29.
La disolución judicial de los partidos políticos será acordada, en todo caso, «por el órgano jurisdiccional competente» (art. 10.2 LOPP), respetándose así el 

mandato contenido en el art. 22.4 CE [FJ 17].

30.
La Sala prevista en el art. 61 LOPJ es un órgano judicial ya existente al 

que, por medio de la correspondiente reforma de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial, se le ha dotado de esa nueva competencia, con carácter general y para 

el futuro. Se cumplen, pues, todas las condiciones para dar por suficientemente 

respetada la garantía del derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley (

SSTC 47/1983, 120/2001) [FJ 17].

31.
El hecho de que la legitimación para instar el procedimiento de disolución 

se confíe de forma exclusiva al Ministerio Fiscal y al Gobierno podrá haber 

merecido la atención de la opinión pública, pero el recurso no ofrece razones 

que abunden en su inconstitucionalidad [FJ 17].

32.
La originalidad o la primicia de una ley nada tienen que ver, por sí solas, 

con la singularidad normativa en sentido técnico [FJ 17].

33.
En un sistema parlamentario, donde las Cámaras tienen, por definición, una 

posición preeminente sobre el poder ejecutivo, del que suelen requerir 

actuaciones e iniciativas en el ámbito de sus competencias, mediante el 

ejercicio de las facultades parlamentarias de iniciativa y de control [FJ 17].

34.
La Constitución permite limitar a los espa±oles el derecho de crear partidos 

políticos [FJ 18].

35.
En tanto que requisito de capacidad para promover un partido político, la 

circunstancia de haber sido condenado, y aún no rehabilitado, por la comisión de 

delitos graves, acreditativos de una identificación con la violencia y un 

desprecio por los procedimientos legalmente establecidos, no resulta exorbitante 

en términos de respeto al principio de proporcionalidad [FJ 19].

36.
El legislador es libre de asociar o no el nacimiento de la personalidad 

jurídica a la inscripción en el registro sin que del art. 22.3 CE derive ningún 

impedimento para ello [FJ 20].

37.
El legislador orgánico no apodera a la Administración estatal, mediante la 

inscripción registral, con facultades de un verdadero control material en orden 

a la personificación jurídica de los partidos políticos, por lo que no cabe 

hablar de que se desconoce o menoscaba el aludido principio constitucional de 

libertad de creación de partidos políticos plasmado en el art. 6 de la 

Constitución [FJ 20].

38.
Ha de entenderse que, en cuanto atañe a la denominación del partido, las 

facultades atribuidas al Ministerio del Interior para suspender el plazo de 

inscripción únicamente podrán aplicarse cuando se compruebe de manera clara y 

manifiesta que concurre una plena coincidencia o identidad entre las formaciones 

políticas o entidades en contraste [FJ 21].

39.
La prohibición de aquellas denominaciones «que sean contrarias a las leyes o 

los derechos fundamentales de las personas» (art. 3.1), sólo ha de entenderse 

constitucional cuando la contradicción sea palmaria, manifiesta o patente [FJ 21].

40.
La tutela de los posibles derechos de terceros, incluida la de los partidos 

de denominación similar, debe corresponder al orden jurisdiccional y no a la 

competencia administrativa (STC 85/1986) [FJ 21].

41.
La legitimación del Ministerio del Interior en el incidente de ejecución 

previsto en el art. 12.3 LOPP no supone apoderarlo con facultades decisorias que 

impliquen una injerencia ilegítima en el ejercicio del derecho fundamental [FJ 

22].

42.
La legitimación de las Comunidades Autónomas para interponer el recurso de 

inconstitucionalidad no está al servicio de la reivindicación de una competencia 

violada, sino de la depuración del ordenamiento jurídico (STC 199/1987) [FJ 1].

43.
El recurso de inconstitucionalidad se presentó dentro de plazo, porque, en 

virtud del principio pro actione, hemos de entender que el dies a quo es el 

siguiente al de la publicación oficial de la Ley [FJ 2].

44.
Debemos finalizar precisando el alcance de nuestro fallo. Las 

consideraciones anteriores determinan la procedencia de la desestimación del 

recurso, puntualizando que los arts. 3.1, 5.1, 9.2 y 3, y la Disposición 

transitoria única, apartado 2, de la Ley Orgánica de partidos políticos sólo son 

constitucionales si se interpretan en los términos se±alados en los fundamentos 

jurídicos 10, 11, 12, 13, 16, 20 y 21 de esta Sentencia [FJ 23].

SENTENCIA nº 85/2003, de 08/05/2003

Recursos de amparo electoral.
Documento (Registro 2589-2003 y otros 376 (acumulados)/)
Recurso promovido por la agrupación de electores Ametzak de Amezketa y otras frene a dos sentencias de la Sala Especial del art. 61 LOPJ del Tribunal Supremo sobre la anulación de candidaturas para las elecciones locales y forales de 2003.

__Dada su extensión no puede bajarse de la red con éxito.

SENTENCIA nº 176/2003, de 10/10/2003

Recurso de amparo electoral.
Documento (Registro 5994-2003/)
Fecha de Aprobación: 10/10/2003
Publicación BOE: 20031023 :: (Doc. PDF) 
Ponente: don Eugeni Gay Montalvo 
Número registro: 5994-2003/ 
Recurso tipo: Recurso de amparo electoral. 

Extracto:

Promovido por la agrupación de electores «Herri Taldea» frente a la 

Sentencia de la Sala Especial del art. 61 LOPJ del Tribunal Supremo que confirma 

la denegación por la Junta Electoral de la candidatura al Concejo de Astiz, 

Ayuntamiento de Larráun (Navarra).

Vulneración del derecho a acceder a los cargos representativos: agrupación 

electoral que de hecho no continúa ni sucede la actividad de un partido político 

ilegal (STC 48/2003).

SENTENCIA nº 5/2004, de 16/01/2004

Recurso de amparo.
Documento (Registro 2330-2003/)
Fecha de Aprobación: 16/1/2004
Publicación BOE: 20040212 :: (Doc. PDF) 
Ponente: don Vicente Conde Martín de Hijas 
Número registro: 2330-2003/ 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por Batasuna frente a la Sentencia de la Sala Especial del 

artículo 61 LOPJ del Tribunal Supremo que decretó su ilegalización.

Supuesta vulneración de los derechos a un juez imparcial, a la tutela judicial 

efectiva y sin indefensión, a la presunción de inocencia, a la libertad 

ideológica y de expresión y de asociación: magistrado que preside un Tribunal y 

un Consejo que informó la ley aplicada; aportación al proceso de noticias de 

prensa; disolución de un partido político no sancionadora y fundada en pruebas; 

negativa a condenar atentados terroristas (STC 48/2003).

SENTENCIA nº 7/2004, de 09/02/2004

Recurso de amparo.
Documento (Registro 5316/1997)
Fecha de Aprobación: 9/2/2004
Publicación BOE: 20040310 :: (Doc. PDF) 
Ponente: don Pablo García Manzano 
Número registro: 5316/1997 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Josu Eguskiza Bilbao y otros frente a las Sentencias 

de la Salas de lo Penal del Tribunal Supremo y de la Audiencia Nacional, que les 

condenaron por delitos relacionados con banda armada.

Supuesta vulneración de los derechos a la integridad física y moral, a la 

asistencia letrada, a un proceso con garantías y a la presunción de inocencia: 

malos tratos investigados y sancionados; incomunicación de detenidos por 

terrorismo, y prórroga, motivada; asesoramiento de oficio justificado; 

declaraciones ante el juez instructor viciadas por torturas previas, pero 

condena fundada en pruebas independientes.

SENTENCIA nº 39/2004, de 22/03/2004

Recursos de amparo.
Documento (Registro 2023-2001, 2173-2001, 2179-2001 y 2183-2001 (acumulados)/)
Fecha de Aprobación: 22/3/2004
Publicación BOE: 20040423 :: (Doc. PDF) 
Ponente: don Guillermo Jiménez Sánchez 
Número registro: 2023-2001, 2173-2001, 2179-2001 y 2183-2001 (acumulados)/ 
Recurso tipo: Recursos de amparo. 

Extracto:

Promovidos por don Juan Miguel Nieto Rodríguez y otros frente a las 

Sentencias de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo y de la Audiencia 

Provincial de Madrid, que les condenaron por un delito continuado de 

interceptación ilegal de las comunicaciones telefónicas desde el CESID.

Vulneración del derecho al juez imparcial: Sala de enjuiciamiento formada por 

los mismos Magistrados que habían revocado el archivo de la causa, mediante Auto 

que exteriorizaba un juicio anticipado.

SENTENCIA nº 83/2004, de 10/05/2004

Recurso de amparo.
Documento (Registro 740/2000)
Fecha de Aprobación: 10/5/2004
Publicación BOE: 20040528 :: (Doc. PDF) 
Ponente: doña María Emilia Casas Baamonde 
Número registro: 740/2000 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por doña Azucena Calvet Martínez frente a las Sentencias de 

la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia y de un Juzgado de lo 

Social de Madrid en un litigio sobre invalidez.

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (incongruencia): falta de 

resolución en grado de suplicación de pretensiones sobre pensión extraordinaria 

por acto terrorista, introducidas al ampliar su demanda social; incidente de 

nulidad de actuaciones.

SENTENCIA nº 99/2004, de 27/05/2004

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3293-2004/)
Fecha de Aprobación: 27/5/2004
Publicación BOE: 20040610 :: (Doc. PDF) 
Ponente: don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez 
Número registro: 3293-2004/ 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por la agrupación de electores Herritarren Zerrenda frente a 

las Sentencias de la Sala Especial del art. 61 LOPJ del Tribunal Supremo que 

anularon su candidatura para las elecciones europeas de 2004.

Supuesta vulneración de los derechos a un proceso con garantías, a la igualdad 

de armas, a la defensa y a la prueba; del derecho a la intimidad personal; y de 

los derechos a acceder a los cargos representativos y a la libertad ideológica: 

perentoriedad de los recursos electorales y rechazo razonado de pruebas o de su 

impugnación; datos personales de los candidatos; agrupación electoral que de 

hecho continúa o sucede la actividad de un partido político ilegal (STC 85/2003). Voto particular concurrente.

SENTENCIA nº 123/2004, de 13/07/2004

Recurso de amparo.
Documento (Registro 1606/1999)
Fecha de Aprobación: 13/7/2004
Publicación BOE: 20040811 :: (Doc. PDF) 
Ponente: don Javier Delgado Barrio 
Número registro: 1606/1999 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por doña Pilar Vaquerizo y otros frente al Auto de la Sala 

de lo Militar del Tribunal Supremo que denegó la autorización para interponer 

recurso de revisión contra la Sentencia del Consejo de Guerra que había 

condenado a muerte a don Francisco Granado Gata y don Joaquín Delgado Martínez.

Vulneración del derecho a la prueba: denegación irrazonable de la práctica de 

pruebas pertinentes para esclaracer la verdad de los hechos en aras de la 

justicia, fundamento del recurso de revisión penal. Voto particular.

SENTENCIA nº 181/2004, de 02/11/2004

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3134/1999)
Fecha de Aprobación: 2/11/2004
Publicación BOE: 20041202 :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Primera 
Ponente: doña María Emilia Casas Baamonde 
Número registro: 3134/1999 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don José Bouza Izquierdo frente al Auto del Pleno de la 

Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional que declaró procedente su extradición 

a Venezuela.

Supuesta vulneración de los derechos a la tutela judicial efectiva, al juez 

legal e imparcial, a la igualdad, a la libertad personal, y a la integridad: 

extradición pasiva para ser enjuiciado por tribunales especializados en delitos 

económicos, y que ya no instruyen la causa penal;doble nacionalidad; prisión 

provisional; entrega condicionada a garantías de que no será sometido a tratos 

inhumanos o degradantes en la cárcel.

SENTENCIA nº 68/2005, de 31/03/2005

Recurso de amparo electoral.
Documento (Registro 2147/2005)
Fecha de Aprobación: 31/3/2005
Publicación BOE: 20050419 :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Segunda. 
Ponente: don Pascual Sala Sánchez 
Número registro: 2147/2005 
Recurso tipo: Recurso de amparo electoral. 

Extracto:

Provomovido por la agrupación de electores Aukera Guztiak (AG) en los 

territorios históricos de —lava, Guipúzcoa y Vizcaya respecto de la Sentencia 

del Tribunal Supremo que anuló los Acuerdos de las Juntas Electorales de 

proclamación de sus candidaturas en las elecciones al Parlamento Vasco.  

Supuesta vulneración de los derechos a la tutela judicial efectiva, a un proceso 

con garantías, a la defensa y a la prueba; a participar en los asuntos públicos, 

a la libertad ideológica y a la intimidad: perentoriedad de los recursos 

electorales y rechazo razonado de pruebas; prueba sobre garantías de la 

intervención de comunicaciones de un preso; datos personales de los avalistas; 

agrupación electoral que de hecho continúa o sucede la actividad de un partido 

político ilegal (STC 85/2003 y 99/2004).

SENTENCIA nº 237/2005, de 26/09/2005

Recursos de amparo.
Documento (Registro 1744-2003, 1755-2003 y 1773-2003 (acumulados)/)
Fecha de Aprobación: 26/9/2005
Publicación BOE: 20051028 :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Segunda. 
Ponente: don Guillermo Jiménez Sánchez 
Número registro: 1744-2003, 1755-2003 y 1773-2003 (acumulados)/ 
Recurso tipo: Recursos de amparo. 

Extracto:

Promovidos por doña Rigoberta Menchú Tumn y otros frente a la 

Sentencia y Auto de las Salas de lo Penal del Tribunal Supremo y de la Audiencia 

Nacional, en causa por delitos de genocidio, terrorismo y torturas en Guatemala. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (acceso a la justicia 

penal): jurisdicción universal de los Tribunales españoles en materia penal.

*SENTENCIA nº 263/2005, de 24/10/2005

Recurso de amparo.
Documento (Registro 5134-2002/)
Fecha de Aprobación: 24/10/2005
Publicación BOE: 20051129 :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Primera. 
Ponente: doña María Emilia Casas Baamonde 
Número registro: 5134-2002/ 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Noureddine Salim Adou-malou frente a las Sentencias 

de las Salas de lo Penal del Tribunal Supremo y de la Audiencia Nacional que le 

condenaron por delitos de pertenencia a banda armada y tenencia de útiles para 

falsedades documentales y de armas. Supuesta vulneración de los derechos a la 

presunción de inocencia, a la prueba y a un proceso sin dilaciones: condena 

fundada en prueba de referencia irrelevante y en prueba indiciaria suficiente 

sobre pertenencia a grupo terrorista, falsificación de documentos y tenencia de 

armas; denegación de prueba sobre indulto en un país extranjero y principio de 

territorialidad; dilaciones consumadas (STC 146/2000).

SENTENCIA nº 2/2006, de 16/01/2006

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3274-2001/)
Fecha de Aprobación: 16/1/2006
Publicación BOE: 20060215 :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Primera. 
Ponente: don Manuel Aragón Reyes 
Número registro: 3274-2001/ 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don José Ignacio Urdiain Ziriza en relación con el Auto 

de la Audiencia Provincial de Cádiz que desestimó su queja contra el centro 

penitenciario de Cádiz-Puerto II sobre retención de libro.  Vulneración del 

derecho a la tutela judicial efectiva (acceso a la justicia): queja 

penitenciaria sobre retención de libro que no pierde su objeto aunque el preso 

no haya impugnado autónomamente un acuerdo de la Junta de tratamiento

SENTENCIA nº 11/2006, de 16/01/2006

Recurso de amparo.
Documento (Registro 5310-2002/)
Fecha de Aprobación: 16/1/2006
Publicación BOE: 20060215 :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Primera. 
Ponente: don Manuel Aragón Reyes 
Número registro: 5310-2002/ 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Jon Koldo Aparicio Benito frente a los Autos de la 

Audiencia Provincial de Palencia y de un Juzgado de Vigilancia Penitenciaria de 

Castilla-León que desestimaron su queja contra el centro penitenciario La 

Moraleja, de Dueñas, sobre retención de la revista "Kale Gorria". Supuesta 

vulneración del derecho a la libre información: retención de una revista de 

circulación legal a preso por delitos de terrorismo justificada.

SENTENCIA nº 72/2006, de 13/03/2006

Recurso de amparo.
Documento (Registro 5959-2002/)
Fecha de Aprobación: 13/3/2006
Publicación BOE: 20060418 :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Primera. 
Ponente: don Pablo Pérez Tremps 
Número registro: 5959-2002/ 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Joan Alfred Mengual Cabanes frente al Auto de la 

Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional que denegó su personación y su 

sobreseimiento libre en causa por delito de colaboración con banda armada. 

Supuesta vulneración de los derechos a la tutela judicial efectiva (acceso al 

proceso) y a la presunción de inocencia: legitimación para actuar en el proceso 

penal de quien no ha sido procesado; resolución judicial que da fin a la 

situación de imputado y a cualquier medida cautelar, aunque no sea de 

sobreseimiento libre.

SENTENCIA nº 82/2006, de 13/03/2006

Recurso de amparo.
Documento (Registro 5634-2004/)
Fecha de Aprobación: 13/3/2006
Publicación BOE: 20060418 :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Segunda. 
Ponente: don Vicente Conde Martín de Hijas 
Número registro: 5634-2004/ 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Adolfo Olaechea Cahuas frente a los Autos de la Sala 

de lo Penal de la Audiencia Nacional que declararon procedente la ampliación de 

su extradición a la República del Perú para ser enjuiciado por delito contra la 

tranquilidad pública-terrorismo.

Supuesta vulneración de los derechos a la prueba y a un proceso con garantías; 

vulneración del derecho a la legalidad penal: denegación motivada a que el 

reclamado preste declaración mediante videoconferencia y a recibir el expediente 

ante un tercer país; garantías y dilaciones de un proceso penal en el extranjero; ampliación de extradición; indicios probatorios; prescripción del delito de 

apología del terrorismo.

SENTENCIA nº 123/2006, de 24/04/2006

Recurso de amparo.
Documento (Registro 5173-2002/)
Fecha de Aprobación: 24/4/2006
Publicación BOE: 20060526 :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Segunda. 
Ponente: don Vicente Conde Martín de Hijas 
Número registro: 5173-2002/ 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Bachir Belhakem frente a las Sentencia de las Salas 

de lo Penal del Tribunal Supremo y de la Audiencia Nacional que le condenaron 

por delitos de pertenencia a banda armada con agravante de terrorismo y tenencia 

ilícita de útiles para falsificación y de armas.  Supuesta vulneración de los 

derechos al secreto de las comunicaciones y a la presunción de inocencia: 

intervención telefónica ajena a la condena penal, que se funda en prueba 

indiciaria suficiente (STC 263/2005).

SENTENCIA nº 272/2006, de 25/09/2006

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3791-2003/)
Fecha de Aprobación: 25/9/2006
Publicación BOE: 20061026 :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Primera. 
Ponente: don Manuel Aragón Reyes 
Número registro: 3791-2003/ 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Francisco Javier Torres Guisado respecto a la 

Sentencia de la Sala de lo Militar del Tribunal Supremo que desestimó su demanda 

contra el Ministro de Defensa en contencioso-disciplinario militar por sanción 

de suspensión de empleo.

Supuesta vulneración de los derechos a la presunción de inocencia, a la prueba, 

a la defensa, a la intimidad personal y a la libertad de expresión: sanción 

disciplinaria fundada en prueba de cargo y previo procedimiento sancionador con 

garantías; aportación de documentos del expediente personal; manifestaciones 

efectuadas por un funcionario a varios periódicos sobre el funcionamiento 

interno de la Guardia civil (STC 270/1994).

SENTENCIA nº 282/2006, de 09/10/2006

Recurso de amparo.
Documento (Registro 2278-2003/)
Fecha de Aprobación: 9/10/2006
Publicación BOE: 20061116 :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Primera. 
Ponente: don Pablo Pérez Tremps 
Número registro: 2278-2003/ 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por la Associació Catalana per a la defensa dels Drets 

Humans frente a los Autos de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 

Tribunal Supremo que inadmitieron su demanda sobre concesión de una Orden de 

reconocimiento civil a las víctimas del terrorismo.

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (acceso a la justicia): 

legitimación activa de una asociación de derechos humanos para impugnar honores 

y distinciones.

SENTENCIA nº 351/2006, de 11/12/2006

Recurso de amparo.
Documento (Registro 5486-2005/)
Fecha de Aprobación: 11/12/2006
Publicación BOE: 20070116 :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Primera. 
Ponente: don Roberto García-Calvo y Montiel 
Número registro: 5486-2005/ 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Cherif Ouafi frente a los Autos de la Sala de lo 

Penal de la Audiencia Nacional que acordaron su extradición a Argelia para ser 

juzgado por delitos relacionados con banda terrorista.

Supuesta vulneración de los derechos a la tutela judicial efectiva y a la 

integridad física: extradición pasiva que no incurre en error sobre la 

nacionalidad irlandesa del reclamado; principio de reciprocidad aplicado 

motivadamente; alegaciones genéricas de riesgo de tortura.

SENTENCIA nº 66/2007, de 27/03/2007

Recurso de amparo.
Documento (Registro 6963-2004/)
Fecha de Aprobación: 27/3/2007
Publicación BOE: 20070426 :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Primera. 
Ponente: don Manuel Aragón Reyes 
Número registro: 6963-2004/ 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Jorge González Endemaño frente a los Autos del 

Juzgado Central de Vigilancia Penitenciaria que desestimaron su recurso contra 

el Centro Penitenciario de Algeciras (Cádiz) sobre sanción disciplinaria por 

desobediencia.

Supuesta vulneración de los derechos a la prueba, a un proceso con garantías y a 

la presunción de inocencia: derechos de defensa en el procedimiento 

administrativo sancionador; denegación de pruebas no decisivas o por motivos de 

seguridad; sanción disciplinaria fundada en parte de funcionario e 

identificación inequívoca.

III. DERECHO A LA INTEGRIDAD FÍSICA Y A LA DIGNIDAD (PROHIBICIÓN DE LA TORTURA, TRATOS INHUMANOS Y/O DEGRADANTES)

SENTENCIA nº 111/1995, de 04/07/1995

Recurso de amparo.
Documento (Registro 1907/1994)
Fecha de Aprobación: 4/7/1995
Publicación BOE: 19950803 [«BOE» núm. 184] 
Sala: Sala Primera: Excmos. Sres. Rodríguez, Gimeno, Cruz, Ruiz, Jiménez de Parga y Delgado. 
Ponente: don Enrique Ruiz Vadillo 
Número registro: 1907/1994 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

1. De acuerdo con reiterada doctrina constitucional, el «ius ut procedatur» que ostenta el ofendido por el delito no contiene un derecho absoluto a la apertura y plena sustanciación del proceso penal, sino tan sólo el derecho a una decisión judicial razonada sobre las pretensiones deducidas, que bien puede ser el sobreseimiento o archivo de las actuaciones o, incluso, la inadmisión de la querella presentada (SSTC 11/1985, 148/1987, 33/1989, 203/1989, 191/1992, 37/1993, 217/1994) [F.J. 3].

2. Como se deduce de los hechos descritos, en ningún momento el órgano judicial dio la oportunidad al recurrente de narrar y concretar las circunstancias que pudiera considerar relevantes a efectos de que su pretensión pudiera prosperar, no se le recibió declaración, ni se le hizo el ofrecimiento de acciones que ha de seguir a la apertura de diligencias (art. 109 L.E.Crim.), para que el ofendido pudiera, si así lo deseaba, constituirse en parte y alegar y proponer lo que estimara oportuno de cara a la defensa de sus pretensiones. No es el hecho de admitir la documentación remitida por la Administración Penitenciaria lo que resultaría constitucionalmente lesivo, sino la conducta del órgano instructor que imposibilitó la intervención del recurrente como parte en el proceso penal iniciado, lo que afectaría al derecho fundamental de acceso al proceso (art. 24.1 C.E.) [F.J. 5].

3. En relación con el derecho a Abogado y Procurador de oficio del que pretende ejercer la acción penal, este Tribunal ha declarado en alguna ocasión que tal derecho sólo despliega su plena eficacia en relación con el imputado en un proceso penal, siendo, en los demás casos, un derecho relativo sometido a diversos condicionantes procesales y materiales. Sin embargo, no es éste el caso que nos ocupa. En él el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción llevó a cabo una, aunque breve, actividad instructora, por lo que concurrió el requisito de apertura del proceso al que este Tribunal ha venido condicionando la adquisición de la cualidad procesal de parte por el ofendido, el previo y necesario ofrecimiento de acciones (art. 109 L.E.Crim.) y el consiguiente derecho, si estuviera habilitado para defenderse como pobre, a que se le nombre de oficio Procurador y Abogado para su representación y defensa (art. 119 L.E.Crim.). Ha de concluirse, pues, que se obstaculizó indebidamente el derecho del recurrente de acceso al proceso y de ejercicio de la acción penal, lo que supuso una lesión del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.) [F.J. 6].

*SENTENCIA nº 200/1997, de 24/11/1997

Recurso de amparo.
Documento (Registro 2628/1995)
Fecha de Aprobación: 24/11/1997

Publicación BOE: 19971230 [«BOE» núm. 312] 

Sala: Sala Segunda: Excmos. Sres. Gabaldón, García-Mon, de Mendizábal, González, Viver y Vives. 
Ponente: don Carles Viver Pi-Sunyer 
Número registro: 2628/1995 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 
Extracto:

1. El enjuiciamiento en sede de amparo constitucional de las alegaciones relativas a la vulneración del derecho al secreto de las comunicaciones de los reclusos por parte de la Administración penitenciaria tiene como objeto primordial, en casos como el aquí analizado, la determinación de si los Acuerdos de las Juntas de Régimen y Administración de los establecimientos penitenciarios que limitan el ejercicio de ese derecho se han producido en los supuestos legalmente previstos de acuerdo con la Constitución -en definitiva, si responde a la persecución de un fin constitucionalmente legítimo previsto por la Ley-, si se han cumplido los requisitos constitucionalmente exigidos y si la medida era idónea, necesaria y proporcionada en relación con el fin perseguido [F. J. 2].

2. Los arts. 51 y 10.3, párrafo segundo, L.O.G.P., y los correlativos preceptos del Reglamento Penitenciario de 1981, en concreto los arts. 91.1 y 98.4 (y arts. 41 y siguientes del Reglamento Penitenciario de 1996), llevan implícita la exigencia de levantamiento de la intervención en el momento en que deje de ser necesaria por cesación o reducción de las circunstancias que la justificaron, en cuanto se legitima exclusivamente como medida imprescindible por razones de seguridad, buen orden del establecimiento e interés del tratamiento (STC 41/1996, fundamento jurídico 4.). Por su parte, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en dos Sentencias, de 15 de noviembre de 1996 (asuntos «Domenichine» y «Calogero Diana»), relativas a intervención de las comunicaciones de reclusos, toma en consideración para su enjuiciamiento la expresión de la duración de la medida y las razones que la pueden justificar. Por todo ello, el Tribunal ha venido exigiendo que al adoptarse la medida de intervención de las comunicaciones se determine el período temporal de su vigencia, aunque para ello no sea estrictamente necesario fijar una fecha concreta de finalización, sino que ésta puede hacerse depender de la desaparición de la condición o circunstancia concreta que justifica la intervención. El Acuerdo puede, pues, en determinadas circunstancias, sustituir la fijación de la fecha por la especificación de esa circunstancia, cuya desaparición pondría de manifiesto que la medida habría dejado de ser necesaria [F. J. 4].

3. La motivación no sólo se convierte «ex» art. 51.5 L.O.G.P. en presupuesto 

habilitante de toda restricción del derecho al secreto de las comunicaciones, sino que, aunque faltase esa previsión legal, su concurrencia vendría exigida por la propia Constitución, ya que su ausencia o insuficiencia, como hemos dicho en las SSTC 170/1996, 128/1997 y 175/1997, afecta al propio derecho fundamental en la medida en que sin ella el recluso que ve limitado el ejercicio de su derecho desconoce la razón de esa restricción y los órganos jurisdiccionales encargados de efectuar el control relativo a la necesidad, idoneidad y proporcionalidad de la medida carecen de los datos indispensables para llevar a cabo esta tarea que, como queda dicho, es el objeto primordial del control jurisdiccional [F. J. 4].

4. Respecto del contenido de la motivación de los Acuerdos que autorizan la intervención de las comunicaciones, en ésta debe explicitarse la justificación, es decir, el porqué se adopta la medida, y, para ello, los datos necesarios que en él deben figurar al objeto de que pueda, con posterioridad, llevarse a cabo el juicio de idoneidad, necesidad y proporcionalidad son, al menos, los dos siguientes: primero, la especificación de cuál de las tres finalidades legalmente previstas -seguridad, interés de tratamiento y buen orden del establecimiento- es la perseguida con la adopción de la medida y, en segundo lugar, la explicitación de las circunstancias concretas del caso y del recluso que explican la funcionalidad de dicha medida, es decir, las circunstancias que permiten concluir que la intervención resulta adecuada en orden a alcanzar la finalidad perseguida. Con todo, debe advertirse, y esto adquiere un especial relieve en el presente supuesto, que la individualización de las circunstancias del caso e incluso de la persona del recluso no significa que dichas circunstancias deban ser predicables única y exclusivamente del interno objeto de la medida, o que si se trata de características que concurren en un grupo de personas ya no puedan aducirse como causa justificativa de la intervención. Individualizar no significa necesariamente destacar rasgos que concurren exclusivamente en el recluso afectado. Puede tratarse de unos rasgos comunes a los pertenecientes a un colectivo o a una organización; en estos casos, lo que debe individualizarse es esa característica común que a juicio de la Administración penitenciaria justifica en el supuesto concreto la adopción de la medida. No basta, pues, como se ha dicho en las SSTC 170/1996 y 175/1997, con referirse a la pertenencia a un grupo, a una organización o a un tipo de reclusos clasificado en función del tratamiento penitenciario que requieren, puesto que estos colectivos pueden tener múltiples características genéricas relacionadas con una hipotética justificación de una medida de intervención, sino que debe concretarse cuál de esas características comunes a todos los miembros del grupo es la que justifica la intervención respecto a uno de sus componentes [F. J. 4].

5. En cuanto a los aspectos formales de la motivación, las exigencias constitucionales también están en función de la finalidad primordial de la misma que, como hemos reiterado, no es otra que la de hacer posible el control de la necesidad, idoneidad y proporcionalidad de la medida. De ello se deduce, por una parte, que en el Acuerdo de adopción de la medida deben figurar los datos necesarios para que el afectado y posteriormente los órganos jurisdiccionales puedan llevar a cabo el referido juicio de idoneidad, necesidad y proporcionalidad, aunque no resulta exigible que en el mismo se explicite ese triple juicio por parte de la Administración. En segundo lugar, debe tenerse presente que los referidos datos pueden completarse con los que de forma clara y manifiesta estén en el contexto en el que se ha dictado el Acuerdo. No se trata de exigir que las motivaciones contengan fórmulas rituales, ni que expliciten datos cuya obviedad excusa la reiteración. Nuestra perspectiva de análisis debe tener como material la motivación expresa estimada suficiente y la que a ella se adhiera como conexa o implícita [F. J. 4].

6. Aunque sin duda hubiera sido deseable una mayor expresividad por parte de la Junta del Régimen y Administración, desde la perspectiva de los bienes que la medida trata de proteger, como son la seguridad del centro y de sus internos, trabajadores y funcionarios, el aseguramiento de los internos, y el adecuado y ordenado desenvolvimiento de la actividad en el establecimiento, no se revela como estrictamente necesaria, desde la perspectiva constitucional, una mayor especificación de la personalidad y de los antecedentes y circunstancias del penado. La única circunstancia que se explicita -el dato de la pertenencia a una concreta organización de la que consta que ha atentado reiteradamente contra la seguridad de las prisiones y contra la vida y la libertad de sus funcionarios-, unida a los datos incontrovertibles que forman parte del contexto en el que se adopta el Acuerdo, es, en este caso, de suficiente entidad para sostener la peligrosidad de una comunicación incontrolada y la necesidad de conjurarla con una medida de intervención [F. J. 5].

*SENTENCIA nº 136/1999, de 20/07/1999

Recurso de amparo
Documento (Registro 5459/1997 (avocado al Pleno))
Fecha de Aprobación: 20/7/1999
Publicación BOE: 19990818 [«BOE» núm. 197] :: (Doc. PDF) 
Sala: Pleno: Excmos. Sres. Cruz Villalón, Viver Pi-Sunyer, de Mendizábal Allende, González Campos, Jiménez de Parga y Cabrera, Vives Antón, García Manzano, Cachón Villar, Garrido Falla, Conde Martín de Hijas, Jiménez Sánchez y Casas Baamonde. 
Ponente: don Carles Viver i Pi-Sunyer 
Número registro: 5459/1997 (avocado al Pleno) 
Recurso tipo: Recurso de amparo 

Extracto:

1.  Los derechos de participación en los asuntos públicos (art. 23.1 C.E.) y de acceso a los cargos públicos (art. 23.2 C.E.), que en la parte de su contenido que afecta a las dos vertientes del principio de representación política forman un , poseen un contenido de derecho de libertad que se concreta, en lo que aquí interesa, en la posibilidad constitucionalmente protegida de ofrecer a los ciudadanos, sin interferencias o intromisiones de los poderes públicos, los análisis de la realidad social, económica o política y las propuestas para trasformarla que consideren oportunas las personas que participan como actores en la actividad pública, y los partidos y grupos en los que se integran [F. J. 14].

2.  Queda fuera del ámbito constitucionalmente protegido por los derechos del art. 23 C.E. la difusión de programas o mensajes que por su contenido, debidamente contextualizado, resulten amenazantes o intimidatorios, especialmente cuando esos efectos se producen durante los procesos electorales como consecuencia de la difusión de mensajes que pretenden decantar el sentido del voto hacia las opciones mantenidas por quienes los transmiten por temor a sufrir daños o perjuicios [F. J. 14].

3.  No cabe considerar ejercicio legítimo de las libertades de expresión e información a los mensajes que incorporen amenazas o intimidaciones a los ciudadanos o a los electores, ya que como es evidente con ellos ni se respeta la libertad de los demás, ni se contribuye a la formación de una opinión pública que merezca el calificativo de libre [F. J. 15].

4.  Los mensajes electorales no pretenden informar, sino captar sufragios y, en consecuencia, no sólo pretenden que los ciudadanos formen su opinión en libertad, sino que acepten el mensaje que difunde y traduzcan ese beneplácito en la dación del voto. En estos casos puede afirmarse que el transmitente hace suyo el contenido del mensaje y, en consecuencia, no cabe hablar de  en su difusión [F.J. 17].

5.  De la conjunción del mensaje oral y el visual analizado se desprende una amenaza dirigida a los poderes públicos e indirectamente a los ciudadanos para que acepten los planteamientos políticos expuestos, si no quieren continuar sufriendo las consecuencias derivadas de los atentados terroristas. Se trata ciertamente de una amenaza difusa, pero de cuya virtualidad ningún ciudadano medio podía dudar y que afectaba a bienes tan importantes como la vida y la integridad física. Pero este carácter amenazante se ve reforzado al integrarse en el  electoral de H.B. ya que en este caso ese contenido genéricamente intimidatorio se vincula explícitamente con la petición de voto para H.B., de modo que la impactante presencia de las armas revela de forma manifiesta que de no otorgarse el voto a la asociación política la violencia continuará [F. J. 19].

6.  Puede concluirse, pues, que los mensajes analizados, aunque en diferente grado, contenían elementos o aspectos intimidatorios que, al no hallarse directamente protegidos por las libertades de participación política, de expresión y de información, podían en principio, en tanto que conductas intimidatorias, ser objeto de sanción penal de darse en ellos los elementos que conforman alguno de los delitos tipificados por la Ley y, más concretamente, en este caso, los del delito de colaboración con banda armada del art. 174 bis a) del Código Penal, Texto Refundido de 1973 [F. J. 19].

7.  El hecho de que se expresen ideas, se comunique información o se participe en una campaña electoral de forma ilícita y, por consiguiente, sin la protección de los respectivos derechos constitucionales, no significa que quienes realizan esas actividades no estén materialmente expresando ideas, comunicando información y participando en los asuntos públicos. Precisamente por ello, una reacción penal excesiva frente a este ejercicio ilícito de esas actividades puede producir efectos disuasorios o de desaliento sobre el ejercicio legítimo de los referidos derechos ya que sus titulares, sobre todo si los límites penales están imprecisamente establecidos, pueden no ejercerlos libremente ante el temor de que cualquier extralimitación sea severamente sancionada [F. J. 20].

8.  El principio de proporcionalidad no constituye en nuestro ordenamiento constitucional un canon de constitucionalidad autónomo. Mas la desproporción entre el fin perseguido y los medios empleados para conseguirlo puede dar lugar a un enjuiciamiento desde la perspectiva constitucional cuando esa falta de proporción implica un sacrificio excesivo e innecesario de los derechos que la Constitución garantiza (SSTC 62/1982, 66/1985, 19/1988, 85/1992, 50/1995, 66/1995, 55/1996 y 161/1997). El juicio que procede en esta sede de amparo debe ser muy cauteloso. Se limita a verificar que la norma penal no produzca "un patente derroche inútil de coacción que convierte la norma en arbitraria y que socava los principios elementales de justicia inherentes a la dignidad de la persona y al Estado de Derecho" o una  [FF. JJ. 22 y 23].

9.  El terrorismo constituye una manifestación delictiva de especial gravedad, que pretende instaurar el terror en la sociedad y alterar el orden constitucional democrático, por lo que ha de admitirse que cualquier acto de apoyo al mismo comporta una lesión, al menos potencial, para bienes jurídicos individuales y colectivos de enorme entidad, a cuya defensa se dirige el tipo delictivo analizado. No puede negarse en abstracto la posibilidad de que el Estado limite mediante el establecimiento de sanciones penales el ejercicio delos derechos fundamentales para garantizar bienes tan relevantes como la vida, la seguridad de las personas o la paz social que son puestos en peligro por la actividad terrorista [F. J. 27].

10.  No cabe concluir que la reacción penal resulta innecesaria y que las medidas no penales tendrían un grado de funcionalidad manifiestamente similar [F. J. 28].11.  La norma que se ha aplicado a los recurrentes no guarda, por su severidad en sí y por el efecto que la misma comporta para el ejercicio de las libertades de expresión y de información, una razonable relación con el desvalor que entrañan las conductas sancionadas [F. J. 29].

12.  No es preciso suscitar cuestión interna de inconstitucionalidad acerca del art. 174 bis a) del Código Penal de 1973, ya que este precepto ha sido derogado por el Código Penal aprobado en 1995, por lo que la posible declaración de inconstitucionalidad no cumpliría su función de depuración  de normas inconstitucionales (STC 67/1998) [F. J. 30].

13.  Si el rechazo de plano de la pretensión recusatoria es constitucionalmente aceptable, por razones de orden formal y material, ninguna  cabe atribuir entonces tanto al hecho de que los recusantes se hayan visto privados de la fase de instrucción del incidente, como a la circunstancia de que esa inadmisión haya sido acordada por el órgano que, según los propios demandantes, era el competente para resolver sobre el fondo, esto es, con plenitud de jurisdicción y de garantías. Por esto mismo, carece también de trascendencia constitucional la alegación de que, por proceder la inadmisión del , los demandantes no han podido recurrir en súplica contra dicha resolución [F. J. 6].

14.  Es cierto que efectuar declaraciones en el curso de un proceso acerca del sentido que debiera tener el fallo y aventurar el sentido del voto de los Magistrados que forman parte de un órgano judicial no contribuye positivamente a la incolumidad del ejercicio de la función de juzgar constitucionalmente encomendada a los Jueces y Tribunales. Sin embargo, en el presente caso, dado el tenor de las declaraciones realizadas por las autoridades, en las que a lo sumo, las más incisivas, manifiestan una opinión o un deseo de cuál debiera ser el sentido del fallo, y teniendo en cuenta la inocuidad de las predicciones acerca del sentido de los votos de los Magistrados, este Tribunal no aprecia que se haya producido un  capaz de menoscabar la imparcialidad o la apariencia de imparcialidad de la Sala sentenciadora compuesta por Magistrados independientes por razón de su estatuto, ni tan siquiera capaz de propiciar un clamor popular a favor de la condena o de la absolución de los encausados poniendo en entredicho la necesaria serenidad del Tribunal o la confianza de la ciudadanía en el comportamiento neutral de los juzgadores [F. J. 9].

15.  Que la Sentencia condenatoria haya sido dictada en primera y única instancia por la Sala Segunda del Tribunal Supremo, lo que impidió la incoación de recurso alguno en el seno de la jurisdicción ordinaria contra la resolución condenatoria, no contraviene el art. 24.1 C.E. en relación con el art. 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (SSTC 51/1985, 30/1986, 33/1989, 55/1990, 166/1993, 22/1997 y 41/1998) [F. J. 11].

*SENTENCIA nº 91/2000, de 30/03/2000

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3868/1998)
Fecha de Aprobación: 30/3/2000
Publicación BOE: 20000504 [«BOE» núm. 107] :: (Doc. PDF) 
Sala: Pleno 
Ponente: don Tomás S 
Número registro: 3868/1998 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Domenico Paviglianiti frente al Auto del Pleno de la 

Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional que declaró procedente su extradición 

a Italia para cumplir condena de reclusión perpetua, por delitos de asesinato y 

otros.

Supuesta vulneración de los derechos a no sufrir indefensión, a la prueba, a la 

igualdad en la aplicación de la ley, y a no sufrir penas inhumanas o degradantes; vulneración del derecho a la defensa: extradición para cumplir penas de prisión 

por delitos muy graves, impuestos en juicio celebrado en ausencia del acusado, 

sin posibilidad de impugnación ulterior que le permita estar presente. Votos 

particulares.

 1.  -Constituye una vulneración «indirecta» de las exigencias absolutas 

dimanantes del derecho proclamado en el art. 24.2 CE, al menoscabar el contenido 

esencial del proceso justo de un modo que afecta a la dignidad humana, acceder a 

la extradición a países que, en casos de delito muy grave, den validez a las 

condenas en ausencia, sin someter la entrega a la condición de que el condenado 

pueda impugnarlas para salvaguardar sus derechos de defensa [FJ 14].

 2.  -El derecho a participar en la vista oral y a defenderse por sí mismo forma 

parte del núcleo del derecho de defensa que ha de considerarse esencial desde la 

perspectiva del art. 24 CE (arts. 10 y 11 de la Declaración Universal de 

Derechos Humanos, y art. 6.3 c) CEDH)[FJ 13].

 3.  -En determinadas condiciones, atendiendo a intereses que son dignos de 

protección, puede admitirse la condena en ausencia. Pero la efectividad de la 

condena debe quedar supeditada a que exista una posibilidad de impugnación 

posterior, esto es, una vez sea habido el condenado, que resulte suficiente para 

subsanar el déficit de garantías que, en el caso concreto, haya podido causar la 

falta de presencia en la vista [FJ 13].

 4.  -El control del Poder Judicial español (y, en su caso, del Tribunal 

Constitucional) sobre la conformidad a los derechos fundamentales de la 

actuación de un poder público extranjero, se basa en que la sujeción a esos 

mismos derechos del propio Poder Judicial no desaparece cuando la actuación del 

Juez español produce un riesgo relevante de vulneración de los derechos 

fundamentales por parte de los órganos de un Estado extranjero o ejecuta 

resoluciones de tales órganos vulneradoras de dichos derechos [FJ 6].

 5.  -La Constitución Española proclama de modo absoluto y, en consecuencia, 

proyecta universalmente, aquellos derechos, y aquellos contenidos de los 

derechos, que pertenecen a la persona en cuanto tal y no como ciudadano [FJ 7].

 6.  -Especial relevancia revisten, en ese proceso de determinación, la 

Declaración Universal de Derechos Humanos y los demás tratados y acuerdos 

internacionales sobre las mismas materias ratificados por España y, muy 

singularmente, el Convenio Europeo para la Proteccion de los Derechos Humanos y 

las Libertades Públicas [FJ 7].

 7.  -Al contenido absoluto de los derechos fundamentales no pertenecen todas y 

cada una de las características con las que la Constitución consagra cada uno de 

ellos, por más que, en el plano interno, todas ellas vinculen inexcusablemente 

incluso al legislador [FFJJ 8 y 12, in fine].

 8.  -No son todas y cada una de las garantías que hemos anudado al art. 24 CE 

las que pueden proyectarse sobre la valoración de la actuación pasada o futura 

de los poderes públicos extranjeros, determinando, en su caso, la 

inconstitucionalidad «indirecta» de la actuación de la jurisdicción española; 

sino sólo sus principios básicos o, dicho de otro modo, la esencia misma del 

proceso justo [FJ 8].

 9.  -La renuncia al ejercicio de los derechos fundamentales, cuando es posible, 

ha de ser expresa y formulada en términos inequívocos y, en el caso de los 

derechos procesales, rodeada de un mínimo de garantías. No cumple tales 

requisitos la supuesta renuncia tácita que es consecuencia de la decisión de 

sustraerse a la acción de la justicia para tratar de evitar la posibilidad de 

una condena penal grave [FJ 15].

10.  -Distingue las SSTC 141/1998 y 147/1999 [FFJJ 10 y 12].

11.  -Jurisprudencia constitucional sobre los fines de las penas privativas de 

libertad [FJ 9].

12.  -La calificación como inhumana o degradante de una pena no viene 

determinada exclusivamente por su duración, sino que exige un contenido material (STC 65/1996 y SSTEDH casos Tyrer c. Reino Unido, de 25 de abril de 1978, y T. y 

V. c. Reino Unid&lt;   o, de 16 de diciembre de 1999 [FJ 9].

13.  -Las resoluciones impugnadas contienen un razonamiento explícito del porqué 

se accede a la entrega incondicionada, razonamiento que, al margen de su acierto, permite contemplar dichas resoluciones como la expresión de un criterio 

jurídico fundado, y no como un acto de arbitrariedad que introduce una 

diferencia de trato artificiosa o injustificada [FJ 4].

14.  -Doctrina constitucional sobre el derecho a la igualdad en la aplicación de 

la ley [FJ 4].

15.  -En la negativa del órgano judicial a prolongar el plazo para alegaciones 

de la defensa no hubo tan siquiera infracción de la norma procesal. Tampoco ha 

razonado el recurrente sobre el supuesto desequilibrio material que le habría 

producido el hecho de que el Ministerio Fiscal gozara de un plazo mayor para 

instruirse del expediente y formular sus alegaciones [FJ 2].

16.  -Si tuvo que celebrar la vista «con la prueba que se pudo reunir en apenas 

cuarenta y ocho horas», se debió únicamente a la falta de diligencia de la 

defensa del recurrente [FJ 2].

17.  -Doctrina constitucional sobre la indefensión material [FJ 2].

18.  -El recurrente pudo proponer sin indebida limitación los medios de prueba 

pertinentes para su defensa, al aportar durante la vista una Sentencia dictada 

por un Tribunal italiano [FJ 3].

19.  -El orden que se seguirá en el análisis de las diversas quejas viene 

impuesto por su propia naturaleza y las consecuencias que podrían derivarse de 

su eventual estimación [FJ 1].

20.  -Sobre quien impetra el amparo constitucional pesa la carga de proporcionar 

la fundamentación fáctica y jurídica que razonablemente quepa esperar [FJ 9].

*SENTENCIA nº 169/2001, de 16/07/2001

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3824/1999)
Fecha de Aprobación: 16/7/2001
Publicación BOE: 20010814 [«BOE» núm. 194] :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Segunda 
Ponente: don Julio Diego González Campos 
Número registro: 3824/1999 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Adolfo Francisco Scilingo Manzorro respecto de los 

Autos de la Sala de lo Penal de Audiencia Nacional y del Juzgado Central de 

Instrucción núm. 5 que mantuvieron la prohibición de abandonar el territorio 

español y la retirada de su pasaporte.

Vulneración del derecho a la libertad personal: Falta de cobertura legal de las 

medidas cautelares impuestas; resoluciones judiciales desproporcionadas, porque 

no motivan el riesgo de fuga ni ponderan la duración de la causa.

1.  La Ley de enjuiciamiento criminal no contiene una habilitación legal 

específica en cuanto a la prohibición de que los extranjeros abandonen el 

territorio nacional y la retirada del pasaporte [FJ 7].

2.  Además, no pueden constituir cobertura legal específica todas las normas 

citadas por las partes carentes del rango de Ley requerido por el art. 53.1 CE (

STC 52/1995). En segundo lugar, tampoco pueden considerarse cobertura legal 

específica aquellas disposiciones que establecen habilitaciones para la 

autoridad administrativa y no judicial, o aquellas que habilitan a los órganos 

judiciales a adoptar esta medida en otros ámbitos jurídicos y conforme a 

presupuestos diferentes [FFJJ 8 a) y b)].

3.  Las normas que habilitan específicamente para adoptar la medida cautelar más 

restrictiva del derecho a la libertad personal, la prisión provisional, no dan 

cobertura legal para que los órganos judiciales acuerden medidas cautelares 

menos restrictivas. Ese conjunto de disposiciones no aporta la suficiente 

previsión normativa, que la exigencia constitucional de certeza del Derecho y de 

protección de la libertad personal requiere (SSTC 36/1991, 151/1997) [FJ 8.c].

4.  Las resoluciones impugnadas exteriorizan la existencia de indicios de 

criminalidad. En segundo término, consta una finalidad constitucionalmente 

legítima, conjurar el riesgo de fuga. Sin embargo, ninguna de las resoluciones 

impugnadas da respuesta individual a la alegación del recurrente, ni evidencia 

qué circunstancias ha tomado en cuenta el órgano judicial para considerar que 

existía un riesgo de sustraerse a la acción de la Justicia [FJ 10].

5.  La falta de proporcionalidad de la medida deriva también del carácter 

indefinido de la prohibición de salida (mutatis mutandis STC 175/1997) [FJ 10].

6.  El hecho de que el art. 19 CE no mencione expresamente a los extranjeros no 

significa que carezcan siempre y en todo caso del derecho a la libre circulación (STC 94/1993) [FJ 4.a].

7.  En el caso analizado, la prohibición de salida del territorio español y la 

consecuente retirada del pasaporte no constituye una medida autónoma, sino una 

de las garantías que integran la medida cautelar sustitutiva de la prisión 

provisional, esto es, la libertad provisional. Por consiguiente, la legitimidad 

constitucional de las resoluciones impugnadas ha de examinarse desde la óptica 

impuesta por el derecho a la libertad personal del art. 17.1 CE [FJ 4.b].

8.  Doctrina constitucional y europea sobre el imperativo de que cualquier 

injerencia del poder público en los derechos fundamentales haya sido autorizada 

o habilitada por una disposición con rango de Ley, y que la norma legal 

habilitadora de la injerencia reúna las condiciones mínimas suficientes 

requeridas por las exigencias de seguridad jurídica y certeza del derecho [FJ 4].

9.  Este Tribunal debe ceñirse a analizar las normas que la autoridad judicial 

actuante considera que habilitan su intervención, sin perjuicio de lo que este 

Tribunal puede considerar pertinente manifestar en relación con las heterogéneas 

y múltiples disposiciones apuntadas por las partes, a los efectos de dar una 

respuesta a quienes tienen, y han manifestado ante este Tribunal, un interés 

legítimo en oponerse al presente recurso de amparo [FJ 5].

10.  Es el escrito de la demanda de amparo, y no el de alegaciones, el que fija 

el objeto del amparo cuyo otorgamiento se solicita (SSTC 30/1989, 55/2001) [FJ 1].

11.  El recurrente no puso de manifiesto ante el órgano judicial la lesión del 

derecho al Juez ordinario predeterminado por la Ley (SSTC 1/1981, 3/1981, 

201/2000) [FJ 2].

12.  El art. 84 LOTC permite a este Tribunal el examen de oficio de otros 

motivos distintos de los alegados en los procesos constitucionales (STC 2/1984) [

FJ 5].

13.  Es al órgano judicial a quien corresponde la adopción o no de las medidas 

cautelares permitidas por el ordenamiento, de conformidad con las previsiones 

constitucionales de protección del derecho a la libertad personal (SSTC 88/1988, 

56/1997, 14/2000) [FJ 4].

SENTENCIA nº 57/2002, de 11/03/2002

Recurso de amparo.
Documento (Registro 2622/1998)
Fecha de Aprobación: 11/3/2002
Publicación BOE: 20020416 [«BOE» núm. 91] :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Segunda 
Ponente: don Tomás S. Vives Antón 
Número registro: 2622/1998 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Jesús Amantes Arnaiz frente a Sentencias de la Sala 

de lo Penal del Tribunal Supremo y de la Audiencia Nacional que le condenaron 

por varios delitos de homicidio, estragos y lesiones.

Supuesta vulneración de los derechos a la igualdad, un proceso con todas las 

garantías y la presunción de inocencia: condena fundada en la declaración de un 

coimputado, contrastada en el juicio oral y corroborada.

1. La declaración del coimputado, cuya veracidad debe ser externamente 

corroborada, no se produjo de forma aislada, sino en el curso de una completa 

confesión de su integración en una banda terrorista, a través de la cual 

facilitó datos que permitieron identificar y detener a otros cinco integrantes o 

informadores del comando, a los que la policía intervino diverso material, armas 

y diferente documentación acreditativa de la veracidad de dichas imputaciones [

FJ 4].

2. Las declaraciones de los coimputados, que no están prohibidas por la ley 

procesal, pueden valorarse como pruebas aptas para destruir la presunción de 

inocencia. Sin embargo, se trata de una prueba intrínsecamente sospechosa, por 

lo que su veracidad ha de verse avalada por algún hecho, dato o circunstancia 

externa (SSTC 68/2000, 2/2002) [FJ 4].

3. No es exigible una corroboración plena, sino que la declaración quede 

mínimamente corroborada o que se añada a las declaraciones del coimputado algún 

dato que corrobore mínimamente su contenido (SSTC 153/1997, 115/1998) [FJ 4].

4. La declaración sumarial cuyo contenido fue utilizado para fundar la condena 

del recurrente no se prestó en dependencias policiales, sino ante el Juez de 

Instrucción en presencia del Letrado del coimputado y del Ministerio Fiscal, y 

se incorporó al acto del juicio oral con la necesaria contradicción, inmediación 

y oralidad, tal y como el art. 714 LECrim exige, de modo que fue respetado el 

derecho a un proceso con todas las garantías [FJ 2].

5. Habiendo sido incorporada al acto del juicio oral en condiciones de plena 

contradicción, la declaración sumarial incriminatoria del coimputado prestada 

ante el Juez de Instrucción con asistencia de su Letrado es constitucionalmente 

apta para desvituar la presunción de inocencia [FJ 3].

6. El juicio sobre si una determinada prueba es suficiente para establecer, más 

allá de toda duda razonable, la culpabilidad del acusado, compete a los Jueces y 

Tribunales ordinarios en su función exclusiva ex art. 117.1 CE (STC 81/1998) [FJ 

2].

7. Que un órgano judicial otorgue mayor valor a un testimonio que a otro forma 

parte de la valoración judicial de la prueba, y no guarda  relación ni con el 

principio de igualdad ni con el derecho fundamental a la presunción de inocencia (STC 11/1995) [FJ 2].

*SENTENCIA nº 155/2002, de 22/07/2002

Recursos de amparo avocados.
Documento (Registro 4858-2001, 4907-2001 y 4922-2001 (acumulados)/)
REPETIDA EN PAG 10.

*SENTENCIA nº 14/2003, de 28/01/2003

Recurso de amparo.
Documento (Registro 4184-2000/)
Fecha de Aprobación: 28/1/2003
Publicación BOE: 20030219 [«BOE» núm. 43] :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Segunda 
Ponente: don Vicente Conde Martín de Hijas 
Número registro: 4184-2000/ 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Mederico Serna Vergara frente a la Sentencia de la 

Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional que desestimó su 

demanda contra el Ministerio del Interior por responsabilidad patrimonial.

Vulneración de los derechos a la propia imagen y al honor: difusión por la 

policía de la fotografía de un detenido, por su implicación en una investigación 

por asesinato, tomada para su rese±a en los archivos policiales.

1.
La difusión o distribución por la policía a determinados medios de 

comunicación de la rese±a fotográfica tomada al demandante de amparo, el día de 

su detención en dependencias policiales con destino a su ficha policial, ha 

vulnerado su derecho a la propia imagen [FJ 11].

2.
Identificados los presuntos autores de los hechos delictivos, y encontrándose 

detenido el demandante, no puede estimarse que la intromisión que ha padecido en 

su derecho a la propia imagen se encuentre justificada por los distintos bienes 

constitucionales e intereses públicos aducidos [FJ 11].

3.
A pesar de haberse producido una intromisión en el derecho del demandante de 

amparo a la propia imagen, la misma puede no resultar ilegítima si se revela 

como idónea y necesaria para alcanzar un fin constitucionalmente legítimo, 

proporcionada para lograrlo y se lleva a cabo utilizando los medios necesarios 

para procurar una mínima afectación del ámbito garantizado por el derecho 

fundamental (STC 156/2001) [FJ 9].

4.
La constitucionalidad de cualquier medida restrictiva de derechos 

fundamentales viene determinada por la estricta observancia del principio de 

proporcionalidad (SSTC 66/1995, 186/2000) [FJ 9].

5.
La información vertida por las instituciones públicas o sus órganos en el 

ejercicio de sus atribuciones queda fuera del ámbito protegido por la libertad 

reconocida en el art. 20.1.d CE, porque los sujetos titulares de la libertad de 

información y del correlativo derecho a recibirla son la colectividad, cada uno 

de sus ciudadanos y los profesionales del periodismo, pero en ningún caso las 

instituciones pública o sus órganos (SSTC 185/1989 y 254/1993; ATC 19/1993) [FJ 

8].

6.
Ha de configurarse la fotografía cuestionada como un dato de carácter 

personal del demandante de amparo, obtenida y captada por las fuerzas y cuerpos 

de seguridad del Estado y respecto al cual sus miembros están obligados en 

principio al deber del secreto profesional [FJ 7].

7.
Si la finalidad y razón de ser de la rese±a fotográfica policial tomada al 

demandante de amparo era facilitar su recono cimiento, no puede lógicamente 

sostenerse que esa fotografía distribuida por la policía a determinados medios 

de comunicación no permitiese la identificación del recurrente en amparo [FJ 6].

8.
Que el carácter inusual del nombre propio del demandante de amparo que se 

reproduce en la nota de prensa permitiese su identificación por las personas que 

ya lo conocían, en modo alguno excluye la apreciada intromisión en el derecho a 

la propia imagen como consecuencia de la distribución o difusión por la policía 

de la referida fotografía [FJ 6].

9.
Doctrina sobre el derecho a la propia imagen [FJ 5].

10.
Ha de estimarse también vulnerado el derecho al honor como consecuencia de 

la difusión por la policía de la rese±a fotográfica de una persona en su 

condición de detenida, al no existir en este caso otros derechos o bienes 

constitucionales que pudieran justificar la intromisión [FJ 12].

11.
No ha resultado afectado el derecho a la intimidad personal, ya que la 

fotografía difundida por la policía no desvela aspectos de la vida privada o 

partes íntimas del cuerpo (SSTC 81/2001, 156/2001) [FJ 4].

12.
La apreciación de la vulneración del derecho a la imagen no impedirá, en su 

caso, la apreciación de la vulneración de las eventuales lesiones de derechos 

autónomos, a la intimidad o al honor, que a través de la imagen se hayan podido 

causar (SSTC 81/2001, 83/2002) [FJ 4].

13.
El derecho del recurrente en amparo a percibir la indemnización económica 

que proceda por responsabilidad patrimonial de la Administración del Estado es 

una cuestión reservada a la jurisdicción ordinaria y no susceptible de amparo 

constitucional (STC 13/2001) [FJ 1].

14.
Las únicas quejas que pueden ser atendidas en esta vía de amparo 

constitucional son las que la propia parte actora deduce en su demanda, al ser 

ésta la rectora del proceso (SSTC 74/1985, 57/1994) [FJ 1].

15.
El presente recurso de amparo ha de entenderse promovido por la vía del art. 

43 LOTC, al no achacarse en el escrito de demanda una lesión autónoma de los 

derechos a la Sentencia de la Audiencia Nacional, que en realidad se reprocha a 

la actuación policial [FJ 1].

16.
Procede retrotraer las actuaciones judiciales para que se dicte una nueva 

Sentencia en la que el órgano judicial, si procede, se pronuncie sobre la 

pretensión del demandante de amparo de responsabilidad patrimonial de la 

Administración del Estado [FJ 13].

*SENTENCIA nº 7/2004, de 09/02/2004

Recurso de amparo.
Documento (Registro 5316/1997)
Fecha de Aprobación: 9/2/2004
Publicación BOE: 20040310 :: (Doc. PDF) 
Ponente: don Pablo García Manzano 
Número registro: 5316/1997 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Josu Eguskiza Bilbao y otros frente a las Sentencias 

de la Salas de lo Penal del Tribunal Supremo y de la Audiencia Nacional, que les 

condenaron por delitos relacionados con banda armada.

Supuesta vulneración de los derechos a la integridad física y moral, a la 

asistencia letrada, a un proceso con garantías y a la presunción de inocencia: 

malos tratos investigados y sancionados; incomunicación de detenidos por 

terrorismo, y prórroga, motivada; asesoramiento de oficio justificado; 

declaraciones ante el juez instructor viciadas por torturas previas, pero 

condena fundada en pruebas independientes.

SENTENCIA nº 123/2004, de 13/07/2004

Recurso de amparo.
Documento (Registro 1606/1999)
Fecha de Aprobación: 13/7/2004
Publicación BOE: 20040811 :: (Doc. PDF) 
Ponente: don Javier Delgado Barrio 
Número registro: 1606/1999 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por doña Pilar Vaquerizo y otros frente al Auto de la Sala 

de lo Militar del Tribunal Supremo que denegó la autorización para interponer 

recurso de revisión contra la Sentencia del Consejo de Guerra que había 

condenado a muerte a don Francisco Granado Gata y don Joaquín Delgado Martínez.

Vulneración del derecho a la prueba: denegación irrazonable de la práctica de 

pruebas pertinentes para esclaracer la verdad de los hechos en aras de la 

justicia, fundamento del recurso de revisión penal. Voto particular.

*SENTENCIA nº 181/2004, de 02/11/2004

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3134/1999)
Fecha de Aprobación: 2/11/2004
Publicación BOE: 20041202 :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Primera 
Ponente: doña María Emilia Casas Baamonde 
Número registro: 3134/1999 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don José Bouza Izquierdo frente al Auto del Pleno de la 

Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional que declaró procedente su extradición 

a Venezuela.

Supuesta vulneración de los derechos a la tutela judicial efectiva, al juez 

legal e imparcial, a la igualdad, a la libertad personal, y a la integridad: 

extradición pasiva para ser enjuiciado por tribunales especializados en delitos 

económicos, y que ya no instruyen la causa penal;doble nacionalidad; prisión 

provisional; entrega condicionada a garantías de que no será sometido a tratos 

inhumanos o degradantes en la cárcel.

*SENTENCIA nº 237/2005, de 26/09/2005

Recursos de amparo.
Documento (Registro 1744-2003, 1755-2003 y 1773-2003 (acumulados)/)
Fecha de Aprobación: 26/9/2005
Publicación BOE: 20051028 :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Segunda. 
Ponente: don Guillermo Jiménez Sánchez 
Número registro: 1744-2003, 1755-2003 y 1773-2003 (acumulados)/ 
Recurso tipo: Recursos de amparo. 

Extracto:

Promovidos por doña Rigoberta Menchú Tumn y otros frente a la 

Sentencia y Auto de las Salas de lo Penal del Tribunal Supremo y de la Audiencia 

Nacional, en causa por delitos de genocidio, terrorismo y torturas en Guatemala. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (acceso a la justicia 

penal): jurisdicción universal de los Tribunales españoles en materia penal.

Preámbulo:

*SENTENCIA nº 2/2006, de 16/01/2006

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3274-2001/)
Fecha de Aprobación: 16/1/2006
Publicación BOE: 20060215 :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Primera. 
Ponente: don Manuel Aragón Reyes 
Número registro: 3274-2001/ 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don José Ignacio Urdiain Ziriza en relación con el Auto 

de la Audiencia Provincial de Cádiz que desestimó su queja contra el centro 

penitenciario de Cádiz-Puerto II sobre retención de libro.  Vulneración del 

derecho a la tutela judicial efectiva (acceso a la justicia): queja 

penitenciaria sobre retención de libro que no pierde su objeto aunque el preso 

no haya impugnado autónomamente un acuerdo de la Junta de tratamiento.

*SENTENCIA nº 351/2006, de 11/12/2006

Recurso de amparo.
Documento (Registro 5486-2005/)
Fecha de Aprobación: 11/12/2006
Publicación BOE: 20070116 :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Primera. 
Ponente: don Roberto García-Calvo y Montiel 
Número registro: 5486-2005/ 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Cherif Ouafi frente a los Autos de la Sala de lo 

Penal de la Audiencia Nacional que acordaron su extradición a Argelia para ser 

juzgado por delitos relacionados con banda terrorista.

Supuesta vulneración de los derechos a la tutela judicial efectiva y a la 

integridad física: extradición pasiva que no incurre en error sobre la 

nacionalidad irlandesa del reclamado; principio de reciprocidad aplicado 

motivadamente; alegaciones genéricas de riesgo de tortura.

IV. DERECHO A LA INTIMIDAD Y A LA VIDA PRIVADA (REGISTROS, INTERVENCIÓN TELEFÓNICA, COMUNICACIONES)

SENTENCIA nº 127/1995, de 25/07/1995

Recurso de amparo.
Documento (Registro 1361/1994)
Fecha de Aprobación: 25/7/1995
Publicación BOE: 19950822 [«BOE» núm. 200] 
Sala: Sala Primera: Excmos. Sres. Rodríguez, Gimeno, Cruz, Ruiz, Jiménez de Parga y Delgado. 
Ponente: don Enrique Ruiz Vadillo 
Número registro: 1361/1994 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

1. Como ha destacado nuestra reciente STC 94/1995, en el contenido del 

art. 28.1 C.E. se integra también la vertiente funcional del derecho a la 

actividad sindical que garantiza un ámbito esencial de libertad para organizarse 

a través de instrumentos de actuación de la forma que se considere más adecuada 

a la efectividad de la acción, dentro, claro está, del respeto a la Constitución 

y a la Ley (STC 292/1993). Este derecho, como cualquier otro, no es ilimitado ni 

absoluto. En el art. 28.1 C.E. se integra, pues, el derecho a llevar a cabo una 

libre acción sindical comprensiva de todos los medios lícitos y sin debidas 

injerencias de terceros (SSTC 37/1983, 51/1984 y 134/1994), expresiones que en 

sí mismas conllevan ya límites a su ejercicio [F.J. 3].

2. En este orden de cosas la importancia que alcanza en nuestro Estado de 

Derecho, democrático y social, la libertad sindical como expresión de la defensa 

y promoción de los derechos que le son propios con arreglo al art. 7 C.E., 

obliga a que nuestro enjuiciamiento no se pueda circunscribir a verificar el 

carácter motivado, razonable y no arbitrario de la resolución impugnada, ya que 

el derecho afectado es un derecho fundamental sustantivo, sino que ha de 

extenderse a examinar detenidamente la corrección constitucional de la 

ponderación efectuada entre el ejercicio del derecho y sus límites para evitar 

que el contenido de la libertad sindical resulte indebidamente sacrificado. Por 

lo que respecta a los miembros del Cuerpo Nacional de Policía, la Ley Orgánica 

2/1986, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, establece, de acuerdo con el diseño 

constitucional del derecho de sindicación de la policía (art.28.1 C.E.), ciertas 

limitaciones a su ejercicio que se explican por las especiales características 

de la función policial y su carácter de instituto armado. Concretamente los 

límites vienen dados por el respeto a los derechos fundamentales y libertades 

públicas reconocidas en la Constitución y, especialmente, el derecho al honor, a 

la intimidad y a la propia imagen, así como el crédito y prestigio de las 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, la seguridad ciudadana y de los 

propios funcionarios y la garantía del secreto profesional (art. 19). Tales 

limitaciones alcanzan, en particular, a la libre acción o actividad sindical, 

dentro de cuya expresión debe encuadrarse, en lo que aquí interesa, la libertad 

de información (STC 273/1994). Los principios de jerarquía y subordinación, que 

definen al Cuerpo (art. 18 de la Ley citada), pueden limitar la libertad de 

información en materia sindical; así lo hemos reconocido en la STC 81/1983 al 

manifestar que la crítica en el ejercicio de la condición de representante 

sindical deberá hacerse con la mesura necesaria para no incurrir en vulneración 

al respeto a los superiores y para no poner en peligro el buen fucionamiento del 

servicio y de la institución policial [F.J. 3].

SENTENCIA nº 6/1996, de 16/01/1996

Recurso de amparo.
Documento (Registro 2430/1994)
Fecha de Aprobación: 16/1/1996
Publicación BOE: 19960219 [«BOE» núm. 43] 
Sala: Sala Primera: Excmos. Sres. Rodríguez, Gimeno, Cruz, Ruiz, Jiménez de Parga y Delgado. 
Ponente: don Enrique Ruiz Vadillo 
Número registro: 2430/1994 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

1. Ni las cuestiones relativas a la atribución de competencias entre 

órganos judiciales afectan al derecho al Juez predeterminado por la ley (SSTC 

49/1983 y 76/1992), ni puede este Tribunal revisar la interpretación de la 

legalidad procesal realizada por los órganos jurisdiccionales cuando, como ahora 

es el caso, ésta no puede ser considerada como ilógica o arbitraria (STC 37/1995) [F.J. 2].

2. De las actuaciones se desprende que el deber de diligencia en la comprobación 

razonable de la veracidad de la noticia no fue acreditado ante los órganos 

judiciales ordinarios. En este sentido, las tres resoluciones judiciales 

recaídas a lo largo del proceso coinciden básicamente en afirmar que las 

imputaciones vertidas en la información publicada por el semanario «Tribuna de 

Actualidad» implicaban una intromisión ilegítima en el derecho al honor del 

demandante porque carecían de todo apoyo real, siendo, por ello mismo, 

sustancialmente falsas, sin que los autores del reportaje hubiesen probado lo 

contrario [F.J. 5].

*SENTENCIA nº 54/1996, de 26/03/1996

Recurso de amparo.
Documento (Registro 79/1995)
Fecha de Aprobación: 26/3/1996
Publicación BOE: 19960427 [«BOE» núm. 102] 
Sala: Sala Primera: Excmos. Sres. Rodríguez, Gimeno, Cruz, Jiménez de Parga y Delgado. 
Ponente: don Vicente Gimeno Sendra 
Número registro: 79/1995 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

1. Las vulneraciones, que ahora «per saltum» se invocan, han privado 

al Tribunal Supremo de pronunciarse sobre su restablecimiento. El incumplimiento 

por los recurrentes del principio de subsidiariedad (art. 53.2 C.E.), ha de 

ocasionar de esta manera la estimación de la concurrencia de la causa de 

inadmisión, prevista en el art. 44.1 c) LOTC [F.J. 2].

2. Como hemos reiterado en múltiples ocasiones, no corresponde a este Tribunal 

revisar la interpretación que de la legalidad ordinaria hayan podido efectuar 

los Jueces y Tribunales en el ejercicio de la función que les corresponde, «ex» 

art. 117.3 C.E. [F.J. 3].

3. Hemos venido reiterando que la restricción del derecho fundamental debe 

adoptarse por medio de resolución judicial motivada (SSTC 3/1992 y 13/1994), y 

que ello se debe a la íntima relación existente entre la motivación judicial y 

las circunstancias fácticas que legitiman tal restricción, pues sólo a través de 

aquélla pueden conocerse y ponderarse éstas (STC 128/1995). La necesidad de 

motivación resulta necesaria porque sólo a través de ella se preserva el derecho 

de defensa y se puede hacer el necesario juicio de proporcionalidad entre el 

sacrificio del derecho fundamental y la causa a la que obedece. Pues corresponde 

al Juez llevar a cabo la ponderación preventiva de los intereses en juego y 

determinar si a la vista de las circunstancias concurrentes debe prevalecer el 

derecho constitucionalmente protegido (SSTC 160/1994 y 50/1995), ya que la 

motivación es la única vía de comprobación de que se ha llevado a cabo la 

ponderación judicial que constituye la esencial garantía de la excepción a la 

inviolabilidad de las comunicaciones. En esta misma línea, en la reciente STC 

181/1995, reiterábamos la anterior doctrina acerca de la necesaria observancia 

del deber de motivación de aquellas resoluciones en que se acuerde la 

intervención telefónica, y declarábamos la nulidad de una observación telefónica 

practicada sin la garantía de una autorización judicial específica y razonada en 

la que se expusieran las razones que aconsejaban la medida y su necesidad [F.J. 

7]

4. Aplicando la anterior doctrina expuesta al supuesto ahora examinado, debemos 

concluir acerca de la ausencia de motivación de la resolución judicial 

habilitante de la intervención telefónica. En efecto, en ésta no se recogen ni 

las personas afectadas con la intervención (fácilmente determinables en este 

caso), ni se determina el hecho punible investigado, ni tampoco se explicitan 

las razones que determinaron la adopción de tal medida, ni tampoco cuál era la 

finalidad perseguida con mandamiento judicial. La constatación de la falta de 

determinación del alcance subjetivo y objetivo de la intervención, esto es, de 

las personas afectadas y del delito investigado, así como la ausencia de una 

motivación específica y adecuada en el Auto analizado, junto al carácter 

esencial de la misma para la adopción de tal resolución judicial habilitante de 

la intromisión en las comunicaciones, determina la infracción del art. 18.3 C.E. 

y, por tanto, la prohibición constitucional de valoración de tal prueba y de 

cuantas se deriven directa o indirectamente de ella, en cuanto obtenidas con 

vulneración del derecho fundamental a la inviolabilidad de las comunicaciones. 

Así, pues, hemos de concluir en que los órganos judiciales no debieron haber 

concedido ninguna eficacia probatoria de la prueba así obtenida [F.J. 8].

5. Ningún reproche de inconstitucionalidad puede merecer la Sentencia de 

casación en todo lo referente a la vulneración de la presunción de inocencia, 

toda vez que, comprobada la existencia de prueba de cargo suficiente para 

justificar una Sentencia de condena, es claro que tanto el Tribunal de instancia 

como el Tribunal Supremo ninguna vulneración del art. 24.2 han cometido en sus 

resoluciones impugnadas. Lo anterior no empece, ello no obstante, a que hayamos 

podido constatar, como así declaramos, la violación por el Juzgado Central de 

Instrucción del derecho al secreto de las comunicaciones telefónicas previsto en 

el art. 18.3 C.E., si bien dicha infracción, tal y como se ha afirmado, ninguna 

repercusión ha producido en el derecho a la presunción de inocencia, por lo que, 

por sí sola, en modo alguno, puede justificar la anulación por este Tribunal de 

las resoluciones impugnadas [F.J. 10].
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1. El marco normativo constitucional del derecho a las comunicaciones 

de que puede gozar un condenado a pena de prisión recluido en un establecimiento 

penitenciario viene determinado no sólo por lo dispuesto en el art. 18.3 C.E. 

-que garantiza el derecho al secreto de las comunicaciones, salvo resolución 

judicial-, sino también y primordialmente por el art. 25.2 de la propia 

Constitución, pues es este precepto el que constituye la norma específica 

aplicable a los derechos fundamentales de los reclusos que, según hemos 

declarado en anteriores ocasiones, adquieren un «status» propio que se configura 

como una relación de sujeción especial. Esta relación origina un entramado de 

derechos y deberes recíprocos entre la Administración Penitenciaria y el recluso 

que, en todo caso, debe ser entendida en un sentido reductivo, compatible con el 

valor preferente de los derechos fundamentales (SSTC 74/1985, 2/1987, 120 y 

137/1990, 11/1991, 57/1994 y 170/1996). El art. 25.2 C.E, expresivo de esa 

sujeción especial, dispone en su inciso segundo que «el condenado a pena de 

prisión que estuviere cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales 

de este Capítulo, a excepción de los que se vean expresamente limitados por el 

contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la Ley Penitenciaria». 

En principio el recluso goza, pues, del derecho al secreto de las comunicaciones, aunque pueda verse afectado por las limitaciones mencionadas. Hay que advertir 

que este derecho tiene una incidencia sustancial en el desarrollo de la 

personalidad de los internos y adquiere por ello suma relevancia en orden al 

cumplimiento de la finalidad, no exclusiva, de reinserción social de las penas 

privativas de libertad que establece el primer inciso del art. 25.2 C.E. 

Mediante la comunicación oral y escrita con otros sujetos, el preso no queda 

reducido exclusivamente al mundo carcelario y ello le permite relacionarse con 

el exterior y, en definitiva, mantenerse preparado para su  futura vida en el 

seno de la sociedad [F. J. 2].

2. El art. 51 de la Ley Orgánica General Penitenciaria (en adelante, L.O.G.P.) 

reconoce el derecho de los reclusos a las comunicaciones. En cuanto al ejercicio 

de tal derecho, el precepto diferencia varias modalidades de comunicación, que 

son de muy distinta naturaleza y vienen, por ello, sometidas a regímenes legales 

claramente diferenciados (STC 183/1994). Por un lado, el art. 51.1 se refiere a 

las comunicaciones genéricas, en cuanto autoriza a los internos a «comunicar 

periódicamente, de forma oral y escrita, en su propia lengua, con sus familiares, amigos y representantes acreditados de organismos internacionales e 

instituciones de cooperación penitenciaria, salvo en los casos de incomunicación 

judicial». Por otro lado, el art. 51.2 de la misma Ley hace mención de las 

comunicaciones específicas del interno con su Abogado defensor y con el 

Procurador que le represente. Y, por fin, el art. 51.3 L.O.G.P. regula otro tipo 

de comunicaciones específicas, las mantenidas con profesionales acreditados, con 

asistentes sociales y con Sacerdotes o Ministros de una religión. En lo que se 

refiere a las limitaciones que pueden experimentar las comunicaciones genéricas, 

el art. 51.1 L.O.G.P., además de mencionar los casos de incomunicación judicial, 

impone que tales comunicaciones se celebren de manera que se respete al máximo 

la intimidad, pero permite que sean restringidas «por razones de seguridad, de 

interés de tratamiento y del buen orden del establecimiento». Por su parte, el 

art. 51.5 de la misma norma permite que las comunicaciones genéricas sean 

suspendidas o intervenidas motivadamente por el Director del establecimiento, 

dando cuenta a la autoridad judicial competente. Ahora bien, las comunicaciones 

específicas entre el interno y su Abogado o Procurador no podrán ser suspendidas 

o intervenidas salvo por orden de la autoridad judicial y en los supuestos de 

terrorismo, según dispone el art. 51.2 L.O.G.P. [F. J. 3].

3. Los ciudadanos que gozan del «status libertatis» sólo pueden ver restringida 

su libertad de comunicar por obra de una resolución judicial, según dispone el 

art. 18.3 C.E. De manera similar, las comunicaciones entre un sujeto interno en 

un Establecimiento penitenciario y su Abogado o Procurador sólo puede ser 

intervenida por los órganos jurisdiccionales (art. 51.2 L.O.G.P.), con lo que el 

control judicial de la medida está garantizado «a priori» -y lógicamente también 

durante el desarrollo de la misma-. Sin embargo, el art. 51.1 y 5 L.O.G.P., 

además de mencionar la «incomunicación judicial», permite que la interferencia 

en las comunicaciones genéricas sea acordada motivadamente por un órgano 

administrativo -la Dirección del Centro-, pero dando cuenta de ella a la 

autoridad judicial competente. Rectamente entendida, esta dación de cuentas 

implica no sólo la mera comunicación del órgano administrativo al órgano 

judicial para conocimiento de éste, sino un verdadero control jurisdiccional de 

la medida efectuado «a posteriori», mediante una resolución motivada. Ello se 

deduce de una necesaria consideración sistemática de este precepto con los arts. 

76.1 y 2 g) y 94.1 de la misma L.O.G.P., conforme a los cuales corresponde al 

Juez de Vigilancia Penitenciaria salvaguardar los derechos fundamentales de los 

internos que cumplen condena, competencia ésta que, en la materia que estamos 

analizando, implica un papel activo en protección de tales derechos, pues es el 

Juez de Vigilancia Penitenciaria «quien ha de velar por las situaciones que 

afecten a los derechos y libertades fundamentales de los presos y condenados» (

STC 73/1983; en sentido similar, SSTC 74/1985, 2/1987 y 143 y 161/1993). A la 

misma conclusión conduce el art. 106.1 C.E., por el que la Administración, 

también la penitenciaria, está sujeta al control judicial de la legalidad de su 

actuación (STC 73/1983). A ello hay que añadir, para valorar en toda su 

dimensión la importancia de esta medida, que el  recluso puede ponerse en 

comunicación con ciudadanos libres, a los que también les afecta el Acuerdo 

administrativo de intervención. Por todo ello resulta claro que si el Juzgado de 

Vigilancia Penitenciaria se limitase a una mera recepción de la comunicación del 

acto administrativo en el que se acuerda intervenir las comunicaciones y 

adoptase una actitud meramente pasiva ante la restricción por dicho acto del 

derecho fundamental del recluso, no estaría dispensando la protección del 

derecho en la forma exigida por las mencionadas normas [F. J. 3].

4. En nuestras SSTC 170/1996 y 128/1997 insistimos en la importancia y necesidad 

de la motivación del Acuerdo de intervención, no sólo porque ello permite 

acreditar las razones que justificaron la medida de restricción del derecho sino, además, porque constituye el único medio para constatar que la ya limitada 

esfera jurídica del ciudadano interno en un Centro Penitenciario no se restringe 

o menoscaba de forma innecesaria, inadecuada o excesiva. De este modo, la falta 

o insuficiencia de la motivación afecta a la propia justificación del supuesto 

habilitante para la suspensión o restricción del derecho, en este caso del 

derecho al secreto de las comunicaciones y, por lo tanto, al propio derecho 

fundamental. En cuanto al contenido de la motivación, la ya citada STC 170/1996, 

entre otros aspectos, otorga relevancia a la expresión de la duración de la 

medida. Con palabras de esta resolución, «el mantenimiento de una medida 

restrictiva de derechos, como la analizada, más allá del tiempo estrictamente 

necesario para la consecución de los fines que la justifican, podría lesionar 

efectivamente el derecho afectado, en este caso el derecho al secreto de las 

comunicaciones (SSTC 206/1991, 417/1996, etcétera). Los arts. 51 y 10.3, párrafo 

segundo, L.O.G.P., y los correlativos preceptos del Reglamento Penitenciario de 

1981, en concreto los arts. 91.1 y 98.4 (y arts. 41 y siguientes del Reglamento 

Penitenciario de 1996), llevan implícita la exigencia de levantamiento de la 

intervención en el momento en que deje de ser necesaria por cesación o reducción 

de las circunstancias que la justificaron, en cuanto se legitima exclusivamente 

como medida imprescindible por razones de seguridad, buen orden del 

establecimiento e interés del tratamiento». Por su parte, el Tribunal Europeo de 

Derechos Humanos en dos Sentencias, ambas de fecha 15 de noviembre de 1996, 

asunto «Domenichine» y asunto «Calogero Diana», relativas a intervención de las 

comunicaciones de reclusos, toman en  consideración para su enjuiciamiento la 

expresión de la duración de la medida y las razones que la pueden justificar. 

Ciertamente el establecimiento de un ámbito temporal predeterminado para la 

interceptación viene estrechamente ligado al requisito de la proporcionalidad de 

la misma, pues la adopción de una medida de estas características «sine die» no 

es capaz por regla general de justificar su idoneidad para el fin perseguido [F. 

J. 4].

5. Estrechamente relacionada con el requisito de la motivación se encuentra la 

exigencia constitucional de proporcionalidad de la medida. La valoración de la 

proporcionalidad se descompone en tres juicios: el de idoneidad, sobre la 

adecuación de la medida para el fin propuesto; el de necesidad o subsidiariedad 

sobre la posibilidad de acudir a otro recurso menos gravoso para el derecho 

fundamental, y el de proporcionalidad en sentido estricto, sobre la ponderación 

entre los beneficios o ventajas para el interés general y los perjuicios sobre 

otros bienes o valores en conflicto [F. J. 4].

6. Finalmente, otro requisito, aunque extrínseco al propio acto administrativo, 

es la necesidad legal de su comunicación a la autoridad judicial competente de 

forma inmediata (SSTC 183/1994 y 170/1996), porque en caso contrario sería 

inexistente el control judicial durante el período que se extiende desde la 

adopción de la intervención hasta la fecha en que el Juzgado recibiera la 

comunicación. Es igualmente preciso que la medida de intervención sea notificada 

al interno, según dispone la regla 4. del art. 98 del Reglamento Penitenciario 

vigente en el momento en que ocurrieron los hechos, como recuerdan las SSTC 

127/1996 y 128/1997. Según hemos expresado anteriormente, la intervención 

jurisdiccional sobre la medida administrativa se ha de llevar a cabo «a 

posteriori», aunque siempre de manera efectiva para el control ordinario de 

legalidad y constitucionalidad de la restricción del derecho fundamental, de 

modo que tal control no dependa del eventual ejercicio por el interno de los 

recursos procedentes (STC 170/1996) [F. J. 4].

7. En consecuencia, los Acuerdos administrativos que decidieron la intervención 

de las comunicaciones del recurrente lesionaron el derecho del recurrente al 

secreto de las comunicaciones garantizado en el art. 18.3 en relación con el art. 25.2 C.E., tal y como ha entendido el Ministerio Fiscal, por insuficiencia de 

motivación, por no determinación del alcance temporal de la medida y por no 

haber sido comunicada inmediatamente a la autoridad judicial [F. J. 5].
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1. El enjuiciamiento en sede de amparo constitucional de las 

alegaciones relativas a la vulneración del derecho al secreto de las 

comunicaciones de los reclusos por parte de la Administración penitenciaria 

tiene como objeto primordial, en casos como el aquí analizado, la determinación 

de si los Acuerdos de las Juntas de Régimen y Administración de los 

establecimientos penitenciarios que limitan el ejercicio de ese derecho se han 

producido en los supuestos legalmente previstos de acuerdo con la Constitución 

-en definitiva, si responde a la persecución de un fin constitucionalmente 

legítimo previsto por la Ley-, si se han cumplido los requisitos 

constitucionalmente exigidos y si la medida era idónea, necesaria y 

proporcionada en relación con el fin perseguido [F. J. 2].

2. Los arts. 51 y 10.3, párrafo segundo, L.O.G.P., y los correlativos preceptos 

del Reglamento Penitenciario de 1981, en concreto los arts. 91.1 y 98.4 (y arts. 

41 y siguientes del Reglamento Penitenciario de 1996), llevan implícita la 

exigencia de levantamiento de la intervención en el momento en que deje de ser 

necesaria por cesación o reducción de las circunstancias que la justificaron, en 

cuanto se legitima exclusivamente como medida imprescindible por razones de 

seguridad, buen orden del establecimiento e interés del tratamiento (STC 41/1996, fundamento jurídico 4.). Por su parte, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos 

en dos Sentencias, de 15 de noviembre de 1996 (asuntos «Domenichine» y «Calogero 

Diana»), relativas a intervención de las comunicaciones de reclusos, toma en 

consideración para su enjuiciamiento la expresión de la duración de la medida y 

las razones que la pueden justificar. Por todo ello, el Tribunal ha venido 

exigiendo que al adoptarse la medida de intervención de las comunicaciones se 

determine el período temporal de su vigencia, aunque para ello no sea 

estrictamente necesario fijar una fecha concreta de finalización, sino que ésta 

puede hacerse depender de la desaparición de la condición o circunstancia 

concreta que justifica la intervención. El Acuerdo puede, pues, en determinadas 

circunstancias, sustituir la fijación de la fecha por la especificación de esa 

circunstancia, cuya desaparición pondría de manifiesto que la medida habría 

dejado de ser necesaria [F. J. 4].

3. La motivación no sólo se convierte «ex» art. 51.5 L.O.G.P. en presupuesto 

habilitante de toda restricción del derecho al secreto de las comunicaciones, 

sino que, aunque faltase esa previsión legal, su concurrencia vendría exigida 

por la propia Constitución, ya que su ausencia o insuficiencia, como hemos dicho 

en las SSTC 170/1996, 128/1997 y 175/1997, afecta al propio derecho fundamental 

en la medida en que sin ella el recluso que ve limitado el ejercicio de su 

derecho desconoce la razón de esa restricción y los órganos jurisdiccionales 

encargados de efectuar el control relativo a la necesidad, idoneidad y 

proporcionalidad de la medida carecen de los datos indispensables para llevar a 

cabo esta tarea que, como queda dicho, es el objeto primordial del control 

jurisdiccional [F. J. 4].

4. Respecto del contenido de la motivación de los Acuerdos que autorizan la 

intervención de las comunicaciones, en ésta debe explicitarse la justificación, 

es decir, el porqué se adopta la medida, y, para ello, los datos necesarios que 

en él deben figurar al objeto de que pueda, con posterioridad, llevarse a cabo 

el juicio de idoneidad, necesidad y proporcionalidad son, al menos, los dos 

siguientes: primero, la especificación de cuál de las tres finalidades 

legalmente previstas -seguridad, interés de tratamiento y buen orden del 

establecimiento- es la perseguida con la adopción de la medida y, en segundo 

lugar, la explicitación de las circunstancias concretas del caso y del recluso 

que explican la funcionalidad de dicha medida, es decir, las circunstancias que 

permiten concluir que la intervención resulta adecuada en orden a alcanzar la 

finalidad perseguida. Con todo, debe advertirse, y esto adquiere un especial 

relieve en el presente supuesto, que la individualización de las circunstancias 

del caso e incluso de la persona del recluso no significa que dichas 

circunstancias deban ser predicables única y exclusivamente del interno objeto 

de la medida, o que si se trata de características que concurren en un grupo de 

personas ya no puedan aducirse como causa justificativa de la intervención. 

Individualizar no significa necesariamente destacar rasgos que concurren 

exclusivamente en el recluso afectado. Puede tratarse de unos rasgos comunes a 

los pertenecientes a un colectivo o a una organización; en estos casos, lo que 

debe individualizarse es esa característica común que a juicio de la 

Administración penitenciaria justifica en el supuesto concreto la adopción de la 

medida. No basta, pues, como se ha dicho en las SSTC 170/1996 y 175/1997, con 

referirse a la pertenencia a un grupo, a una organización o a un tipo de 

reclusos clasificado en función del tratamiento penitenciario que requieren, 

puesto que estos colectivos pueden tener múltiples características genéricas  

relacionadas con una hipotética justificación de una medida de intervención, 

sino que debe concretarse cuál de esas características comunes a todos los 

miembros del grupo es la que justifica la intervención respecto a uno de sus 

componentes [F. J. 4].

5. En cuanto a los aspectos formales de la motivación, las exigencias 

constitucionales también están en función de la finalidad primordial de la misma 

que, como hemos reiterado, no es otra que la de hacer posible el control de la 

necesidad, idoneidad y proporcionalidad de la medida. De ello se deduce, por una 

parte, que en el Acuerdo de adopción de la medida deben figurar los datos 

necesarios para que el afectado y posteriormente los órganos jurisdiccionales 

puedan llevar a cabo el referido juicio de idoneidad, necesidad y 

proporcionalidad, aunque no resulta exigible que en el mismo se explicite ese 

triple juicio por parte de la Administración. En segundo lugar, debe tenerse 

presente que los referidos datos pueden completarse con los que de forma clara y 

manifiesta estén en el contexto en el que se ha dictado el Acuerdo. No se trata 

de exigir que las motivaciones contengan fórmulas rituales, ni que expliciten 

datos cuya obviedad excusa la reiteración. Nuestra perspectiva de análisis debe 

tener como material la motivación expresa estimada suficiente y la que a ella se 

adhiera como conexa o implícita [F. J. 4].

6. Aunque sin duda hubiera sido deseable una mayor expresividad por parte de la 

Junta del Régimen y Administración, desde la perspectiva de los bienes que la 

medida trata de proteger, como son la seguridad del centro y de sus internos, 

trabajadores y funcionarios, el aseguramiento de los internos, y el adecuado y 

ordenado desenvolvimiento de la actividad en el establecimiento, no se revela 

como estrictamente necesaria, desde la perspectiva constitucional, una mayor 

especificación de la personalidad y de los antecedentes y circunstancias del 

penado. La única circunstancia que se explicita -el dato de la pertenencia a una 

concreta organización de la que consta que ha atentado reiteradamente contra la 

seguridad de las prisiones y contra la vida y la libertad de sus funcionarios-, 

unida a los datos incontrovertibles que forman parte del contexto en el que se 

adopta el Acuerdo, es, en este caso, de suficiente entidad para sostener la 

peligrosidad de una comunicación incontrolada y la necesidad de conjurarla con 

una medida de intervención [F. J. 5].
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1.  Cuando de la limitación de un derecho fundamental de un preso se 

trata y dicho derecho no es de los que están limitados expresa o implícitamente 

en el fallo que le condujo a prisión, la primera exigencia constitucional es la 

de que tal previsión se haga mediante ley. Así lo establece genéricamente el art. 53.1 C.E. para la regulación del ejercicio de los derechos y libertades del 

Capítulo Segundo del Título I y así lo subraya el art. 25.2 C.E., en referencia 

concreta a la limitación de los derechos y libertades de los presos. No se trata 

de que las exigencias constitucionales en esta materia se detengan aquí y de que 

estemos, por así decirlo, ante limitaciones de pura configuración legal. Con 

independencia de las exigencias materiales de proporcionalidad a las que está 

sometido el tratamiento normativo y aplicativo de los derechos fundamentales (

SSTC 62/1982, 85/1992, 55/1996 y 161/1997), el propio adjetivo «penitenciaria» 

de la ley es rico en sugerencias relativas al necesario contenido material de la 

finalidad de la limitación, que tendrá que estar anudada a las propias de la 

institución penitenciaria. Como destacaba en concreto la STC 200/1997 para el 

ámbito del conflicto ahora suscitado, la limitación del ejercicio del derecho al 

secreto de las comunicaciones ha de producirse «en los supuestos legalmente 

previstos de acuerdo con la Constitución» [F.J. 3].

2.  Se trata, pues, de determinar si la intervención administrativa de la 

correspondencia del recurrente con su Abogado es, en primer lugar, 

inconstitucional por ilegal, en el sentido de no estar prevista en la Ley 

penitenciaria; y, de no serlo, se trata de determinar si la interpretación de la 

norma aplicable que realizaron la Administración Penitenciaria y los órganos 

judiciales -y, con ello, la aplicación misma- es, por su contenido, 

inconstitucional. No se impugna, pues, la justificación material de la 

intervención a la vista de los intereses en juego, sino, en un estrato previo, 

la falta de la preceptiva garantía judicial de la misma. En este ámbito no se 

impugna tampoco por vía del recurso de amparo, siquiera mediatamente, el 

contenido de la regulación penitenciaria, sino el modo en el que ha sido 

interpretada y aplicada. Y como en dicha interpretación y aplicación de la 

legalidad están en juego derechos fundamentales susceptibles de amparo 

constitucional, y como así se nos demanda, hemos de entrar en el enjuiciamiento 

de esta cuestión (SSTC 73/1983 y 175/1997) [F.J. 3].

3.  A partir de la redacción de la norma aplicada y de su contexto inmediato 

puede llegar a entenderse que la alusión del apartado 2 a la «celebración» de 

las comunicaciones y a los «departamentos apropiados» restringe las 

comunicaciones reguladas en el mismo, es decir, las del interno con su Abogado o 

Procurador, a las comunicaciones orales y presenciales, dejando las demás de 

dichos sujetos -entre ellas las escritas, o al menos las escritas no 

presenciales o por correspondencia- al régimen general de intervención 

administrativa del apartado 5, es decir, sin necesidad de autorización judicial 

y ésta limitada a los casos de terrorismo. Esta interpretación es, pues, legal 

en el sentido descrito y no puede por ello ser tachada de inconstitucional por 

este motivo. No es sin embargo, constitucionalmente aceptable por la ponderación 

que la supresión de la garantía judicial previa supone de los derechos 

fundamentales en juego, ponderación en la que las relaciones de especial 

sujeción del recluso con la Administración Penitenciaria deben ser entendidas en 

un sentido reductivo, compatible con el valor preferente de los derechos 

fundamentales (SSTC 74/1985, 170/1996, 2/1987 y 175/1997). De ahí que si fuera 

una interpretación única y forzosa para los órganos de aplicación, debiera 

conducir a la declaración de inconstitucionalidad de la norma de la que parte. 

En efecto, la desproporción limitativa de derechos a la que conduce la 

interpretación judicial ahora impugnada, a través de la privación de la garantía 

del mandato judicial previo, se sostiene tanto sobre la notable incidencia que 

tiene la intervención en el derecho de defensa del preso, como sobre la falta de 

imparcialidad y de conocimientos suficientes de la Administración para ponderar 

cabalmente los intereses en juego. Respecto a esto último baste subrayar, con la 

STC 183/1994, la imposibilidad de que la Administración Penitenciaria, 

«totalmente ajena a las exigencias y necesidades de la instrucción penal», 

pondere los bienes en conflicto y decidare cerca de la intervención de este tipo 

de comunicaciones [FF. JJ. 4 y 5].

4.  Debemos advertir, de acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal Europeo de 

Derechos Humanos (Sentencia de 25 de marzo de 1992 -caso Campbell contra el 

Reino Unido-, parágrafo 50) y frente a lo que alega el Fiscal, que el peculiar 

detrimento del derecho de defensa que se deriva de la intervención 

administrativa de la correspondencia no queda suficientemente paliado por el 

hecho de que el interno y su Abogado puedan siempre someter sus comunicaciones 

al régimen de mayores garantías de la comunicación oral presencial, pues será 

frecuente que dicho tipo de comunicaciones sea de imposible o costosa 

realización por la distancia que pueda separar el establecimiento penitenciario 

del lugar en el que el Abogado tiene su despacho profesional [F.J. 5].

5.  La desproporción señalada entre los intereses que se quieren preservar -art. 

51.1 L.O.G.P.: la seguridad, el tratamiento del interno y el buen orden del 

establecimiento- y el medio utilizado para conseguirlo -privación de la garantía 

judicial previa en la limitación de los derechos a la defensa en relación con el 

derecho al secreto de las comunicaciones, sin garantía judicial previa- es 

suficiente para el rechazo constitucional de la interpretación de la norma 

realizada por los órganos judiciales. Repárese, de nuevo, en que no se afirma 

que sea desproporcionada en todos los casos la intervención de la comunicación 

escrita entre un interno y su Abogado, sino en que lo es el que se sustraiga 

dicha intervención de la competencia judicial originaria, a la vista de los 

trascendentes intereses en conflicto, del conocimiento privilegiado que el 

órgano judicial puede tener del mismo y, en definitiva, de su peculiar posición 

institucional como garante de los derechos fundamentales [F.J. 6].

6.  Que la acreditación de los comunicantes es posible lo demuestra, cuando la 

comunicación parte del preso y tiene por desti-natario a su Abogado, la fácil 

constatación de dicha relación profesional y la propia garantía constitucional 

de la inviolabilidad de correspondencia. Más compleja se revela sin duda la 

constatación de que el remitente del escrito es en realidad el Abogado del preso, tal como puede constar en el remite del sobre. Existen, sin embargo, medios 

jurídicos para dicha acreditación -firma, entrega personal, medios notariales- 

que impiden convertir la dificultad en imposibilidad, es decir, que impiden 

confundir una legítima intervención administrativa de la correspondencia por 

falta de acreditación con una ilegítima privación radical de la garantía 

judicial previa a partir de la dificultad de acreditación [F.J. 6].

7.  Puede, y constitucionalmente debe, entenderse que el sistema de garantías 

reforzadas para la intervención del art. 51.2 L.O.G.P. comprende las 

comunicaciones escritas, del tipo que sean, entre preso y Abogado y que la 

alusión de dicho apartado a la «celebración en departamentos apropiados» no 

supone una exclusión de las comunicaciones escritas sino una mera especificación 

del modo en el que deben celebrarse las orales [F.J. 7].
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1.
Según dijimos en la STC 4/1996, la distinción entre pensamientos, 

ideas y opiniones, de un lado y comunicación informativa de hechos, de otro, 

tiene decisiva importancia a la hora de determinar la legitimidad del ejercicio 

de esas libertades, pues mientras los hechos son susceptibles de prueba, las 

opiniones o juicios de valor, por su naturaleza abstracta, no se prestan a una 

demostración de exactitud (STC 107/1988), y ello hace que al que ejercita la 

libertad de expresión no le sea exigible la prueba de la verdad o diligencia en 

su averiguación (STC 223/1992), que condiciona, sin embargo, la legitimidad del 

derecho de información por expreso mandato constitucional, que ha añadido al 

término «información» del art. 20.1 d) el adjetivo «veraz» [F.J. 2].

2.
De acuerdo con consolidada jurisprudencia, el derecho al honor sólo cede ante 

la libertad de información cuando es veraz y se refiere a asuntos públicos de 

interés general por las materias sobre las que versa o por las personas que en 

ellas intervienen (SSTC 240/1992 y 3/1997, entre otras) [F.J. 2].

3.
El requisito constitucional de la veracidad de la información «ex» art. 20.1 

d) C.E., no se halla ordenado a procurar la concordancia entre la información 

difundida y la verdad material u objetiva de los hechos narrados, de manera tal 

que proscriba los errores o inexactitudes en que pueda incurrir el autor de 

aquella, sino que, más propiamente, se encamina a exigir del informador un 

específico deber de diligencia en la búsqueda de la verdad de la noticia y en la 

comprobación de la información difundida, de tal manera que lo que transmita 

como hechos o noticias haya sido objeto de previo contraste con datos objetivos 

o con fuentes informativas de solvencia. La garantía constitucional de esta 

libertad no protege, como ha recordado la STC 172/1990, fundamento jurídico 3.º, 

«a quienes, defraudando el derecho de todos a recibir información veraz, actúan 

con menosprecio de la veracidad o falsedad de lo comunicado, comportándose de 

manera negligente e irresponsable al transmitir como hechos verdaderos simples 

rumores carentes de toda constatación o meras invenciones o insinuaciones 

insidiosas» [F.J. 4].

4.
Ha de precisarse, además, que el específico deber de diligencia que incumbe 

al informador es exigible con diferente grado de intensidad en función de que la 

noticia se presente como una comunicación neutra, en cuanto procedente de la 

originaria información de otro medio de comunicación o fuente informativa, de la 

que simplemente se dá traslado, (SSTC 336/1993 y 41/1994), o bien se trate de 

una información asumida por el medio y su autor como propia, en cuyo caso, el 

deber de diligencia para contrastar la veracidad de los hechos comunicados no 

justifica atenuación o flexibilización alguna, sino que debe ser requerido en 

todo su rigor [F.J. 4].

5.
Un adecuado análisis de esa información pone de manifiesto que la misma no 

puede ser calificada como reportaje neutral en los términos en que lo ha hecho 

nuestra jurisprudencia (SSTC 32/1993 y 190/1996, entre otras) sino, más 

exactamente, como una información, en origen ajena, que fue asumida y elaborada 

como propia por «Interviú» [F.J. 5].

6.
Conviene subrayar que el sesgo informativo que el semanario «Interviú» 

introdujo en el hecho noticiable vino a incorporar, y aun a situar en un primer 

plano, una serie de aspectos deliberadamente conectados con supuestas 

actividades relacionadas con el terrorismo de ETA, y que, mediante la 

orientación informativa así producida, vienen a atribuirse al diplomático 

español citado en el reportaje. Así, en la página 11 del referido reportaje, 

puede leerse que las investigaciones de la policía holandesa sobre su persona 

«incluía sospechas sobre complicidades con el tráfico de automóviles, armas y 

drogas, así como conexiones a través de los bajos fondos holandeses con la 

cúpula de ETA-Militar y con los intermediarios que aprovisionan de armas y 

municiones a la organización». Se infiere de lo expuesto que este particular 

aspecto del reportaje, a pesar de la notoria gravedad de la imputación realizada, descansó exclusivamente en la mera sospecha de sus autores, quienes, teniendo 

ocasión para ello no la contrastaron ni desplegaron esfuerzo informativo alguno 

en orden a su eventual acreditación, a pesar de que ese deber de contrastación 

«ha de cumplirse con especial intensidad cuando la noticia divulgada pueda 

suponer, por su propia contenido, un descrédito de la persona a la que la 

información se refiere» (STC 178/1993, fundamento jurídico 5.º [F.J. 6].
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1.  Es doctrina consolidada de este Tribunal que «el acceso a los 

recursos previstos por la Ley integra el contenido propio del derecho a la 

tutela judicial efectiva reconocido por el art. 24.1 C.E.» (STC 170/1996, con 

cita de las SSTC 145/1986, 154/1987, 78/1988 y 274/1993) y comprende tanto el 

derecho a utilizarlos de acuerdo con la Ley como el derecho a obtener una 

resolución fundada en Derecho (SSTC 218/1989, 151/1990 y 72/1992, entre otras). 

De otro lado, que para evitar que se produzca la indefensión prohibida por el 

art. 24.1 C.E., que se caracteriza, precisamente, por una privación o limitación 

del derecho de defensa (SSTC 48/1984, 181/1994 y 39/1995, entre otras), el 

derecho constitucional a los recursos no sólo garantiza su posible interposición, sino que se trata de una garantía efectiva en orden a la tutela judicial, a 

cuyo fin adquieren una especial trascendencia los actos de comunicación del 

órgano judicial con las partes, tanto respecto de quienes aún no lo son y han de 

ser emplazados como respecto de aquellos a los que ha de darse traslado de las 

resoluciones judiciales a los efectos de un posible recurso contra las mismas (

SSTC 9/1991, 126/1991 y 17/1992, entre otras muchas).


En el presente caso, la queja del demandante de amparo no se refiere a la 

interpretación por parte del órgano jurisdiccional de la disposición adicional 

quinta de la L.O.P.J. y, por tanto, si la inadmisión del recurso de apelación 

posee o no un fundamento legal. Aquí se concreta en la indefensión que resulta 

de una omisión del órgano jurisdiccional, dado que, una vez admitido el recurso 

de apelación interpuesto por el recurrente, el Juzgado de Vigilancia 

Penitenciaria revocó esta resolución mediante providencia de 24 de junio de 1994, declarando la inadmisión del recurso, sin que de la misma se diera traslado al 

recurrente ni al Ministerio Fiscal. De suerte que el ahora recurrente de amparo 

no pudo formular el recurso de queja contra la inadmisión del recurso de 

apelación previsto en el apartado 4.o de la citada disposición adicional quinta 

de la L.O.P.J., puesto que sólo conoció la inadmisión del recurso de apelación 

acordada por el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria tras haberle sido notificado 

el Auto de la Audiencia Provincial, archivando el rollo de la apelación. Es 

evidente, pues, que la falta de comunicación de la resolución inadmitiendo el 

recurso de apelación privó al demandante de amparo del derecho a recurrir en 

queja contra la misma y, en su caso, del acceso al ulterior recurso de apelación. Produciéndose así la indefensión que el art. 24.1 prohíbe, lo que 

necesariamente ha de conducir al otorgamiento del amparo solicitado [F.J. 4].

*SENTENCIA nº 49/1999, de 05/04/1999

Recursos de amparo avocados al Pleno
Documento (Registro 195/1995, 254 acumulados).)
Fecha de Aprobación: 5/4/1999
Publicación BOE: 19990427 [«BOE» núm. 100] :: (Doc. PDF) 
Sala: Pleno: Excmos. Sres. Cruz, Viver, de Mendizábal, González, Jiménez de Parga, Vives, García, Cachón, Garrido, Conde, Jiménez y Casas. 
Ponente: don Tomás S Vives Antón 
Número registro: 195/1995, 254 acumulados). 
Recurso tipo: Recursos de amparo avocados al Pleno 

Extracto:

1.  La reserva de ley a que, con carácter general, somete la 

Constitución Española la regulación de los derechos fundamentales y libertades 

públicas reconocidos en su título I, desempeña una doble función, a saber: De 

una parte, asegura que los derechos que la Constitución atribuye a los 

ciudadanos no se vean afectados por ninguna injerencia estatal no autorizada por 

sus representantes, y, de otra, en un Ordenamiento jurídico como el nuestro, en 

el que los Jueces y Magistrados se hallan sometidos  y no existe, en puridad, la 

vinculación al precedente (SSTC 8/1981, 34/1995, 47/1995 y 96/1996) constituye, 

en definitiva, el único modo efectivo de garantizar las exigencias de seguridad 

jurídica en el ámbito de los derechos fundamentales y las libertades públicas. 

Por eso, en lo que a nuestro Ordenamiento se refiere, hemos caracterizado la 

seguridad jurídica como una suma de legalidad y certeza del Derecho (STC 27/1981, fundamento jurídico 10).

 2.  Desde las exigencias de seguridad jurídica y certeza del De-recho hemos 

proclamado el principio de legalidad en el marco de la injerencia en el derecho 

a la intimidad. Así, en la STC 37/1989, afirmamos que lo que la protección de la 

intimidad reclama es una decisión judicial motivada en una inexcusable previsión 

legislativa (fundamento jurídico 7.o). Con ello, afirmábamos, no sólo que la 

existencia de una previsión legal es inexcusable, sino que la resolución 

judicial que autorice la injerencia en la intimidad ha de hallarse fundamentada 

en la ley, de lo cual se infiere que la ley ha de expresar todos y cada uno de 

los presupuestos y condiciones de la intervención. Y en términos semejantes nos 

expresamos en el ámbito específico del derecho al secreto de las comunicaciones, 

afirmando que la injerencia estatal en dicho secreto ha de estar presidida por 

el principio de legalidad (ATC 344/1990 -que invoca la doctrina sentada en la 

STC 150/1989- y SSTC 85/1994, fundamento jurídico 3.o; 34/1996, fundamento 

jurídico 5.o; 49/1996, fundamento jurídico 3.o; 54/1996, fundamento jurídico 7.o, y 123/1997, fundamento jurídico 4.o), especificando que el respeto a dicho 

principio requiere, en este caso,  (STC 49/1996, fundamento jurídico 3.o).

 3.  Por lo que respecta a las exigencias de  o , cuando se trata de la 

intervención de las comunicaciones por las autoridades públicas, el T.E.D.H. ha 

declarado que  (Sentencia del T.E.D.H. de 30 de julio de 1998, caso Valenzuela, 

núm. 46, III, con cita de las resoluciones dictadas en los casos Malone, Kruslin 

y Huvig (Sentencia del T.E.D.H. de 24 de abril de 1990), Halford (Sentencia del 

T.E.D.H. de 25 de marzo de 1998) y Kopp (Sentencia del T.E.D.H. de 25 de junio 

de 1997). Y, especificando ese criterio, por remisión a lo dicho en las 

resoluciones de los casos Kruslin y Huvig, el T.E.D.H. en el caso Valenzuela 

concreta las exigencias mínimas relativas al contenido o  de la ley en las 

siguientes: «la definición de las categorías de personas susceptibles de ser 

sometidas a escucha judicial; la naturaleza de las infracciones susceptibles de 

poder dar lugar a ella; la fijación de un límite a la duración de la ejecución 

de la medida; el procedimiento de transcripción de las conversaciones 

interceptadas; las precauciones a observar, para comunicar, intactas y completas, las grabaciones realizadas a los fines de control eventual por el Juez y por la 

defensa; las circunstancias en las cuales puede o debe procederse a borrar o 

destruir las cintas, especialmente en caso de sobre-seimiento o puesta en 

libertad» (núm. 46, IV). Se trata, en definitiva, de que la regulación legal 

ofrezca la  (caso Kruslin, núm. 35, y caso Klass, núm. 50). Por lo tanto, en el 

presente caso, al haber tenido lugar la injerencia en el secreto de las 

comunicaciones entre diciembre de 1986 y abril de 1987, cabe concluir, como lo 

hizo el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en el caso Valenzuela antes citado, 

que el Ordenamiento jurídico español ni definía las categorías de personas 

susceptibles de ser sometidas a escucha, ni fijaba límite a la duración de la 

medida, ni determinaba las condiciones que hubieran de reunir las 

transcripciones de las conversaciones interceptadas, ni las relativas a la 

utilización de las mismas. En consecuencia, la situación del Ordenamiento 

jurídico español, puesta de manifiesto en la concreta actuación que aquí se 

examina, y sufrida por los recurrentes, ha de estimarse contraria a lo dispuesto 

en el art. 18.3 C.E. Si, pese a la inexistencia de una ley que satisficiera las 

genéricas exigencias constitucionales de seguridad jurídica, los órganos 

judiciales, a los que el art. 18.3 de la Constitución se remite, hubieran 

actuado en el marco de la investigación de una infracción grave, para la que de 

modo patente hubiera sido necesaria, adecuada y proporcionada la intervención 

telefónica y la hubiesen acordado respecto de personas presuntamente implicadas 

en el mismo, respetando, además, las exigencias constitucionales dimanantes del 

principio de proporcionalidad, no cabría entender que el Juez hubiese vulnerado, 

por la sola ausencia de dicha ley, el derecho al secreto de las comunicaciones 

telefónicas.

 4.  La garantía jurisdiccional del secreto de las comunicaciones no se colma 

con su concurrencia formal -autorización procedente de un órgano jurisdiccional-, sino que ésta ha de ser dictada en un proceso, único cauce que permite hacer 

controlable, y con ello jurídicamente eficaz, la propia actuación judicial. La 

naturaleza de la intervención telefónica, su finalidad y la misma lógica de la 

investigación exigen que la autorización y desarrollo de la misma se lleve a 

cabo, inicialmente, sin cono-cimiento del interesado, que tampoco participa en 

su control. Sin embargo, al desarrollarse la actuación judicial en el curso de 

un proceso, esta ausencia ha de suplirse por el control que en él ejerce el 

Ministerio Fiscal, garante de la legalidad y de los derechos de los ciudadanos  

art. 124.1 C.E., y, posteriormente, cuando la medida se alza, el propio 

interesado ha de tener la posibilidad, constitucionalmente necesaria dentro de 

ciertos límites que no procede precisar aquí (Sentencia del T.E.D.H., caso Klass, núm. 55), de conocer e impugnar la medida. Tal garantía existe también cuando, 

como en este caso, las de por sí discutibles  se unen, pese a todo, sin solución 

de continuidad, al proceso judicial incoado en averiguación del delito, 

satisfaciendo así las exigencias de control del cese de la medida, que, en otro 

supuesto, se mantendría en un permanente, y por ello constitucionalmente 

inaceptable, secreto.

 5.  Desde nuestras primeras resoluciones (STC 62/1982) hasta las más recientes (

especialmente, SSTC 55/1996 y 161/1997), hemos consagrado el principio de 

proporcionalidad como un principio general que puede inferirse a través de 

diversos preceptos constitucionales (en especial, de la proclamación 

constitucional del Estado de Derecho en el art. 1.1 C.E. y de la referencia del 

art. 10.2 C.E. a los arts. 10.2 y 18 del Convenio Europeo para la Protección de 

los Derechos Fundamentales y las Libertades Públicas) y que, en el ámbito de los 

derechos fundamentales constituye una regla de interpretación que, por su mismo 

contenido, se erige en límite de toda injerencia estatal en los mismos, 

incorporando, incluso frente a la ley, exigencias positivas y negativas. Como 

dijimos en la STC 55/1996, «el ámbito en el que normalmente y de forma muy 

particular resulta aplicable el principio de proporcionalidad es el de los 

derechos fundamentales. Así ha venido reconociéndolo este Tribunal en numerosas 

Sentencias en las que se ha declarado que la desproporción entre el fin 

perseguido y los medios empleados para conseguirlo puede dar lugar a un 

enjuiciamiento desde la perspectiva constitucional cuando esa falta de 

proporción implica un sacrificio excesivo e innecesario de los derechos que la 

Constitución garantiza (SSTC 62/1982; 66/1985, 19/1988, 85/1992 y 50/1995). 

Incluso en las Senten-cias en las que hemos hecho referencia al principio de 

proporcionalidad como principio derivado del valor "justicia" (SSTC 160/1987, 

50/1995 y 173/1995), del principio del Estado de Derecho (STC 160/1987), del 

principio de interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos (SSTC 

6/1988 y 50/1995) o de la dignidad de la persona (STC 160/1987), se ha aludido a 

este principio en el contexto de la incidencia de la actuación de los poderes 

públicos en el ámbito de concretos y determinados derechos constitucionales de 

los ciudadanos». Del principio de proporcionalidad, cuya vigencia hemos 

reafirmado en el ámbito de las intervenciones telefónicas (SSTC 85/1994, 

181/1995, 49/1996, 54/1996 y 123/1997), se infiere inmediatamente que, tanto la 

regulación legal como la práctica de las mismas ha de limitarse a las que se 

hallen dirigidas a un fin constitucionalmente legítimo que pueda justificarlas y 

que se hallan justificadas sólo en la medida en que supongan un sacrificio del 

derecho fundamental estrictamente necesario para conseguirlo y resulten 

proporcionadas a ese sacrificio.

 6.  La expresión del presupuesto habilitante de la intervención telefónica 

constituye una exigencia del juicio de proporcionalidad. Pues, de una parte, mal 

puede estimarse realizado ese juicio, en el momento de adopción de la medida, si 

no se manifiesta, al menos, que concurre efectivamente el presupuesto que la 

legitima. Y, de otra, sólo a través de esa expresión, podrá comprobarse 

ulteriormente la idoneidad y necesidad (en definitiva, la razonabilidad) de la 

medida limitativa del derecho fundamental (SSTC 37/1989, 3/1992, 12/1994, 

13/1994, 52/1995, 128/1995, 181/1995 y 34/1996). En su tarea de protección del 

derecho fundamental afectado, al Tribunal Constitucional tan sólo le corresponde 

supervisar la existencia de una fundamentación suficiente, entendiendo por tal 

aquella que, al adoptar y mantener cualquier medida que afecte a su contenido, 

permita reconocer la concurrencia de todos los extremos que justifican su 

adopción y ponderar si la decisión adoptada es acorde con las pautas del normal 

razonamiento lógico y, muy especialmente, con los fines que justifican la medida 

de que se trate.

 7.  En el caso analizado, el valor constitucional que se invoca frente al 

secreto de las comunicaciones es el interés público propio de la investigación 

de un delito que nuestra legislación considera grave, y, más concretamente, la 

determinación de hechos relevantes para la investigación penal del mismo. Para 

que pueda apreciarse esta necesidad, es preciso verificar, en primer lugar, que 

la decisión judicial dirigida a tal fin apreció razonadamente la conexión entre 

el sujeto o sujetos que iban a verse afectados por la medida y el delito 

investigado (existencia del presupuesto habilitante), para analizar después si 

el Juez tuvo en cuenta tanto la gravedad de la intromisión como su idoneidad e 

imprescindibilidad para asegurar la defensa del interés público (juicio de 

proporcionalidad). El proceso de análisis mediante el que llevar a cabo nuestro 

control externo ha de seguir el orden expuesto, pues no cabe olvidar que la 

relación entre la causa justificativa de la limitación pretendida -la 

averiguación de un delito- y el sujeto afectado por ésta -aquel de quien se 

presume que pueda resultar autor o partícipe del delito investigado o pueda 

hallarse relacionado con él- es un  lógico del juicio de proporcionalidad: 

Atendiendo al sujeto sobre el que recaen, sólo serán lícitas las medidas de 

investigación limitativas de derechos fundamentales que afecten a quienes 

fundadamente puedan provisionalmente ser tenidos como responsables del delito 

investigado o se hallen relacionados con ellos.

 8.  En los tres casos analizados, dos teléfonos de Ceuta y uno de Málaga, nos 

encontramos ante supuestos en los que el Juez de Instrucción asume las razones 

que los agentes de la Guardia Civil le ponen de manifiesto en su solicitud. Se 

constata que el Juez de Instrucción nada añade, en cuanto a los motivos de la 

intervención, que no esté ya en la solicitud policial. Al acceder a ella, 

entiende la medida útil y adecuada, hace suyos los motivos de cada petición, y 

los estima suficientes, aunque no expresa las razones de tal decisión, sino por 

remisión a las que le fueron aducidas. Pues bien, aun integrando en el análisis 

de la resolución judicial la petición a la que se responde -como sin duda debe 

hacerse cuando el órgano judicial no obra por propio impulso, sino accediendo a 

la petición de otras autoridades o agentes de la misma (STC 200/1997, fundamento 

jurídico 4.o, )- y, aun valorando las razones de discreción que pudieran 

aconsejar no proceder de modo absolutamente explícito, los motivos expuestos en 

la solicitud policial y valorados en las resoluciones judiciales impugnadas 

resultan insuficientes para justificar tan drástica injerencia en el secreto de 

las comunicaciones, porque se basan únicamente en suposiciones y conjeturas 

acerca del delito y la participación en él de los afectados, ya que no expresan, 

ni siquiera de modo genérico o por alusiones, qué datos objetivos e 

investigaciones han llevado a centrar las sospechas sobre las personas afectadas, lo que impide, desde luego, deducir a posteriori la necesidad de la medida 

limitativa del derecho fundamental y valorar la corrección del juicio de 

ponderación. En efecto, dando por supuesto que el tráfico de drogas tóxicas a 

gran escala es, por su gravedad, uno de los delitos en los que, en principio, la 

intervención telefónica resulta procedente, se observa que la presunta 

participación en el hecho investigado de los afectados por la medida limitativa 

se hace derivar de inexplicadas noticias que se dice han sido recibidas por los 

agentes de la autoridad, de investigaciones policiales no determinadas, que se 

dicen practicadas sobre tales noticias, sin que se conozca en qué consistieron 

ni cual fue su resultado, de la afirmación de que los recurrentes mantenían 

relaciones personales no especificadas con personas tachadas de traficantes de 

drogas (sin que se exprese quiénes son ni por qué se les atribuye dicha tacha) y 

de los antecedentes policiales de uno de los afectados, relativos a un hecho 

sucedido más de dos años antes. Por consiguiente, no se proporcionó al Juez 

ningún dato fáctico constatable por terceros del que fuese posible inferir que 

los afectados por la injerencia estuvieran cometiendo o fuesen a cometer el 

hecho que se estaba investigando. Pues, a tal fin, no puede considerarse 

bastante la existencia de una noticia, de procedencia inobjetivable, ni la 

relación con personas indeterminadas, a las que se tacha de traficantes de 

drogas, sin expresar datos que justifiquen tal calificativo, ni ninguna otra de 

las circunstancias que se contienen en la solicitud y a las que ya se ha hecho 

mención. Se trata, en suma, de una solicitud y una autorización formuladas en 

términos insuficientes, fundadas en apreciaciones que podrían ser materialmente 

correctas, pero cuya fundamentación, de existir, no se ha expresado, por lo que 

no cabe estimar satisfechas las exigencias de proporcionalidad a las que se ha 

hecho mención.

 9.  En cuanto a las resoluciones judiciales, salvo el último Auto, dictado el 

10 de marzo de 1987, tras conocer la aprehensión en Málaga de una importante 

cantidad de droga, el resto de las resoluciones de prórroga, cuatro en Ceuta y 

una en Málaga, no sólo son idénticas, han sido extendidas en resoluciones 

estereotipadas y no contienen más justificación que la referencia a la genérica 

utilidad de la medida para investigar el delito, lo que por sí sólo sería 

suficiente para estimar la queja, sino que, en todos los casos, se adoptaron sin 

conocer los resultados de la intervención hasta entonces practicada, que se 

prolongó por más de sesenta días, pues ni se entregaron al Juez las cintas que 

recogían las escuchas, ni se entregaron transcripciones de las mismas, ni en sus 

solicitudes se hacía referencia concreta alguna al resultado de la intervención. 

Las resoluciones así adoptadas incurren, por tanto, en un doble defecto: No sólo 

carecen de la necesaria fundamentación, sino que ponen de relieve la ausencia de 

control judicial en la ejecución de la medida, circunstancia esta última que, 

conforme expusimos en la STC 121/1998, lesiona por sí misma el art. 18.3 C.E.

10.  La lesión del derecho fundamental al secreto de las comunicaciones 

telefónicas (art. 18.3 C.E.) tiene, en este caso, un efecto añadido: La 

prohibición, derivada de la Constitución, de admitir como prueba en el juicio 

oral y de dar eficacia probatoria al contenido de las conversaciones 

intervenidas, las cuales no debían acceder a él ni a través de sus 

transcripciones, ni mediante la audición de los soportes magnéticos donde se 

grabaron las escuchas, ni mediante la declaración testifical de los agentes que 

participaron en su práctica. Esta exigencia deriva, en primer término -como ya 

pusimos de relieve en las SSTC 114/1984, fundamentos jurídicos 4.o y 5.o, y 

81/1998, fundamentos jurídicos 2.o y 3.o- de la posición preferente de los 

derechos fundamentales, de su condición de  y de la necesidad institucional de 

no confirmar, reconociéndoles efectividad, sus contravenciones. En definitiva, 

es la necesidad de tutelar los derechos fundamentales la que, en ocasiones, 

obliga a negar eficacia probatoria a determinados resultados cuando los medios 

empleados para obtenerlos resultan constitucionalmente ilegítimos. Pues bien, 

parece claro que esa necesidad de tutela es mayor cuando el medio probatorio 

utilizado vulnera directamente el derecho fundamental al secreto de las 

comunicaciones telefónicas, como sucede con las cintas en las que dichas 

conversaciones se grabaron y que ahora estamos considerando, que cuando se trata 

de pruebas lícitas en sí mismas, aunque derivadas del cono-cimiento adquirido de 

otra ilícita, a las que después nos referiremos. Y, además, que utilizar dichas 

pruebas en un proceso penal contra quienes fueron víctimas de la vulneración del 

derecho fundamental ha de estimarse, en principio, contrario a su derecho a un 

proceso justo. Y, si ello es así, cabe afirmar que la prohibición de valorar 

tales pruebas (en este caso, las grabaciones de las conversaciones telefónicas y 

sus transcripciones), al haberse enjuiciado a los recurrentes, fuesen o no 

víctimas de la inconstitucional injerencia, en un solo proceso, opera frente al 

proceso como un todo y, por lo tanto, frente a todos ellos. Pero, dicho esto, ha 

de precisarse que, aunque el efecto procesal al que acabamos de referirnos nace 

de la vulneración del art. 18.3 C.E., no se produce directamente por ella. En 

efecto: En los casos en que opera, la interdicción procesal de las pruebas 

ilícitamente adquiridas se integra en el contenido del derecho a un proceso con 

todas las garantías -art. 24.2 C.E.-, en la medida en que la recepción procesal 

de dichas pruebas implica , comportando también «una inaceptable confirmación 

institucional de la desigualdad entre las partes en el juicio (art. 14 C.E.), 

desigualdad que se ha procurado antijurídicamente en su provecho quien ha 

recabado instrumentos probatorios en desprecio de los derechos fundamentales de 

otro» (STC 114/1984, fundamento jurídico 5.o). Por ello, en el presente caso, ha 

de declararse también vulnerado el art. 24.2 C.E., pues el debate en que 

consiste el juicio oral quedó viciado desde que se admitió en él la utilización 

de elementos de prueba constitucionalmente ilícitos. El análisis de las 

actuaciones pone de relieve que parte del contenido de las escuchas 

interceptadas fue admitido como prueba en el juicio oral, fue objeto de debate 

en el mismo y fue uno de los elementos sobre los que se fundó la convicción de 

condena -fundamento jurídico 2.o de la Sentencia de la Audiencia Provincial de 

Málaga-, ya que ésta se basa, entre otras pruebas, en la declaración testifical 

de los agentes policiales que practicaron las escuchas y en la transcripción 

literal de las cintas aportadas, valoradas conjuntamente, sin que consten 

elementos que determinen la fuerza probatoria que cabe atribuir al resto de las 

pruebas consideradas por separado.

11.  A la vista de cómo se ha llevado a efecto la selección y transcripción de 

los pasajes de las conversaciones intervenidas que han accedido al juicio oral 

-tal y como acabamos de describir-, se aprecia que, en este caso, el modo de 

incorporar a las actuaciones sumariales el resultado de la intervención 

telefónica no ha respetado las garantías precisas de control judicial, 

contradicción y respeto al derecho de defensa que hubieran permitido convertir 

tal acto de investigación sumarial en prueba válida para desvirtuar la 

presunción de inocencia, mediante su reproducción en el acto del juicio oral. En 

definitiva, la insuficiente intervención del Juez de Instrucción y de las partes, permite afirmar que, en su incorporación al proceso, no se han observado las 

notas básicas del art. 24.2 C.E., que conforman la idea de proceso justo, tal y 

como viene definido en el art. 6, apartados 1.o y 3.o, del C.E.D.H. (véanse, por 

todas, además de la citada STC 121/1998, las SSTC 51/1990, fundamento jurídico 2.

o, 303/1993, fundamento jurídico 3.o, 200/1996, fundamento jurídico 2.o y 

81/1998, fundamento jurídico 3.o). Estas consideraciones sirven únicamente aquí 

para reforzar argumentalmente -desde la perspectiva del derecho a un proceso con 

todas las garantías y su posible reflejo en el principio de presunción de 

inocencia- la ineptitud de las grabaciones y transcripciones llevadas a efecto 

por la Policía Judicial para convertirse en medio de prueba sobre el que fundar 

la condena. En cualquier caso, esta inhabilidad ha sido ya declarada como efecto 

de la estimada lesión del art. 18.3 C.E., es decir, por tratarse de una prueba 

con origen constitucionalmente ilícito, al haberse obtenido con vulneración de 

un derecho fundamental sustantivo.

12.  La cuestión de fondo planteada fue abordada en la STC 81/1998, cuya 

doctrina ha de servir aquí para dar respuesta a los recurrentes. En dicha 

resolución dijimos que  (fundamento jurídico 3.o). Sin embargo, advertíamos a 

renglón seguido que sólo si la condena se ha fundado exclusivamente en tales 

pruebas, sucederá tal cosa; pues, si existen otras pruebas de cargo válidas e 

independientes de la vulneración, la presunción de inocencia podría no resultar 

finalmente infringida.

13.  En la STC 81/1998 establecimos un criterio básico para determinar cuándo 

las pruebas derivadas de otras constitucionalmente ilegítimas podían ser 

valoradas y cuándo no. Ese criterio se cifraba en determinar si entre unas y 

otras existía lo que denominamos conexión de antijuridicidad. , dijimos entonces, «hemos de analizar, en primer término, la índole y características de la 

vulneración del derecho al secreto de las comunicaciones, materializadas en la 

prueba originaria, así como su resultado, con el fin de determinar si, desde un 

punto de vista interno, su inconstitucionalidad se transmite o no a la prueba 

obtenida por derivación de aquélla; pero, también hemos de considerar, desde una 

perspectiva que pudiéramos denominar externa, las necesidades esenciales de 

tutela que la realidad y efectividad del derecho al secreto de las 

comunicaciones exige. Estas dos perspectivas son complementarias, pues sólo si 

la prueba refleja resulta jurídicamente ajena a la vulneración del derecho y la 

prohibición de valorarla no viene exigida por las necesidades esenciales de 

tutela del mismo cabrá entender que su efectiva apreciación es 

constitucionalmente legítima, al no incidir negativamente sobre ninguno de los 

aspectos que configuran el contenido del derecho fundamental sustantivo (STC 

11/1981, fundamento jurídico 8.o)».

*SENTENCIA nº 136/1999, de 20/07/1999

Recurso de amparo
Documento (Registro 5459/1997 (avocado al Pleno))
Fecha de Aprobación: 20/7/1999
Publicación BOE: 19990818 [«BOE» núm. 197] :: (Doc. PDF) 
Sala: Pleno: Excmos. Sres. Cruz Villalón, Viver Pi-Sunyer, de Mendizábal Allende, González Campos, Jiménez de Parga y Cabrera, Vives Antón, García Manzano, Cachón Villar, Garrido Falla, Conde Martín de Hijas, Jiménez Sánchez y Casas Baamonde. 
Ponente: don Carles Viver i Pi-Sunyer 
Número registro: 5459/1997 (avocado al Pleno) 
Recurso tipo: Recurso de amparo 

Extracto:

1.  Los derechos de participación en los asuntos públicos (art. 23.1 C.

E.) y de acceso a los cargos públicos (art. 23.2 C.E.), que en la parte de su 

contenido que afecta a las dos vertientes del principio de representación 

política forman un , poseen un contenido de derecho de libertad que se concreta, 

en lo que aquí interesa, en la posibilidad constitucionalmente protegida de 

ofrecer a los ciudadanos, sin interferencias o intromisiones de los poderes 

públicos, los análisis de la realidad social, económica o política y las 

propuestas para trasformarla que consideren oportunas las personas que 

participan como actores en la actividad pública, y los partidos y grupos en los 

que se integran [F. J. 14].

2.  Queda fuera del ámbito constitucionalmente protegido por los derechos del 

art. 23 C.E. la difusión de programas o mensajes que por su contenido, 

debidamente contextualizado, resulten amenazantes o intimidatorios, 

especialmente cuando esos efectos se producen durante los procesos electorales 

como consecuencia de la difusión de mensajes que pretenden decantar el sentido 

del voto hacia las opciones mantenidas por quienes los transmiten por temor a 

sufrir daños o perjuicios [F. J. 14].

3.  No cabe considerar ejercicio legítimo de las libertades de expresión e 

información a los mensajes que incorporen amenazas o intimidaciones a los 

ciudadanos o a los electores, ya que como es evidente con ellos ni se respeta la 

libertad de los demás, ni se contribuye a la formación de una opinión pública 

que merezca el calificativo de libre [F. J. 15].

4.  Los mensajes electorales no pretenden informar, sino captar sufragios y, en 

consecuencia, no sólo pretenden que los ciudadanos formen su opinión en libertad, sino que acepten el mensaje que difunde y traduzcan ese beneplácito en la 

dación del voto. En estos casos puede afirmarse que el transmitente hace suyo el 

contenido del mensaje y, en consecuencia, no cabe hablar de  en su difusión [F. 

J. 17].

5.  De la conjunción del mensaje oral y el visual analizado se desprende una 

amenaza dirigida a los poderes públicos e indirectamente a los ciudadanos para 

que acepten los planteamientos políticos expuestos, si no quieren continuar 

sufriendo las consecuencias derivadas de los atentados terroristas. Se trata 

ciertamente de una amenaza difusa, pero de cuya virtualidad ningún ciudadano 

medio podía dudar y que afectaba a bienes tan importantes como la vida y la 

integridad física. Pero este carácter amenazante se ve reforzado al integrarse 

en el  electoral de H.B. ya que en este caso ese contenido genéricamente 

intimidatorio se vincula explícitamente con la petición de voto para H.B., de 

modo que la impactante presencia de las armas revela de forma manifiesta que de 

no otorgarse el voto a la asociación política la violencia continuará [F. J. 19].

6.  Puede concluirse, pues, que los mensajes analizados, aunque en diferente 

grado, contenían elementos o aspectos intimidatorios que, al no hallarse 

directamente protegidos por las libertades de participación política, de 

expresión y de información, podían en principio, en tanto que conductas 

intimidatorias, ser objeto de sanción penal de darse en ellos los elementos que 

conforman alguno de los delitos tipificados por la Ley y, más concretamente, en 

este caso, los del delito de colaboración con banda armada del art. 174 bis a) 

del Código Penal, Texto Refundido de 1973 [F. J. 19].

7.  El hecho de que se expresen ideas, se comunique información o se participe 

en una campaña electoral de forma ilícita y, por consiguiente, sin la protección 

de los respectivos derechos constitucionales, no significa que quienes realizan 

esas actividades no estén materialmente expresando ideas, comunicando 

información y participando en los asuntos públicos. Precisamente por ello, una 

reacción penal excesiva frente a este ejercicio ilícito de esas actividades 

puede producir efectos disuasorios o de desaliento sobre el ejercicio legítimo 

de los referidos derechos ya que sus titulares, sobre todo si los límites 

penales están imprecisamente establecidos, pueden no ejercerlos libremente ante 

el temor de que cualquier extralimitación sea severamente sancionada [F. J. 20].

8.  El principio de proporcionalidad no constituye en nuestro ordenamiento 

constitucional un canon de constitucionalidad autónomo. Mas la desproporción 

entre el fin perseguido y los medios empleados para conseguirlo puede dar lugar 

a un enjuiciamiento desde la perspectiva constitucional cuando esa falta de 

proporción implica un sacrificio excesivo e innecesario de los derechos que la 

Constitución garantiza (SSTC 62/1982, 66/1985, 19/1988, 85/1992, 50/1995, 

66/1995, 55/1996 y 161/1997). El juicio que procede en esta sede de amparo debe 

ser muy cauteloso. Se limita a verificar que la norma penal no produzca "un 

patente derroche inútil de coacción que convierte la norma en arbitraria y que 

socava los principios elementales de justicia inherentes a la dignidad de la 

persona y al Estado de Derecho" o una  [FF. JJ. 22 y 23].

9.  El terrorismo constituye una manifestación delictiva de especial gravedad, 

que pretende instaurar el terror en la sociedad y alterar el orden 

constitucional democrático, por lo que ha de admitirse que cualquier acto de 

apoyo al mismo comporta una lesión, al menos potencial, para bienes jurídicos 

individuales y colectivos de enorme entidad, a cuya defensa se dirige el tipo 

delictivo analizado. No puede negarse en abstracto la posibilidad de que el 

Estado limite mediante el establecimiento de sanciones penales el ejercicio de 

los derechos fundamentales para garantizar bienes tan relevantes como la vida, 

la seguridad de las personas o la paz social que son puestos en peligro por la 

actividad terrorista [F. J. 27].

10.  No cabe concluir que la reacción penal resulta innecesaria y que las 

medidas no penales tendrían un grado de funcionalidad manifiestamente similar [F. J. 28].

11.  La norma que se ha aplicado a los recurrentes no guarda, por su severidad 

en sí y por el efecto que la misma comporta para el ejercicio de las libertades 

de expresión y de información, una razonable relación con el desvalor que 

entrañan las conductas sancionadas [F. J. 29].

12.  No es preciso suscitar cuestión interna de inconstitucionalidad acerca del 

art. 174 bis a) del Código Penal de 1973, ya que este precepto ha sido derogado 

por el Código Penal aprobado en 1995, por lo que la posible declaración de 

inconstitucionalidad no cumpliría su función de depuración  de normas 

inconstitucionales (STC 67/1998) [F. J. 30].

13.  Si el rechazo de plano de la pretensión recusatoria es constitucionalmente 

aceptable, por razones de orden formal y material, ninguna  cabe atribuir 

entonces tanto al hecho de que los recusantes se hayan visto privados de la fase 

de instrucción del incidente, como a la circunstancia de que esa inadmisión haya 

sido acordada por el órgano que, según los propios demandantes, era el 

competente para resolver sobre el fondo, esto es, con plenitud de jurisdicción y 

de garantías. Por esto mismo, carece también de trascendencia constitucional la 

alegación de que, por proceder la inadmisión del , los demandantes no han podido 

recurrir en súplica contra dicha resolución [F. J. 6].

14.  Es cierto que efectuar declaraciones en el curso de un proceso acerca del 

sentido que debiera tener el fallo y aventurar el sentido del voto de los 

Magistrados que forman parte de un órgano judicial no contribuye positivamente a 

la incolumidad del ejercicio de la función de juzgar constitucionalmente 

encomendada a los Jueces y Tribunales. Sin embargo, en el presente caso, dado el 

tenor de las declaraciones realizadas por las autoridades, en las que a lo sumo, 

las más incisivas, manifiestan una opinión o un deseo de cuál debiera ser el 

sentido del fallo, y teniendo en cuenta la inocuidad de las predicciones acerca 

del sentido de los votos de los Magistrados, este Tribunal no aprecia que se 

haya producido un  capaz de menoscabar la imparcialidad o la apariencia de 

imparcialidad de la Sala sentenciadora compuesta por Magistrados independientes 

por razón de su estatuto, ni tan siquiera capaz de propiciar un clamor popular a 

favor de la condena o de la absolución de los encausados poniendo en entredicho 

la necesaria serenidad del Tribunal o la confianza de la ciudadanía en el 

comportamiento neutral de los juzgadores [F. J. 9].

15.  Que la Sentencia condenatoria haya sido dictada en primera y única 

instancia por la Sala Segunda del Tribunal Supremo, lo que impidió la incoación 

de recurso alguno en el seno de la jurisdicción ordinaria contra la resolución 

condenatoria, no contraviene el art. 24.1 C.E. en relación con el art. 14.5 del 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (SSTC 51/1985, 30/1986, 

33/1989, 55/1990, 166/1993, 22/1997 y 41/1998) [F. J. 11].
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1.  Reafirma la doctrina de la STC 200/1997 [FF. JJ. 4, 5 y 6].

2.  En el presente caso, la intervención y limitación de las comunicaciones 

acordada no se refiere expresamente a las comunicaciones específicas del 

recurrente con su Abogado defensor o con el Abogado expresamente llamado en 

relación con asuntos penales, a los que se refiere el art. 51.2 L.O.G.P. [F. J. 

7].

3.  La medida de intervención de las comunicaciones, acordada por la Dirección 

del Centro Penitenciario con base en el art. 51.5 L.O.G.P., no constituye 

sanción disciplinaria alguna, sino que es una decisión cautelar prevista por la 

Ley y dirigida a garantizar la ordenada convivencia y la seguridad del Centro 

Penitenciario, razón por la cual, al no constituir pena o sanción administrativa, la medida impugnada no puede vulnerar el art. 25.1 C.E. El Acuerdo cuestionado 

tampoco puede vulnerar el derecho a la presunción de inocencia [F. J. 3].

4.  La motivación de las resoluciones judiciales que confirman la medida es 

suficiente, desde la perspectiva del art. 18.3 C.E., haciendo suya la motivación 

del Acuerdo impugnado y complementándola, por lo que no se puede imputar a los 

órganos judiciales una lesión del art. 24.1 C.E. [F. J. 8].

*SENTENCIA nº 290/2000, de 30/11/2000

Recursos de inconstitucionalidad acumulados.
Documento (Registro 201/93, 219)
Fecha de Aprobación: 30/11/2000
Publicación BOE: 20010104 [«BOE» núm. 4] :: (Doc. PDF) 
Sala: Pleno 
Ponente: don Julio Diego González Campos 
Número registro: 201/93, 219 
Recurso tipo: Recursos de inconstitucionalidad acumulados. 

SENTENCIA REPETIDA EN PÁGINA 33.

*SENTENCIA nº 106/2001, de 23/04/2001

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3199/1998)
Fecha de Aprobación: 23/4/2001
Publicación BOE: 20010529 [«BOE» núm. 128] :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Segunda 
Ponente: don Vicente Conde Martín de Hijas 
Número registro: 3199/1998 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don José —ngel Biguri Camino frente a los Autos de la 

Audiencia Provincial de Ciudad Real y de un Juzgado de Vigilancia Penitenciaria 

que confirmaron el Acuerdo del Centro Penitenciario de Herrera de la Mancha 

sobre la intervención de sus comunicaciones orales y escritas procedentes del 

exterior.

Supuesta vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva (incongruencia) y 

vulneración parcial del derecho al secreto de las comunicaciones: resoluciones 

judiciales que no transmutan el objeto de la queja; alcance, motivación y 

duración de la intervención de las comunicaciones de un recluso que pertenece a 

una organización terrorista (STC 200/1997), pero falta de remisión de la medida 

al órgano judicial.

1.  En modo alguno puede tacharse de inidónea, innecesaria o excesiva, en 

atención a la finalidad que se trata de preservar con la medida de intervención 

?la seguridad del centro penitenciario? y las concretas circunstancias 

particulares del demandante de amparo que determinaron su adopción ?su 

pertenencia a la organización ETA?, la interpretación del ámbito material del 

Acuerdo de mantenimiento de intervención de las comunicaciones, en el sentido de 

entender que abarca tanto las comunicaciones escritas remitidas por el interno 

al exterior del centro penitenciario como las que desde el exterior del mismo le 

son enviadas a él (STC 200/1997) [FJ 7].

2.  El dato de la pertenencia a una concreta organización de la que consta que 

ha atentado reiteradamente contra la seguridad de las prisiones y contra la vida 

y la libertad de sus funcionarios supone, en este caso, una individualización 

suficiente de las circunstancias que justifican la medida (SSTC 200/1997 y 

141/1999) [FJ 8].

3.  No cabe concluir que la medida carece de límite temporal, cuando de su 

propio tenor cabe deducir que la misma ha de levantarse al cesar las 

circunstancias específicas que la motivaron, sin perjuicio de que el interno 

pueda en cualquier momento exigir su revisión (STC 200/1997)[FJ 9].

4.  Ha sido vulnerado el derecho al secreto de las comunicaciones del preso al 

no haber sido comunicados por el centro penitenciario a la autoridad judicial 

competente los actos de intervención de la correspondencia escrita objeto de 

este proceso (STC 175/1997). Garantía que no puede hacerse depender del eventual 

ejercicio por el interno de los recursos procedentes (STC 170/1996) [FJ 10].

5.  Doctrina constitucional sobre el derecho al secreto de las comunicaciones de 

los ciudadanos recluidos en un centro penitenciario y los requisitos que deben 

cumplir los acuerdos o medidas de intervención de las mismas (SSTC 183/1994, 

127/1996 y 175/2000) [FJ 6].

6.  Ha de ser desestimada la alegación del vicio de incongruencia omisiva que el 

Ministerio Fiscal imputa a las resoluciones del Juzgado de Vigilancia 

Penitenciaria y de la Audiencia Provincial [FJ 4].

7.  Determinar cuál fue el objeto de la queja o denuncia del recurrente en 

amparo en la vía judicial previa requiere detenerse en las actuaciones remitidas 

por los órganos judiciales [FJ 3].

8.  Hay que destacar la inexistencia en el expediente administrativo de 

intervención de las comunicaciones del recurrente en amparo, requerido por este 

Tribunal, de un soporte documental claro y completo acerca de la medida adoptada [FJ 10].

*SENTENCIA nº 169/2001, de 16/07/2001

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3824/1999)
Fecha de Aprobación: 16/7/2001
Publicación BOE: 20010814 [«BOE» núm. 194] :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Segunda 
Ponente: don Julio Diego González Campos 
Número registro: 3824/1999 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Adolfo Francisco Scilingo Manzorro respecto de los 

Autos de la Sala de lo Penal de Audiencia Nacional y del Juzgado Central de 

Instrucción núm. 5 que mantuvieron la prohibición de abandonar el territorio 

español y la retirada de su pasaporte.

Vulneración del derecho a la libertad personal: Falta de cobertura legal de las 

medidas cautelares impuestas; resoluciones judiciales desproporcionadas, porque 

no motivan el riesgo de fuga ni ponderan la duración de la causa.

1.  La Ley de enjuiciamiento criminal no contiene una habilitación legal 

específica en cuanto a la prohibición de que los extranjeros abandonen el 

territorio nacional y la retirada del pasaporte [FJ 7].

2.  Además, no pueden constituir cobertura legal específica todas las normas 

citadas por las partes carentes del rango de Ley requerido por el art. 53.1 CE (

STC 52/1995). En segundo lugar, tampoco pueden considerarse cobertura legal 

específica aquellas disposiciones que establecen habilitaciones para la 

autoridad administrativa y no judicial, o aquellas que habilitan a los órganos 

judiciales a adoptar esta medida en otros ámbitos jurídicos y conforme a 

presupuestos diferentes [FFJJ 8 a) y b)].

3.  Las normas que habilitan específicamente para adoptar la medida cautelar más 

restrictiva del derecho a la libertad personal, la prisión provisional, no dan 

cobertura legal para que los órganos judiciales acuerden medidas cautelares 

menos restrictivas. Ese conjunto de disposiciones no aporta la suficiente 

previsión normativa, que la exigencia constitucional de certeza del Derecho y de 

protección de la libertad personal requiere (SSTC 36/1991, 151/1997) [FJ 8.c].

4.  Las resoluciones impugnadas exteriorizan la existencia de indicios de 

criminalidad. En segundo término, consta una finalidad constitucionalmente 

legítima, conjurar el riesgo de fuga. Sin embargo, ninguna de las resoluciones 

impugnadas da respuesta individual a la alegación del recurrente, ni evidencia 

qué circunstancias ha tomado en cuenta el órgano judicial para considerar que 

existía un riesgo de sustraerse a la acción de la Justicia [FJ 10].

5.  La falta de proporcionalidad de la medida deriva también del carácter 

indefinido de la prohibición de salida (mutatis mutandis STC 175/1997) [FJ 10].

6.  El hecho de que el art. 19 CE no mencione expresamente a los extranjeros no 

significa que carezcan siempre y en todo caso del derecho a la libre circulación (STC 94/1993) [FJ 4.a].

7.  En el caso analizado, la prohibición de salida del territorio español y la 

consecuente retirada del pasaporte no constituye una medida autónoma, sino una 

de las garantías que integran la medida cautelar sustitutiva de la prisión 

provisional, esto es, la libertad provisional. Por consiguiente, la legitimidad 

constitucional de las resoluciones impugnadas ha de examinarse desde la óptica 

impuesta por el derecho a la libertad personal del art. 17.1 CE [FJ 4.b].

8.  Doctrina constitucional y europea sobre el imperativo de que cualquier 

injerencia del poder público en los derechos fundamentales haya sido autorizada 

o habilitada por una disposición con rango de Ley, y que la norma legal 

habilitadora de la injerencia reúna las condiciones mínimas suficientes 

requeridas por las exigencias de seguridad jurídica y certeza del derecho [FJ 4].

9.  Este Tribunal debe ceñirse a analizar las normas que la autoridad judicial 

actuante considera que habilitan su intervención, sin perjuicio de lo que este 

Tribunal puede considerar pertinente manifestar en relación con las heterogéneas 

y múltiples disposiciones apuntadas por las partes, a los efectos de dar una 

respuesta a quienes tienen, y han manifestado ante este Tribunal, un interés 

legítimo en oponerse al presente recurso de amparo [FJ 5].

10.  Es el escrito de la demanda de amparo, y no el de alegaciones, el que fija 

el objeto del amparo cuyo otorgamiento se solicita (SSTC 30/1989, 55/2001) [FJ 1].

11.  El recurrente no puso de manifiesto ante el órgano judicial la lesión del 

derecho al Juez ordinario predeterminado por la Ley (SSTC 1/1981, 3/1981, 

201/2000) [FJ 2].

12.  El art. 84 LOTC permite a este Tribunal el examen de oficio de otros 

motivos distintos de los alegados en los procesos constitucionales (STC 2/1984) [

FJ 5].

13.  Es al órgano judicial a quien corresponde la adopción o no de las medidas 

cautelares permitidas por el ordenamiento, de conformidad con las previsiones 

constitucionales de protección del derecho a la libertad personal (SSTC 88/1988, 

56/1997, 14/2000) [FJ 4].

*SENTENCIA nº 192/2002, de 28/10/2002

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3201/1998)
Fecha de Aprobación: 28/10/2002
Publicación BOE: 20021120 [«BOE» núm. 278] :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Segunda 
Ponente: don Eugeni Gay Montalvo 
Número registro: 3201/1998 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Pedro Juan Odriozola Agirre frente a los Autos de la 

Audiencia Provincial de Ciudad Real y de un Juzgado de Vigilancia Penitenciaria 

que confirmaron el Acuerdo del Centro Penitenciario de Herrera de la Mancha 

sobre la intervención de sus comunicaciones orales y escritas procedentes del 

exterior.

Supuesta vulneración de los derechos a la tutela judicial efectiva y al secreto 

de las comunicaciones: STC 106/2001. Voto particular concurrente.

1.
El dato de la pertenencia a una concreta organización, de la que consta que 

ha atentado reiteradamente contra la seguridad de las prisiones y contra la vida 

y la libertad de sus funcionarios supone, en este caso, una individualización 

suficiente de las circunstancias que justifican la medida de mantenimiento de 

las comunicaciones provenientes del exterior (STC 106/2001) [FJ 6.c].

2.
El mantenimiento de la intervención de las comunicaciones se fundamenta en la 

persistencia de la causa que la originó, que no es otra que la pertenencia y 

militancia activa del demandante de amparo a una organización terrorista [FJ 6.b].

3.
En las actuaciones del presente recurso sí consta que el Acuerdo de 

mantenimiento de la intervención de las comunicaciones se notificó al Juzgado de 

Vigilancia Penitenciaria [FJ 7].

4.
Doctrina acerca del derecho al secreto de las comunicaciones de los 

ciudadanos recluidos en un centro penitenciario (STC 106/2001) [FJ 5].

5.
Debe también rechazarse la presunta vulneración del derecho a la tutela 

judicial efectiva por incongruencia omisiva, por cuanto en el Auto del Juzgado 

de Vigilancia Penitenciaria se da una respuesta expresa, aunque escueta, a la 

denuncia o queja de los internos [FJ 3].

6.
La invocación en tiempo del derecho fundamental que se considera vulnerado 

constituye un requisito insubsanable, garantía de la subsidiariedad del recurso 

de amparo (SSTC 143/1996, 279/2000) [FJ 3].

7.
No debemos entrar a analizar la actuación del Juzgado de Vigilancia 

Penitenciaria posterior a la recepción de la comunicación del acto 

administrativo, puesto que esta cuestión no es planteada en la demanda de amparo [FJ 7].

*SENTENCIA nº 193/2002, de 28/10/2002

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3203/1998)
Fecha de Aprobación: 28/10/2002
Publicación BOE: 20021120 [«BOE» núm. 278] :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Segunda 
Ponente: don Guillermo Jiménez Sánchez 
Número registro: 3203/1998 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Ignacio Orotegui Otxandorenea frente a los Autos de 

la Audiencia Provincial de Ciudad Real y de un Juzgado de Vigilancia 

Penitenciaria que confirmaron el Acuerdo del Centro Penitenciario de Herrera de 

la Mancha sobre la intervención de sus comunicaciones orales y escritas 

procedentes del exterior.

Supuesta vulneración de los derechos a la tutela judicial efectiva y al secreto 

de las comunicaciones: STC 106/2001. Voto particular concurrente.

1.
El alcance temporal del Acuerdo de prórroga de la intervención de las 

comunicaciones resulta claramente establecido en la comunicación dirigida por el 

centro penitenciario al Juzgado de Vigilancia Penitenciaria [FJ 4.b].

2.
La interpretación del ámbito material del Acuerdo en modo alguno puede 

tacharse de inidónea, innecesaria o excesiva [FJ 4.a].

3.
Consta que el Acuerdo de mantenimiento de la intervención de las 

comunicaciones se notificó al Juzgado de Vigilancia Penitenciaria [FJ 5].

4.
Doctrina constitucional acerca del derecho al secreto de las comunicaciones 

de los ciudadanos recluidos en un centro penitenciario (STC 106/2001) [FJ 3].

5.
En los trámites posteriores a la demanda no cabe modificar el petitum o la 

causa petendi, alegando extemporáneamente nuevos fundamentos o nuevas 

pretensiones (SSTC 132/1991, 55/2001) [FJ 2].

6.
No debemos entrar a analizar la actuación del Juzgado de Vigilancia 

Penitenciaria posterior a la recepción de la comunicación del acto 

administrativo, puesto que esta cuestión no es planteada en la demanda de amparo [FJ 5].

7.
Con independencia de la configuración doctrinal que se dé a la situación de 

los personados no solicitantes originarios de amparo, es lo cierto que no pueden 

transformarse en recurrentes (STC 66/1989) [FJ 1].

*SENTENCIA nº 194/2002, de 28/10/2002

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3207/1998)
Fecha de Aprobación: 28/10/2002
Publicación BOE: 20021120 [«BOE» núm. 278] :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Segunda 
Ponente: don Pablo Cachón Villar 
Número registro: 3207/1998 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Mitxel Turrientes Ramírez frente a los Autos de la 

Audiencia Provincial de Ciudad Real y de un Juzgado de Vigilancia Penitenciaria 

que confirmaron el Acuerdo del Centro Penitenciario de Herrera de la Mancha 

sobre la intervención de sus comunicaciones orales y escritas procedentes del 

exterior.

Supuesta vulneración de los derechos a la tutela judicial efectiva y al secreto 

de las comunicaciones: STC 106/2001.

1.
La pertenencia a una concreta organización, de la que consta que ha atentado 

reiteradamente contra la seguridad de las prisiones y contra la vida y la 

libertad de sus funcionarios supone una individualización suficiente de las 

circunstancias que justifican la medida de intervención de las comunicaciones 

provenientes del exterior (STC 106/2001) [FJ 8].

2.
Se trata de conjurar con la medida de intervención la peligrosidad de una 

comunicación incontrolada, pues la organización terrorista a la que pertenece el 

demandante de amparo es especialmente peligrosa para la seguridad del centro 

penitenciario [FJ 7].

3.
La interpretación del ámbito material del citado Acuerdo llevada a cabo por 

la Administración penitenciaria, en modo alguno puede tacharse de inidónea, 

innecesaria o excesiva [FJ 7].

4.
Consta en las actuaciones que del expresado Acuerdo del centro penitenciario 

se dio a la autoridad judicial expresión de su causa, así como de la duración de 

la medida [FJ 10].

5.
Doctrina acerca del derecho al secreto de las comunicaciones de los 

ciudadanos recluidos en un centro penitenciario (STC 106/2001) [FJ 6].

6.
El art. 25.2 CE no contiene un derecho fundamental a la reinserción social, 

sino un mandato al legislador para orientar la política penal y penitenciaria (

STC 75/1998) [FJ 9].

7.
No concurre el defecto de incongruencia omisiva por cuanto el Auto del 

Juzgado de Vigilancia Penitenciaria da una respuesta expresa, aunque escueta, a 

la denuncia o queja de los internos (STC 106/2001) [FJ 5].

8.
La invocación en tiempo del derecho fundamental que se considera vulnerado 

constituye un requisito insubsanable, garantía de la subsidiariedad del recurso 

de amparo (STC 143/1996, 278/2000) [FJ 4].

9.
Hemos de reducir nuestro examen a los estrictos límites de lo que constituyó 

el objeto de la queja o denuncia del demandante de amparo en la vía judicial 

previa (STC 201/2000) [FJ 3].

SENTENCIA nº 205/2002, de 11/11/2002

Recurso de amparo.
Documento (Registro 1469/1999)
Fecha de Aprobación: 11/11/2002
Publicación BOE: 20021129 [«BOE» núm. 286] :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Segunda 
Ponente: don Eugeni Gay Montalvo 
Número registro: 1469/1999 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Tomás López Alonso, luego sustituido por 

fallecimiento, frente a las Sentencia s de la Audiencia Provincial y de un 

Juzgado de lo Penal de Logroño que lo condenaron por un delito de amenazas.

Vulneración de los derechos al secreto de las comunicaciones y a la presunción 

de inocencia: intervención telefónica autorizada mediante Auto no incorporado a 

las actuaciones judiciales; prueba de cargo ilícita.

1.
El Auto del Juzgado de Instrucción de Pamplona que autorizó la intervención 

telefónica, documentado en actuaciones procesales, nunca llegó a incorporarse al 

proceso judicial que concluyó con la condena del recurrente por Tribunales de 

Logroño [FJ 5].

2.
El derecho fundamental del art. 18.3 CE fue lesionado, pues los afectados por 

la intervención fueron privados de su derecho a conocer los exactos términos de 

la motivación de la resolución judicial (STC 49/1999) [FJ 5].

3.
Doctrina sobre la intervención de las comunicaciones telefónicas como 

limitación el derecho fundamental a su secreto (art. 18.3 CE; SSTC 49/1996, 

123/2002) [FJ 4].

4.
Las resoluciones judiciales no ponderaron otras pruebas constitucionalmente 

legítimas, distintas de las directamente derivadas de las escuchas, por lo que 

debemos concluir que no hubo prueba de cargo lícitamente obtenida en la que se 

justificase la conde-

na [FJ 5].

5.
Derecho fundamental a la presunción de inocencia (SSTC 49/1999, 82/2002)[FJ 6].

6.
La legitimación activa se sustenta no tanto en la titularidad del derecho 

cuya protección se demanda, cuanto en la posesión de un interés legítimo, 

categoría más amplia que la de derecho subjetivo y la de interés directo (STC 

239/2001) [FJ 3].

*SENTENCIA nº 14/2003, de 28/01/2003

Recurso de amparo.
Documento (Registro 4184-2000/)
Fecha de Aprobación: 28/1/2003
Publicación BOE: 20030219 [«BOE» núm. 43] :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Segunda 
Ponente: don Vicente Conde Martín de Hijas 
Número registro: 4184-2000/ 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Mederico Serna Vergara frente a la Sentencia de la 

Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional que desestimó su 

demanda contra el Ministerio del Interior por responsabilidad patrimonial.

Vulneración de los derechos a la propia imagen y al honor: difusión por la 

policía de la fotografía de un detenido, por su implicación en una investigación 

por asesinato, tomada para su rese±a en los archivos policiales.

1.
La difusión o distribución por la policía a determinados medios de 

comunicación de la rese±a fotográfica tomada al demandante de amparo, el día de 

su detención en dependencias policiales con destino a su ficha policial, ha 

vulnerado su derecho a la propia imagen [FJ 11].

2.
Identificados los presuntos autores de los hechos delictivos, y encontrándose 

detenido el demandante, no puede estimarse que la intromisión que ha padecido en 

su derecho a la propia imagen se encuentre justificada por los distintos bienes 

constitucionales e intereses públicos aducidos [FJ 11].

3.
A pesar de haberse producido una intromisión en el derecho del demandante de 

amparo a la propia imagen, la misma puede no resultar ilegítima si se revela 

como idónea y necesaria para alcanzar un fin constitucionalmente legítimo, 

proporcionada para lograrlo y se lleva a cabo utilizando los medios necesarios 

para procurar una mínima afectación del ámbito garantizado por el derecho 

fundamental (STC 156/2001) [FJ 9].

4.
La constitucionalidad de cualquier medida restrictiva de derechos 

fundamentales viene determinada por la estricta observancia del principio de 

proporcionalidad (SSTC 66/1995, 186/2000) [FJ 9].

5.
La información vertida por las instituciones públicas o sus órganos en el 

ejercicio de sus atribuciones queda fuera del ámbito protegido por la libertad 

reconocida en el art. 20.1.d CE, porque los sujetos titulares de la libertad de 

información y del correlativo derecho a recibirla son la colectividad, cada uno 

de sus ciudadanos y los profesionales del periodismo, pero en ningún caso las 

instituciones pública o sus órganos (SSTC 185/1989 y 254/1993; ATC 19/1993) [FJ 

8].

6.
Ha de configurarse la fotografía cuestionada como un dato de carácter 

personal del demandante de amparo, obtenida y captada por las fuerzas y cuerpos 

de seguridad del Estado y respecto al cual sus miembros están obligados en 

principio al deber del secreto profesional [FJ 7].

7.
Si la finalidad y razón de ser de la rese±a fotográfica policial tomada al 

demandante de amparo era facilitar su recono cimiento, no puede lógicamente 

sostenerse que esa fotografía distribuida por la policía a determinados medios 

de comunicación no permitiese la identificación del recurrente en amparo [FJ 6].

8.
Que el carácter inusual del nombre propio del demandante de amparo que se 

reproduce en la nota de prensa permitiese su identificación por las personas que 

ya lo conocían, en modo alguno excluye la apreciada intromisión en el derecho a 

la propia imagen como consecuencia de la distribución o difusión por la policía 

de la referida fotografía [FJ 6].

9.
Doctrina sobre el derecho a la propia imagen [FJ 5].

10.
Ha de estimarse también vulnerado el derecho al honor como consecuencia de 

la difusión por la policía de la rese±a fotográfica de una persona en su 

condición de detenida, al no existir en este caso otros derechos o bienes 

constitucionales que pudieran justificar la intromisión [FJ 12].

11.
No ha resultado afectado el derecho a la intimidad personal, ya que la 

fotografía difundida por la policía no desvela aspectos de la vida privada o 

partes íntimas del cuerpo (SSTC 81/2001, 156/2001) [FJ 4].

12.
La apreciación de la vulneración del derecho a la imagen no impedirá, en su 

caso, la apreciación de la vulneración de las eventuales lesiones de derechos 

autónomos, a la intimidad o al honor, que a través de la imagen se hayan podido 

causar (SSTC 81/2001, 83/2002) [FJ 4].

13.
El derecho del recurrente en amparo a percibir la indemnización económica 

que proceda por responsabilidad patrimonial de la Administración del Estado es 

una cuestión reservada a la jurisdicción ordinaria y no susceptible de amparo 

constitucional (STC 13/2001) [FJ 1].

14.
Las únicas quejas que pueden ser atendidas en esta vía de amparo 

constitucional son las que la propia parte actora deduce en su demanda, al ser 

ésta la rectora del proceso (SSTC 74/1985, 57/1994) [FJ 1].

15.
El presente recurso de amparo ha de entenderse promovido por la vía del art. 

43 LOTC, al no achacarse en el escrito de demanda una lesión autónoma de los 

derechos a la Sentencia de la Audiencia Nacional, que en realidad se reprocha a 

la actuación policial [FJ 1].

16.
Procede retrotraer las actuaciones judiciales para que se dicte una nueva 

Sentencia en la que el órgano judicial, si procede, se pronuncie sobre la 

pretensión del demandante de amparo de responsabilidad patrimonial de la 

Administración del Estado [FJ 13].

SENTENCIA nº 85/2003, de 08/05/2003

Recursos de amparo electoral.
Documento (Registro 2589-2003 y otros 376 (acumulados)/)
REPETIDA: pág.58.

SENTENCIA nº 39/2004, de 22/03/2004

Recursos de amparo.
Documento (Registro 2023-2001, 2173-2001, 2179-2001 y 2183-2001 (acumulados)/)
Fecha de Aprobación: 22/3/2004
Publicación BOE: 20040423 :: (Doc. PDF) 
Ponente: don Guillermo Jiménez Sánchez 
Número registro: 2023-2001, 2173-2001, 2179-2001 y 2183-2001 (acumulados)/ 
Recurso tipo: Recursos de amparo. 

Extracto:

Promovidos por don Juan Miguel Nieto Rodríguez y otros frente a las 

Sentencias de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo y de la Audiencia 

Provincial de Madrid, que les condenaron por un delito continuado de 

interceptación ilegal de las comunicaciones telefónicas desde el CESID.

Vulneración del derecho al juez imparcial: Sala de enjuiciamiento formada por 

los mismos Magistrados que habían revocado el archivo de la causa, mediante Auto 

que exteriorizaba un juicio anticipado.

SENTENCIA nº 99/2004, de 27/05/2004

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3293-2004/)
Fecha de Aprobación: 27/5/2004
Publicación BOE: 20040610 :: (Doc. PDF) 
Ponente: don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez 
Número registro: 3293-2004/ 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por la agrupación de electores Herritarren Zerrenda frente a 

las Sentencias de la Sala Especial del art. 61 LOPJ del Tribunal Supremo que 

anularon su candidatura para las elecciones europeas de 2004.

Supuesta vulneración de los derechos a un proceso con garantías, a la igualdad 

de armas, a la defensa y a la prueba; del derecho a la intimidad personal; y de 

los derechos a acceder a los cargos representativos y a la libertad ideológica: 

perentoriedad de los recursos electorales y rechazo razonado de pruebas o de su 

impugnación; datos personales de los candidatos; agrupación electoral que de 

hecho continúa o sucede la actividad de un partido político ilegal (STC 85/2003). Voto particular concurrente.

SENTENCIA nº 127/2004, de 19/07/2004

Recurso de amparo.
Documento (Registro 5108-2001/)
Fecha de Aprobación: 19/7/2004
Publicación BOE: 20040818 :: (Doc. PDF) 
Ponente: don Roberto García-Calvo y Montiel 
Número registro: 5108-2001/ 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por Julio César Lastres Mendiola frente a las Sentencias de 

un Juzgado de Instrucción de Haro y de un Juzgado de Paz de Santa Domingo de la 

Calzada que le condenaron por una falta de injurias a otro concejal.

Vulneración del derecho a la libre expresión: condena penal pronunciada sin 

examinar las libertades fundamentales alegadas, y por expresiones proferidas en 

una discusión pública, que versa sobre asuntos de interés público y que atañe a 

personajes públicos.

SENTENCIA nº 68/2005, de 31/03/2005

Recurso de amparo electoral.
Documento (Registro 2147/2005)
Fecha de Aprobación: 31/3/2005
Publicación BOE: 20050419 :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Segunda. 
Ponente: don Pascual Sala Sánchez 
Número registro: 2147/2005 
Recurso tipo: Recurso de amparo electoral. 

Extracto:

Provomovido por la agrupación de electores Aukera Guztiak (AG) en los 

territorios históricos de —lava, Guipúzcoa y Vizcaya respecto de la Sentencia 

del Tribunal Supremo que anuló los Acuerdos de las Juntas Electorales de 

proclamación de sus candidaturas en las elecciones al Parlamento Vasco.  

Supuesta vulneración de los derechos a la tutela judicial efectiva, a un proceso 

con garantías, a la defensa y a la prueba; a participar en los asuntos públicos, 

a la libertad ideológica y a la intimidad: perentoriedad de los recursos 

electorales y rechazo razonado de pruebas; prueba sobre garantías de la 

intervención de comunicaciones de un preso; datos personales de los avalistas; 

agrupación electoral que de hecho continúa o sucede la actividad de un partido 

político ilegal (STC 85/2003 y 99/2004).

*SENTENCIA nº 263/2005, de 24/10/2005

Recurso de amparo.
Documento (Registro 5134-2002/)
Fecha de Aprobación: 24/10/2005
Publicación BOE: 20051129 :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Primera. 
Ponente: doña María Emilia Casas Baamonde 
Número registro: 5134-2002/ 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Noureddine Salim Adou-malou frente a las Sentencias 

de las Salas de lo Penal del Tribunal Supremo y de la Audiencia Nacional que le 

condenaron por delitos de pertenencia a banda armada y tenencia de útiles para 

falsedades documentales y de armas. Supuesta vulneración de los derechos a la 

presunción de inocencia, a la prueba y a un proceso sin dilaciones: condena 

fundada en prueba de referencia irrelevante y en prueba indiciaria suficiente 

sobre pertenencia a grupo terrorista, falsificación de documentos y tenencia de 

armas; denegación de prueba sobre indulto en un país extranjero y principio de 

territorialidad; dilaciones consumadas (STC 146/2000).

SENTENCIA nº 11/2006, de 16/01/2006

Recurso de amparo.
Documento (Registro 5310-2002/)
Fecha de Aprobación: 16/1/2006
Publicación BOE: 20060215 :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Primera. 
Ponente: don Manuel Aragón Reyes 
Número registro: 5310-2002/ 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Jon Koldo Aparicio Benito frente a los Autos de la 

Audiencia Provincial de Palencia y de un Juzgado de Vigilancia Penitenciaria de 

Castilla-León que desestimaron su queja contra el centro penitenciario La 

Moraleja, de Dueñas, sobre retención de la revista "Kale Gorria". Supuesta 

vulneración del derecho a la libre información: retención de una revista de 

circulación legal a preso por delitos de terrorismo justificada.

SENTENCIA nº 123/2006, de 24/04/2006

Recurso de amparo.
Documento (Registro 5173-2002/)
Fecha de Aprobación: 24/4/2006
Publicación BOE: 20060526 :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Segunda. 
Ponente: don Vicente Conde Martín de Hijas 
Número registro: 5173-2002/ 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Bachir Belhakem frente a las Sentencia de las Salas 

de lo Penal del Tribunal Supremo y de la Audiencia Nacional que le condenaron 

por delitos de pertenencia a banda armada con agravante de terrorismo y tenencia 

ilícita de útiles para falsificación y de armas.  Supuesta vulneración de los 

derechos al secreto de las comunicaciones y a la presunción de inocencia: 

intervención telefónica ajena a la condena penal, que se funda en prueba 

indiciaria suficiente (STC 263/2005).

SENTENCIA nº 272/2006, de 25/09/2006

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3791-2003/)
Fecha de Aprobación: 25/9/2006
Publicación BOE: 20061026 :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Primera. 
Ponente: don Manuel Aragón Reyes 
Número registro: 3791-2003/ 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por don Francisco Javier Torres Guisado respecto a la 

Sentencia de la Sala de lo Militar del Tribunal Supremo que desestimó su demanda 

contra el Ministro de Defensa en contencioso-disciplinario militar por sanción 

de suspensión de empleo.

Supuesta vulneración de los derechos a la presunción de inocencia, a la prueba, 

a la defensa, a la intimidad personal y a la libertad de expresión: sanción 

disciplinaria fundada en prueba de cargo y previo procedimiento sancionador con 

garantías; aportación de documentos del expediente personal; manifestaciones 

efectuadas por un funcionario a varios periódicos sobre el funcionamiento 

interno de la Guardia civil (STC 270/1994).

V. LIBERTAD IDEOLÓGICA, DE EXPRESIÓN E INFORMACIÓN

SENTENCIA nº 127/1995, de 25/07/1995

Recurso de amparo.
Documento (Registro 1361/1994)
Fecha de Aprobación: 25/7/1995
Publicación BOE: 19950822 [«BOE» núm. 200] 
Sala: Sala Primera: Excmos. Sres. Rodríguez, Gimeno, Cruz, Ruiz, Jiménez de Parga y Delgado. 
Ponente: don Enrique Ruiz Vadillo 
Número registro: 1361/1994 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

1. Como ha destacado nuestra reciente STC 94/1995, en el contenido del 

art. 28.1 C.E. se integra también la vertiente funcional del derecho a la 

actividad sindical que garantiza un ámbito esencial de libertad para organizarse 

a través de instrumentos de actuación de la forma que se considere más adecuada 

a la efectividad de la acción, dentro, claro está, del respeto a la Constitución 

y a la Ley (STC 292/1993). Este derecho, como cualquier otro, no es ilimitado ni 

absoluto. En el art. 28.1 C.E. se integra, pues, el derecho a llevar a cabo una 

libre acción sindical comprensiva de todos los medios lícitos y sin debidas 

injerencias de terceros (SSTC 37/1983, 51/1984 y 134/1994), expresiones que en 

sí mismas conllevan ya límites a su ejercicio [F.J. 3].

2. En este orden de cosas la importancia que alcanza en nuestro Estado de 

Derecho, democrático y social, la libertad sindical como expresión de la defensa 

y promoción de los derechos que le son propios con arreglo al art. 7 C.E., 

obliga a que nuestro enjuiciamiento no se pueda circunscribir a verificar el 

carácter motivado, razonable y no arbitrario de la resolución impugnada, ya que 

el derecho afectado es un derecho fundamental sustantivo, sino que ha de 

extenderse a examinar detenidamente la corrección constitucional de la 

ponderación efectuada entre el ejercicio del derecho y sus límites para evitar 

que el contenido de la libertad sindical resulte indebidamente sacrificado. Por 

lo que respecta a los miembros del Cuerpo Nacional de Policía, la Ley Orgánica 

2/1986, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, establece, de acuerdo con el diseño 

constitucional del derecho de sindicación de la policía (art.28.1 C.E.), ciertas 

limitaciones a su ejercicio que se explican por las especiales características 

de la función policial y su carácter de instituto armado. Concretamente los 

límites vienen dados por el respeto a los derechos fundamentales y libertades 

públicas reconocidas en la Constitución y, especialmente, el derecho al honor, a 

la intimidad y a la propia imagen, así como el crédito y prestigio de las 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, la seguridad ciudadana y de los 

propios funcionarios y la garantía del secreto profesional (art. 19). Tales 

limitaciones alcanzan, en particular, a la libre acción o actividad sindical, 

dentro de cuya expresión debe encuadrarse, en lo que aquí interesa, la libertad 

de información (STC 273/1994). Los principios de jerarquía y subordinación, que 

definen al Cuerpo (art. 18 de la Ley citada), pueden limitar la libertad de 

información en materia sindical; así lo hemos reconocido en la STC 81/1983 al 

manifestar que la crítica en el ejercicio de la condición de representante 

sindical deberá hacerse con la mesura necesaria para no incurrir en vulneración 

al respeto a los superiores y para no poner en peligro el buen fucionamiento del 

servicio y de la institución policial [F.J. 3].

SENTENCIA nº 144/1998, de 30/06/1998

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3805/1994)
Fecha de Aprobación: 30/6/1998
Publicación BOE: 19980730 [«BOE» núm. 181] :: (Doc. PDF) 
Sala: Sala Primera: Excmos. Sres. Rodríguez, Gimeno, Cruz, Jiménez de Parga y García. 
Ponente: don Pablo García Manzano 
Número registro: 3805/1994 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

1.
Según dijimos en la STC 4/1996, la distinción entre pensamientos, 

ideas y opiniones, de un lado y comunicación informativa de hechos, de otro, 

tiene decisiva importancia a la hora de determinar la legitimidad del ejercicio 

de esas libertades, pues mientras los hechos son susceptibles de prueba, las 

opiniones o juicios de valor, por su naturaleza abstracta, no se prestan a una 

demostración de exactitud (STC 107/1988), y ello hace que al que ejercita la 

libertad de expresión no le sea exigible la prueba de la verdad o diligencia en 

su averiguación (STC 223/1992), que condiciona, sin embargo, la legitimidad del 

derecho de información por expreso mandato constitucional, que ha añadido al 

término «información» del art. 20.1 d) el adjetivo «veraz» [F.J. 2].

2.
De acuerdo con consolidada jurisprudencia, el derecho al honor sólo cede ante 

la libertad de información cuando es veraz y se refiere a asuntos públicos de 

interés general por las materias sobre las que versa o por las personas que en 

ellas intervienen (SSTC 240/1992 y 3/1997, entre otras) [F.J. 2].

3.
El requisito constitucional de la veracidad de la información «ex» art. 20.1 

d) C.E., no se halla ordenado a procurar la concordancia entre la información 

difundida y la verdad material u objetiva de los hechos narrados, de manera tal 

que proscriba los errores o inexactitudes en que pueda incurrir el autor de 

aquella, sino que, más propiamente, se encamina a exigir del informador un 

específico deber de diligencia en la búsqueda de la verdad de la noticia y en la 

comprobación de la información difundida, de tal manera que lo que transmita 

como hechos o noticias haya sido objeto de previo contraste con datos objetivos 

o con fuentes informativas de solvencia. La garantía constitucional de esta 

libertad no protege, como ha recordado la STC 172/1990, fundamento jurídico 3.º, 

«a quienes, defraudando el derecho de todos a recibir información veraz, actúan 

con menosprecio de la veracidad o falsedad de lo comunicado, comportándose de 

manera negligente e irresponsable al transmitir como hechos verdaderos simples 

rumores carentes de toda constatación o meras invenciones o insinuaciones 

insidiosas» [F.J. 4].

4.
Ha de precisarse, además, que el específico deber de diligencia que incumbe 

al informador es exigible con diferente grado de intensidad en función de que la 

noticia se presente como una comunicación neutra, en cuanto procedente de la 

originaria información de otro medio de comunicación o fuente informativa, de la 

que simplemente se dá traslado, (SSTC 336/1993 y 41/1994), o bien se trate de 

una información asumida por el medio y su autor como propia, en cuyo caso, el 

deber de diligencia para contrastar la veracidad de los hechos comunicados no 

justifica atenuación o flexibilización alguna, sino que debe ser requerido en 

todo su rigor [F.J. 4].

5.
Un adecuado análisis de esa información pone de manifiesto que la misma no 

puede ser calificada como reportaje neutral en los términos en que lo ha hecho 

nuestra jurisprudencia (SSTC 32/1993 y 190/1996, entre otras) sino, más 

exactamente, como una información, en origen ajena, que fue asumida y elaborada 

como propia por «Interviú» [F.J. 5].

6.
Conviene subrayar que el sesgo informativo que el semanario «Interviú» 

introdujo en el hecho noticiable vino a incorporar, y aun a situar en un primer 

plano, una serie de aspectos deliberadamente conectados con supuestas 

actividades relacionadas con el terrorismo de ETA, y que, mediante la 

orientación informativa así producida, vienen a atribuirse al diplomático 

español citado en el reportaje. Así, en la página 11 del referido reportaje, 

puede leerse que las investigaciones de la policía holandesa sobre su persona 

«incluía sospechas sobre complicidades con el tráfico de automóviles, armas y 

drogas, así como conexiones a través de los bajos fondos holandeses con la 

cúpula de ETA-Militar y con los intermediarios que aprovisionan de armas y 

municiones a la organización». Se infiere de lo expuesto que este particular 

aspecto del reportaje, a pesar de la notoria gravedad de la imputación realizada, descansó exclusivamente en la mera sospecha de sus autores, quienes, teniendo 

ocasión para ello no la contrastaron ni desplegaron esfuerzo informativo alguno 

en orden a su eventual acreditación, a pesar de que ese deber de contrastación 

«ha de cumplirse con especial intensidad cuando la noticia divulgada pueda 

suponer, por su propia contenido, un descrédito de la persona a la que la 

información se refiere» (STC 178/1993, fundamento jurídico 5.º [F.J. 6].

*SENTENCIA nº 136/1999, de 20/07/1999

Recurso de amparo
Documento (Registro 5459/1997 (avocado al Pleno))
REPETIDA EN PAG 2, 30, 72 Y 100.

*SENTENCIA nº 290/2000, de 30/11/2000

Recursos de inconstitucionalidad acumulados.
Documento (Registro 201/93, 219)
REPETIDA PAG 33 Y 103.

*SENTENCIA nº 14/2003, de 28/01/2003

Recurso de amparo.
Documento (Registro 4184-2000/)
REPETIDA PAG 55, 78 ,110.

*SENTENCIA nº 48/2003, de 12/03/2003

Recurso de inconstitucionalidad.
Documento (Registro 5550-2002/)
REPETIDA PAG 56.

*SENTENCIA nº 85/2003, de 08/05/2003

Recursos de amparo electoral.
Documento (Registro 2589-2003 y otros 376 (acumulados)/)
REPETIDA: pág. 58.

*SENTENCIA nº 176/2003, de 10/10/2003

Recurso de amparo electoral.
Documento (Registro 5994-2003/)
REPETIDA PAG 60.

*SENTENCIA nº 5/2004, de 16/01/2004

Recurso de amparo.
Documento (Registro 2330-2003/)
REPETIDA PAG 61.

*SENTENCIA nº 99/2004, de 27/05/2004

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3293-2004/)
REPETIDA PAG 62.

*SENTENCIA nº 127/2004, de 19/07/2004

Recurso de amparo.
Documento (Registro 5108-2001/)
REPETIDA PAG 112.

*SENTENCIA nº 68/2005, de 31/03/2005

Recurso de amparo electoral.
Documento (Registro 2147/2005)
Documento (Registro 2147/2005)
REPETIDA PAG 63.

*SENTENCIA nº 2/2006, de 16/01/2006

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3274-2001/)
REPETIDA PAG 64.

*SENTENCIA nº 11/2006, de 16/01/2006

Recurso de amparo.
Documento (Registro 5310-2002/)
REPETIDA PAG 65.

*SENTENCIA nº 272/2006, de 25/09/2006

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3791-2003/)
REPETIDA PAG 66.

VI. DERECHO DE ASOCIACIÓN

*SENTENCIA nº 290/2000, de 30/11/2000

Recursos de inconstitucionalidad acumulados.
Documento (Registro 201/93, 219)
REPETIDA PAG 33, 103, 118.

*SENTENCIA nº 48/2003, de 12/03/2003

Recurso de inconstitucionalidad.
Documento (Registro 5550-2002/)
REPETIDA PAG 56, 118.

*SENTENCIA nº 85/2003, de 08/05/2003

Recursos de amparo electoral.
Documento (Registro 2589-2003 y otros 376 (acumulados)/)
REPETIDA PAG 58.

*SENTENCIA nº 5/2004, de 16/01/2004

Recurso de amparo.
Documento (Registro 2330-2003/)
REPETIDA PAG 61-118.

SENTENCIA nº 6/2004, de 16/01/2004

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3153-2003/)
Fecha de Aprobación: 16/1/2004
Publicación BOE: 20040212 :: (Doc. PDF) 
Ponente: don Pablo Cachón Villar 
Número registro: 3153-2003/ 
Recurso tipo: Recurso de amparo. 

Extracto:

Promovido por Herri Batasuna frente a la Sentencia de la Sala Especial 

del artículo 61 LOPJ del Tribunal Supremo que decretó su ilegalización.

Supuesta vulneración del derecho de asociación: disolución de sucesivas 

formalizaciones jurídicas de un único partido político de hecho.

*SENTENCIA nº 68/2005, de 31/03/2005

Recurso de amparo electoral.
Documento (Registro 2147/2005)
REPETIDA PAG 63, 119.

*SENTENCIA nº 272/2006, de 25/09/2006

Recurso de amparo.
Documento (Registro 3791-2003/)
REPETIDA PAG 66,119.

*SENTENCIA nº 282/2006, de 09/10/2006

Recurso de amparo.
Documento (Registro 2278-2003/)
REPETIDA PAG 67.

VII. OTROS: DISPERSIÓN; RESPONSABILIDAD PENAL DE LAS PERSONAS JURÍDICAS

Dispersión de presos (con o sin relación con el derecho a la vida familiar)

*No se ha encontrado jurisprudencia

Responsabilidad penal de las personas jurídicas

*SENTENCIA nº 290/2000, de 30/11/2000

Recursos de inconstitucionalidad acumulados.
Documento (Registro 201/93, 219)
REPETIDA PAG 33, 103, 118.

*SENTENCIA nº 48/2003, de 12/03/2003

Recurso de inconstitucionalidad.
Documento (Registro 5550-2002/)
REPETIDA PAG 56, 118, 121.

*SENTENCIA nº 85/2003, de 08/05/2003

Recursos de amparo electoral.
Documento (Registro 2589-2003 y otros 376 (acumulados)/)
REPETIDA pág. 58.

*SENTENCIA nº 176/2003, de 10/10/2003

Recurso de amparo electoral.
Documento (Registro 5994-2003/)
REPETIDA PAG 60, 119.

*SENTENCIA nº 5/2004, de 16/01/2004

Recurso de amparo.
Documento (Registro 2330-2003/)
REPETIDA PAG 61-118, 121.



ANEXO 5:

 LISTADO DE JURISPRUDENCIA DE LA AUDIENCIA NACIONAL SOBRE POSIBLES DERECHOS FUNDAMENTALES AFECTADOS POR LAS POLÍTICAS ANTITERRORISTAS.
AUDIENCIA NACIONAL 

A) INCOMUNICACIÓN 

1) AN (Sala de lo Penal, Sección 3ª) Sentencia núm. 35/1997 de 3 octubre 1997. 

PRESUNCION DE INOCENCIA: CONFESION DEL IMPUTADO: existencia de prueba: asesinato: confesión del imputado -miembro de comando de ETA- ante el Juez de Instrucción, con presencia del Ministerio Fiscal y asistencia de Letrado; confesión del coimputado ante la Ertzaintza, con presencia de letrado, no ratificada a presencia judicial pero sometida a contradicción en el acto del juicio oral.
PRUEBA: TESTIFICAL Y PERICIAL: de agentes de policía en causa por atentado terrorista: validez de la efectuada ocultando los declarantes su rostro al público presente en la Sala. ASESINATO: ALEVOSIA: existencia: disparo por sorpresa a persona tras llamar a la puerta de su domicilio: comunicabilidad a partícipe que aguardaba al autor material en la calle; AUTORIA: apreciable: «Societas sceleris»: comando de ETA: un miembro sube a una vivienda a disparar a la víctima y el otro miembro le espera en la calle cubriéndole la huida. 

B) DERECHO ASOCIACIÓN 

ARTÍCULO 129 DEL CÓDIGO PENAL.- 
1.- Juzgado Central de Instrucción nº 5 de la Audiencia Nacional,  Auto de 4 mayo. 

CONSECUENCIAS ACCESORIAS: Clausura de la empresa, sus locales o establecimientos: Temporal: procedencia: «herriko taberna» cuyos locales están arrendados a una «eusko elkartea», conforme a los criterios del entramado de la organización terrorista ETA y su entorno, y en cuyo interior fue detenido un integrante de las organizaciones ilegales «Jarrai-Haika-Segi», con funciones de responsable provincial de EKIN, que desarrollaba en ella sus funciones políticas, reuniéndose allí con otros responsables, distribuyendo «zutabes», bonos para financiación del entramado terrorista y otra documentación, encontrándose parte de la misma en los locales. 

2.- Juzgado Central de Instrucción nº 5 de la Audiencia Nacional, Auto de 17 enero. 

CONSECUENCIAS ACCESORIAS: Suspensión temporal de actividades y clausura de centros del partido político HB-EH-BATASUNA: prórroga de medida cautelar: competencia para su adopción: Juzgado Central de Instrucción de la Audiencia Nacional; Clausura de la empresa, sus locales o establecimientos y suspensión de las actividades de la sociedad, fundación o asociación: temporal: medida cautelar: prórroga por el plazo de dos años: procedencia: HB-EH-BATASUNA como partido político integrado en complejo terrorista dirigido por ETA: alcance: intención de conformar un Congreso Político dirigido a fijar una estrategia nunca ajena a las directrices de ETA: proporcionalidad de la medida. DERECHO DE REUNION: Vulneración: inexistencia: prohibición de celebración de Congreso Político convocado por la ilegalizada BATASUNA con la intención de fijar una estrategia y directrices de actuación y nombramiento del comité ejecutivo o mesa nacional, nunca ajena a las directrices de ETA. 

3.-  AN (Sala de lo Penal, Sección 1ª) Auto núm. 97/2002 de 7 octubre 2002. 

DERECHOS FUNDAMENTALES Y LIBERTADES PUBLICAS: Vulneración inexistente: cautelas previstas en el art. 129 CP/1995: el legislador asumió la posibilidad de que las medidas repercutieran en socios inocentes o en derechos electorales de terceros. CONSECUENCIAS ACCESORIAS: Clausura temporal de la empresa, sus locales o establecimientos y suspensión de las actividades de la sociedad, fundación o asociación: medidas cautelares: HB-EH-BATASUNA como partido político integrado en complejo terrorista dirigido por ETA: ante la continuidad de los ataques de la organización armada contra los derechos fundamentales no puede reputarse desproporcionada la adopción de dichas medidas.

4.- Juzgado Central de Instrucción nº 5 de la Audiencia Nacional, Auto de 26 agosto. 

 ASOCIACIONES ILICITAS: Bandas armadas, organizaciones o grupos terroristas: supuestos a los que se extiende el concepto de organización terrorista; alcanza a quien incita, dirige, financia y da vida a todo el complejo organizativo.
CONSECUENCIAS ACCESORIAS: Clausura de la empresa, sus locales o establecimientos: temporal: medida cautelar: procedencia: HB-EH-BATASUNA como partido político integrado en complejo terrorista dirigido por ETA: alcance; Suspensión de las actividades de la sociedad, fundación o asociación: inclusión de los partidos políticos en el término «asociación»; procedencia: medida cautelar: HB-EH-BATASUNA como partido político integrado en complejo terrorista dirigido por ETA: alcance.
DERECHOS FUNDAMENTALES Y LIBERTADES PUBLICAS: vulneración inexistente: derecho de asociación; Libertad ideológica: medida adoptada por su integración en grupo terrorista liderado por ETA, no por la adscripción ideológica.
PRINCIPIO DE LEGALIDAD PENAL: Principio de proporcionalidad.
PRINCIPIO DE LA NO INDEFENSION: vulneración inexistente: posibilidad de personarse o pedir vista de la causa al alzarse el secreto de las actuaciones, no aprovechada por la parte: omisión que sólo puede perjudicar a sí misma.
TUTELA JUDICIAL EFECTIVA: Derecho a obtener una resolución fundada jurídicamente: vulneración inexistente: la citación para la audiencia del art. 129 del CP/1995 no exige motivación. 

ARTICULO 22 CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA 

1) Juzgado Central de Instrucción número 5 de la AN, Auto de 26 agosto. 

ASOCIACIONES ILICITAS: Bandas armadas, organizaciones o grupos terroristas: supuestos a los que se extiende el concepto de organización terrorista; alcanza a quien incita, dirige, financia y da vida a todo el complejo organizativo.
CONSECUENCIAS ACCESORIAS: Clausura de la empresa, sus locales o establecimientos: temporal: medida cautelar: procedencia: HB-EH-BATASUNA como partido político integrado en complejo terrorista dirigido por ETA: alcance; Suspensión de las actividades de la sociedad, fundación o asociación: inclusión de los partidos políticos en el término «asociación»; procedencia: medida cautelar: HB-EH-BATASUNA como partido político integrado en complejo terrorista dirigido por ETA: alcance.
DERECHOS FUNDAMENTALES Y LIBERTADES PUBLICAS: vulneración inexistente: derecho de asociación; Libertad ideológica: medida adoptada por su integración en grupo terrorista liderado por ETA, no por la adscripción ideológica.
PRINCIPIO DE LEGALIDAD PENAL: Principio de proporcionalidad.
PRINCIPIO DE LA NO INDEFENSION: vulneración inexistente: posibilidad de personarse o pedir vista de la causa al alzarse el secreto de las actuaciones, no aprovechada por la parte: omisión que sólo puede perjudicar a sí misma.
TUTELA JUDICIAL EFECTIVA: Derecho a obtener una resolución fundada jurídicamente: vulneración inexistente: la citación para la audiencia del art. 129 del CP/1995 no exige motivación. 


ANEXO 6:

LISTADO DE JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL SUPREMO

SOBRE POSIBLES DERECHOS FUNDAMENTALES AFECTADOS POR LAS POLÍTICAS ANTITERRORISTAS.

TRIBUNAL SUPREMO

A. DETENCIÓN 

1.- TS (Sala de lo Penal), sentencia núm. 1250/2005 de 28 octubre. 
RECURSO DE CASACION POR QUEBRANTAMIENTO DE FORMA: Falta de claridad en hechos probados: desestimación: descripción sin confusión de los cometidos de los acusados como colaboradores de banda armada; Contradicciones en hechos probados: requisitos; desestimación. DERECHO A LA LIBERTAD: Vulneración inexistente: auto de detención incomunicada con escasa motivación pero suficiente. 
PRESUNCION DE INOCENCIA: Declaraciones del acusado: existencia de prueba: ante juez central con presencia de letrado, negándolas posteriormente, dando el tribunal validez a las mismas por su concreción y abundancia de detalles; Declaraciones de coimputados: deben estar corroboradas por otras pruebas; características; existencia de prueba: ante juez con presencia de letrado, alegando haber sufrido malos tratos pero que dijo la verdad, negándolas posteriormente, dando el tribunal validez a las mismas por su concreción y abundancia de detalles y estando corroboradas además por declaraciones de los policías que intervinieron en la causa. 
BANDAS ARMADAS: Actos de colaboración: existencia: traslado de personas, armas y material explosivo para la organización terrorista ETA procedentes de Francia. 
DERECHO A UN PROCESO SIN DILACIONES INDEBIDAS: Causas que pueden determinar las dilaciones indebidas; vulneración: más de un año de paralización de la causa en Juzgado de Instrucción sin motivo alguno: aplicación de atenuante analógica de dilaciones indebidas como simple. 

2.- TS (Sala de lo Penal), sentencia núm. 1116/1997 de 20 noviembre. 
PRESUNCION DE INOCENCIA: DECLARACION DE COIMPUTADOS: rectificadas en juicio oral: declaraciones prestadas en policía estando incomunicados: existencia de prueba: declaraciones de acusado. Error de hecho en la apreciación de las pruebas. 
ESTRAGOS: prenden fuego a oficina con «cócteles molotov»: tipificación del art. 554 del CP 1973. Derecho a un proceso con todas las garantías: vulneración inexistente: declaración de imputado en la que se omitió la firma de Secretario Judicial. Derecho a la libertad personal: DETENIDO INCOMUNICADO RATIFICANDO EL JUZGADO TAL INCOMUNICACION POR AUTO SUFICIENTEMENTE MOTIVADO. Ley penal más favorable: corresponde su determinación al Tribunal de instancia. BANDAS ARMADAS: ACTOS DE COLABORACION: inexistente en quienes causan incendios y estragos pero que no consta que

3.- TS (Sala de lo Penal), sentencia núm. 1208/1997 de 6 octubre. 

PRESUNCION DE INOCENCIA: DECLARACIONES DE COIMPUTADOS: DECLARACIONES DE LOS ACUSADOS: existencia de prueba: PRINCIPIO DE LA NO INDEFENSION: los autos deben ser siempre fundados: auto de incomunicación que valora la solicitud policial. TUTELA JUDICIAL EFECTIVA: respuesta a todas las cuestiones planteadas. ERROR DE HECHO EN LA APRECIACION DE LAS PRUEBAS.
COSA JUZGADA: identidad de personas pero no de hechos. 

B) INCOMUNICACIÓN 

1) Tribunal Supremo (Sala de lo Penal) Sentencia núm. 918/2004 de 16 julio (Interesante: Voto particular que formula el magistrado Perfecto Andrés Ibáñez)
PRESUNCION DE INOCENCIA: Diligencia de entrada y registro: prueba obtenida ilegalmente: sin presencia del interesado: significado de interesado; Inexistencia: presencia del titular del domicilio; Declaraciones del acusado: valor probatorio: autoincriminación en sede policial, no ratificada posteriormente a presencia judicial; Existencia de prueba: testimonio en el acto del juicio oral de los funcionarios policiales ante quienes el acusado realizó sus manifestaciones. 
DERECHO DE DEFENSA Y A LA ASISTENCIA DE LETRADO: Contenido: derecho a la libre elección de abogado: excepción: supuestos de incomunicación: constitucionalidad de la misma. DERECHO A UN JUEZ IMPARCIAL: supuestos contemplados por el artículo 729 LECrim; Vulneración: inexistencia: declaración de testigo introducido en el plenario por el Tribunal sentenciador para acreditar lo manifestado por otro testigo fallecido debidamente propuesto en escrito de calificación: no se trata de una prueba nueva. ASOCIACIONES ILICITAS: Bandas armadas, organizaciones o grupos terroristas: Concepto de integración en banda armada; No es exigible una actividad determinada: es suficiente con la voluntad del integrante consentidora de su pertenencia: las acciones concretas realizadas por los miembros constitutivas de infracciones penales autónomas, son independientes de este delito por tratarse de sustratos de hecho diferentes. PENALIDAD: Facultad discrecional de los tribunales: omisión del razonamiento de la cantidad de pena impuesta: posibilidad de subsanar por el Tribunal «ad quem»: falta de justificación de imposición en el límite máximo: deber de imponerse en su límite mínimo. 

2) TS (Sala de lo Penal) Sentencia núm. 1767/2001 de 8 octubre 2001. 

ABOGADOS: Incomunicación del detenido: constitucionalidad de la medida; asistencia por abogado designado de oficio: garantía de efectividad de defensa letrada.
PRESUNCION DE INOCENCIA: Confesión del imputado en el sumario rectificada en juicio oral: requisitos; existencia de prueba: terrorismo: ausencia de acreditación de malos tratos recibidos por los acusados en régimen de incomunicación.
TERRORISMO: Delitos de estragos o de incendios perteneciendo o colaborando con bandas armadas: existencia: colaboración: participación en varias acciones de organización, de forma directa, con la finalidad de conseguir objetivos a través de acciones violentas; colocación de artefacto en puerta de acceso a entidad aseguradora sita en bajos de edificio de viviendas que explosiona en la madrugada. 

3) TS (Sala de lo Penal) Sentencia núm. 1041/1997 de 4 julio 1997.  

DERECHOS DE DEFENSA Y ASISTENCIA LETRADA: vulneración inexistente: incomunicación al detenido: letrado de oficio.


DILIGENCIA DE ENTRADA Y REGISTRO: no es necesaria la presencia del interesado si se encuentra incomunicado. 

4) TS (Sala de lo Penal) Sentencia núm. 964/1996 de 30 noviembre 1996. 

PRESUNCION DE INOCENCIA: vulneración inexistente: existencia de prueba obtenida legalmente: declaración de menor de edad civil incomunicado, sin haberse avisado a sus padres de la detención por estar imputado por delitos de terrorismo. 

5) TS (Sala de lo Penal) Sentencia núm. 417/1995 de 24 marzo 1995. 

DERECHO DE DEFENSA: abogado: asistencia al detenido. PRESUNCION DE INOCENCIA: diligencia de entrada: inexistencia de prueba: falta de asistencia del interesado; BANDAS ARMADAS: pertenencia. Tenencia ilícita de armas: inexistencia de prueba. 

6) TS (Sala de lo Penal) Sentencia núm. 1406/1994 de 9 julio 1994. 

DERECHO DE DEFENSA: CONSTITUCIONALIDAD DEL ART. 527.A) LECrim.
PRESUNCION DE INOCENCIA: valor probatorio de la prueba sumarial. 

7) TS (Sala de lo Penal) Sentencia núm. 460/1994 de 28 febrero 1994. 

DERECHO DE DEFENSA Y A LA ASISTENCIA LETRADA: VULNERACION INEXISTENTE: declaraciones de detenido incomunicado ante abogado de oficio.
PRESUNCION DE INOCENCIA: CONFESION DEL IMPUTADO ANTE GUARDIA CIVIL RECTIFICADA JUDICIALMENTE: existencia de prueba. 

8) TS (Sala de lo Penal) Auto de 18 junio 1992.  (Ponente: Enrique Ruiz Vadillo) 

DERECHO A LA INTIMIDAD PERSONAL: VULNERACION: INTERVENCION DE COMUNICACIONES TELEFONICAS REALIZADAS ILEGALMENTE: NULIDAD DE LA PRUEBA.
PROCESO PENAL: OBTENCION DE LA VERDAD: respeto a la dignidad e intimidad de la persona; principio de proporcionalidad; INCOMUNICACION DE DETENIDOS O PRESOS: asistencia por el Abogado designado de oficio; DIPUTADOS: competencia de la Sala de lo Penal del T.S. para su enjuiciamiento.
PROCEDIMIENTO ABREVIADO: AUTOS DE PRISION: no precisan ratificación.
DERECHOS FUNDAMENTALES: CONFLICTO: solución por el principio de proporcionalidad: motivación. PRISION PROVISIONAL: efectos. PRESUNCION DE INOCENCIA. 

9) TS (Sala de lo Penal) Sentencia núm. 1036/1992 de 11 mayo 1992. 

DERECHO DE DEFENSA: DERECHO A ASISTENCIA LETRADA: CONSTITUCIONALIDAD DEL ART. 527 DE LA LECRIM. PRESUNCION DE INOCENCIA: CONFESION DEL IMPUTADO: DENUNCA DE MALOS TRATOS EN LA DECLARACION NO ADVERADOS: declaraciones de coimputado: informe pericial calígrafo.
C) ESPECIAL CONSIDERACIÓN DE LA TORTURA Y LOS TRATOS INHUMANOS O DEGRADANTES 

1) TS (Sala de lo Penal) Sentencia núm. 1391/2004 de 26 noviembre 2004. 

RECURSO DE CASACION POR INFRACCION DE LEY: Error de hecho en la apreciación de las pruebas: informes médicos: desestimación: error en la hora intrascendente y admisión en el informe de varias posibilidades de causación de la lesión, por lo que se deja expedito el camino para la valoración judicial.
TORTURAS Y OTROS DELITOS CONTRA LA INTEGRIDAD MORAL: elementos; Autoridad o funcionario público que, abusando de su cargo, atente de forma no grave, contra la integridad moral de una persona: existencia: golpes y patadas a detenido en la comandancia, causándole fractura de costilla; Declaraciones de la víctima: existencia de prueba: corroboradas por el informe médico que constata la lesión y por las declaraciones de los detenidos en comisaría en las celdas aledañas a la de la víctima, que oyeron golpes y gritos. 

2) TS (Sala de lo Penal) Sentencia núm. 1685/2003 de 17 diciembre 2003. 

TORTURAS Y OTROS DELITOS CONTRA LA INTEGRIDAD MORAL: elementos; tortura vindicativa o por venganza; Autoridad o funcionario público que, abusando de su cargo, atente gravemente contra la integridad moral de una persona: inexistencia: policía que propina un cabezazo a quien le había proporcionado un número de DNI falso: falta de contumacia y persistencia en la acción delictiva: lesiones con la agravante de prevalecerse el culpable de su carácter público.
RECURSO DE CASACION POR INFRACCION DE LEY: Error de hecho en la apreciación de las pruebas: dictámenes del médico forense: desestimación: contradictorio con informe médico aportado por la parte. 

3) TS (Sala de lo Penal) Sentencia núm. 1644/2002 de 9 octubre 2002. 

TORTURAS Y OTROS DELITOS CONTRA LA INTEGRIDAD MORAL: Tortura grave: existencia: agente que realizaba un control de alcoholemia y empujó, pateó y golpeó por distintas partes del cuerpo y llevó arrastrando al coche policial donde introdujo a la fuerza al denunciante, quien se negó a someterse a las pruebas. 

4) TS (Sala de lo Penal) Sentencia núm. 701/2001 de 23 abril 2001.

TORTURAS: No graves: requisitos; existencia: guardia civil en el ejercicio de sus funciones que golpea a detenidos por los incidentes que presuntamente habían protagonizado en un "pub"; absolver las faltas de injurias leves y malos tratos de obra, pero no las faltas de lesiones. DETENCION ILEGAL: Cometida por funcionario público fuera de los casos permitidos por la Ley: inexistencia: el que el detenido no sea condenado por el hecho que motiva su detención no supone la comisión del delito.
RESPONSABILIDAD CIVIL: Indemnización de perjuicios: indemnización dentro de lo solicitado por la acusación particular. PRINCIPIO ACUSATORIO: la indemnización por el delito cometido no puede sobrepasar las cantidades pedidas por las partes. 

5) TS (Sala de lo Penal) Sentencia núm. 589/1998 de 4 mayo 1998. 

RECURSO DE CASACIÓN POR QUEBRANTAMIENTO DE FORMA: DENEGACION DE DILIGENCIA DE PRUEBA: testifical innecesaria además de no poderse citar al testigo. Falta de claridad en hechos probados. NO RESOLUCION DE TODOS LOS PUNTOS OBJETO DE ACUSACION Y DEFENSA: pedida la nulidad de actuaciones, se respondió por auto, no volviéndose a plantear después. Recurso de casación por infracción de ley: SENTENCIA: ACLARACION: por auto de aclaración se sustituye la pena impuesta por otra mayor: se sobrepasa la mera corrección.
PROCEDIMIENTO ABREVIADO: necesidad de notificar al imputado el auto acordando seguir las diligencias por las normas del procedimiento abreviado: no hay indefensión si fue oído como imputado y pudo ejercer su defensa.
ERROR DE HECHO EN LA APRECIACION DE LAS PRUEBAS: los documentos invocados no son tales a efectos casacionales. TORTURAS Y OTROS DELITOS CONTRA LA INTEGRIDAD MORAL: doctrina sobre la regulación en el nuevo CP: tortura no grave: golpea con objeto contundente a persona que había citado a declarar sin necesitar tratamiento médico. 

6)  TS (Sala de lo Penal) Sentencia núm. 285/1998 de 2 marzo 1998.

ERROR DE HECHO EN LA APRECIACION DE LAS PRUEBAS: aspectos esenciales: no es documento el libro de incidencias de establecimiento penitenciario: las sentencias de otros Tribunales no tienen validez como documento a efectos casacionales.
TORTURAS: CONCEPTO: aspectos generales: diferencias con trato degradante: imposición de medidas restrictivas a reclusos no estando en curso ninguna investigación policial o judicial. FUNCIONARIOS DE PRISIONES QUE IMPONE A RECLUSOS PRIVACIONES INDEBIDAS O RIGOR INNECESARIO: doctrina general: aislamiento provisional, privación de colchones, duchas y otros teniendo en cuenta la alteración del orden dentro del centro penitenciario. Violación de la correspondencia: inaplicable al haberse interceptado y abierto por error. DESOBEDIENCIA: de director de centro penitenciario a resolución del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria: interpretación errónea de la orden rectificada ante requerimiento.
FALSEDAD DOCUMENTAL: inexistente al consignarse fecha mal por error e incluir a recluso también por error en documento cuando no estaba en el centro. 

7) TS (Sala de lo Penal) Sentencia núm. 239/1998 de 24 febrero 1998.

AUTORIDAD: tienen tal carácter los Directores de Centros Penitenciarios.
REINCIDENCIA: inaplicable en delito de atentado al haberse cometido antes delito de robo. 

8) TS (Sala de lo Penal), sentencia núm. 214/1994 de 1 febrero. 
DERECHO A UN PROCESO CON TODAS LAS GARANTÍAS SIN DILACIONES INDEBIDAS. PRESUNCIÓN DE INOCENCIA: existencia de prueba. TORTURAS: someter al interrogado a condiciones que intimiden su voluntad. Error de hecho en la apreciación de las pruebas. Falta contra las personas: lesiones; amenazas. Indemnización de perjuicios. 

TUTELA JUDICIAL EFECTIVA 

DERECHO A UNA DEFENSA (PROCESO) CON TODAS LAS GARANTÍAS (ABOGADO DE CONFIANZA)

1) TS (Sala de lo Penal, Sección 1ª), sentencia núm. 203/2007 de 13 marzo. 
AUDIENCIA NACIONAL: Competencia en única instancia: carácter excepcional de la competencia. 
DERECHO A LA INTIMIDAD PERSONAL: Intervención telefónica: vulneración: inexistencia: Auto habilitante basado en indicios acreditados; intervenciones realizadas bajo control judicial. DERECHO A UN PROCESO CON TODAS LAS GARANTIAS: Vulneración: inexistencia: falta de notificación al Ministerio Fiscal de las intervenciones telefónicas; lectura de dos declaraciones de procesado que se niega a declarar en el juicio oral: la defensa pudo haber solicitado la lectura de la tercera declaración. 
DERECHO DE DEFENSA Y A LA ASISTENCIA DE LETRADO: Contenido: asistencia al detenido y acusado: supuestos de incomunicación; Vulneración: inexistencia: entrevista con Letrado denegada: amparada en la existencia de una incomunicación. 
DERECHO FUNDAMENTAL AL JUEZ ORDINARIO PREDETERMINADO POR LA LEY: Vulneración: inexistencia: remisión de actuaciones a la Audiencia Nacional tras investigación del Juzgado de Instrucción. PRESUNCION DE INOCENCIA: Mínima actividad probatoria: existencia de prueba; Declaraciones del acusado: valor probatorio: ante la policía: lectura en el juicio oral. RECURSO DE CASACION: No resolución de todos los puntos objeto de acusación y defensa: inexistencia: cuestión previa desestimada in voce y no incorporada a la Sentencia. 
REINCIDENCIA: Antecedentes cancelados: existencia: no consta la fecha de extinción de la condena. 

2) Sentencia núm. 556/2006 Tribunal Supremo (Sección 1) del 31 de abril de 2006.
PRESUNCION DE INOCENCIA: Pruebas obtenidas con vulneración de derechos fundamentales: conexión de antijuricidad: concepto; Efectos: confesión del acusado: examen sobre aplicación de la doctrina de la conexión de antijuricidad; Intervención telefónica declarada nula: ruptura de la conexión de antijuricidad sobre confesión del acusado prestada con plena observancia de las garantías procesales que permite la reconstrucción de los hechos; Declaraciones de coimputados: requisitos; existencia de prueba: pertenencia a banda armada cualificado como promotor o director: corroborada por la propia declaración del acusado y de otro coimputado; Declaraciones del acusado: valor probatorio: facultad del juzgador para valorar todas las que preste a lo largo del proceso: requisitos; Testigos de referencia: existencia de prueba: forma parte del acervo probatorio al no constituir la única prueba de cargo; Diligencias Policiales: naturaleza y valor probatorio de información directa facilitada entre policías en el plano internacional; Diligencia de entrada y registro: prueba obtenida ilegalmente: sin presencia del interesado: concepto de "interesado": es el titular o morador del domicilio registrado aunque no sea imputado; inexistencia: acusado no detenido, estando presentes en el registro cuatro personas que residían en el mismo; Intervenciones telefónicas: requisitos de legalidad constitucional; Control judicial: prórrogas: requisitos; inexistencia: mandamiento inmotivado: por remisión a oficio policial basado en sospechas policiales de terrorismo de "Al Qaeda" con apoyo exclusivo en la condición de musulmanes practicantes de los investigados y no incorporación del auto habilitante a la causa: impide la valoración de las conversaciones como fuente de prueba; Prueba documental: prueba obtenida ilegalmente: inexistencia: comisiones rogatorias practicadas en el ámbito de la Unión Europea: existencia de garantías de imparcialidad de unos y otros jueces y del valor de sus actos.

CONSPIRACION PARA DELINQUIR: Concepto: interpretación restrictiva; inexistencia: delito de homicidio terrorista: participar en la ideación criminal del atentado del «11-S» contra las Torres gemelas de la ciudad de Nueva York.

DERECHO A LA INFORMACION: límites; Vulneración inexistente: acusado periodista que entrevista a "Bin Laden": no es el hecho que integra la condena.

DERECHO A SER INFORMADO DE LA ACUSACION: Contenido; Vulneración: inexistencia: imputación al acusado de los hechos que integran los delitos de pertenencia a organización terrorista y de conspiración para cometer el homicidio terrorista del "11-S": no empece a este derecho la no identidad de las víctimas; Acusación por pertenencia a banda armada y condena por colaboración.

PRINCIPIO ACUSATORIO: Vulneración: inexistencia: relato fáctico de la Sentencia que sin ceñirse miméticamente con el relato de los hechos realizado por la acusación, no se aparta del hecho material imputado: no produce indefensión al acusado.

DERECHO FUNDAMENTAL AL JUEZ ORDINARIO PREDETERMINADO POR LA LEY: La composición de los distintos órganos integrados en un determinado Tribunal puede variar en función de las necesidades derivadas de un mejor funcionamiento; Vulneración: inexistencia: Audiencia Nacional: Magistrado Presidente de la sección 3ª que intervino en sustitución del de la sección 1ª que era la designada para el enjuiciamiento, al tenerle que intervenir quirúrgicamente: competencia española en el enjuiciamiento de hechos realizados en España dirigidos a la planificación del "11-S".

DERECHO A UN JUEZ IMPARCIAL: vulneración: inexistencia: magistrada que formó parte de Sala que acordó la prisión preventiva del acusado atendiendo tan solo al riesgo de fuga; Medidas cautelares: la actividad que compromete la imparcialidad es la que conlleva pronunciamientos sobre el fondo, o sobre la culpabilidad.

DERECHO A UN PROCESO CON TODAS LAS GARANTIAS: Vulneración: inexistencia: traslado conjunto a las defensas para calificar, de fotocopias de las actuaciones principales, poniendo a su disposición en la sede de la Audiencia el resto de tomos y originales del proceso, así como diez copias del total de las actuaciones documentadas en casi 100.000 folios, procediendo una sola de ellas a su recogida.

DERECHO A UN PROCESO PUBLICO SIN DILACIONES INDEBIDAS: Factores a considerar para poder apreciar su vulneración: se exige concretar las demoras, interrupciones o paralizaciones; Vulneración: inexistencia: acusado sobre el que se toman medidas, y posteriormente es imputado, en un plazo razonable atendidas las circunstancias del caso: delitos de terrorismo, veinticuatro procesados y actuaciones documentadas en casi 100.000 folios.

EXTRADICION: Detención del acusado en Jordania por las autoridades de tal pais y expulsión con entrega a las españolas, sin seguir procedimiento de extradición, ni existir acuerdo sobre la misma: legalidad de la medida.

LEY PENAL: Determinación de la aplicable en el tiempo: delito permanente de integración en banda armada: se siguió perteneciendo una vez entrado en vigor el CP/1995: aplicación de éste.

BANDAS ARMADAS: Concepto y requisitos; diferencias entre integrante y colaborador; Promotores, directivos o dirigentes de sus grupos: existencia: jefe de grupo que, teniendo como finalidad ir contra toda sociedad que no asuma los principios del Islam, recluta y envía individuos a campos de entrenamiento próximos a la red terrorista "Al Qaeda", a fin de recibir adiestramiento en el manejo de armas y explosivos, recabando ayudas económicas para enviarlas a los mujahidines: finalidad más ambiciosa que la requerida jurisprudencialmente: imposición de sus creencias religiosas; Integrantes: existencia: a "Al Qaeda": recaudación de dinero para la organización y preparación de documentación falsa para los miembros de la misma; aportación de medios económicos: conducta nuclear; Actos de colaboración: requisitos; Existencia: ayuda lógistica y financiera a integrantes de "AL Qaeda" para conseguir entrevistar a "Bin Laden": el móvil carece de efectividad jurídica; Presunción de inocencia: vulneración: existencia: pertenencia a "Al Qaeda": indicios no probados a través de reconocimiento fotográfico realizado sin garantías e introducido irregularmente en el proceso, así como informes policiales basados en documentación procesalmente defectuosa; Indicios no probados a través de grabación de vídeo no visionado en el plenario, las circunstancias de su hallazgo y testificales de policías no relevantes; Colaboración con "Al Qaeda": imprecisión de supuesta ayuda económica y debilidad del resto de indicios.

TENENCIA, TRAFICO Y DEPOSITO DE ARMAS, MUNICIONES O EXPLOSIVOS: Tenencia de armas cortas de fuego reglamentadas careciendo de las licencias o permisos necesarios: existencia: dos pistolas y una carabina en perfecto estado de conservación y funcionamiento, un arma blanca de fabricación artesanal, tres navajas y diversa munición sin licencia de armas en vigor.

PENALIDAD: Motivación de la individualización de la pena: su inexistencia no determina la nulidad y devolución de la Sentencia al juzgador, si hay elementos de donde se pueda deducir la individualización; Vulneración: inexistencia: delitos de pertenencia y colaboración con banda armada: acusados que son aglutinados en cinco grupos en función de las circunstancias de los hechos imputados, aunque no se aluda a las personales por no tener relevancia en la determinación de la pena.

PRINCIPIO DE LEGALIDAD PENAL: Principio de proporcionalidad: colaboración con banda armada: siete años de prisión: ayuda lógistica y financiera a miembros de "Al Qaeda".

3) TS (Sala de lo Penal), sentencia núm. 1819/2001 de 11 octubre.
COMPETENCIA: De la Audiencia Nacional para conocer por delito de incendio de tren con peligro para las personas, constituyendo una conducta terrorista aunque su autor no esté integrado en banda armada: conducta encajable en el art. 577 CP/1995; la Audiencia Nacional es un órgano judicial ordinario, teniendo competencia respecto de determinados delitos en todo el territorio nacional, lo que no supone violación constitucional; el objeto del proceso para determinar la competencia lo determinan el relato fáctico como el hecho punible, recogido en el escrito de calificación provisional, siendo complementado para determinar la competencia de la Audiencia Nacional en vista de incidente sobre la misma. DERECHO FUNDAMENTAL AL JUEZ ORDINARIO PREDETERMINADO POR LA LEY: vulneración inexistente. 

4) TS (Sala de lo Penal) Sentencia núm. 1767/2001 de 8 octubre 2001. 

ABOGADOS: Incomunicación del detenido: constitucionalidad de la medida; asistencia por abogado designado de oficio: garantía de efectividad de defensa letrada.
PRESUNCION DE INOCENCIA: Confesión del imputado en el sumario rectificada en juicio oral: requisitos; existencia de prueba: terrorismo: ausencia de acreditación de malos tratos recibidos por los acusados en régimen de incomunicación.
TERRORISMO: Delitos de estragos o de incendios perteneciendo o colaborando con bandas armadas: existencia: colaboración: participación en varias acciones de organización, de forma directa, con la finalidad de conseguir objetivos a través de acciones violentas; colocación de artefacto en puerta de acceso a entidad aseguradora sita en bajos de edificio de viviendas que explosiona en la madrugada. 

5) TS (Sala de lo Penal), sentencia núm. 429/1999 de 7 abril. 
DERECHO A UN JUEZ IMPARCIAL: Contenido: imparcialidad subjetiva y objetiva; Vulneración: reproducción en el juicio oral de la declaración autoinculpatoria del acusado en sede policial y consiguiente interrogatorio del mismo acordados por el Presidente del Tribunal en virtud del art. 729.2º de la LECrim. NULIDAD DE ACTUACIONES: procedencia. 

6) TS (Sala de lo Penal), sentencia núm. 563/1997 de 25 abril. 
RECURSO DE CASACIÓN POR QUEBRANTAMIENTO DE FORMA: PREDETERMINACION DEL FALLO EN HECHOS PROBADOS: inaplicable a «estaban integrados en la organización ETA, grupo terrorista». Recurso de casación por infracción de ley. DERECHO AL JUEZ ORDINARIO PREDETERMINADO POR LA LEY: competencia de la Audiencia Nacional para conocer de los delitos cometidos por bandas armadas. DERECHO A UN PROCESO CON TODAS LAS GARANTIAS: vulneración inexistente: detención e incomunicación de acusados y prórroga de la misma controlada médicamente.  PRESUNCION DE INOCENCIA: DECLARACIONES DE TESTIGOS: EXISTENCIA DE PRUEBA: de policías en delito cometido por banda armada ocultos tras una mampara no siendo vistos por el público: APLICACION DE LA LO 19/1994. BANDAS ARMADAS: ACTOS DE COLABORACION: preparar escondite y poseer armas para banda armada. DEPOSITO DE ARMAS DE GUERRA Y TENENCIA DE EXPLOSIVOS: por colaboradores de banda armada con conocimiento de su posesión. 

7) TS (Sala de lo Penal), sentencia núm. 214/1994 de 1 febrero. 
DERECHO A UN PROCESO CON TODAS LAS GARANTÍAS SIN DILACIONES INDEBIDAS. PRESUNCIÓN DE INOCENCIA: existencia de prueba. 
TORTURAS: someter al interrogado a condiciones que intimiden su voluntad. Error de hecho en la apreciación de las pruebas. Falta contra las personas: lesiones; amenazas. Indemnización de perjuicios. 

INTIMIDAD Y PRIVACIDAD 

REGISTROS E INTERVENCIÓN DE COMUNICACIONES

1) TS (Sala de lo Penal, Sección 1ª), sentencia núm. 203/2007 de 13 marzo.
AUDIENCIA NACIONAL: Competencia en única instancia: carácter excepcional de la competencia. 
DERECHO A LA INTIMIDAD PERSONAL: Intervención telefónica: vulneración: inexistencia: Auto habilitante basado en indicios acreditados; intervenciones realizadas bajo control judicial. DERECHO A UN PROCESO CON TODAS LAS GARANTIAS: Vulneración: inexistencia: falta de notificación al Ministerio Fiscal de las intervenciones telefónicas; lectura de dos declaraciones de procesado que se niega a declarar en el juicio oral: la defensa pudo haber solicitado la lectura de la tercera declaración. 
DERECHO DE DEFENSA Y A LA ASISTENCIA DE LETRADO: Contenido: asistencia al detenido y acusado: supuestos de incomunicación; Vulneración: inexistencia: entrevista con Letrado denegada: amparada en la existencia de una incomunicación. 
DERECHO FUNDAMENTAL AL JUEZ ORDINARIO PREDETERMINADO POR LA LEY: Vulneración: inexistencia: remisión de actuaciones a la Audiencia Nacional tras investigación del Juzgado de Instrucción. PRESUNCION DE INOCENCIA: Mínima actividad probatoria: existencia de prueba; Declaraciones del acusado: valor probatorio: ante la policía: lectura en el juicio oral. RECURSO DE CASACION: No resolución de todos los puntos objeto de acusación y defensa: inexistencia: cuestión previa desestimada in voce y no incorporada a la Sentencia. REINCIDENCIA: Antecedentes cancelados: existencia: no consta la fecha de extinción de la condena. 

2) TS (Sala de lo Penal, Sección 1ª), sentencia núm. 1281/2006 de 27 diciembre. 
DERECHO A LA INTIMIDAD PERSONAL: Inviolabilidad del domicilio: Vulneración inexistente: entrada en domicilio con autorización judicial y presencia del Secretario judicial, recogiéndose objetos en los que se hallaron las huellas dactilares del acusado. 
POLICIA JUDICIAL: Está facultada para la recogida de efectos, instrumentos o pruebas que acrediten la perpetración del delito, sin que en la recogida de huellas dactilares deba estar presente el Secretario judicial; la recogida de huellas dactilares realizada por la policía judicial y su remisión al laboratorio para su análisis no quebranta el art. 326 LECrim. PRESUNCION DE INOCENCIA: Confesión del imputado: condiciones para que la declaración del imputado en sede policial no ratificada posteriormente pueda tener valor probatorio; Declaraciones de coimputados: existencia de prueba: ante policía no ratificada a presencia judicial, existiendo indicios de la participación del acusado en los hechos como disquete con información sobre  atentado terrorista y huellas suyas encontadas en piso en que vivían otros miembros del comando, indicios que corroboran la declaración policial; alegación de que la declaración ante la policía fue efectuada mediante tortura, sin que se haya denunciado en su momento oportuno, declarando los policías que estuvieron en la misma y que lo negaron y presencia del médico forense; Informes periciales: informes médicos forenses: no es necesaria su ratificación en juicio oral sino son impugnados por las partes; existencia de prueba: informes de lesiones emitidos por médicos forenses no ratificados en juicio oral, teniendo conocimiento la defensa de ellos sin impugnarlos, ni solicitar la presencia de los forenses que los realizaron; Informes dactiloscópicos: existencia de prueba: confeccionado por organismo oficial, compareciendo a juicio oral los peritos que lo emitieron, sin que fueran citados por las partes los policías que recogieron las huellas, lo que no afecta a la validez de la prueba; Prueba indirecta, circunstancial o indiciaria: valor del cotraindicio o coartada inverosimil; Prueba: diferencias entre medio de prueba, fuente de prueba y prueba o elemento probarorio: las pruebas las puede valorar el Tribunal como de cargo o descargo independientemente de si las propone la acusación o la defensa. 
COMISIONES ROGATORIAS: No es revisable en España el contenido de una comisión rogatoria realizada en la Unión Europea, las que se practican conforme a la legislación de cada Estado, sin que tengan que ajustarse al derecho español. 
RECURSO DE CASACION: Cuestión nueva: las vulneraciones de derechos fundamentales han de hacerse antes de la sentencia de instancia, salvo que las mismas se hayan producido en la misma sentencia. RECURSO DE CASACION POR INFRACCION DE LEY: Error de hecho en la apreciación de las pruebas: requisitos; desestimación: no se designan los documentos en los que se halla en error. 

3) TS (Sala de lo Penal), sentencia núm. 1940/2002 de 21 noviembre. 
AUTO DE PROCESAMIENTO: Acto de imputación formal que debe notificarse al interesado para que conozca los términos concretos de la acción delictiva que se le achaca; Irregularidades en su notificación: inexistencia de indefensión material al no impedir el conocimiento de los términos de la imputación formal. 
DERECHO A LA INTIMIDAD PERSONAL: Inviolabilidad del domicilio: vulneración: motivación por remisión a la solicitud policial: no exonera al juez instructor de su deber de resolver y motivar lo resuelto; Estimación: Auto que se limita a reproducir la solicitud policial y a fundamentarlo jurídicamente con consideraciones legales estandarizadas. 
PRESUNCION DE INOCENCIA: Pruebas válidas para enervarla: declaraciones del acusado: requisitos para introducir en el juicio la declaración prestada en el atestado mediante la prueba testifical de los funcionarios policiales que tomaron dicha manifestación; Valor probatorio: la prestada en dependencias policiales no constituye prueba al formar parte del atestado; Inexistencia de prueba: declaraciones prestadas en el atestado que no fueron ratificadas ante el Juez instructor ni en el juicio oral, pese a que sí lo fueron por los agentes policiales ante los que se produjeron. 
TERRORISMO: Grados de ejecución: tentativa: existencia: colaboración con banda armada: manifestación de querer colaborar con ETA e integrarse en un grupo de información sin haber realizado o participado en ningún acto concreto de tal información. 

TS (Sala de lo Penal) Sentencia núm. 1041/1997 de 4 julio 1997.

DERECHOS DE DEFENSA Y ASISTENCIA LETRADA: vulneración inexistente: incomunicación al detenido: letrado de oficio. DILIGENCIA DE ENTRADA Y REGISTRO: no es necesaria la presencia del interesado si se encuentra incomunicado. 

4) TS (Sala de lo Penal), sentencia núm. 514/1997 de 18 abril. 

TUTELA JUDICIAL EFECTIVA: auto de entrada y registro: motivación por remisión. 
PRESUNCION DE INOCENCIA: declaraciones de acusados: existencia de prueba: testigos eximidos de obligación de declarar. COLABORACION CON BANDA ARMADA.

LIBERTAD EXPRESIÓN 

1) Sentencia Tribunal Supremo núm. 656/2007 (Sala de lo Senal, Sección 1), de 17 julio.
TERRORISMO: Enaltecimiento o justificación de los delitos comprendidos en los arts. 571 a 577 del CP o de quienes hayan participado en su ejecución, o la realización de actos de descrédito, menosprecio o humillación de las víctimas de terrorismo o de sus familiares: concepto de víctima; inexistencia: letra de la canción s«índrome del norte», del grupo «Sociedad Alkohólica» que se mofa de la actuación de determinados miembros de las fuerzas de seguridad en prevención de atentados contra sus personas: tiene cabida en el derecho a la critica y en el legítimo ejercicio de la libertad de expresión. 

2) TS (Sala de lo Penal), sentencia núm. 1533/2004 de 21 diciembre. 
DIPUTADOS: Inviolabilidad parlamentaria por opiniones manifestadas en ejercicio de sus funciones: alcance; derecho absoluto no fiscalizable por la jurisdicción de los tribunales; derecho absoluto cuyos excesos quedan sujetos exclusivamente a la disciplina de los Reglamentos de las Cámaras legislativas. TERRORISMO: Enaltecimiento o justificación de los delitos comprendidos en los arts. 571 a 577 del CP o de quienes hayan participado en su ejecución, o la realización de actos de descrédito, menosprecio o humillación de las víctimas de terrorismo o de sus familiares: inexistencia: Diputado autonómico que, en intervención parlamentaria, justifica la lucha armada de ETA por la defensa de los derechos legítimos del pueblo vasco. 

3) TS (Sala de lo Penal), auto de 8 septiembre 2004. 
DIPUTADOS: Competencia para su enjuiciamiento: Tribunal Supremo por hechos cometidos fuera del territorio nacional por miembro del Gobierno y Parlamento autonómicos. 
ENCUBRIMIENTO: Ayudar a los presuntos responsables de un delito a eludir la investigación de la autoridad o a sustraerse a su busca o captura: inexistencia: Consejero-jefe del Gobierno Catalán que se reúne en Francia con dirigentes de ETA con el fin de acordar no cometer más atentados en Cataluña a cambio de apoyo en los objetivos de autodeterminación.  BANDAS ARMADAS: Actos de colaboración: requisitos; inexistencia. 


ANEXO 7:

LISTADO DE JURISPRUDENCIA DE LAS AUDIENCIAS PROVINCIALES

SOBRE POSIBLES DERECHOS FUNDAMENTALES AFECTADOS POR LAS POLÍTICAS ANTITERRORISTAS.

AUDIENCIAS PROVINCIALES 

A) ESPECIAL CONSIDERACIÓN DE TORTURAS, TRATOS INHUMANOS Y DEGRADANTES 

1) AP Granada (Sección 2ª) Sentencia de 20 enero 2006.

TORTURAS Y OTROS DELITOS CONTRA LA INTEGRIDAD MORAL: Autoridad o funcionario público que, abusando de su cargo, atente gravemente contra la integridad moral de una persona: existencia: funcionario de prisiones que golpea repetidamente con una porra de goma a interno que mostraba hacia él un comportamiento insolente. 

2) AP Madrid (Sección 5ª) Sentencia de 24 junio 2005. 

DETENCIONES ILEGALES Y SECUESTROS: Cometido por Autoridad o funcionario público fuera de los casos permitidos por la Ley: inexistencia.
LESIONES: Causar una lesión que menoscabe su integridad corporal o su salud física o mental, requiriendo para la sanidad tratamiento médico o quirúrgico: existencia: propinar puñetazos, patadas y golpes con un objeto romo el agente de policía acusado a la víctima tras mostrarle la placa policial y requerirle para que entregara cualquier sustancia estupefaciente que portara, comenzando la víctima a proferir insultos contra el acusado, sacando una pistola simulada, razón por la que se abalanzó sobre él causándole hidronematórax traumático y fractura esternal que requirieron tratamiento quirúrgico.
TORTURAS Y OTROS DELITOS CONTRA LA INTEGRIDAD MORAL: Autoridad o funcionario público que, abusando de su cargo, atente gravemente contra la integridad moralde una persona: inexistencia.

CARACTER PUBLICO DEL CULPABLE: apreciable. 

3) AP Alava (Sección 2ª) Auto de 16 junio 2005.

SOBRESEIMIENTO: PROVISIONAL: procedencia: torturas: no se deduce de los informes forenses indicio alguno de que el denunciante fuese sometido a malos tratos o vejaciones durante su detención y estancia en comisaría.

4) AP Las Palmas (Sección 1ª) Sentencia de 31 marzo 2004.  

TORTURAS Y OTROS DELITOS CONTRA LA INTEGRIDAD MORAL: Tortura no grave: tortura: concepto; elementos; inexistencia: diagnóstico de hematomas y contusiones en pierna: lesiones incompatibles con los golpes con una porra y puñetazos narrados por el perjudicado: ausencia de trato inhumano.
PRESUNCION DE INOCENCIA: Declaraciones de la víctima: requisitos para constituir prueba de cargo; Inexistencia de prueba: delito de torturas: incredibilidad subjetiva del testimonio de los denunciantes: móvil de resentimiento: diagnóstico de unas lesiones incompatibles con las circunstancias relatadas restando credibilidad a su versión.
CUMPLIMIENTO DE UN DEBER O EJERCICIO LEGITIMO DE UN DERECHO, OFICIO O CARGO: elementos; apreciable: funcionario de Policía que golpea en la pierna al infractor para ser reducido, dada su agresiva resistencia al practicarse su detención: actuación necesaria y proporcionada. 

5) AP Zaragoza (Sección 1ª) Auto de 7 noviembre 2003. 

SOBRESEIMIENTO: PROVISIONAL: procedencia: delito de torturas y contra la integridad moral por funcionario público: cumplimiento del reglamento penitenciario al suspender una comunicación oral tras negarse a un cacheo por no someterse a un control para acceder al interior del centro. 

6) AP Madrid (Sección 1ª) Auto de 12 junio 2003. 

TORTURAS Y OTROS DELITOS CONTRA LA INTEGRIDAD MORAL: Infligir a otra persona un trato degradante, menoscabando gravemente su integridad moral: elementos; sobreseimiento provisional: procedencia: maltratos alegados que no encuentran corroboración alguna en el informe del Médico Forense, ni en el examen médico realizado al ingresar la denunciante en el centro penitenciario. 

7) AP Cádiz (Sección 8ª) Sentencia de 7 febrero 2003.  

TORTURAS Y OTROS DELITOS CONTRA LA INTEGRIDAD MORAL: requisitos; Faltas contra las personas en el curso de la investigación con el fin de obtener una confesión: existencia: llamar «hijo de puta» y mentar «a sus muertos» así como golpear con brazos y codos por detrás y en la cabeza a sospechoso de robo.
DERECHO A UN PROCESO PUBLICO SIN DILACIONES INDEBIDAS: Vulneración: 9 años para el enjuiciamiento de un caso de torturas: atenuante por analogía. 

8) AP Santa Cruz de Tenerife (Sección 2ª) Sentencia de 18 noviembre 2002. 

AUTOR: Comisión por omisión: existencia: lesiones padecidas por detenido, como consecuencia de agresión de agente de policía, sin que se pueda acreditar cuál de los que le custodiaban le agredió concretamente: autoría por comisión por omisión de todos los agentes. 

9) AP Madrid (Sección 16ª) Sentencia de 11 noviembre 2002. 

LESIONES: Causar una lesión que menoscabe su integridad corporal o su salud física o mental, requiriendo para la sanidad tratamiento médico o quirúrgico: existencia: tratamiento médico psiquiátrico necesario para su curación y posterior a la primera asistencia médica.
TORTURAS Y OTROS DELITOS CONTRA LA INTEGRIDAD MORAL: Tortura: concepto y elementos; Bien jurídico protegido; Integridad moral: concepto; Sujeto activo; Diferencias entre tortura y atentado contra la integridad moral; Tortura grave: inexistencia: policías municipales de paisano que tras increpar al perjudicado por estar orinando en la calle y sin identificarse como tales, lo golpean indiscriminadamente para a continuación atarle las manos a la espalda y continuar golpeándole de manera reiterada y amenazándole de muerte, llegando uno de los agentes a encañonarle la cabeza con su pistola: sentimiento de indefensión que le hizo temer por su vida y sentirse como un animal: acto aislado y no preparado en el que no se observa la idea de «procedimiento», «método», «reiteración» o «permanencia» que requiere el delito de torturas: condena por un delito contra la integridad moral; Autoridad o funcionario público que, abusando de su cargo, atente gravemente contra la integridad moral de una persona: existencia; Personas responsables criminalmente: autor: inexistencia: coautoría: actitud violenta de menor intensidad a la realizada por coacusado: dudas acerca de que su actividad supusiera, además de un atentado contra la integridad física de la víctima, un atentado contra su integridad moral.
ABUSO DE SUPERIORIDAD: apreciable: conducta agresiva materializada por dos policías municipales con mayor corpulencia física que la víctima, a la que golpearon incluso después de atarle las manos a la espalda encontrándose sin posibilidad alguna de defensa; inapreciable: delitos de lesiones derivado de delito contra la integridad moral cometido por funcionario público: circunstancia inherente al delito contra la integridad moral; Incompatible con: delito contra la integridad moral cometido por funcionario público: circunstancia inherente al delito.
CARACTER PUBLICO DEL CULPABLE: Elementos; Distinción respecto de la eximente de cumplimiento de un deber o ejercicio legítimo de un derecho, oficio o cargo; apreciable: policía municipal que abusó de su cargo para agredir a la víctima; inapreciable: delito contra la integridad moral cometido por funcionario público: circunstancia inherente al delito; inapreciable: delito de lesiones derivado de delito contra la integridad moral cometido por funcionario público: circunstancia inherente al delito contra la integridad moral. RESPONSABILIDAD CIVIL SUBSIDIARIA: Del Estado y demás entes públicos: procedencia: de Ayuntamiento: por delitos de lesiones y contra la integridad moral cometido por policías municipales de servicio que utilizaron indebidamente su función pública. 

10) AP Madrid  (Sección 6ª) Sentencia de 10 julio 2002. 

AUTOR: Comisión por omisión: requisitos; inexistencia: en delitos de torturas y lesiones: no consta acreditado que los dos agentes acusados estuvieran presentes mientras uno de sus compañeros golpeaba a la víctima con la finalidad de obtener una confesión, o que vieran como éste lo hacía. TORTURAS Y OTROS DELITOS CONTRA LA INTEGRIDAD MORAL: Concepto y aspectos esenciales; Diferencias entre tortura y trato degradante; Tortura grave: inexistencia: agentes de policía que acercándose en plena calle a la víctima, la interrogan de forma incorrecta sobre la comisión del un delito de robo ocurrido en un centro comercial adyacente, por medio de la indebida formulación de preguntas, menosprecios y una total falta de educación: ausencia del plus de perversidad y maldad exigible a un delito de torturas; Lesiones en el curso de la investigación policial con el fin de obtener una confesión: inexistencia. 

11) AP Barcelona (Sección 8ª) Auto de 20 junio 2002. 

TORTURAS Y OTROS DELITOS CONTRA LA INTEGRIDAD MORAL: Presunción de inocencia: Vulneración inexistente: existencia de prueba: prueba indiciaria: agresión por dos agentes de policía encontrándose el detenido en comisaría con las manos esposadas a la espalda sentado en una silla. 

12)  AP Sevilla (Sección 7ª) Auto de 15 junio 2002. 

DELITOS COMETIDOS POR LOS FUNCIONARIOS PUBLICOS CONTRA OTROS DERECHOS INDIVIDUALES: Impedir u obstaculizar el derecho a la asistencia de abogado al detenido, procurar la renuncia del mismo a la asistencia o no informarle de sus derechos y de las razones de su detención: inexistencia: detención del denunciante por no portar el DNI, poniéndolo en libertad inmediatamente después de su detención, presentando pequeñas heridas incompatibles con el tratamiento que el denunciante afirma haber recibido. TORTURAS Y OTROS DELITOS CONTRA LA INTEGRIDAD MORAL: Autoridad o funcionario público que, abusando de su cargo, atente gravemente contra la integridad moral de una persona: inexistencia. 

13) AP La Rioja Sentencia de 28 mayo 2002. 

ATENTADOS CONTRA LA AUTORIDAD, SUS AGENTES Y LOS FUNCIONARIOS PUBLICOS Y RESISTENCIA Y DESOBEDIENCIA: Acometer a la autoridad, a sus agentes o a los funcionarios públicos: existencia: negativa del acusado, que tenía su perro suelto, a identificarse a requerimiento policial, profiriendo insultos a los agentes, agarrándoles por al ropa y desgarrándosela, y golpeándoles y oponiendo fuerte resistencia ante su detención, lo que originó lesiones a los agentes; Resistencia no grave a la autoridad o sus agentes: inexistencia. 

14) AP Las Palmas (Sección 1ª) Sentencia de 22 mayo 2002. 

TORTURAS Y OTROS DELITOS CONTRA LA INTEGRIDAD MORAL: Autoridad o funcionario público que, abusando de su cargo, atente gravemente contra la integridad moral de una persona: inexistencia: violencia excesiva y colocación de grilletes demasiado ajustados, contra sujeto que desobedece y se resiste a la autoridad: falta de intención de obtener una confesión: lesiones de menor gravedad. 

15) AP Vizcaya (Sección 1ª), sentencia núm. 46/2001 de 15 febrero. 

PRESCRIPCION: De delitos: inapreciable: instrucción contra una colectividad de personas, individualizándose contra los acusados en diversos momentos: el plazo debe ser igual para todos. TORTURAS Y OTROS DELITOS CONTRA LA INTEGRIDAD MORAL: Autoridad o funcionario que permiten que otras personas ejecuten los hechos delictivos: existencia: instructor y secretario de atestado correspondiente a operativo contra la banda terrorista ETA, que conocieron la existencia de malos tratos en los dos detenidos, corroborados por los partes médicos que objetivan múltiples lesiones de menor gravedad. 

16)  AP Las Palmas (Sección 1ª) Sentencia de 1 diciembre 2000. 

TORTURAS Y OTROS DELITOS CONTRA LA INTEGRIDAD MORAL: Infligir a otra persona un trato degradante, menoscabando gravemente su integridad moral: existencia: agente de policía local que la emprende a golpes con persona que creía realizaba mal conscientemente el test de alcoholemia y se burlaba de sus compañeros. 

17) AP Tarragona (Sección 2ª) Auto de 9 octubre 2000. 

TORTURAS Y OTROS DELITOS CONTRA LA INTEGRIDAD MORAL: Infligir a otra persona un trato degradante, menoscabando gravemente su integridad moral: inexistencia: supuestos malos tratos de la policía con el fin de que el denunciante se sometiera a la prueba de alcoholemia: falta de habitualidad; diferencias con el delito de tortura; Tortura grave: inexistencia: supuestos malos tratos de la policía con el fin de que el denunciante se sometiera a la prueba de alcoholemia: esta prueba no equivale a la confesión, ni entra dentro del derecho a no declarar, por lo que el fin de la conducta nunca sería obtener una confesión. LESIONES: Causar una lesión que menoscabe su integridad corporal o su salud física o mental, requiriendo para la sanidad tratamiento médico o quirúrgico: improcedente sobreseimiento: consta diagnóstico de estrés postraumático a consecuencia de los malos tratos policiales, con tratamiento psiquiátrico y suministro de antidepresivos, ansiolíticos e hipnóticos. 

18) AP Burgos (Sección 1ª) Auto de 10 diciembre 1999. 

DELITOS COMETIDOS POR LOS FUNCIONARIOS PUBLICOS CONTRA LA LIBERTAD INDIVIDUAL: Autoridad o funcionario público que acordare o prolongare cualquier privación de libertad de un detenido con violación de los plazos legales: inexistencia: presentación del detenido ante la autoridad judicial dentro del plazo, siendo informado durante dicho período de sus derechos.
DELITOS COMETIDOS POR LOS FUNCIONARIOS PUBLICOS CONTRA OTROS DERECHOS INDIVIDUALES: Impedir u obstaculizar el derecho a la asistencia de abogado al detenido, procurar la renuncia del mismo a la asistencia o no informarle de sus derechos y de las razones de su detención: inexistencia: comparecencia del abogado de guardia cuatro horas después de la detención.
TORTURAS Y OTROS DELITOS CONTRA LA INTEGRIDAD MORAL: concepto; diferencias entre tortura y trato degradante; Infligir a otra persona un trato degradante, menoscabando gravemente su integridad moral: inexistencia: falta de habitualidad o continuidad en el tiempo; Funcionarios de Instituciones Penitenciarias que cometen homicidio, lesiones, amenazas o coacciones respecto de detenidos o presos: inexistencia: falta de lesiones cometida por agente policial. FALSEDADES: Falsificación de documentos públicos, oficiales y mercantiles y de los despachos transmitidos por servicios de telecomunicación: Faltar a la verdad en la narración de los hechos: inexistencia: atestado: falta de condición de documento público.
RESPONSABILIDAD CIVIL SUBSIDIRIA: Del Estado y demás entes públicos: inexistencia: Ayuntamiento: falta de lesiones en dependencias policiales. 

19) AP Cádiz (Sección 6ª, ) Sentencia de 17 julio 1999. 

PRESCRIPCION: Inapreciable: plazo de prescripción atendiendo a las penas solicitadas por el Ministerio Fiscal, es de 10 años y la causa permaneció inactiva durante 5 años. TORTURAS: graves: inexistencia: no tuvo la tortura la gravedad exigida, al no poderse acreditar los métodos utilizados así como un objetivo realizado, ni la duración de los interrogatorios; Lesiones en el curso de la investigación policial: existencia: golpear causando lesión a un detenido, con el fin de que reconociera la comisión de unos hechos que no cometió. Autoridad que permiten que otras personas ejecuten los hechos: acusado consiente que sus subordinados, cometan un delito para conseguir la confesión de un detenido. ATENUANTE POR ANALOGIA: apreciación: derecho a un proceso sin dilaciones indebidas. 

20) AP Vizcaya (Sección 2ª) Sentencia de 4 marzo 1999.

TORTURAS Y OTROS DELITOS CONTRA LA INTEGRIDAD MORAL: Autoridad o funcionario público que permiten que otras personas ejecuten los hechos delictivos: existencia: Capitán y Teniente de la Guardia Civil que actúan como Instructor y Secretario del atestado referente a una operación de desmantelamiento de comando perteneciente a la banda ETA que, teniendo conocimiento de los malos tratos, pues las lesiones eran patentes y les habían interrogado en persona, no impiden los hechos; malos tratos constitutivos de falta de lesiones bajo la vigencia del anterior Código Penal: remisión del art. 204 bis al art. 582 párrafo 2º: si las faltas son incardinables en el art. 582 párrafo 1º la conducta no es atípica pues es ilógico que se pene lo menos grave y no lo más grave. 

21)  AP Vizcaya (Sección 2ª) Auto de 22 febrero 1999.

COMPETENCIA: Criterios de atribución de la competencia: por razón del territorio: en supuesto delito de torturas comenzado en Bilbao, continuado durante el viaje y en el destino: competencia del juzgado del territorio donde se comenzó.
TORTURAS Y OTROS DELITOS CONTRA LA INTEGRIDAD MORAL: en el nuevo CP/1995 no sólo se consideran tales las que tienen como finalidad obtener una declaración, sino también las hechas como castigo por una acción. 

22) AP Las Palmas (Sección 2ª) Sentencia de 15 julio 1998.

FALTAS CONTRA LAS PERSONAS: LESIONES: Presunción de inocencia: existencia de prueba: declaraciones de testigos. TORTURA: inexistencia: acusado no interviene en su condición de agente de la Autoridad en las lesiones que produjo, sino que lo hace de motu propio, sin orden de sus superiores, sino en una acción desarrollada por la Guardia Civil. 

B) TUTELA JUDICIAL EFECTIVA 

A.- DERECHO A UNA DEFENSA (PROCESO) CON TODAS LAS GARANTÍAS (ABOGADO DE CONFIANZA)

1) AP Cádiz (Sección 8ª) Sentencia de 7 febrero 2003. 

TORTURAS Y OTROS DELITOS CONTRA LA INTEGRIDAD MORAL: requisitos; Faltas contra las personas en el curso de la investigación con el fin de obtener una confesión: existencia: llamar «hijo de puta» y mentar «a sus muertos» así como golpear con brazos y codos por detrás y en la cabeza a sospechoso de robo.
DERECHO A UN PROCESO PUBLICO SIN DILACIONES INDEBIDAS: Vulneración: 9 años para el enjuiciamiento de un caso de torturas: atenuante por analogía. 

B. DERECHO A UN MÉDICO DE CONFIANZA 

1) AP Cádiz (Sección 2ª), auto núm. 35/2004 de 27 febrero. 
DERECHO PENITENCIARIO: Prestaciones de la Administración Penitenciaria: Asistencia sanitaria: Prestaciones sanitarias: solicitar interno perteneciente a la banda terrorista ETA asistencia médica privada del colectivo de Gestoras Pro-Amnistías: médicos pertenecientes al colectivo KAS: denegación en virtud de razones de seguridad. 

2) AP Cádiz (Sección 2ª), auto núm. 31/2004 de 26 febrero. 

DERECHO PENITENCIARIO: Asistencia sanitaria: equipo sanitario: asistencia de médico privado extrapenitenciario: improcedencia: interno perteneciente a la banda terrorista ETA, habiendo propuesto el mismo dos médicos pertenecientes al colectivo KAS encuadrado en el movimiento de liberación vasco. 

3) AP Cádiz (Sección 2ª), auto núm. 32/2004 de 26 febrero. 
DERECHO PENITENCIARIO: Asistencia sanitaria: equipo sanitario: asistencia de médico privado extrapenitenciario: improcedencia: interno perteneciente a la banda terrorista ETA, habiendo propuesto el mismo dos médicos pertenecientes al colectivo KAS encuadrado en el movimiento de liberación vasco. 

4) AP Madrid (Sección 5ª), auto núm. 2083/2001 de 26 octubre. 

DERECHO PENITENCIARIO: Establecimiento penitenciarios: organización general: relaciones con el exterior: comunicaciones y visitas: comunicaciones con autoridades o profesionales: procedencia de la visita médica extrapenitenciaria a un preso de ETA por un médico de su confianza perteneciente a la organización KAS. 

C) INTIMIDAD PRIVACIDAD 

REGISTROS E INTERVENCIÓN DE COMUNICACIONES

1) AP Granada (Sección 1ª), auto núm. 125/2000 de 10 mayo. 
PRISIONES: relación jurídica entre la Administración Penitenciaria y el interno: «relación especial de sujeción»; requisitos del acuerdo de intervención de las comunicaciones; derecho al secreto de las comunicaciones: vulneración inexistente: es suficiente el dato objetivo de la pertenencia a ETA como motivación del acuerdo, sin necesidad de una mayor individualización, dado el potencial delictivo de esta organización terrorista y su labor de recabar la mayor información posible para sus objetivos. 


ANEXO 8 :
LISTADO DE POSIBLES PERSONAS AFECTADAS DE SUS DERECHOS FUNDAMENTALES POR LA POLÍTICAS ANTITERRORISTAS.AÑOS 2007,2006 Y 2001

CALENDARIO DE DETENCIONES

Fuente: Policía Nacional  /Guardia Civil*
	AÑO 2007
	                                                                                      DETENCIONES

	MARZO

	05/03/07
	Datos: Nerea Garaizar San Martín
Edad: 30 de julio de 1975. 32 años. Barakaldo (Vizcaya)
Lugar de arresto : Fue detenida en Auch  en diciembre de 2001 a 80 kilómetros al oeste de Toulusse. 
Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA.Formó parte “ Zapaburu” desarticulado el 26 de marzo de 2001 en Galicia. 

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

· Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….



	ABRIL

	27/04/07
	Datos: Iñigo María Albisu

Edad: 23 años. Nació en San Sebastián( Gipuzkoa).

Lugar de arresto: Arrestado en Sheffield ( Reino Unido)
Fuente: www.guardiacivil.org
Comando: ETA. Detenido por presunto miembro de ETA .


Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. 

· Deia:                                       □ ……. 

· Diario Vasco:                          □ ……. 

· Gara (Egin) :                           □ ……. 

· Abc:                                         □ ……. 

· El Mundo:                                □ ……. 

· El País:                                    □ ……. 

· Otros:                                      □ ……. 


	Datos: Ana Isabel López Monge.
Edad: 36 años. Nació en Bilbao ( Vizcaya).

Lugar de arresto: Arrestado en Sheffield (Reino Unido)

Fuente: www.guardiacivil.org
Comando: ETA. El Juzgado Central de Instrucción nº2 de la Audiencia había ordenado su “ búsqueda, detención e ingreso en prisión” por pertenencia a banda armada o terrorista.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. 

· Deia:                                       □ ……. 

· Diario Vasco:                          □ ……. 

· Gara (Egin) :                           □ ……. 

· Abc:                                         □ ……. 

· El Mundo:                                □ ……. 

· El País:                                    □ ……. 

· Otros:                                      □ ……. 



	JUNIO

	13/06/07
	Datos: Antonio Aspizu Alcelay
Edad: 39 años. Nació en Azkoitia (Gipuzkoa) el 5 de Septiembre de 1968

Lugar de arresto: Arrestado en Mexico.
Fuente: www.guardiacivil.org
Comando: ETA. Acusado de formar parte de un “ comando de información de la banda terrorista”:


Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

· Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….



	14/06/07
	Datos: Joseba Imanol Cortázar Pipaon.
Edad: 43 años. Nació en Álava el 14 de enero de 1964.

Lugar de arresto  Fue detenido en noviembre de 2002 en Sauveterre de Guyenne (Francia).Extraditado por las autoridades francesas el 14 de junio de 2007

Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA. Detenido por delito de terrorismo y pertenencia a banda armada.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

· Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….



	20/06/07
	Datos: Iván Apaolaza Sancho.
Edad: 36 años. Nació en Gipuzkoa el 10 de noviembre de 1971.

Lugar de arresto: Arrestado en Cánada.
Fuente: www.guardiacivil.org
Comando: ETA. Acusado de delito de terrorismo y está reclamado por la Audiencia Nacional desde 2002. 

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

· Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….



	JULIO

	10/07/07
	Datos: Maria del Rosario Delgado Iriondo
Edad: 49 años. Nació en Ermua( Vizcaya).El 1 de noviembre de 1958.

Lugar de arresto  Fue detenida en septiembre del año 2000 (Francia).Extraditado por las autoridades francesas el 10 de julio de 2007.

Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA. Detenido por miembro del “ comando Madrid”, y participó en el secuestro del empresario Diego de Prado y Colón de Carvajal en 1983 y en el atentado contra el director del Banco Central de Madrid, Ricardo Tejero Magro, en 1985.Responsable de informatizar y perfeccionar las técnicas de impresión y falsificación de documentos oficiales.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

· Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….



	13/07/07
	Datos: Arnatz Oyarzábal Ubierna.
Edad: 30 años. Nació en San Sebastían( Gipuzkoa ).El 7 de mayo de 1977.

Lugar de arresto  Fue detenido en Niort  el 2 de mayo de 2002.Extraditado por las autoridades francesas el 13 de julio de 2007.

Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA. Detenido por  pertenencia a banda armada.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

· Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….
	Datos: Gregorio Vicario Setien
Edad: 50 años. Nació en Durango( VIzcaya ).El 17 de noviembre de 1957.

Lugar de arresto  Ha sido entregado temporalmente por las autoridades francesas.
Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA. Implicación en diversas causas en diferentes juzgados de las Audiencia Nacional por delitos de terrorismo, pertenencia a banda armada y atentado.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….

	AGOSTO

	09/08/07
	Datos: Ainhoa Múgica Goñi
Edad: 37 años. Nació en Donosti( Gipuzkoa). 
Lugar de arresto  Fue detenido en Niort  el 2 de mayo de 2002.Extraditado por las autoridades francesas el 13 de julio de 2007.

Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA. Fue detenida el 16 de septiembre de 2002 en Talence, cerca de Burdeos . El 9 de agosto Francia entrega temporalmente.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

· Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….
	Datos: Lexuri Gallastegui
Edad: 38 años. Nació en Bilbao.( Vizcaya).

Lugar de arresto  Fue detenido en Niort  el 2 de mayo de 2002.Extraditado por las autoridades francesas el 13 de julio de 2007.

Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

· Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….

	14/08/07
	Datos: Pablo  Aperribay Bediaga
Edad: 37 años. Nació en Bilbaoi( Vizcaya). 
Lugar de arresto  Fue detenido en Francia el 25 de julio de 2007 cuando intentaba sustraer un vehículo. Entregado por Francia en virtud de una Orden Europea  de Detención y Entrega dictada por el Juzgado Central de Instrucción nº5 de la Audiencia Nacional por su pertenencia a banda armada.
Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA. Pertenecia al comando Vizcaya denominado Azur, para el cual realizó labores de apoyo en infraestructura.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

· Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….

	SEPTIEMBRE

	01/09/07
	Datos: Luis Ignacio Iruretagoyena Lanz
Edad: 50 años. Nació en Tolosa( Gipuzkoa).

Lugar de arresto  Arrestado en Cahors (Francia). Entregado por Francia
Fuente: www.guardiacivil.org
Comando: ETA. Se le acusa de pertenencia a banda armada.


Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. 

· Deia:                                       □ ……. 

· Diario Vasco:                          □ ……. 

· Gara (Egin) :                           □ ……. 

· Abc:                                         □ ……. 

· El Mundo:                                □ ……. 

· El País:                                    □ ……. 

· Otros:                                      □ ……. 


	Datos: Alaitz Aramendi Jaunarena
Edad: 29 años. Nació en Bilbao( Vizcaya).

Lugar de arresto  Arrestado en Cahors (Francia). Entregado por Francia
Fuente: www.guardiacivil.org
Comando: ETA. Se le acusa de pertenencia a banda armada.


Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. 

· Deia:                                       □ ……. 

· Diario Vasco:                          □ ……. 

· Gara (Egin) :                           □ ……. 

· Abc:                                         □ ……. 

· El Mundo:                                □ ……. 

· El País:                                    □ ……. 

· Otros:                                      □ ……. 


	Datos: Ander Mugica Andonegui.
Edad: 25 años. Nació en Donostia( Gipuzkoa).

Lugar de arresto  Arrestado en Cahors (Francia). Entregado por Francia
Fuente: www.guardiacivil.org
Comando: ETA. Se le acusa de pertenencia a banda armada .

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. 

· Deia:                                       □ ……. 

· Diario Vasco:                          □ ……. 

· Gara (Egin) :                           □ ……. 

· Abc:                                         □ ……. 

· El Mundo:                                □ ……. 

· El País:                                    □ ……. 

· Otros:                                      □ ……. 



	12/09/07
	Datos: Manez Zubiaga
Edad: 28 años. Nació en Getxo( Vizcaya).El 14 de agosto de 1979

Lugar de arresto  Arrestado en Niort (Francia) el de 2 mayo de 2002. Entregado por Francia
Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA. Se le acusa de delitos de terrorismo, estragos o pertenencia a banda armada.


Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. 

· Deia:                                       □ ……. 

· Diario Vasco:                          □ ……. 

· Gara (Egin) :                           □ ……. 

· Abc:                                         □ ……. 

· El Mundo:                                □ ……. 

· El País:                                    □ ……. 

· Otros:                                      □ ……. 


	Datos: Javier Abaunza
Edad: 51 años. Nació en Gernika( Vizcaya).El 1 de enero de 1956.

Lugar de arresto  Arrestado en Niort (Francia) el de 2 mayo de 2002. Entregado por Francia
Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA. Se le acusa de delitos de terrorismo, estragos o pertenencia a banda armada..

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. 

· Deia:                                       □ ……. 

· Diario Vasco:                          □ ……. 

· Gara (Egin) :                           □ ……. 

· Abc:                                         □ ……. 

· El Mundo:                                □ ……. 

· El País:                                    □ ……. 

· Otros:                                      □ ……. 
	Datos: Juan Carasatorre
Edad: 49 años. Nació en Ermua( Vizcaya).El 1 de noviembre de 1958.

Lugar de arresto  Arrestado en Niort (Francia) el de 2 mayo de 2002. Entregado por Francia
Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA. Se le acusa de delitos de terrorismo, estragos o pertenencia a banda armada y asesinato.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. 

· Deia:                                       □ ……. 

· Diario Vasco:                          □ ……. 

· Gara (Egin) :                           □ ……. 

· Abc:                                         □ ……. 

· El Mundo:                                □ ……. 

· El País:                                    □ ……. 

· Otros:                                      □ …….

	OCTUBRE

	
	

	
	

	25/10/07
	Datos: Iñaki Lizundia Alvarez
Edad: ( Vizcaya). Entregado por Francia .

Lugar de arresto  Arrestado en Auch (Francia) el de 2 mayo de 2002. 
Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA. Se le acusa de pertenecer al aparato de información de ETA.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

· Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….
	Datos: Urtzi García Montero
Edad:  Nació en Hernai( Gipuzkoa).

Lugar de arresto  Arrestado en Francia) el 24 de septiembre de 2007. . Entregado por Francia .

Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA. Entregado por Francia. Tiene en vigor una orden Europea de Dentención y Entrega dictada por el Juzgado Central de Instrucción número dos por colaboración con banda armada. 

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                        □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                      □ ……. Fecha:…………….

  Otros:                                       □ ……. Fecha:…………….                            

	NOVIEMBRE

	20/11/07
	Datos: D.U.P
Edad: 

Lugar de arresto  Arrestado en Pamplona. Arrestado por la Policia Nacional.

Fuente: www.guardiacivil.org 

Comando: ETA. Partencia a grupos de apoyo a ETA (Segi y Batasuna

Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: X.U.P
Edad: 

Lugar de arresto  Arrestado en Pamplona. Arrestado por la Policia Nacional.

Fuente: www.guardiacivil.org
Comando: ETA. Partencia a grupos de apoyo a ETA (Segi y Batasuna

Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: I.G.G.
Edad: 

Lugar de arresto  Arrestado en Pamplona. Arrestado por la Policia Nacional.

Fuente: www.guardiacivil.org
Comando: ETA. Partencia a grupos de apoyo a ETA (Segi y Batasuna

Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: A.T.G.
Edad: 

Lugar de arresto  Arrestado en Pamplona. Arrestado por la Guardia Civil.

Fuente: www.guardiacivil.org
Comando: ETA. Partencia a grupos de apoyo a ETA (Segi y Batasuna

Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: I.G.T.
Edad: 

Lugar de arresto  Arrestado en Pamplona. Arrestado por la Guardia Civil.

Fuente: www.guardiacivil.org
Comando: ETA. Partencia a grupos de apoyo a ETA (Segi y Batasuna

Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :



	DICIEMBRE

	4/12/07
	Datos: Borja Urberuaga Arano
Edad: 30 años. Nació en Gernika( Vizcaya).

Lugar de arresto  Detenido el 24 de octubre de 2007 en Bayona ( Francia).

Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA. Presunto miembro de banda armada.
Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

· Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….
	Datos: Asier Tapia Zulaika
Edad: 28 años. Nació en Ermua( Vizcaya).El 1 de noviembre de 1958.

Lugar de arresto  Detenido en Chemin de Foret, en la localidad de Biriatou, el 2 de octubre de 2007 en cumplimiento de una Orden Europea de Detención.

 Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA. Presunto miembro de banda armada.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

· Otros:                                      □ ……. Fecha:……………. 

	11/12/07
	Datos: Gorka Lupiañez Mintegui.
Edad: 27 años. Nació en Bilbao ( Vizcaya).

Lugar de arresto: Arrestado entre las localidades de Ellorio y Berriz (Vizcaya):
Fuente: www.guardiacivil.org
Comando: ETA. Acusado de realizar las tareas logísticas relacionadas con el “ aparato militar·. 

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

· Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….

	13/12/07
	Datos: Javier García Gaztelu
Edad: 41 años. Nació en Bilbao ( Vizcaya).El 12 de febrero de 1966.

Lugar de arresto  Detenido el 21 de febrero de 2001 en Anglet (Francia).

Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA. Implicado en el secuestro y asesinato de Miguel Ángel Blanco, el asesinato de Gregorio Ordoñez y el de Fernando Múgica.

Denuncia Tortura: SI □ NO □

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

· Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….
	Datos: José Antonio Zurutuza Sarasola
Edad: 49 años. Nació en Ermua( Vizcaya).El 1 de noviembre de 1958.

Lugar de arresto  Fue detenido en febrero de 2004 en el sur de Francia por la Policia Francesa.

Fuente: www.policia.es 

Comando: Comandos Autónomos Capitalistas (CCA) . Presuntamente perteneció a los Comandos Autónomos Capitalistas (CCA) y al parecer está implicado en el atentado contra el delegado de “ Telefónica”, Enrique Cuesta Jiménez, perpetrado en San Sebastián en marzo de 1982, en el que falleció al igual que su escolta, el policía nacional Antonio Gómez.

También se le atribuye asesinato del director de la empresa “ Moulinex”,José María Félix Latiegui, en Usurbil (Gipuzkoa) en 1981, así como el asesinato de un guardia civil en Tolosa y el de un cabo de la Armada en Hondarribia ( Gipuzkoa). Además se le acusa de dos secuestros, atracos y actividades relacionadas con el impuesto revolucionario.

Denuncia Tortura: SI □ NO □

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

· Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….


CALENDARIO DE DETENCIONES

Policía Nacional  /Guardia Civil*
	AÑO 2006
	                                                                                      DETENCIONES

	ENERO

	18/01/2006
	Datos: Ruben David M.CH.
Edad: 32 años.
Lugar: 

Fuente: www.policia.es 

Comando: Detenido por ser autor de falsos avisos de bomba realizados en nombre de ETA.
Lugar de arresto  Detenido en Plasencia (Cáceres).

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

· Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….



	25/01/2006
	Datos: Xab ier Zabalo Beitia.
Edad: 33 años. Nació en Zumarraga ( Gipuzkoa). El 19 de julio de 1973.
Lugar: Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA. Tiene en vigor Orden internacional de Detención emitida por la Audiencia Nacional por un delito de Colaboración con Banda Armada.
Lugar de arresto  Detenido en Francia.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

· Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….



	25/01/2006
	Datos: Asier Quintana Zorrozua
Edad: 37 años. Nació en Bilbao (Vizcaya)
Lugar de arresto  Detenido en Francia.

Fuente: www.guardiacivil.org
Comando: ETA. Se encuentra incluido en la Lista del Consejo de la Unión Europea  de fecha 08/06/2005 sobre personas, grupos y entidades para la aplicación de medidas específicas  de lucha contra el terrorismo.
Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….
	Datos: Gracia Morcillo Torres.
Edad: 38 años. Nació en Donostia ( Gipuzkoa).
 Lugar de arresto  Detenido en  Francia.

Fuentewww.guardiacivil.org
Comando: ETA. Se encuentra incluido en la Lista del Consejo de la Unión Europea  de fecha 08/06/2005 sobre personas, grupos y entidades para la aplicación de medidas específicas  de lucha contra el terrorismo.Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….

	27/01/2006
	Datos: Jon Koldobika Garmendia Martínez
Edad: 34  años. Nació en Donostia ( Gipuzkoa).El 27 de agosto de 1972.

Lugar de arresto  Detenido en Cibourne, Francia.

Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA. Tiene en vigor dos Ordenes internacionales de Detención emitidas por la Audiencia Nacional por delitos de colaboración con Banda Armada.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

· Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….
	Datos: Ekain Rodríguez Gochicoa.
Edad: 27 años. Nació en Donostia( Gipuzkoa).El 27 de octubre de 1979.

Lugar de arresto  Detenido en Bayona (Francia).

Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA. Tiene en vigor dos Ordenes internacionales de Detención emitidas por la Audiencia Nacional por delitos de colaboración con Banda Armada.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

· Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….

	FEBRERO 

	17/02/2006
	Datos: Urtzi Murueta Gondra
Edad: 28 años. Nació en Getxo( Vizcaya). 
Lugar de arresto  Fue detenido en  Limoge (Francia) en noviembre de 2002 al ingresar en un hospital tras perder dos dedos cuando manipulaba un detonador. Entregado por Francia en febrero de 2006.

Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA. Entrega temporal al Estado español en virtud de una Orden internacional de Detención, emitido por el Juzgado Central de Instrucción número 3 de la Audiencia Nacional, por un delito de Incendio Provocado.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

· Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….

	21/02/2006
	Datos: Iñigo Macazaga Castillo
Edad: 27  años. Nació en Vitoria ( Alava). 
Lugar de arresto  Detenido en Kent (Reino Unido)
Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA. Reclamado por la Audiencia Nacional por delitos de colaboración con banda terrorista, tenencia de explosivos y asesinato en grado de tentativa.
Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….

	MARZO

	09/03/06
	Datos: Ainoa Barbain Yurrebaso.
Edad: 25ños. Nació en Donostia (Gipuzkoa).
Lugar de arresto  Detenido en Gironde (Francia)
Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA. Entregada por las autoridades francesas en virtud de una Orden Internacional de Detención emitida por la Audiencia Nacional por colaboración con banda armada o terrorista.
Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

· Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….

	ABRIL

	05/04/06
	Datos: Gregorio Vicario Setien.
Edad: 49 años. Nació en Durango ( Vizcaya) . El 17 de noviembre de 1957.
Lugar de arresto  Detenido en Annonay ( Francia)
Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA. Entregada por las autoridades francesas en virtud de dos Ordenes Intenacionales de Detención emitidas por la Audiencia Nacional por delitos de terrorismo y pertenencia a banda armada.
Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

· Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….

	Datos: Xangarin Recondo Serrano.
Edad: 27 años. Nació en Pamlona ( Navarra).
Lugar de arresto  Detenido en Mur de Barrez (Francia).
Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA. Entrega temporal por las autoridades francesas en virtud de un asesinato a un coronel y en varios secuestros.
Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

· Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….

	24/04/2006
	Datos: Julián Achurra Egurola.
Edad: 47 años. Nació en Lekeitio (Vizcaya).
Lugar de arresto  Detenido en Lasseube ( Francia) en Julio de 1996.
Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA. Entregado temporalmente por las autoridades francesas en virtud de la solicitud realizada por el Juzgado Central de Instrucción nº5 de la Audiencia Nacional,por un delito de estragos terroristas.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

· Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….

	MAYO

	19/05/2006
	Datos: Ernesto Alberdi Elejalde.
Edad:49 años. Eibar
Lugar de arresto  Arrestado en Mexico.
Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA. Reclamados por el Juzgado Central de Instrucción número 5 por los delitos de asociación ílícita, blanqueo de capitales y recaudación de fondos con fines terroristas.
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 
Deia 
Diario Vasco
Gara (Egin)
Abc:                                         Mundo:                                País:                                    Otros :


	Datos: Félix Salustiano García Rivera.
Edad: 51 años. Pasajes de San Pedro (Gipuzkoa).
Lugar de arresto  Arrestado en Mexico.
Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA. Reclamados por el Juzgado Central de Instrucción número 5 por los delitos de asociación ílícita, blanqueo de capitales y recaudación de fondos con fines terroristas.
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 
Deia 
Diario Vasco
Gara (Egin)
Abc:                                         Mundo:                                País:                                    Otros :


	Datos: Asier Arronategui Duradle.
Edad: 40 años. Gernika (Vizcaya)
Arrestado en Mexico.
Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA. Reclamados por el Juzgado Central de Instrucción número 5 por los delitos de asociación ílícita, blanqueo de capitales y recaudación de fondos con fines terroristas.
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 
Deia 
Diario Vasco
Gara (Egin)
Abc:                                         Mundo:                                País:                                    Otros :


	Datos: María Asunción Gorrochategui Vazquez
Edad: 52 años- Pamplona (Navarra)
Lugar de arresto  Arrestado en Mexico.
Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA. Reclamados por el Juzgado Central de Instrucción número 5 por los delitos de asociación ílícita, blanqueo de capitales y recaudación de fondos con fines terroristas.
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 
Deia 
Diario Vasco
Gara (Egin)
Abc:                                         Mundo:                                País:                                    Otros :


	Datos: Juan Carlos Artola Díaz.
Edad: 47 años- Donosti (Gipuzkoa).
Lugar de arresto  Arrestado en Mexico.
Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA. Reclamados por el Juzgado Central de Instrucción número 5 por los delitos de asociación ílícita, blanqueo de capitales y recaudación de fondos con fines terroristas.
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 
Deia 
Diario Vasco
Gara (Egin)
Abc:                                         Mundo:                                País:                                    Otros :


	Datos: Jose María Urquijo Borde.
Edad:48 años. Llodio (Álava).
Lugar de arresto  Arrestado en Mexico.
Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA. Reclamados por el Juzgado Central de Instrucción número 5 por los delitos de asociación ílícita, blanqueo de capitales y recaudación de fondos con fines terroristas.
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 
Deia 
Diario Vasco
Gara (Egin)
Abc:                                         Mundo:                                País:                                    Otros :



	JULIO

	17/07/2006
	Datos: Juan Antonio Olarra Guridi.
Edad: 39años. Nació Donosti (Gipuzkoa).
Lugar de arresto  Detenido en Burdeos (Francia
Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA. Entregado por las autoridades francesas por pertenencia a banda armada.
Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:……

	AGOSTO

	10/08/2006
	Datos: Zigor Bravo Saez de Urabain.
Edad: 30ños. Nació Donosti (Gipuzkoa).

Lugar de arresto  Detenido en Vitoria.
Fuente: www.guardiacivil.org
Comando: ETA. La detención se realiza en cumplimiento de una orden del Juzgado Central de Instrucción número 3 de la Audiencia Nacional.
Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:……
 

	DICIEMBRE

	14/12/2006
	Datos: Fernando Bert Arrechea.
Edad: 38años. Nació en Elgoibar (Gipuzkoa) el 24 de diciembre de 1968.
Lugar de arresto  Detenido en Francia
Fuente: www.policia.es 

Comando: ETA. Entregado por las autoridades francesas en virtud de una Orden Internacional de Detención emitida por la Audiencia Nacional.
Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

· Otros:                                      □ ……. Fecha:…8



CALENDARIO DE DETENCIONES*
	AÑO 2001
	                                                                                      DETENCIONES

	ENERO

	6/01/01
	Datos: José Ramón Ramada Estévez- 38 años.
Lugar: México
Comando: ETA. La detención se realiza en cumplimiento de una orden del Juzgado Central de Instrucción número 3 de la Audiencia Nacional.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:……


	11/01/01


	Datos: José Ignacio krutxaga- 37 años.

            Lierni Armendáriz González de Langarica-27 años.
Lugar: Barcelona
Comando: ETA. La detención se realiza en cumplimiento de una orden del Juzgado Central de Instrucción número 3 de la Audiencia Nacional.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:……


	17/01/01
	Datos: E.G.M.- 20 años.
Lugar: Arrasate
Comando: ETA. La detención se realiza en cumplimiento de una orden del Juzgado Central de Instrucción número 3 de la Audiencia Nacional.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:……


	18/01/01
	Datos: Pepe Rei.
Lugar: No se informa
Comando: ETA. La detención se realiza en cumplimiento de una orden del Juzgado Central de Instrucción número 3 de la Audiencia Nacional.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:……


	20/01/01
	Datos: Diego Sánchez Burría
Lugar: Barcelona
Comando: ETA. La detención se realiza en cumplimiento de una orden del Juzgado Central de Instrucción número 3 de la Audiencia Nacional.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:……


	FEBRERO

	1/02/01
	Datos: Antonio Gabiola
L Comando: ETA. La detención se realiza en cumplimiento de una orden del Juzgado Central de Instrucción número 3 de la Audiencia Nacional.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:……
ugar: Francia


	22/02/01
	Datos: Francisco Javier García Gaztelu “Txapote”- 41 años

Lugar: Bayona
Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….
	Datos: Jorge Macarrón Fuentes
Lugar: Bilbao
Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….
	Datos: Oier Andueza Antxía
Lugar: Bilbao
Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….

	23/02/01
	Datos: Iñigo Guridi Lasa
Lugar: Guipúzcoa
Comando: ETA. La detención se realiza en cumplimiento de una orden del Juzgado Central de Instrucción número 3 de la Audiencia Nacional.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:……


	24/02/01
	Datos: N.G.G.- 23 años.

Lugar: Autopista A- 15
	Datos: O.G.F.- 27 años.
Lugar: Orereta
	Datos: Una Joven- 20 años.
Lugar: Autopista A- 15

	25/02/01
	Datos: Edurne Velasco
Lugar: Guipúzcoa-Navarra
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Olatz Galarraga
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Ander Garmendia
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Eizmene Aizpurua
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Peio Goikoetxea
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Jose Manuel Zubillaga
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Nerea Goikoetxea
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Oihane Beristain
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos:  E.B- 26 años.
Lugar: Tolosa
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Miren Okariz- 27 años.

Lugar: Tolosa
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :



	26/02/01
	Datos: Leire Gallastegi- 24 años.
Lugar: Donostia
Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….

	MARZO

	6/03/01
	Datos: 15 Jóvenes detenidos en la operación “Sugekume”.
L Comando: ETA. La detención se realiza en cumplimiento de una orden del Juzgado Central de Instrucción número 3 de la Audiencia Nacional.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:……
ugar: País Vasco y Navarra


	7/03/01
	Datos: Asier Tapia
Lugar: Donostia
Comando: ETA. La detención se realiza en cumplimiento de una orden del Juzgado Central de Instrucción número 3 de la Audiencia Nacional.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:……


	9/03/01
	Datos: Gregorio Vicario Setién 

Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :

Lugar: Francia   

	Datos: Jon Zubiaurre- 20 años.

            Asier García

            Dos personas (no datos)
Lugar: rentaría
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Aitor García Justo- 26 años.

Lugar: Donostia
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Asier García Justo- 24 años.

Lugar: Donostia
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :



	10/03/01
	Datos: Zorion Zamakola
            Ander Etxebarria

Lugar: Las Landas
Comando: ETA. La detención se realiza en cumplimiento de una orden del Juzgado Central de Instrucción número 3 de la Audiencia Nacional.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:……


	11/03/01
	Datos: X.A.I- 24 años.
Lugar: Bergara Comando: ETA. La detención se realiza en cumplimiento de una orden del Juzgado Central de Instrucción número 3 de la Audiencia Nacional.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:……


	20/03/01
	Datos: Arkaitz Goikoetxea Besabe -21 años.

Lugar: Algorta
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Zigor Goikoetxea Besabe- 22 años.

Lugar: Algorta
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Urtzi Paul Larrea- 20años.

Lugar: Algorta
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Urtzi Murueta Gondra- 22 años.

Lugar: Leioa
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Jorge del Campo García- 22 años.

Lugar: Berango
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :



	23/03/01
	Datos: José Luis Mitxelena Berasarte “Orlegi”- 52 años.

Lugar: Hendaia
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Bixente Goia Etxebeste- 35 años.

Lugar: Bera Bidasoa

Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Imanol Larrañaga- 32 años. 

Lugar: Bera Bidasoa

Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: José Angel Altzaguren Perurena- 35 años.
Lugar: Bera Bidasoa

Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Pedro Esteban Altzaguren- 45 años.

Lugar: Bera Bidasoa

Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: José Cruz Sarasola-71 años. Solicita “Habeas Hábeas”.

Lugar: Rentería

Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Joxe Elizegui Mitxelena- 37 años.
Lugar: Oiartzun

Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :



	25/03/01
	Datos: Iñigo Makazaga Castillo-Exiliado político
Lugar: Dover
Comando: ETA. La detención se realiza en cumplimiento de una orden del Juzgado Central de Instrucción número 3 de la Audiencia Nacional.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:……


	26/03/01
	Datos: Alicia Sáez de la Cuesta- 32 años

Lugar: Santiago de Compostela
Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….

	Datos: Eider Pérez Aristizabal
Lugar: Rentaría
Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….

	Datos: Aitor Olaizola Baseta- 35 años
Lugar: Irán
Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….

	27/03/01
	Datos: Ainara Fresneda Etxebarria
Lugar: Behobia
Comando: ETA. La detención se realiza en cumplimiento de una orden del Juzgado Central de Instrucción número 3 de la Audiencia Nacional.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:……


	30/03/01
	Datos: Iratxe Sorzabal
Lugar: Hernán
Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….
	Datos: Arrate Urresti
Lugar: Biarritz
Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….

	ABRIL

	28/04/01
	Datos: Ibai Martinez de Treviño- 18 años
Lugar: Gasteiz
Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….
	Datos: Oier Gómez Mielgo- 17 años
Lugar: Gasteiz
Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….
	Datos: Urko Arroyo López de Erentxun- 17 años

Lugar: Gasteiz
Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….

	MAYO

	14/06/01
	Datos: Premin Sanpedro Larrañaga- 27 años.
Lugar: Arrasate
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: 

Jesús Marái Goikoetxea Garralda- 32 años.

Lugar: Arrasate
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Nerea Hernández Sancho- 31 años.
Lugar: Arrasate
Violencia Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Natale Landa Hervias- 30 años.

Lugar: Arrasate
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Aitor Astondona Altuna- 28 años.
Lugar: Aramaio
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Gorka Astondona Altuna- 20 años
Lugar: Aramaio
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Iban Astondona Altuna- 29 años
Lugar: Aramaio
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :



	AGOSTO

	14/08/01
	Datos: 4 personas detenidas: 3 hombres y 1 mujer: Arantza Martín- 22 años. 
Lugar: Bilbao
Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….

	22/08/01
	Datos: 8 personas detenidas. Santiago Vicente Aragón Miró, Francisco Javier Makazaga Azurmendi, Ibón Etxezarreta Etxaniz- 28 años, Luis María Carrasco Aseguinolaza; Oskarbi Jáuregui- 25 años, Susana López García- 23 años, Javier Unanue Estensoro y Miren Alai Intxausti.
Lugar: Zizurkil, Lasarte y Zaldibia.
Comando: ETA. La detención se realiza en cumplimiento de una orden del Juzgado Central de Instrucción número 3 de la Audiencia Nacional.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:……


	24/08/01
	Datos: Fernando García Jordá- 29 años

Lugar: Barcelona
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Unai López de Ocariz- 25 años

Lugar: Barcelona

Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Nerea Bengoa Ziarsolo- 29 años

Lugar: Barcelona
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Pedro Álvarez Fernández de Mendía
Lugar: Barcelona
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Aurelia Comas Riera
Lugar: Barcelona
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Laura Riera Valencia

Lugar: Barcelona
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :



	27/08/01
	Datos: Izate Etxeberria Lafita- 24 años

Lugar: Benalmádena
	Datos: Eneko Balantzategi Coca- 24 años
Lugar: 

	29/08/01
	Datos: José Ramón Acedo Espina- 24 años
Lugar: Gasteiz
Comando: ETA. La detención se realiza en cumplimiento de una orden del Juzgado Central de Instrucción número 3 de la Audiencia Nacional.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:……


	SEPTIEMBRE

	2/09/01
	Datos: Jon Etxeberria Oiarbide- 23 años.

Lugar: Gasteiz
Comando: ETA. La detención se realiza en cumplimiento de una orden del Juzgado Central de Instrucción número 3 de la Audiencia Nacional.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:……


	4/09/01
	Datos: Juan Carlos Subijana- 38 años.

Lugar: Gasteiz
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Raul Vallinas Aduna- 19 años.

Lugar: Gasteiz
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Sendoa Domínguez- 22 años

Lugar: Gasteiz
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Aitor Durán- 20 años

Lugar: Lekeito
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Iban Ortigosa- 23 años

Lugar: Gasteiz
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :



	5/09/01
	Datos: Joseba Gorosarri Ramos- 26 años
Lugar: Gasteiz


	6/09/01
	Datos: Unai Romano
Lugar: 
Comando: ETA. La detención se realiza en cumplimiento de una orden del Juzgado Central de Instrucción número 3 de la Audiencia Nacional.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:……


	23/09/01
	Datos: Asier Oiarzabal
Lugar: Francia
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Dolores López Resino
Lugar: Francia
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Oihane Errazquin Galdós (falta confirmación identidad)
Lugar: Francia
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Didier Agerre
Lugar: Francia
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :


	Datos: Alberto María Ilundai Iriarte
Lugar: Francia
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

Berria gunkaria): 

Deia                                          Diario Vasco:                          □ Gara (Egin) :                           □ Abc:                                         □ El Mundo:                                □ El País:                                    □ Otros :



	OCTUBRE

	17/10/01
	Datos: 7 detenidos. Koldo Mariñelarena, Roberto Lebrero Panizo, de 26 años, Angel Murgoitio Rivera, de 39; Asier Altuna Epelde, de 27; Igone Baztarrika Salegui, de 22; Iñaki Ibaibarriaga Iramategui, de 46; y Oriz Ibaibarriaga Azpiri, de 21 años.
Lugar: Guipúzcoa – Vizcaya
Comando: ETA. La detención se realiza en cumplimiento de una orden del Juzgado Central de Instrucción número 3 de la Audiencia Nacional.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:……


	18/10/01
	Datos: O.I.A- 21 años

Lugar: Ondarru
	Datos: Luis Mariñelarena Garziandia- 26 años
Lugar: Soraluze
	Datos: Roberto Lebrero Panizo- 26 años

Lugar: Soraluze
	Datos: Asier Altuna Epelde- 27 años
Lugar: Azkoitia
	Datos: Angel Murgoitio Ribera- 39 años

Lugar: Soraluze
	Datos: Igone Bastarrika Salegi- 22 años

Lugar: Azkoitia

	19/10/01
	Datos: Simone Begiristain Lasa- 38 años

Lugar: Eibar
Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….
	Datos: Julen Eregaña Azcarate- 36 años

Lugar: Eibar
Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….
	Datos: Ricardo Aramburu Gerenabarrena-40 años

Lugar: Eibar
Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….

	31/10/01
	Datos: 13 detenidos. Txema Matanzas, Ainhoa Baglietto, Juan Arzuaga.
Lugar: Guipúzcoa – Vizcaya- Álava- Navarra
Comando: ETA. La detención se realiza en cumplimiento de una orden del Juzgado Central de Instrucción número 3 de la Audiencia Nacional.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:……


	NOVIEMBRE

	5/11/01
	Datos: L.P.S- 20 años

Lugar: Iruñea
Comando: ETA. La detención se realiza en cumplimiento de una orden del Juzgado Central de Instrucción número 3 de la Audiencia Nacional.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:……


	6/11/01
	Datos: Jokin Zerain
Lugar: Gasteiz
Violencia Institucional: SI □ NO Tipo:

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….
	Datos: Zigor Bravo
Lugar: Gasteiz
Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….

	7/11/01
	Datos: Ana Belén Egues Gurrutxaga
L Comando: ETA. La detención se realiza en cumplimiento de una orden del Juzgado Central de Instrucción número 3 de la Audiencia Nacional.

Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:……
ugar: Madrid


	26/11/01
	Datos: Jorge Olaitz Rodríguez
Lugar: Pamplona
Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….

	DICIEMBRE

	6/12/01
	Identidad: Iñaki Lizundia - 30 años
Lugar: Francia
Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….
	Identidad: Nerea Garaizar - 25 años
Lugar: Francia
Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….
	Identidad: Gabriel Sáez Soto
Lugar: Francia
Violencia Institucional: SI □ NO □

Tipo:

Medios de comunicación donde aparece:

· Berria ( Egunkaria):                □ ……. Fecha:…………….

· Deia:                                       □ ……. Fecha:…………….

· Diario Vasco:                          □ ……. Fecha:…………….

· Gara (Egin) :                           □ ……. Fecha:…………….

· Abc:                                         □ ……. Fecha:…………….

· El Mundo:                                □ ……. Fecha:…………….

· El País:                                    □ ……. Fecha:…………….

Otros:                                      □ ……. Fecha:…………….
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Capítulo I: Contextualización socio-política.





Datos relevantes sobre mayorías y minorías parlamentarias de los últimos 10 años.


Acontecimientos sociales y políticos relevantes (1995-2007) vinculados al objeto de estudio.








Capítulo II: Contextualización jurídica.





II. 1.	Ámbito Internacional


II. 1.	Ámbito Internacional


a)	Análisis de Instrumentos Internacionales (ANEXO 1)


b)	Definición de Terrorismo


c)	Obligaciones Estatales


d)	Estándares internacionales en materia de legislación antiterrorista y de protección de los derechos humanos en el ámbito europeo


	- Ámbito Internacional con especial atención en recomendaciones CPT en los siguientes aspectos: 


			-	Detención


			-	Incomunicación


			-	Tortura y otros malos tratos. Protocolo Facultativo 


			-	Intimidad/Privacidad


			-	Libertad de Expresión


			- 	Ingreso en Prisión/Dispersión


			-	Responsabilidad penal de las personas jurídicas


			-	Tutela Judicial efectiva


- Ámbito europeo con especial atención en Jurisprudencia TEDH: 


			-	Detención


			-	Incomunicación


			-	Tortura y otros malos tratos


			-	Intimidad/Privacidad


			-	Libertad de Expresión


			- 	Ingreso en Prisión/Dispersión


			-	Responsabilidad penal de las personas jurídicas


			-	Tutela Judicial efectiva
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e)	Listado de Organizaciones Internacionales consideradas terroristas: evolución e incidencia


f)	Práctica de cooperación internacional en materia terrorista


-	Euroorden y Terrorismo


-	Extradición y Entrega


-	Otras modalidades


g)	Declaraciones internacionales sobre reconocimiento de víctimas de tortura y reparación


h)	Seguimiento de recomendaciones internacionales en Estado Español





II.2.	Ámbito Interno


a)	Evolución Legislativa


-	Penal


-	Procesal. Legislación orgánica (Audiencia Nacional)


-	Penitenciaria


-	Legislación en materia de Partidos Políticos


-	Constitucional. Derechos fundamentales 


Libertad/Seguridad: detención


Tutela Judicial efectiva


Tortura/tratos inhumanos/tratos degradantes


Intimidad. Privacidad


Libertad de expresión


Derecho de asociación


b)	Análisis Jurídico y contraste con Declaraciones e Instrumentos


c)	Evolución Jurisprudencial


d)	Ejecución de Sentencias


e)	Medidas de Reinserción
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ANEXO 5:





LISTADO DE JURISPRUDENCIA DE LA AUDIENCIA NACIONAL SOBRE POSIBLES DERECHOS FUNDAMENTALES AFECTADOS POR LA POLÍTICAS TERRORISTAS.
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Capítulo III: Aplicación de la normativa antiterrorista.





d) Especial consideración de la tortura y tratos inhumanos y degradantes


a. Marco jurídico internacional 


Instrumentos Universales e Internacionales (Anexo 1)


Informes (Anexo 2)


Jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (Anexo 3)


b. Marco jurídico interno. Normativa. Jurisprudencia


Tribunal Constitucional  (Anexo 4)


Audiencia Nacional (Anexo 5)


Tribunal Supremo (Anexo 6)


Audiencias Provinciales (Anexo 7)	


c. Aplicación de la normativa: denuncias y procesos. Cifra negra


- Denuncias: análisis de los datos


- Datos y perfiles de denuncias y denunciantes


- Detención con incomunicación/ régimen común


-Métodos de tortura empleados. Principales secuelas físicas y psíquicas


-Testimonios: extractos.


- Procesos Judiciales


-Evolución de los procesos judiciales sobre torturas


-Procesos finalizados. Archivos. Sentencias.


- Ejecución de las sentencias:


-Tiempo efectivo de cumplimiento


-Responsabilidad civil


-Indultos


- Cifra negra


Tutela Judicial Efectiva. Juez predeterminado por la ley


a. Marco jurídico internacional 


Instrumentos Universales e Internacionales (Anexo 1)


Informes (Anexo 2)


Jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (Anexo 3)


b. Marco jurídico interno. Normativa. Jurisprudencia


Tribunal Constitucional  (Anexo 4)
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Capítulo III: Aplicación de la normativa antiterrorista.





III.1 Datos estadísticos


III.2 Derechos fundamentales afectados


a) Presentación general


b)	Detención


a. Marco jurídico internacional 


Instrumentos Universales e Internacionales (Anexo 1)


Informes (Anexo 2)


Jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (Anexo 3)


b. Marco jurídico interno. Normativa. Jurisprudencia


Tribunal Constitucional  (Anexo 4)


Audiencia Nacional (Anexo 5)


Tribunal Supremo (Anexo 6)


Audiencias Provinciales (Anexo 7)	


c. Aplicación de la normativa: denuncias y procesos. Cifra negra


		Habeas Corpus


		Contraste Detenidos/Condenados/Procesados


		Publicidad Detenciones (Medios de comunicación)


Fundamentación de la prórroga de la detención y de la incomunicación


c) La cuestión de la incomunicación


a. Marco jurídico internacional 


Instrumentos Universales e Internacionales (Anexo 1)


Informes (Anexo 2)


Jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (Anexo 3)


b. Marco jurídico interno. Normativa. Jurisprudencia


Tribunal Constitucional  (Anexo 4)


Audiencia Nacional (Anexo 5)


Tribunal Supremo (Anexo 6)


Audiencias Provinciales (Anexo 7)	


c. Aplicación de la normativa: denuncias y procesos. Cifra negra


		Las denuncias y su tratamiento


La problemática de la Imputación de otras personas por declaración bajo incomunicación
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Capítulo III: Aplicación de la normativa antiterrorista.





Audiencia Nacional (Anexo 5)


Tribunal Supremo (Anexo 6)


Audiencias Provinciales (Anexo 7)	


c. Aplicación de la normativa: denuncias y procesos. Cifra negra


Derecho a una defensa (o proceso) con todas las garantías (abogado de confianza)


Derecho a un médico de confianza


Intimidad y privacidad


a. Marco jurídico internacional 


Instrumentos Universales e Internacionales (Anexo 1)


Informes (Anexo 2)


Jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (Anexo 3)


b. Marco jurídico interno. Normativa. Jurisprudencia


Tribunal Constitucional  (Anexo 4)


Audiencia Nacional (Anexo 5)


Tribunal Supremo (Anexo 6)


Audiencias Provinciales (Anexo 7)	


c. Aplicación de la normativa: denuncias y procesos. Cifra negra


Registros


Intervención comunicaciones (Caso Naseiro)


Libertad de expresión


a. Marco jurídico internacional 


Instrumentos Universales e Internacionales (Anexo 1)


Informes (Anexo 2)


Jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (Anexo 3)


b. Marco jurídico interno. Normativa. Jurisprudencia


Tribunal Constitucional  (Anexo 4)


Audiencia Nacional (Anexo 5)


Tribunal Supremo (Anexo 6)


Audiencias Provinciales (Anexo 7)	


c. Aplicación de la normativa: denuncias y procesos. Cifra negra





Derecho de asociación  


a. Marco jurídico internacional 


Instrumentos Universales e Internacionales (Anexo 1)
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Capítulo III: Aplicación de la normativa antiterrorista.





Informes (Anexo 2)


Jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (Anexo 3)


b. Marco jurídico interno. Normativa. Jurisprudencia


Tribunal Constitucional  (Anexo 4)


Audiencia Nacional (Anexo 5)


Tribunal Supremo (Anexo 6)


Audiencias Provinciales (Anexo 7)	


c. Aplicación de la normativa: denuncias y procesos. Cifra negra





III.3. RESPONSABILIDAD PENAL DE LAS PERSONAS JURÍDICAS


a. Marco jurídico internacional 


Instrumentos Universales e Internacionales (Anexo 1)


Informes (Anexo 2)


Jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (Anexo 3)


b. Marco jurídico interno. Normativa. Jurisprudencia


Tribunal Constitucional  (Anexo 4)


Audiencia Nacional (Anexo 5)


Tribunal Supremo (Anexo 6)


Audiencias Provinciales (Anexo 7)	


c. Aplicación de la normativa: denuncias y procesos. Cifra negra





IV.	Percepción Social y vulneración de derechos humanos


a)	Contenido


Percepción social y respuesta social


Percepción social de todo proceso de ilegalización


Percepción social sobre el papel de la Audiencia Nacional


Actitud de los grupos parlamentarios en Madrid


b)	Fuentes: hemeroteca, estadísticas


c)	Ámbito temporal: 95-2007


d)	Estudio de diferentes fuentes


encuestas de opinión: CIS, EUSTAT 


Datos oficiales sobre delincuencia: ministerio interior, ministerio justicia, dirección general de instituciones penitenciarias


Noticias (prensa, Internet, televisión y radio)


Artículos opinión
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ANEXO 2 :





LISTADO DE INFORMES INTERNACIONALES E INTERNOS SOBRE LA LUCHA CONTRA EL TERRORISMO Y LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS.

















ANEXO 3:





LISTADO DE JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL EUROPEO DE DERECHOS HUMANOS SOBRE POSIBLES DERECHOS FUNDAMENTALES AFECTADOS POR LAS POLÍTICAS ANTITERRORISTAS.





























ANEXO 5 


LISTADO DE JURISPRUDENCIA DE LA AUDIENCIA NACIONAL SOBRE POSIBLES DERECHOS FUNDAMENTALES AFECTADOS PRO LAS POLÍTICAS ANTITERRORISTAS.




















ANEXO 4 :





LISTADO DE JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL SOBRE POSIBLES DERECHOS FUNDAMENTALES AFECTADOS POR LAS POLÍTICAS ANTITERRORISTAS.

















ANEXO 6 :





LISTADO DE JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL SUPREMO SOBRE POSIBLES DERECHOS FUNDAMENTALES AFECTADOS POR LA POLÍTICAS TERRORISTAS.

















ANEXO 7:





LISTADO DE JURISPRUDENCIA DE LAS AUDIENCIAS PROVINCIALES SOBRE POSIBLES DERECHOS FUNDAMENTALES AFECTADOS POR LA POLÍTICAS TERRORISTAS.

















ANEXO 8 :





LISTADO DE POSIBLES PERSONAS AFECTADAS DE SUS DERECHOS FUNDAMENTALES POR LA POLÍTICAS ANTITERRORISTAS.AÑOS 2007,2006 Y 2001
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IV.	Percepción Social y vulneración de derechos humanos


Sucesos


Reportajes 


Análisis de: 


Ubicación noticia


Modo de presentación


Contenido de noticias


Movimientos sociales, iniciativas ciudadanas 


e) Datos (Anexo 8)





Propuestas y recomendaciones


ANEXOS: Estudios complementarios





Anexo 1: Listado de Instrumentos Internacionales de lucha contra el terrorismo y de protección de los Derechos Humanos en la aplicación de la normativa antiterrorista.





Anexo 2:Listado de Infomes Internacionales e Internos sobre la lucha contra el terrorismo y la protección de los Derechos Humanos.





Anexo 3: Listado de jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos sobre posibles derechos fundamentales afectados por las políticas antiterroristas.





Anexo 4 Listado de jurisprudencia Constitucional sobre posibles derechos fundamentales afectados por las políticas antiterroristas.





Anexo 5: Listado de jurisprudencia de la Audiencia Nacional sobre posibles derechos fundamentales afectados por las políticas antiterroristas.





Anexo 6 Listado de jurisprudencia del Tribunal Supremo sobreposibles derechos fundamentales afectados por las políticas antiterroristas.





Anexo 7Listado de jurisprudencia de la Audiencia Provincial sobreposibles derechos fundamentales afectados por las políticas antiterroristas.





Anexo 8; Listado de posibles personas afectadas de sus derechos fundamentales por las políticas antiterroristas. Años 2007,2006 y 2001.
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ANEXO 1:





LISTADO DE INSTRUMENTOS INTERNACIONALES DE LUCHA CONTRA EL TERRORISMO Y DE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS EN LA APLICACIÓN DE LA NORMATIVA ANTITERRORISTA.














� La búsqueda se ha realizado en la base de datos disponible en la página web del Tribunal Constitucional (� HYPERLINK "http://www.tribunalconstitucional.es" ��www.tribunalconstitucional.es�). El resultado se presenta por orden temático y cronológico. Se han seguido los criterios de búqueda más amplios posibles. Se han extraído todas las sentencias pronunciadas por dicho tribunal, desde el 1 de enero de 1995 al 31 de marzo de 2008, con los términos indicados en el índice del esquema general del informe de derechos civiles y políticos de principios de abril de 2008 y, siempre, en materia antiterrorista. Se señalan con un (*) las sentencias ya mencionadas en un apartado anterior con referencia del número de página. En algunas ocasiones será necesario bajar la sentencia a través del vínculo indicado (página web del Tribunal Constitucional y B.O.E.) para concretar el derecho afectado que puede no aparecer en el extracto.


* Fuentes: Policia Nacional.www.policia.es, www.guardiacivil.org.


* Fuentes: Policia Nacional.www.policia.es y Guardia Civil www.guardiacivil.org.


* Fuentes: TAT, Diario DEIA y terra.es/actualidad/terrorismo/documentación/documento_golpes_eta.htm. El número total de detenidos es 148, de algunos miembros se sabe que han sido detenidos pero las fuentes no arrojan más datos. El número de detenidos según el diario GARA, (euskalherria.com), es de 99 detenciones en el año 2001.
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